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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores (as):

--Allamand Zavala, Andrés

--Allende Bussi, Isabel

--Araya Guerrero, Pedro
--Bianchi Chelech, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio
--De Urresti Longton, Alfonso
--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Goic Boroevic, Carolina
--Guillier Álvarez, Alejandro

--Harboe Bascuñán, Felipe
--Horvath Kiss, Antonio

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Matta Aragay, Manuel Antonio
--Montes Cisternas, Carlos
--Moreira Barros, Iván

--Muñoz D´Albora, Adriana
--Navarro Brain, Alejandro

--Orpis Bouchon, Jaime
--Ossandón Irarrázabal, Manuel José
--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime
--Quinteros Lara, Rabindranath
--Rossi Ciocca, Fulvio

--Tuma Zedan, Eugenio
--Van Rysselberghe Herrera, Jacqueline
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, la Ministra Secretaria General de la Presidencia, señora Ximena Rincón González, y los Ministros de la Secretaría General de Gobierno, señor Álvaro Elizalde Soto, y de Economía Fomento y Turismo, señor Luis Céspedes Cifuentes. Asimismo, se encontraban presentes el Subsecretario del Interior, señor Mahmud Aleuy Peña y Lillo; el Jefe de la Unidad Jurídica de la Secretaría General de Gobierno, señor Cristóbal Osorio Vargas y el Asesor legislativo de dicha Secretaría, señor Eugenio San Martín.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:02, en presencia de 28 señores Senadores.

La señora ALLENDE (Presidenta).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

La señora ALLENDE (Presidenta).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 55ª y 56ª, ordinarias, en 14 y 15 de octubre del año en curso, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las actas aprobadas).

IV. CUENTA

La señora ALLENDE (Presidenta).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Oficios



De la Honorable Cámara de Diputados:



Comunica que aprobó el proyecto de ley que extiende la cobertura del mecanismo de estabilización de precios de los combustibles creado por la ley N° 20.765 (boletín N° 9.668-05) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a la Comisión de Hacienda.



Del señor Ministro de Energía:



Expresa su agradecimiento por la declaración pública mediante la cual esta Corporación manifestó su rechazo a las agresiones de las que fue víctima en la comuna de San José de Maipo, junto con autoridades de esa Secretaría de Estado y edilicias, el día 15 de este mes.



Del señor Director (s) de la Biblioteca del Congreso Nacional:



Da respuesta a petición, cursada en nombre del Senador señor Larraín, relativa a la elaboración de un estudio que revise, en el ordenamiento jurídico nacional, la existencia de normas que constituyan discriminaciones arbitrarias respecto de personas con capacidades distintas o especiales.



Del señor Director General de la Policía de Investigaciones de Chile:



Responde solicitud de información, remitida en nombre del Senador señor Espina, acerca del número de personas que registran orden de detención pendiente por delitos de mayor entidad o de alto reproche social, con referencia a la cantidad de ellas que se encuentran prófugas de la justicia.



Del señor Jefe de Gabinete del Subsecretario de Pesca y Acuicultura:



Atiende consulta, hecha en nombre del Senador señor De Urresti, respecto a la ubicación de 46 peticiones de concesión de acuicultura para salmónidos y algas en la Región de Los Ríos, a la eventual afectación de áreas de manejo de organizaciones de pesca artesanal y a su compatibilidad con la propuesta de macrozonificación de la Comisión Regional de Uso del Borde Costero.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informe



De la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece excepción para la pesca artesanal con línea de mano de la especie jurel y que modifica regulación para establecimiento de ampliación de régimen de áreas de manejo y explotación de recursos bentónicos (boletín Nº 9.097-21) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 2).


--Queda para tabla.

Moción



Del Senador señor Bianchi, con la que da inicio a un proyecto que modifica la ley Nº 19.968, que crea los tribunales de familia, en materia de informes periciales (boletín N° 9.674-07) (Véase en los Anexos, documento 3).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Proyectos de acuerdo



Del Senador señor Ossandón, con el que solicita a Su Excelencia la Presidenta de la República que el señor Ministro de Hacienda y la señora Ministra Presidenta del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes evalúen la posibilidad de una iniciativa de ley que declare exenta del impuesto al valor agregado la venta de libros o, en su defecto, reduzca la tasa de dicho tributo (boletín Nº S 1.745-12) (Véase en los Anexos, documento 4).


De los Senadores señores Allamand, Coloma, Girardi, Lagos, Hernán Larraín, Moreira, Pizarro y Prokurica, con el que piden a Su Excelencia la Presidenta de la República la pronta apertura de una sede diplomática en Bakú, República de Azerbaiyán, con el fin de intensificar las relaciones de Chile con este país y, en general, con las naciones de la zona del Cáucaso (boletín Nº S 1.746-12) (Véase en los Anexos, documento 5).


--Quedan para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Terminada la Cuenta.

)-------------(

El señor TUMA (Vicepresidente).- Antes de iniciar el Orden del Día, deseo saludar, en nombre del Senado, a los alumnos de la Escuela Elise Mottart, de la comuna de El Carmen, provincia de Ñuble, quienes fueron invitados por el Honorable señor Harboe.



¡Bienvenidos!



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

)--------------(

El señor TUMA (Vicepresidente).- ¿Habría acuerdo para votar en este momento la solicitud de la Presidenta de la República para designar a dos personas como integrantes del Consejo para la Transparencia?



--Se accede.

V. ORDEN DEL DÍA

NOMBRAMIENTO DE SEÑORES MARCELO DRAGO AGUIRRE Y JORGE JARAQUEMADA ROBLERO COMO INTEGRANTES DE CONSEJO PARA LA TRANSPARENCIA

El señor TUMA (Vicepresidente).- Conforme a lo acordado, corresponde ocuparse en el oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República mediante el cual se pide el acuerdo del Senado para nombrar como miembros del Consejo Directivo del Consejo para la Transparencia, por el período de seis años, que vence el 2020, a los señores Marcelo Fernando Drago Aguirre y Jorge Andrés Jaraquemada Roblero, con certificado de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento (Véase en los Anexos, documento 6).


--Los antecedentes sobre el oficio (S 1.744-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Se da cuenta en sesión 57ª, en 21 de octubre de 2014.



Informe de Comisión:



Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento (certificado): sesión 59ª, en 22 de octubre de 2014.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El  referido órgano técnico recibió en audiencia a los señores Drago y Jaraquemada, quienes realizaron una exposición sobre los objetivos y desafíos de la labor que debe cumplir dicho Consejo.



La Comisión deja constancia, por la unanimidad de sus miembros (Senadores señores De Urresti, Espina, Harboe, Hernán Larraín y Patricio Walker), de que en la proposición en estudio se ha dado cumplimiento a los requisitos y las formalidades previstos por nuestro ordenamiento para la designación de los integrantes del Consejo para la Transparencia.



Cabe tener presente que el Senado debe pronunciarse respecto de la propuesta como una unidad y que, para aprobar la solicitud, se requieren 25 votos, esto es, dos tercios de los señores Senadores en ejercicio.

)---------------(

La señora ALLENDE (Presidenta).- Antes de ofrecer la palabra, recabo la autorización de la Sala para que ingrese al Hemiciclo el Subsecretario del Interior, señor Mahmud Aleuy, quien participará en el debate sobre el proyecto que se tratará a continuación, que aumenta la dotación de Carabineros de Chile, y también el asesor de la Ministra señora Ximena Rincón, don Gabriel de la Fuente.



--Se autoriza.
)---------------(

La señora ALLENDE (Presidenta).- En votación la solicitud de la Presidenta de la República.



--(Durante la votación).
La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palaba el Presidente de la Comisión de Constitución, Senador señor Harboe.

El señor HARBOE.- Señora Presidenta, en sesión extraordinaria celebrada el día de hoy, a petición de la señora Ministra Secretaria General de la Presidencia, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento recibió y escuchó a los candidatos propuestos por Su Excelencia la Presidenta de la República para integrar el Consejo Directivo del Consejo para la Transparencia. Me refiero a los señores Marcelo Fernando Drago Aguirre y Jorge Andrés Jaraquemada Roblero.



Don Marcelo Drago es abogado de la Pontificia Universidad Católica; tiene un máster en la Universidad de Harvard, y cuenta con vasta experiencia en el sector público.



El profesor Jorge Jaraquemada también es abogado de la Pontificia Universidad Católica y ha ejercido ya el cargo de consejero del Consejo para la Transparencia durante seis años.



Dada la premura con que se debe resolver la solicitud en comento y teniendo en cuenta de que en los próximos días corresponderá renovar la integración del Consejo Directivo del Consejo para la Transparencia, el Gobierno solicitó al órgano técnico que presido que esta proposición fuera informada mediante el presente certificado, a fin de avanzar con prontitud en el despacho de aquella por la Sala del Senado.



La Comisión…

La señora ALLENDE (Presidenta).- Disculpe que lo interrumpa, señor Senador.



Solicito a Sus Señorías que, por favor, guarden silencio para poder escuchar el informe que está dando el Presidente de la Comisión de Constitución.



¡Entiendo que es muy importante saludar al Senador señor Quintana en el día de su cumpleaños…! Pero ahora estamos en sesión.



Puede continuar, Honorable señor Harboe.

El señor HARBOE.- Muchas gracias, señora Presidenta.



Decía que la Comisión constató que en la proposición formulada por Su Excelencia la Presidenta de la República se ha dado cumplimiento a los requisitos y procedimientos establecidos para designar a los candidatos propuestos como consejeros directivos del Consejo para la Transparencia.



Los miembros del órgano técnico hacemos presente que, en caso de aprobarse esta proposición, los señores Marcelo Fernando Drago Aguirre y Jorge Andrés Jaraquemada Roblero se desempeñarán en sus respectivos cargos hasta el mes de octubre del año 2020, de conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 36 de la ley N° 20.285.



Finalmente, señora Presidenta, señalamos que esta proposición, para ser aprobada, requiere el voto conforme de los dos tercios de los Senadores en ejercicio, según lo estipula el inciso primero del artículo ya mencionado.



Es cuanto puedo informar.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Honorable señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señora Presidenta, seré muy breve en dar mi opinión respecto de los postulantes propuestos por la Presidenta de la República para integrar el Consejo para la Transparencia.



Quiero manifestar que conozco a ambos candidatos y considero que ellos, sin lugar a dudas, van a desempeñarse con éxito en las funciones para las cuales están siendo convocados. 



Jorge Jaraquemada ya ha sido consejero durante estos últimos seis años, y quienes seguimos de cerca las acciones del Consejo hemos podido apreciar en dicha persona a un profesional comprometido, que ha trabajado en equipo con los demás integrantes del referido organismo, logrando por esa vía un buen entendimiento y un desarrollo institucional realmente ejemplar, lo que ha permitido que Chile tenga un liderazgo internacional muy destacado.



Creo que el rol que ha cumplido Jorge Jaraquemada y el aporte que ha hecho son dignos de subrayar.



Por su parte, a Marcelo Drago lo conocimos en estos últimos años como asesor de la entonces Senadora Soledad Alvear. Lo vimos participando en diversas actividades y colaborando incluso en tareas de la propia Comisión de Constitución, cuando dicha parlamentaria era integrante de esta instancia legislativa. 



Por lo que he podido apreciar en él, puedo atestiguar que se trata de una persona de cualidades técnicas muy destacadas, de buena formación, de muy buen sentido de trabajo institucional y con una perspectiva amplia de Estado, como se requiere para cumplir una función como la que se le ha propuesto.



Por lo tanto, anuncio mi voto favorable a los nombramientos de esas dos personas.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señora Presidenta, en verdad, estos cargos son de enorme importancia, porque no cabe duda de que el Consejo para la Transparencia es una de las instituciones más poderosas que existen en nuestro país.



En la Comisión de Constitución no tuvimos mucha oportunidad de entrevistar a los postulantes, dado que esta solicitud llegó con premura, producto del atraso en su presentación. Estaba por vencer el plazo del correspondiente mandato. 



Ante ello, el órgano técnico, haciendo una excepción en su procedimiento -dejo constancia de que fue algo muy excepcional-, resolvió acelerar la tramitación. En verdad, a quienes integramos la Comisión no nos gusta que nos hagan tomar decisiones sin habernos dado el tiempo necesario para meditar como corresponde lo que se propone o, en este caso, para entrevistar bien a los postulantes al Consejo para la Transparencia.



Esta institución reviste una enorme importancia: si acierta, le hace un gran favor a la democracia; pero, si se equivoca, le hace un gran perjuicio.



En cuanto a los nombres que se han propuesto, debo decir que don Jorge Jaraquemada lleva años de experiencia en el cargo y conoce bien dicha función, la cual ha cumplido de forma inobjetable. En consecuencia, le estamos renovando el mandato a una persona que hasta ahora lo ha ejercido en forma adecuada y correcta, por lo que no tenemos ninguna observación respecto de él.



En verdad, nos hubiese gustado haber hecho una sesión más larga en la Comisión de Constitución para que nos explicara muchas cosas. Probablemente, se le invite en el futuro con el objeto de que nos dé a conocer antecedentes acerca del funcionamiento práctico del Consejo para la Transparencia.



Además, sería muy útil que se levantara un acta respecto de la información que se proporcionó en esa sesión, y que aquella fuese revisada por los señores parlamentarios. Ahí se entregaron muchos datos acerca de las personas que recurren a dicho organismo -solicitando amparo, por ejemplo-, de las características de tales peticiones, etcétera. 



Estamos ante un tema bien de fondo. No se trata de una cuestión liviana. No es llegar y nombrar a dos personas. El referido Consejo reviste demasiada relevancia como para mirarlo de pasadita. 



En cuanto a don Marcelo Drago, cabe señalar que cuenta con un muy buen currículum. Tuve la oportunidad de conocerlo en su calidad de asesor de la entonces Senadora Alvear. Solo puedo confiar en que hará bien su trabajo; no tengo otra referencia más que su buen cometido en la función aludida. 



Estuvo muchos años colaborando con la Senadora. Como miembro de la Comisión de Constitución, puedo dar fe de que sus informes siempre fueron muy prolijos, muy adecuados. Pero si me preguntan por algún antecedente que indique cómo se desempeñará en un cargo de la naturaleza del que nos ocupa, que es distinto del de asesor de un legislador, debo responder que no sé. 



Con todo, vamos a respaldar su nombramiento por la información que nos hizo llegar el Gobierno. Se observa un buen currículum, figurando incluso un máster en Harvard. Aclaro que con ello no estoy diciendo que para ser bueno es preciso tener una maestría en dicha universidad, porque mucha gente no ha obtenido ningún posgrado y hace muy bien su trabajo. 



Pero, por lo menos, sus antecedentes demuestran que es una persona capaz y que ha tenido una buena trayectoria profesional. 



Reitero que, de acuerdo a lo que observé en la Comisión de Constitución, sus informes siempre fueron certeros, prudentes, bien estudiados. Por el trabajo que realizó, me formé una gran opinión de él. 



Por esas consideraciones, aprobaremos la solicitud de la Primera Mandataria, haciendo una salvedad, señora Presidenta: hágale presente al Gobierno que en esta materia no se debe presionar la toma de decisiones. No digo que las personas hayan sido presionadas, sino que no tuvimos el tiempo suficiente para analizar el asunto adecuadamente. 



A mi juicio, ello impidió que contáramos con un informe que permitiera a todos conocer más antecedentes respecto del funcionamiento del Consejo para la Transparencia. 

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Patricio Walker. 

El señor WALKER (don Patricio).- Señora Presidenta, tal como se señaló, es efectivo que los dos candidatos para integrar el Consejo para la Transparencia son muy buenos. 



En primer lugar, don Jorge Jaraquemada ha sido miembro de dicho organismo por seis años. Hoy lo preside. Y ha cumplido una labor brillante, relevante, lo que ha ayudado a posicionar la importancia del acceso a la información pública por parte de los ciudadanos. 



En la Comisión de Constitución realizó una exposición muy completa y contundente. En verdad, nos dejó una muy buena impresión a quienes integramos dicho órgano, en mi caso, gracias al Senador Araya, quien me permitió reemplazarlo. 



En su currículum figura que es abogado de la Pontificia Universidad Católica y que tiene un magíster en Ciencia Política, impartido por la Universidad de Chile. Obviamente, cuenta con todos los méritos para ser nombrado, nuevamente, miembro del Consejo para la Transparencia. 



Por su parte, don Marcelo Drago Aguirre también es una persona muy preparada. 



Él es abogado de la Pontificia Universidad Católica y máster en Administración Pública de la prestigiosa Universidad de Harvard. 



Tiene mucha experiencia en el sector público, en órganos de Gobierno. Fue Seremi de Vivienda y Urbanismo de la Décima Región, Jefe de Gabinete del Ministro de Bienes Nacionales, Gobernador, consultor del Banco Interamericano de Desarrollo, de la ONU, de la CEPAL, en fin. 



La verdad es que podríamos hablar mucho de su experiencia en Gobierno. 



Me tocó ser miembro de la Comisión de Constitución los cuatro años del período anterior. Ahí pude apreciar, como ya señalaron otros Senadores, la rigurosidad y profesionalismo del señor Drago a la hora de preparar minutas, intervenciones, estudios para la entonces Senadora Soledad Alvear en materias muy complejas y profundas. En dicha instancia nos dimos cuenta de su calidad como académico, como abogado y como hombre público. 



En mi opinión, Marcelo Drago será un tremendo aporte al Consejo para la Transparencia. 



Por lo tanto, con mucho gusto, apoyamos la propuesta de la Presidenta de la República para designar a Jorge Jaraquemada y a Marcelo Drago como integrantes de dicho organismo. Esto lo digo, por supuesto, en nombre de la bancada de la Democracia Cristiana. 

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro. 

El señor NAVARRO.- Señora Presidenta, los dos nombres propuestos corresponden a destacados profesionales e intelectuales de la Pontificia Universidad Católica de Chile. Sin duda, los méritos académicos y la trayectoria de ambos avalan esta nominación. 



Sin embargo, como todos sabemos, esto siempre forma parte de un acuerdo político. Al respecto, debo señalar que el MAS, Partido que yo presido, no fue consultado en esta ocasión. 



Por ello, le hago presente al Gobierno que en materias como la que nos ocupa es bueno que se converse al interior de la coalición. De ese modo, los candidatos propuestos siempre llegarán con el consenso respectivo. Jamás nos vamos a negar a ese acuerdo. 



Creo que la práctica utilizada en esta oportunidad, que está siendo recurrente, no es la más adecuada. Se lo represento formalmente a mi Gobierno en lo relativo a este tipo de nombramientos. 



Voto a favor, señora Presidenta.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señora Presidenta, estimados colegas, en más de alguna ocasión he manifestado mi opinión sobre los procesos de designación que nos corresponden como Poder del Estado. 
No es la primera vez que lo digo. De hecho, lo planteé a propósito de las propuestas de integración de la Corte Suprema.



El problema es que las normas que definen la composición de ciertos órganos establecen quórums que terminan produciendo un equilibrio que no representa las corrientes o reflexiones mayoritarias de una sociedad ni las mayorías en ambas ramas del Parlamento.



Aclaro que no tengo un juicio contrario -créanme- respecto de los dos candidatos propuestos en esta ocasión. 



Conozco a uno de ellos, a Marcelo Drago Aguirre, quien trabajó con una excolega nuestra. Es un hombre de gran compromiso con la política pública. 



Y si bien no conozco en persona a don Jorge Andrés Jaraquemada, pues no he tenido oportunidad de relacionarme con él, no dudo de que posee las aptitudes del caso. 



La inquietud que me surge, señora Presidenta, dice relación con el mecanismo de designación y con los quórums excesivos que se exigen. 



Esa es una razón, entre otras, para que muchos deseemos una nueva Constitución. Debe existir proporcionalidad en los espacios colegiados.



En ese sentido, me sumo a la reflexión expresada hace un rato por el Presidente del Partido Por la Democracia, Jaime Quintana, sobre la necesidad de que como Senado revisemos tales procedimientos, que no  siempre conducen a fortalecer la legitimidad de la democracia, sino, en ocasiones, a debilitarla. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

La señora ALLENDE (Presidenta).- Terminada la votación. 



--Se aprueba la propuesta de la Presidenta de la República para nombrar integrantes del Consejo para la Transparencia a los señores Marcelo Fernando Drago Aguirre y Jorge Andrés Jaraquemada Roblero (32 votos), dejándose constancia de que se cumplió con el quórum requerido. 



Votaron las señoras Allende, Goic, Lily Pérez, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Horvath, Hernán Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.

AUMENTO DE PLANTA DE PERSONAL DE CARABINEROS DE CHILE Y CONCENTRACIÓN EN SUBSECRETARÍA DEL INTERIOR DE FUNCIONES DE ORDEN Y SEGURIDAD PÚBLICA

La señora ALLENDE (Presidenta).- Corresponde tratar el proyecto, en segundo trámite constitucional, que aumenta las plantas de personal de Carabineros de Chile y modifica la ley N° 20.502, que crea el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, y la ley N° 18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile, con segundo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización e informe de la Comisión de Hacienda. 



--Los antecedentes sobre el proyecto (9.336-25) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite: sesión 42ª, en 2 de septiembre de 2014.



Informes de Comisión:



Gobierno, Descentralización y Regionalización: sesión 48ª, en 23 de septiembre de 2014.



Gobierno, Descentralización y Regionalización (segundo): sesión 57ª, en 21 de octubre de 2014.



Hacienda: sesión 57ª, en 21 de octubre de 2014.



Discusión:



Sesión 54ª, en 8 de octubre de 2014 (se aprueba en general).

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Esta iniciativa fue aprobada en general en sesión de 8 de octubre.



La Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que los artículos 1°, 3°, 4° y 5°, permanentes, y los artículos primero y segundo, transitorios, no fueron objeto de modificaciones ni de indicaciones, por lo que conservan el mismo texto acordado en general. Estas disposiciones deben darse por aprobadas, salvo que alguna señora Senadora o algún señor Senador, contando con la unanimidad de los presentes, solicite su discusión o votación. 



Dicho organismo técnico rechazó una de las cuatro indicaciones formuladas al proyecto y declaró inadmisibles las tres restantes. 



La Comisión de Hacienda, a su turno, deja constancia, por un lado, de que, conforme a su competencia, se pronunció acerca de los artículos 1°; 2°, número 2); 4° y 5° permanentes, y sobre los artículos primero y segundo transitorios en los términos en que los aprobó la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización en su segundo informe; y por otro, de que no realizó enmiendas, por lo que el proyecto de ley aprobado en general conserva el mismo texto.



Señores Senadores, sin perjuicio de que los artículos que individualicé no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones, uno de ellos, el 3°, tiene carácter orgánico constitucional, por lo que para su aprobación se requieren 22 votos favorables. Es la constancia que hay que dejar en su oportunidad.

La señora ALLENDE (Presidenta).- En discusión particular el proyecto.

El señor CHAHUÁN.- ¿Podría consignar mi voto favorable, señora Presidenta?

El señor ESPINA.- Abra la votación, Su Señoría.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Vamos a proceder a ello.

El señor PROKURICA.- ¡No, señora Presidenta!

La señora ALLENDE (Presidenta).- No hay acuerdo.



Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señora Presidenta, yo suelo no ser tan majadero ni tan insistente como otros Senadores. Pero en este asunto no quiero que cometamos el mismo error en que hemos incurrido durante los 15 años que llevo en el Parlamento.



Entiendo que hay un acuerdo del Gobierno para formar un equipo de trabajo al objeto de solucionar el problema de la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile.



Las distintas administraciones han aumentado en forma creciente el número de funcionarios: hoy tenemos más de 50 mil carabineros. Pero no solo eso: también se ha incrementado el personal de la Policía de Investigaciones y el de Gendarmería.



Todos los gobiernos se han comprometido a poner los recursos necesarios en DIPRECA, pero ello no ha ocurrido. Eso provoca problemas extraordinariamente serios, sobre todo a la gente más modesta y a sus cargas.



Por ejemplo, cuando jubila un carabinero, un gendarme o un funcionario de Investigaciones demora hasta cinco meses en recibir su primera pensión.



Además, en lugares donde no existe hospital institucional, tanto los beneficiarios cuanto sus cargas literalmente no tienen atención de salud.



A ese personal pasivo, cuyas pensiones son de las más bajas, le descuentan hasta 40 mil pesos por concepto de salud, ¡y no existe atención alguna! Tampoco hay convenio con FONASA, ni con otras instituciones para las distintas prestaciones.



Entonces, señora Presidenta, por su intermedio, quiero pedirle al señor Ministro del Interior, o a quien lo represente, que adquiera un compromiso público aquí, en esta Sala, con la finalidad de que el problema que mencioné se resuelva en forma definitiva. Si no, voy a solicitar nuevamente alguna resolución para que no se vote este proyecto hasta que haya una aclaración sobre la materia.



He dicho.

)----------(

La señora ALLENDE (Presidenta).- Saludo al Centro del Adulto Mayor Mariposas de los Troncos, de La Cisterna, que nos visita esta tarde.



¡Bienvenidos al Senado!



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).



Asimismo, saludo al Centro de Alumnos del Colegio San Bernardo.



¡Muchas gracias por visitarnos!



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

)----------(

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Quinteros.

El señor QUINTEROS.- Señora Presidenta, quiero hacer un poco de historia con relación a esta iniciativa.



Su Excelencia la Presidenta de la República presentó a tramitación a la Cámara de Diputados el presente proyecto de ley con fecha 7 de mayo de 2014; en dicha instancia se aprobó en general y en particular la iniciativa, y el 2 de septiembre ella inició su tramitación en el Senado, donde se aprobó en general en sesión de 8 de octubre.



Por lo tanto hoy corresponde la discusión en particular.



Como se señaló en su momento, los objetivos principales de este proyecto son aumentar gradualmente, entre los años 2015 a 2018, la planta del personal de Carabineros; perfeccionar las funciones que en materia de orden y seguridad pública son de competencia del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, en su calidad de entidad coordinadora de las políticas e información que emanan de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, y regular un bono de permanencia para Carabineros de Chile.



La Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización invitó al General Director de Carabineros, señor Gustavo González, quien informó que desde el año 2004 se han desarrollado diversas iniciativas para aumentar la dotación, ya sea incrementando la planta, otorgando incentivos para la permanencia más allá de los 30 años de carrera funcionaria o llamando nuevamente al servicio al personal retirado.



La ley en proyecto contempla un aumento de 6 mil plazas, destinadas a producir un incremento real en orden y seguridad de 5 mil 759 efectivos, que comprende tanto a oficiales cuanto a personal de nombramiento institucional. Ello, unido al aumento de oficiales de intendencia y de justicia, lleva al incremento de las 6 mil plazas antes indicadas en el período de 4 años.



Otras modificaciones que se introducen buscan incorporar las facultades necesarias para que el Ministerio del Interior y Seguridad Pública requiera en forma semestral a Carabineros de Chile los informes, antecedentes y estadísticas que permitan la adecuada evaluación de las medidas y programas de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública para una eficaz, racional y eficiente mantención del orden público.



Este proyecto está contemplado dentro de las primeras 56 medidas del nuevo Gobierno y, en conjunto con el aumento en la dotación de la Policía de Investigaciones y otras iniciativas, apunta a hacerse cargo de la sentida demanda ciudadana por el mejoramiento de la seguridad pública.



Con motivo del segundo informe, el Senador señor Horvath presentó cuatro indicaciones.



La Comisión declaró inadmisibles las tres primeras, debido a que entregaban o quitaban facultades respecto de distintos organismos públicos, lo que corresponde a materias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo.



La última indicación proponía incorporar al Ministerio Público entre las entidades a las cuales el Ministerio del Interior y Seguridad Pública puede solicitar antecedentes sobre planes, medidas, distribución del personal o cualquier otra información que considere conducente y necesaria para dar cumplimiento a la función respectiva. Ello se estimó innecesario, en atención a que la norma aprobada en general permite que el Ministerio pida antecedentes y a que tal facultad no se encuentra limitada a las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, pues se extiende “a cualquier otro organismo público”.



También se tuvo presente que dicha enmienda importaría un tercer trámite en la Cámara de Diputados, lo que atrasaría el despacho de un proyecto que reviste urgencia.



Todos esos acuerdos se adoptaron por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Zaldívar y quien habla. Igual pronunciamiento le solicitamos a la Sala para la aprobación del proyecto en particular en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Montes.

El señor MONTES.- Señora Presidenta, voy a votar a favor el proyecto que ahora nos ocupa.



Sin embargo, recordando que hemos aprobado cuatro veces iniciativas de estas mismas características, quiero puntualizar que cuesta ver que el incremento de personal, de equipamiento, de recursos se traduzca en cambios en la forma de operar para conseguir los objetivos que persigue Carabineros.



No me cabe la menor duda de que esa institución hace distintos esfuerzos para alcanzar aquello. Pero, al parecer, la realidad va más rápido.



Me tocó conocer muy de cerca al General Vera, quien desarrolló el IDE y una serie de métodos de planificación estratégica local, etcétera.



Considero bien importante, sin embargo, que Carabineros revise aquello, y que busquemos mecanismos para diseñar nuestros sistemas operativo, de control del delito, de investigación, de prevención, en fin, conforme a la forma como van evolucionando las cosas.



Señora Presidenta, el fin de semana último realizamos un curso con más de 150 dirigentes comunales, a quienes se les preguntó cuál era el principal problema del lugar de su residencia: todos señalaron la seguridad ciudadana. Es decir, la vida cotidiana se halla afectada por distintos fenómenos.



Leí el informe sobre el Plan Cuadrante que entregó el propio Ministerio. Y les sugiero a mis colegas que también lo hagan, porque es bastante crítico del referido Programa. O sea, hasta qué punto eso va permitiendo darle capacidad a la sociedad, incluida la policía, para contener el delito, para prevenirlo.



Entonces, lo primero que deseo señalar es que ojalá, junto con la aprobación de este proyecto, el Ministerio del Interior revise el contexto y la forma en que trabaja Carabineros y oiga lo que esta institución tenga que decir sobre la materia.



Nosotros la escucharemos el lunes o martes, a propósito del proyecto de Ley de Presupuestos. Y esperamos que esté presente también el Ministro del Interior, para hablar ahí de las mismas cosas expuestas. Porque es necesario que todas las instituciones, pero particularmente Carabineros, vayan recogiendo procesos y realidades que están cambiando.



De repente uno ve, en el caso del presupuesto de la Policía de Investigaciones, que se inicia un programa llamado “Microtráfico Cero”. Entonces, la pregunta que surge es de dónde sale ese programa.



Como argumento, se dice que hay dos mil puntos de venta de microtráfico. ¡Perdónenme!, pero en La Florida no más -realidad que conozco más de cerca- debe de haber cerca de 500.



¡Para qué hablamos de microtráfico cero si eso no se puede lograr!



Pero cuál es el diseño para enfrentarlo. Porque se trata de redes con muchas complejidades.



Hay al respecto un problema serio con la información.



¡Si el que más sabe sobre esta materia, sin lugar a dudas, es el Ministerio Público! Y algo, Carabineros y la Policía de Investigaciones. En muchos casos Gendarmería es quien conoce más, porque le corresponde administrar a todos aquellos que cumplen condena en sus casas.



Hay, pues, una dificultad relacionada con la forma como se procesa la información del sistema, de los aparatos de seguridad, en que no se logra dar un salto como el que se verificó en Francia, que pasó a otro nivel en esta materia.



Se propone un Plan Comunal de Seguridad Pública -ayer lo discutimos-, en el Programa Subsecretaría de Prevención del Delito: 60 millones de dólares.



Uno se pregunta hasta qué punto eso se halla en línea con la comprensión de lo que está ocurriendo.



Porque en el período anterior de la Presidenta Bachelet ya tuvimos el Programa Barrio Seguro; después, en la Administración del Presidente Piñera, se creó el Programa Barrio en Paz. Ahora volvemos al Programa Plan Comunal de Seguridad.



¿Qué es lo diferente, lo singular del programa que ahora se plantea? Yo, francamente, no lo veo. Se trata de una suerte de repetición de planes anteriores.



La realidad es más compleja y va cambiando. Y hemos aprendido que necesitamos programas que movilicen otros recursos y capacidades. No se trata de un plan más, sino de un programa que pueda movilizar otras situaciones y enfoques.



Al parecer, existe una estrategia nacional de seguridad. No la he estudiado todo lo que debiera. De modo que no sé si lo que estamos definiendo mediante este proyecto se encuentra en sintonía con ello. Si no lo estuviera, habría que modificar dicha estrategia, en caso de que no fuera la más adecuada.



Por último, señora Presidenta -me resta poco tiempo-, me parece absolutamente inconsistente aumentar la dotación de las policías y no asumir la situación en que se encuentra hoy el Ministerio Público, al cual desde hace 4 o 5 años le han congelado los recursos.



Se dice que se enviará un proyecto de ley. Pero, señor Subsecretario, ¡la tramitación durará un año! Mientras tanto, algunas fiscalías deben ver 3 mil a 4 mil causas, y otras, 2 mil a 2 mil 500.



Es allí donde más información existe y, por ende, donde se precisan mayor capacidad para procesarla y estrategias diferentes que posibiliten enfrentar los problemas.



La iniciativa que estamos discutiendo me parece buena. Y voy a aprobarla.



Pero la cuestión no estriba ahí, sino en que hay que darle más consistencia al diseño que tenemos, para que la sociedad se proteja y sea capaz de prevenir mejor los delitos, de enfrentar la inseguridad. Y proyectos como el que ahora nos ocupa no pueden sino verse en esa perspectiva.



Además, ¡en algún momento deberemos hacer algo en serio en seguridad privada!



La seguridad privada moviliza ya a 180 mil trabajadores. ¡Y Carabineros tiene 53 mil funcionarios…!



La última vez que revisé los datos, la seguridad privada estaba moviendo 2 mil millones de dólares al año. ¡Es una industria!



Se han privatizado muchas funciones de las policías, pero no logramos elaborar un diseño que coordine todo eso. Porque para algunas cosas puede ser adecuada, pero para otras, no.



Deseo insistir en que se trata de un debate que tendremos que realizar acá, en el Parlamento.



No veo al Senador Encina, quien propuso una Comisión de Seguridad…

El señor PROKURICA.- ¡Espina!

El señor PÉREZ VARELA.- ¡Senador Espina!

El señor MONTES.- Excúseme, señora Presidenta, ¡pero me acordé de otro amigo…!

El señor PROKURICA.- ¡Por eso que no coordina…!

La señora ALLENDE (Presidenta).-  Termine, señor Senador.

El señor MONTES.- Señora Presidenta, decía que se trata de un problema que deberemos asumir más dinámicamente. Porque las realidades van variando, la delincuencia cambia.



Tenemos sembrada la ciudad de cámaras. Pero estas no se hallan coordinadas en ninguna parte; y la información que proporcionan, tampoco.



Las de las autopistas son las únicas coordinadas, y han servido harto para controlar el delito.



Pero falta madurar el enfoque. Y ojalá que este tipo de decisiones se adoptaran en esa perspectiva.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señora Presidenta, indudablemente, lo planteado aquí, entre otros, por el Senador Montes es razonable y tiene elementos relacionados con la realidad.



Por eso se creó el Ministerio del Interior y Seguridad Pública. Y ese fue precisamente el debate, que llevó incluso a una modificación constitucional al objeto de que el Ministerio del Interior además tuviera a su cargo la función de seguridad pública.



Cuánto se ha avanzado después de esa legislación, es algo que debiéramos analizar, reflexionar, debatir. Porque, sin duda, a un proyecto que tiene como propósito principal aumentar el número de carabineros no le podemos achacar todos los problemas de seguridad pública.



Se necesita una política de Estado para enfrentar tales problemas. Y para eso tenemos un Ministerio: el del Interior y Seguridad Pública.



¿Ha respondido dicha Secretaría de Estado a las tareas pertinentes? Creo que no lo ha hecho cabalmente.



En consecuencia, es muy importante para las comunidades, para los sectores rurales, en particular para nuestras regiones y provincias, contar con mayor dotación de carabineros.



En todas las reuniones que realizamos con juntas de vecinos, comités de barrio o rurales, lo primero que se nos solicita es más presencia de carabineros, y ojalá la instalación de un retén o de una comisaría.



Se trata de una demanda creciente.



Requerimos, pues, una política de seguridad pública mucho más completa y coordinada que la actual. Pero también debemos ocuparnos de la necesidad de dotar a Carabineros no solo de más personal, de mayor equipamiento, sino también de las facultades que le permitan llevar adelante su tarea con más eficacia.



No hay duda de que en el combate al delito la eficacia siempre estará en discusión.



Ahora, señora Presidenta, me hace mucha fuerza lo planteado por el Senador Prokurica.



Cuando en nuestra Región tenemos reuniones con los respectivos círculos de carabineros, de gendarmes, de funcionarios de la Policía de Investigaciones en retiro, nos damos cuenta de que los problemas previsionales y de salud son angustiantes.



A mí me ha tocado, a propósito de aquello, concurrir al Hospital de Carabineros en Santiago: está colapsado y carece de capacidad para atender siquiera el 50 por ciento de las demandas del personal en retiro.



Por lo tanto, es de toda lógica lo que señala el colega Prokurica.



Ahora estamos aumentado la planta de Carabineros. Y eso significa que en pocos años tendremos a más funcionarios en situación de retiro, demandando por asuntos previsionales y por prestaciones de salud, todo lo cual es manejado por DIPRECA.



Ante eso, la respuesta es extraordinariamente deficiente.



Creo que no hay ningún Senador, en particular de regiones, que no conozca la angustiante situación que viven miles de familias de esos servidores públicos, quienes entregaron su vida a una institución como Carabineros, Policía de Investigaciones o Gendarmería y ahora ven las enormes dificultades que deben enfrentar cuando ellos o uno de los suyos se enferman: carecen de cobertura adecuada; en muchos casos ni siquiera existe coordinación para incluirlos en el AUGE, etcétera.



Por lo tanto, un proyecto como este, absolutamente necesario, que busca poner más carabineros en las calles, debe relacionarse con esa necesidad.



En la sesión pasada el Ministro del Interior, señor Rodrigo Peñailillo, se comprometió a formar una mesa de trabajo.



Creo que hoy es indispensable que el señor Subsecretario establezca un cronograma de dicha mesa de trabajo para abordar la materia. Porque si no actuamos caeremos en una situación de irresponsabilidad por no cumplir adecuadamente la tarea básica de dar respuesta a las necesidades previsionales y de salud de miles y miles de personas que se han entregado al servicio público acometiendo la labor fundamental de proteger de la delincuencia a los chilenos.



Se trata de un problema del que el Senado debe preocuparse.



Yo me fui tranquilo de la sesión en que el Ministro del Interior anunció la referida mesa de trabajo. Pero -insisto- sería bueno que el Subsecretario entregara un cronograma, para que nos pusiéramos a trabajar en serio y actuáramos con la responsabilidad que la gravedad de la situación amerita. 

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Honorable señor Moreira.

El señor MOREIRA.- Señora Presidenta, el Senador Montes terminó su exposición diciendo que había que madurar el enfoque.



Su Señoría hizo una serie de consideraciones. Uno puede compartirlas. Pero atengámonos un poco más a lo que estamos haciendo.



En este momento nos hallamos votando un aumento en la planta de Carabineros. Y, por todo lo que se ha expresado en la Sala, no basta con eso.



Pero cuando se incrementa el número de carabineros es por algo: porque son mayores los índices de temor, de delincuencia.



Desde hace mucho tiempo se viene aumentando la referida planta. Sin embargo, no se ha logrado combatir con éxito el problema de la delincuencia existente en nuestro país. 



Ahora, es importante puntualizar que si bien se creó una Subsecretaría encargada de la seguridad pública, nadie piensa que en seis meses o en un año o dos ella solucionará todas las dificultades. Empero, dicho ente es el llamado a abrir caminos y buscar solución a las muchas cuestiones planteadas en este Hemiciclo en materia de estrategia, de manejo de la información, en fin.



Hay, señora Presidenta, algo que deseo subrayar: hoy existe más temor, más delincuencia y más de lo que yo he denominado “ola de violencia” desde la perspectiva política, como lo ocurrido en la zona sur de Chile, de lo cual en mi Región, la de Los Lagos, tenemos muestras aisladas que provocan gran preocupación; me refiero a las tomas de terrenos registradas en la zona colindante con la ciudad de Osorno.



¿Qué quiero decir, de algún modo, con aquello? Que cada día, si bien aumentamos la planta de Carabineros, vamos disminuyendo las atribuciones que debe tener esta institución para enfrentar el delito.



Actualmente no existe respeto por Carabineros: cualquiera puede decir lo que desee a sus efectivos, y no pasa absolutamente nada; incluso, se los agrede, pero en cosa de minutos los hechores son liberados por los tribunales.



Al respecto debe haber medidas integrales, tomadas en conjunto. 



Como se ha expresado en esta Sala, por una parte incrementamos la dotación de Carabineros, pero por otra aumentamos los problemas de sus funcionarios que pasan a retiro, quienes no reciben del Estado cuanto les corresponde en materias previsional y de salud.



Debo destacar que, luego de cada oportunidad en que se ha incrementado la planta de dicha institución, los indicadores en el ámbito delictual, lamentablemente, no han cambiado; y si ha habido variaciones, las diferencias han sido mínimas.



Quizá sea necesario que en nuestro país exista un cambio cultural. Pero ese cambio se construye respetando la ley y entregándole a Carabineros las facultades que requiere para enfrentar el delito.



Por supuesto, voy a votar favorablemente este proyecto de ley.

)---------(

La señora ALLENDE (Presidenta).- Saludo a alumnos de la Universidad de Concepción presentes en las tribunas.



¡Muy bienvenidos al Senado!



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

)----------(

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Comparto plenamente la reflexión hecha por el Senador Montes, señora Presidenta.



En los meses recientes hemos aprobado aumentos de plantas tanto en Carabineros cuanto en Investigaciones. Y con anterioridad ha ocurrido exactamente lo mismo.



Este proyecto, sin duda, es necesario. Y voy a votarlo a favor.



El Senador Pérez Varela señalaba que en reuniones celebradas con la comunidad lo que más le piden es presencia de carabineros.



Personalmente, soy bastante crítico respecto a lo que está ocurriendo desde hace mucho tiempo en el ámbito de la seguridad ciudadana.



Se trata de un problema de enormes complejidades, que no se ha abordado en todas sus aristas.



En mi concepto, hay dos elementos categóricos en la materia: el índice de victimización, que en general no baja, y el índice de reincidencia.



El indicador de victimización -repito- no baja, a diferencia de lo que ocurre en muchos otros países.



Hace poco se publicó un artículo muy interesante -si no me equivoco, en la revista The Economist- que mostraba cómo en las naciones desarrolladas bajaban drásticamente los índices de delincuencia. 



Pero en Chile eso no ocurre.



Yo creo -y estoy convencido de ello- que la cuestión es complicada, tiene distintas aristas y hay que abordarla en todas sus complejidades para definitivamente empezar a bajar los índices de victimización y de reincidencia.



Convengo plenamente con el Senador Montes en que hay que entrar a una etapa distinta. Y, desde mi punto de vista, esa etapa distinta tiene hoy una gran ventaja: existen muchos programas que son exitosos en el mundo y que están absolutamente probados.



Esos son los programas que Chile debe empezar a adaptar. Y no es necesario inventar la rueda.



El tema de la seguridad ciudadana es cada vez más profesional. Pero, en general, si uno observa los programas -no solo los de ahora, sino también los de antes- comprueba que se trata de miles de medidas menores que no causan impacto.



Hay un análisis tremendamente crítico sobre el efecto del Plan Cuadrante, que ha significado un aumento presupuestario importante para Carabineros, pero sin que su aplicación se haya traducido en una baja en los niveles de victimización.



Hace pocos meses la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia celebró una sesión extraordinaria con invitación a las diversas instituciones. Porque las aristas en comento, que son muy complejas, no involucran solo a Carabineros, sino también a la PDI, al Ministerio Público, al propio Ejecutivo.



A mi juicio, si no damos el paso decisivo de entrar a una etapa distinta, los indicadores de victimización no van a bajar y la comunidad seguirá presionando por más presencia policial.



Nosotros deberíamos aspirar a mayor eficacia, no únicamente policial, sino de las diversas instituciones involucradas, pues se trata de conceptos radicalmente distintos.



Por lo tanto, es menester entrar definitivamente a una etapa diferente: no solo aumentar las plantas, no solo elevar los presupuestos, sino además incrementar la eficacia en materia de seguridad ciudadana.



Eso significa dos cosas: disminuir en forma drástica los índices de victimización y de reincidencia. Y ello implica una serie de políticas que hoy carecen del vigor que deberían tener para provocar el punto de inflexión a que me he referido.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Guillier.

El señor GUILLIER.- Primero, señora Presidenta, una observación general.



En este proyecto de ley no solo se contempla un aumento en las plazas de los distintos grados y escalafones de las filas de Orden y Seguridad, tanto en el personal de nombramiento supremo como en el de nombramiento institucional, sino que además se le otorgan al Ministerio del Interior y Seguridad Pública facultades para solicitar informes sobre los distintos programas en que debe operar la policía.



Incluso más: se dice que le corresponderá a la Subsecretaría del Interior “el tratamiento de datos y procesamiento de la información que sea requerida para el cumplimiento de las facultades” señaladas en una serie de leyes. Y eso va a suponer la existencia de un reglamento que habrá de precisar la forma, modalidad y alcance de tales datos, de acuerdo a distintos criterios.



Por consiguiente, existe una tarea por hacer, pues será menester dictar un reglamento. Eso podrá aterrizar más y, por lo tanto, responder de mejor manera a las inquietudes planteadas en esta Sala.



Con respecto a medidas de su gestión interna, se establece la obligación de Carabineros de informar al Ministerio del Interior y Seguridad Pública, al menos semestralmente y de forma global, en cuanto a la “distribución del personal y de los medios asociados al establecimiento de servicios policiales”. Y se dispone que deberá elaborarse un reglamento que “fijará el alcance de la desagregación de la información relativa a la distribución antes referida”. Obviamente, esto permitirá aterrizar lo planteado en ocasiones anteriores y que no se ha alcanzado. 



En consecuencia, yo no estoy tan preocupado por aquello. 



Sí, me ha dejado con inquietud la falta de una respuesta más concreta al compromiso que en su momento contrajo el Ministro del Interior ante el planteamiento hecho, sobre todo por parlamentarios de regiones, en el sentido de que los problemas de Carabineros, además de la cantidad de personal, se asocian, de una parte, a la dificultad para acceder a viviendas, especialmente en las zonas extremas, por el alto costo de ellas, e incluso, por la inexistencia de inmuebles de calidad mínima y dignos de un funcionario público; y de otra parte, a la precariedad de los servicios de salud (en el centro de nuestro país hay hospitales de Carabineros y de otras instituciones; pero, a decir verdad, las regiones son bastante carentes de ellos). 



Por consiguiente, se había planteado la realización de un esfuerzo adicional en una mesa de trabajo que debía establecer los criterios del caso. Eso (así lo entendimos muchos) era como una suerte de solicitud que se formulaba al momento de aprobar en general este proyecto. 



La petición sigue presente.



Entonces, señora Presidenta, sería conveniente que el Ministerio del Interior señalara cómo avanza esa mesa, cuál es el cronograma de trabajo y de qué forma se va a garantizar lo que se planteó, que es imprescindible para el funcionamiento de Carabineros e incluso de otras instituciones vinculadas con la seguridad pública.
La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señora Presidenta, yo quiero referirme a un aspecto distinto del que se ha estado señalando.



Por supuesto, adhiero absolutamente a esta iniciativa de ley, que aumenta en seis mil las plazas de la planta de Carabineros de Chile.



Rescato aquello por lo que ha venido batallando desde hace tanto tiempo y en forma tan persistente el Senador Prokurica con respecto a DIPRECA, entidad que otorga prestaciones de salud, entre otros beneficiarios, a los carabineros y que adolece de deficiencias francamente inaceptables. Porque si hay una institución que merece respaldo y la posibilidad de brindar atenciones de salud adecuadas es precisamente aquella a la que se encuentran adscritos los policías uniformados, quienes, entre paréntesis, pertenecen a la institución más prestigiosa de Chile, según todas las encuestas.



Señora Presidenta, voy a hacer un planteamiento muy breve, pero también muy al hueso.



Yo no sé si aquí, en el Congreso, tenemos conciencia de lo que está ocurriendo en materia de seguridad ciudadana.



Debo aclarar que, a ese respecto, no culpo a ningún gobierno, porque desde hace quince años se viene repitiendo exactamente lo mismo, con avances a raíz de énfasis puestos por las diversas administraciones, todas la cuales han progresado en algo.



La cuestión de fondo es que la batalla la está ganando por paliza la delincuencia, particularmente tratándose de robos con violencia, de asaltos a mano armada y de robos tanto en casas particulares y locales comerciales cuanto en lugares públicos. 



Basta ver la televisión. Uno no puede creer que todos los canales están complotando contra el país para mostrar exclusivamente actos delictuales.



¡Los asaltos y los robos ocurren con una frecuencia increíble!



Pues bien: hoy yo siento que el Congreso Nacional está en deuda a ese respecto, pues hay un conjunto de proyectos de ley que debería despachar en breve si quisiera liderar, como política de Estado, el combate contra la delincuencia.



En primer lugar, el llamado “Reforma de la reforma” está absolutamente parado. Ahí se contiene una serie de cambios cuya concreción es fundamental, pues se dirigen a facilitar la investigación policial. 



¿Quién  puede creer que, en nuestro país -y lo repetiré; porque lo dije también en el caso de Investigaciones-, si una persona confiesa a la policía un delito de robo varios días después de cometerlo y le dice que tiene un domicilio conocido, no puede ser detenida?



¡No creo que en ninguna nación del mundo ocurra aquello!



En Chile la policía, si tiene una orden de allanamiento y mientras la está ejecutando encuentra especies robadas en otro ilícito, no puede retirarlas si no ubica primero al fiscal y después al juez de garantía. ¡Y las especies robadas están ahí mismo!



Como expresé, señora Presidenta, está pendiente una serie de cambios encaminados a ayudar a la investigación, a facilitarles a los fiscales la toma de decisiones, o sea, a permitir, dentro del Estado de Derecho, la obtención de mejores resultados. 



¡Si los resultados conseguidos en Chile en materia de robos y asaltos con lo que se llama “imputado desconocido” -o sea, cuando el ladrón actúa y no se logra ubicarlo de inmediato- son paupérrimos! ¡Esa es la verdad!



Entonces, cuando uno hace sesiones en el Senado e invita a grandes penalistas -todos, muy amigos míos; capaces, inteligentes- debe tener presente que entre la realidad política que debe vivir y las declaraciones de la academia hay una diferencia sideral. De lo contrario, nunca habríamos sacado los proyectos que esta Cámara despacha en otros ámbitos.



Por tanto, señora Presidenta, hago presente que los Senadores de Renovación Nacional iniciaremos una campaña intensa para conseguir que los proyectos de ley en comento -y espero que se sumen los parlamentarios de todos los sectores políticos- se conviertan en realidad. 



Y voy a citar un último caso, para terminar: Chile es de los pocos países del mundo donde no se puede controlar la identidad de una persona para saber si tiene orden de detención pendiente. Si va manejando un auto, es factible hacerlo, por el carné de chofer; si entra al Congreso, debe exhibir la cédula de identidad. Pero en la calle un carabinero no puede decirle: “¿Me muestra su carné de identidad?”.



Sé que es un sacrificio de la libertad individual. ¡Pero en nuestro país circulan con absoluta libertad, pese a tener órdenes de detención pendientes, más de cincuenta mil personas, setenta por ciento de las cuales son reincidentes!



Se trata de medidas aplicadas por todas las naciones democráticas, gobernadas por Izquierda o Derecha, que han logrado avanzar en la materia.



Por las razones expuestas, voto a favor de este proyecto. Pero insisto en que tenemos una deuda que, más temprano que tarde, deberemos pagar.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra la Senadora señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Parto señalando, señora Presidenta, que me gustó mucho la intervención del Senador Alberto Espina. 



En seguida, debo expresar que, si bien hoy estamos votando  un proyecto muy positivo (por supuesto, me pronunciaré favorablemente), se trata de una medida de carácter administrativo y, además, económico: el aumento en seis mil plazas en la planta de Carabineros  de Chile. 



Eso está muy bien, porque es algo que se necesita.



Sin embargo, a mí me encantaría que en el Senado hubiese una conciencia tal que impulsara a tener contra la delincuencia una “Ley Emilia”, en términos de que sea una normativa dura, drástica, rigurosa, pesada; una legislación sin complejos, sin prejuicios en cuanto al momento actual de la política y en sintonía total -muchos de nosotros lo deseamos- con lo que está viviendo nuestro país. 



¿Quién de nosotros -o un miembro de nuestra familia, o una persona querida, o alguien conocido- no ha sido asaltado en su casa, en la calle, en su vehículo, en un medio de transporte?



¡Es algo de todos los días! 



¡Los medios de comunicación no exageran!



Algunos dicen que exageran. Sin embargo, a mi entender, dichos medios revelan o, muchas veces, develan una realidad. 



Además, se dan paradojas políticas. 



Por ejemplo, ayer en la Cámara de Diputados se estaba analizando la idea de llevar a la cárcel a sostenedores de colegios subvencionados por el lucro en la educación. Pero esa paradoja, que envuelve una contradicción tremenda, no se da para llevar a la cárcel a gente que comete actos delictuales feroces.



Actualmente, para entrar a una casa, los delincuentes ya no esperan a que sus moradores no estén en ella. Les da igual si hay alguien adentro. Asimismo, si tienen que patear en el suelo a una persona, amarrarla, apuntarle con un arma, amenazarla con un cuchillo. Y si es una mujer, la toquetean, la manosean o la violan. 



¡Todo les da lo mismo! ¿Por qué? Porque usan guantes, o porque son menores de edad, o porque no los pillan, o porque nadie quiere denunciar. ¡Qué saca el afectado con denunciar! Meterse en un lío, gastar tiempo, pasar malos ratos; porque después el delincuente sabe quién denunció, y existe venganza.



Estamos, pues, en una situación ante la cual no solo hay que tener conciencia legislativa. 



De consiguiente, señora Presidenta, por su intermedio, quiero decirle al señor Subsecretario del Interior -no lo conozco personalmente; sin embargo, por lo que he leído de él, sé que entiende de estas materias- que la situación está escapando de las manos y lo que va a pasar es que la gente tendrá que hacer justicia por sí misma. Después, todo el mundo se va a horrorizar y a reclamar. Será preciso protegerse, en efecto, de alguna manera. En las villas, en los condominios, en las juntas de vecinos se está empezando a conversar de cómo defenderse. No nos hagamos los lesos.



Los delincuentes esperaban antes a que las personas no estuvieran en su negocio o en su casa. Ahora les da lo mismo. La impunidad es total. Y si a eso le sumamos un mayor consumo de drogas y que estas son mucho más duras, sin que sea posible entenderse con ellos, el problema es peor.



Ojalá el Gobierno -y con esto termino- tome iniciativas que vayan en la línea expuesta. Y ello, sin prejuicios ni complejos. Porque cuando el Senador señor Espina expresa que deberíamos contar con una ley que le permitiera a un carabinero pedir la identificación en la calle para ver si alguien se encuentra incluido en un listado de prófugos, entonces algunos sectores saltan para oponer: “Quieren reponer la detención por sospecha”.



No es esto lo que se desea. No se apunta a discriminar, sino en verdad a lograr un resguardo. Todos los países más desarrollados del mundo velan por sus democracias. Y una forma de hacerlo es proteger de la violencia, por ser un espiral muy difícil de terminar.



En consecuencia, ojalá pudiéramos ponernos de acuerdo y dictásemos una Ley Emilia, lo más drástica posible, en materia de delincuencia.

El señor MONTES. ¿Y hasta dónde se llegaría, Honorable colega…?

La señora PÉREZ (doña Lily).- No se trata de eso.

La señora ALLENDE (Presidenta).- ¿Terminó, Su Señoría, o necesita un minuto para redondear la idea?

La señora PÉREZ (doña Lily).- Sé que algunos ríen o ironizan con estos aspectos, señora Presidenta. Pero soy mujer y mamá, y lo digo con fuerza, ya que es feroz vivir estas circunstancias por la experiencia de gente cercana o con la que una se encuentra todos los días en el lugar donde vive y al que representa.



No sé qué haría si me pasara algo como lo que les ha sucedido a muchas personas de nuestra circunscripción, que son violentadas en sus propias casas, amarradas, vulneradas y cuyas hijas son violadas, sin importar la edad o si están o no embarazadas.



Estos son los aspectos de los cuales pido tener también mucho más conciencia ahora que estamos legislando.



Gracias.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Suspenderé la sesión por cinco minutos.



Se van a tocar los timbres y se llamará a los Senadores que están en las Comisiones, porque quedamos de reencontrarnos a las 17.

El señor MATTA.- Que se abra la votación.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Puede intervenir el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- ¿Por qué no le da palabra al Ministro, señora Presidenta? Si no, voy a pedir nuevamente la suspensión de la votación. Entiendo que va a dar una respuesta respecto de DIPRECA.

El señor MONTES.- El titular de la Cartera no se encuentra presente.

El señor PROKURICA.- Pero vino el subrogante.



Que dé la explicación como Subsecretario, entonces.

El señor HARBOE.- ¿Me permite, señora Presidenta?

La señora ALLENDE (Presidenta).- Sí, Su Señoría.

El señor HARBOE.- En la sesión pasada sostuvimos esta misma conversación con el Senador señor Prokurica, quien tiene toda la razón desde el punto de vista formal. La Comisión de Seguridad Ciudadana ya fijó una audiencia para el miércoles 5 de noviembre próximo, en la cual se va a abordar la situación de DIPRECA, tal como lo solicitó nuestro colega. Ello fue acordado con el señor Ministro del Interior.



En consecuencia, no observo el motivo para suspender una votación si lo que se pidió, transmitido a dicho órgano técnico, fue considerado por esta Corporación.



Gracias.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Creo que la explicación ha sido bastante clara.



Puede intervenir el señor Subsecretario.

El señor ALEUY (Subsecretario del Interior).- Señora Presidenta, lo primero que me gustaría manifestar es que estamos haciendo un esfuerzo que no solo tiene relación con un aumento del personal.



Como los señores Senadores bien saben, lograr que las policías trabajen coordinadamente y cooperen entre ellas no demora un día ni dos. Desde el principio del Gobierno asumimos que estos objetivos son un factor clave para resolver problemas, lo que ya se demostró en el “caso bombas”.



Queremos proseguir dicha labor, y naturalmente, como han dicho algunos de los presentes, tenemos que transformar el propósito perseguido en índices muy concretos de efectividad. No sacamos nada con invertir, como país, en las instituciones mencionadas si al final no mejoran las cifras concretas en el ataque al delito.



Esperamos mantener el esfuerzo en el tiempo y poder entregar, en un plazo razonable, un informe bastante detallado de cómo el esfuerzo de coordinación y cooperación entre las policías, por un lado, y entre estas y el aparato privado, por el otro, rinden frutos.



La labor realizada hasta ahora en el segundo de estos aspectos comprende trece mesas de trabajo, cuyos resultados pueden ser informados, naturalmente, cuando el Senado lo estime pertinente. Se incluyen bancos, empresas de valores, etcétera. Estimamos que ello concluirá a fines de noviembre, para efectos policiales y de poder “parametrizar” los datos que se requerirán en adelante.



Lo segundo es que, como Gobierno, vamos a enviar un proyecto de ley para poder efectuar las adecuaciones que tienen que ver con las necesidades del Ministerio Público.



Por ahora, mientras la iniciativa no haya sido presentada, lo que estamos haciendo, tratándose de situaciones álgidas para nosotros y para el país, como la de La Araucanía, la del “caso bombas” y otras, es apoyarlo financieramente para que pueda cumplir el conjunto de sus labores habituales y disponer del personal, recursos tecnológicos y elementos suficientes para llevar a cabo las tareas necesarias.



Y lo tercero es que en la Subsecretaría mantenemos hace dos meses una mesa de trabajo sobre DIPRECA. Para sintetizar, se trata de una institución con problemas que van un poquito más allá de los mencionados aquí. Eso precisa un tiempo para abordarlos adecuadamente, porque, como ustedes saben, el nuevo Director ha de ser elegido en un plazo breve. 



Por lo tanto, necesitamos acompasar el análisis hecho hasta ahora con la estructuración de la entidad a partir de noviembre, diciembre o enero, en función de los tiempos que se dé la Alta Dirección Pública para determinar la estructura superior.



Desde luego, lo primero que hemos hecho -imagino que el Honorable señor Prokurica también conoce tales detalles- es conversar con los sindicatos, que han informado sobre estas cosas y muchas otras.



Hace falta un cierto tratamiento para poder efectivamente darle una solución de más largo plazo a la institución y no solo concentrarse en aspectos específicos como los que se han señalado.



El trabajo se está haciendo. Si alguna Comisión del Senado requiere en algún minuto un informe más elaborado y detallado, no tenemos ningún problema en producirlo y entregarlo o exponerlo.



Gracias.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Repito que se tocarán los timbres. Debe dejarse constancia del quórum en relación con el artículo 3º del proyecto, de acuerdo con el artículo 124 del Reglamento. Se exigen 22 votos a favor.



Se suspende la sesión.

)-----------(



--Se suspendió a las 17:15.



--Se reanudó a las 17:18.

)------------(

La señora ALLENDE (Presidenta).- Continúa la sesión.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Se deja constancia que se ha reunido el quórum orgánico constitucional requerido por el artículo 3°, con 23 votos a favor.



--Queda aprobado en particular el proyecto.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Agradecemos la presencia del señor Subsecretario.

PROTECCIÓN DE DERECHOS DE CONSUMIDOR

La señora ALLENDE (Presidenta).- Proyecto de reforma constitucional, iniciado en mociones de los Honorables señores Espina, García, Tuma y Zaldívar y del entonces Senador señor Chadwick, y de los Honorables señora Allende y señores Araya, De Urresti, Larraín y Montes, en primer trámite constitucional, sobre protección de los derechos de los consumidores, con informe de la Comisión de Economía.



--Los antecedentes sobre el proyecto (7.563-07 y 9.463-03, refundidos) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de reforma constitucional (mociones, del primer proyecto: de los Senadores señores Espina, del ex Senador señor Chadwick, García, Tuma y Zaldívar; del segundo proyecto: de los Senadores señora Allende y señores Araya, De Urresti, Larraín y Montes):

1) Del primer proyecto (7.563-07), se da cuenta en sesión 6ª, en 5 de abril de 2011.

2) Del segundo proyecto (9.463-03), se da cuenta en sesión 33ª, en 22 de julio de 2014.



Informes de Comisión:



Economía: sesión 54ª, en 8 de octubre de 2014. 

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Honorable señor Espina.

El señor ESPINA.- Señora Presidenta, quisiera recordar que la iniciativa requiere un quórum de dos tercios de los Senadores en ejercicio para ser aprobada. Como la mayoría de nuestros colegas están trabajando en las subcomisiones especiales mixtas de Presupuestos, le sugiero a la Mesa recabar el acuerdo de la Sala para tratarla en primer lugar en la próxima sesión ordinaria.



He conversado con el señor Ministro de Economía para que le ponga la urgencia que se precisa.



El proyecto, superemblemático, ha sido patrocinado en forma transversal y es producto de la fusión de dos mociones. En un momento en que creo que va a obtener unanimidad para ser aprobado, nos encontramos con que estamos en la mitad del estudio del proyecto de Ley de Presupuestos. La única manera de que sea posible votar a favor, sobre la base de la mayoría exigida y considerando que los Senadores asisten a las subcomisiones, es por la vía de la proposición que he formulado.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Puede intervenir el Honorable señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señora Presidenta, comprendo el espíritu de lo que se ha expuesto. Lo que pasa es que nos hallamos ante una modificación constitucional y que se debe reunir el quórum respectivo. Pero contamos con este último y el acuerdo en relación con las dos mociones es transversal y unánime. Podemos pronunciarnos ahora, entonces. Los Senadores están.



Si se abre la votación, puedo hacer la relación del trámite que ha tenido lugar.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Me parece que Su Señoría tiene toda la razón y que puede llevar a cabo una relación breve. Si en la Comisión se registró unanimidad y en este momento se dispone del quórum necesario, perfectamente es posible votar.



Si no hay objeciones, así se acordará.



Acordado.



Tiene la palabra el Honorable señor Pizarro para dicho efecto, pero se abrirá la votación para que todos los Senadores presentes puedan pronunciarse antes de volver a las subcomisiones.



--(Durante la votación).

El señor PIZARRO.- Seré lo más breve que pueda, señora Presidenta.



Se trata de dos proyectos de reforma constitucional que se inician en sendas mociones. 



La primera de ellas -la más antigua, por decirlo de alguna manera- es de los Honorables señores Espina, García, Tuma y Zaldívar y del entonces Senador señor Chadwick, quienes formaban parte de la Comisión de Economía, y apunta a establecer a nivel constitucional la protección de los derechos de los consumidores.



La segunda moción fue presentada este año por usted misma, señora Presidenta, y los Senadores Araya, De Urresti, Larraín y Montes, con el propósito de incorporar, en el numeral 21° del artículo 19 de la Constitución Política de la República, el deber del Estado de proteger y garantizar el ejercicio de los derechos de los consumidores y establecer el principio pro consumidor.



El 14 de octubre, los Comités, acogiendo lo propuesto por la Comisión, acordaron refundir ambos proyectos y discutirlos en general y en particular -como lo estamos haciendo ahora-, en consideración al hecho de que los dos comparten la idea matriz, cual es incorporar en la Carta Fundamental la protección de los derechos de los consumidores.



El primer proyecto -lo reitero- tenía por objeto consagrar a nivel constitucional, en el artículo 19, número 21°, relativo a la libre iniciativa en materia económica, el deber del Estado de fomentar la protección de los derechos de los consumidores. 



Y el segundo apuntaba a consagrar el principio pro consumidor a nivel constitucional y a elevar al mismo rango la protección de los derechos de los consumidores, garantizando su ejercicio y reconocimiento, y obligando al Estado y sus instituciones a hacer efectiva su protección, desarrollo y fomento.



Como se ve, ambas iniciativas se complementan. 



La Comisión, en el ánimo de conocer opiniones de expertos, invitó a los profesores de Derecho Constitucional Víctor Manuel Avilés y Gastón Gómez. Luego de escucharlos, aprobó en general ambos proyectos, con los votos unánimes de la Senadora Lily Pérez y de los Senadores Navarro, Tuma y el que habla.



También escuchamos al profesor de Derecho Económico Richard Tepper y al analista de la Biblioteca del Congreso James Wilkins, además de nuevos planteamientos del profesor Avilés. 



A raíz de ese debate, de ese análisis, de esa evaluación, establecimos un proyecto común que, en lo sustantivo, incorpora los derechos de los consumidores a nivel constitucional bajo las siguientes consideraciones:



i) El alcance de tales derechos debe poder ser determinado legalmente, tener una concreción en la ley, y no quedarse solo a nivel constitucional.



La razón es muy sencilla: las condiciones cambiantes en el tiempo, las coyunturas, así como la expresión de las mayorías, hacen necesario que se pueda ampliar, o incluso restringir, el alcance de los derechos de los consumidores.



ii) Dado que la expresión “derechos de los consumidores” es indeterminada, su consagración constitucional como tal puede contribuir a afectar otros derechos y libertades constitucionales, sin un correlato claro en la seguridad jurídica. 



Por ello, la definición de su alcance debe realizarla el legislador cada cierto tiempo.



iii) Por su parte, dada su naturaleza difusa, estos derechos no tienen la misma condición que los derechos y garantías contenidos en la mayoría de los numerales del artículo 19. 



De ahí que su consagración constitucional deba traducirse simplemente en un mandato al Estado, y en particular al legislador, de propender a su definición, promoción y resguardo.



iv) Como consecuencia de todo lo anterior, no creemos que por su naturaleza estos nuevos derechos puedan ser objeto de una acción de emergencia como el denominado “recurso de protección”. 



Después de un largo debate, luego de escuchar las evaluaciones, análisis y propuestas de los distintos profesores de Derecho Constitucional y Derecho Económico, y siguiendo el objetivo planteado por los colegas Senadores en ambas mociones, proponemos a la Sala aprobar en general y en particular el siguiente texto. 



Se trata de un artículo único que introduce las siguientes modificaciones a la Constitución Política de la República:



1.- Incorpora, en el numeral 21 del artículo 19, un inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser inciso tercero, del siguiente tenor:



“Es deber del Estado resguardar los derechos de los consumidores que indique la ley. Dicha ley deberá promover la educación de los consumidores para un consumo responsable y la elección libre e informada de los bienes y servicios, así como facilitar el acceso a procedimientos eficaces para el ejercicio de los derechos que en ella se consagren”.



2.- Incorpora en el artículo 20, a continuación de la expresión “21°”, seguida de una coma, la expresión “con excepción de lo dispuesto en el inciso segundo”.



Como ya señalé, este texto fue aprobado en general y en particular por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión de Economía, a la cual asistieron los Senadores señora Lily Pérez y señores Tuma, Orpis, Navarro y el que habla.



Es cuanto podemos informar respecto de las dos mociones parlamentarias que buscan reformar la Carta a fin de elevar a rango constitucional la protección del derecho de los consumidores.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Les pido a los señores Senadores que voten.



Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señora Presidenta, Honorable Senado, tal como ha indicado el Presidente de la Comisión, Senador señor Pizarro, ambos proyectos fueron objeto de un amplio debate constitucional en el seno de la Comisión de Economía.



Por mi parte, quisiera profundizar lo señalado por mi colega en cuanto a las exposiciones que hicieron los diferentes profesores de  Derecho Constitucional y Económico.



El profesor Avilés afirmó que existe el interés colectivo y el individual, de manera no contrapuesta. El primero busca asegurar y expandir el goce efectivo de los derechos y libertades individuales. Igualmente, el derecho debe encuadrar la economía.



A su juicio, el debate surge de los derechos colectivos, de los pueblos y los de tercera generación.



Por su lado, el profesor Gastón Gómez señaló que las instituciones vinculadas al derecho del consumidor en nuestro país poseen un enorme desarrollo y se han fortalecido en forma permanente. Así, su consagración constitucional no parece agregar nada sustancial a lo que ya se ha hecho en materia legal.



En ese orden de ideas -agregó-, dentro del campo de la función jurisdiccional está la autonomía del juez para interpretar y para resolver sobre las dudas que se susciten en materia contractual. Por tal motivo, constitucionalizar tal derecho implica, necesariamente, pasar por alto la autonomía propia de la función jurisdiccional que tradicionalmente han poseído los jueces dentro de nuestro Derecho.



Esa es la objeción fundamental que hace el profesor Gastón Gómez.



En la sesión del 29 de septiembre, la Comisión escuchó al profesor de Derecho Económico Richard Tepper, quien realizó un análisis de los proyectos de reforma constitucional que consagran la protección al consumidor.



El profesor Tepper destacó la importancia de esta última y señaló que debe serlo tanto económica como jurídicamente, por consideraciones de eficiencia económica, justicia y beneficio social.



No obstante lo anterior, se preguntó si la protección y defensa del consumidor, por más importante que sea, debe ser consagrada a nivel constitucional.



Sostuvo que en la gráfica de la pirámide legal los problemas se encuentran en la base y no arriba. En efecto, en materia legal no está consagrado el principio pro consumidor; las facultades del SERNAC se hallan referidas, principalmente, a información y educación y no a fiscalización, y tampoco están regulados de manera adecuada los contratos de adhesión, por mencionar algunas situaciones.



Por lo tanto, el profesor Tepper plantea que el problema se encuentra en la base legal, en la base de la pirámide, y no a nivel constitucional.



A raíz de las exposiciones que se efectuaron en la Comisión, el profesor Avilés presentó un segundo informe, con un texto que aquella acogió, fusionando ambas mociones.



En su segunda minuta, señala que es partidario  de la incorporación de los derechos de los consumidores a nivel constitucional, pero con las siguientes condiciones: 



i) El alcance de tales derechos debe poder ser determinado legalmente y no fosilizarse a nivel constitucional. Ello, por cuanto las condiciones cambiantes de tiempo en tiempo, así como la expresión de las mayorías, hacen necesario que se pueda ampliar, o incluso restringir, el alcance de los derechos de los consumidores; ii) dado que la expresión “derechos de los consumidores” es indeterminada, su consagración constitucional como tal puede contribuir a afectar otros derechos y libertades constitucionales, sin un correlato claro en la seguridad jurídica. Por ello, la definición de su alcance debe realizarla el legislador, de tiempo en tiempo; iii) por su parte, dada su naturaleza difusa, estos derechos no tienen la misma condición que los derechos y garantías contenidos en la mayoría de los numerales del artículo 19. Por lo mismo, su consagración constitucional debe traducirse simplemente en un mandato al Estado y, en particular, al legislador, de propender a su definición, promoción y resguardo; y iv) como consecuencia de todo lo anterior, no creemos que por su naturaleza estos nuevos derechos puedan ser objeto de una acción de emergencia como el denominado “recurso de protección”. De lo contrario, serían los jueces quienes determinarían el alcance de políticas públicas.


En función de esta minuta, el profesor Avilés planteó un texto, que es el que aprobó unánimemente la Comisión de Economía.



He dicho.

)--------------(

La señora ALLENDE (Presidenta).- Antes de seguir ofreciendo la palabra, quiero saludar a las personas que vienen del Centro del Adulto Mayor Santa Virginia, de la comuna de Romeral.



¡Muy bienvenidas al Senado! ¡Un gusto tenerlas acá!

)--------------(

La señora ALLENDE (Presidenta).- A continuación, tiene la palabra el Senador señor Moreira.

El señor MOREIRA.- Señora Presidenta, la verdad es que yo tengo algunas dudas con respecto a este proyecto, que no obstante voy a votar a favor.



Con todo, creo muy importante dejar establecidos algunos elementos desde la perspectiva constitucional, luego de un seguimiento que hemos hecho a través de las fundaciones que asesoran legislativamente a nuestra bancada.



Puede haber distintas opiniones. Pero yo tengo una duda razonable.



Sobre el proyecto en estudio, todos convendrán en que los consumidores deben ser protegidos y puestos a salvo de comportamientos abusivos que puedan deberse al actuar ilegal de los proveedores. Sin embargo, me pregunto si esta materia debiera ser resuelta por la Constitución.


Como segundo punto, quisiera hacer notar que aquí hablamos de una reforma a la Constitución que, en sus enunciados, debe guardar coherencia con los valores y principios que rigen una sociedad que respeta las libertades y que componen hoy el concepto de orden público económico.



Para el profesor José Luis Cea, el orden público económico es "el conjunto de principios y normas que organizan la economía del país, y que facultan a la autoridad para regularla en armonía con los valores de la sociedad nacional formulados en la Constitución”. 



En cambio, para Arturo Fermandois, es “el adecuado modo de relación de todos los elementos de naturaleza económica presentes en la sociedad, que permita a todos los agentes económicos, en la mayor medida posible y en un marco subsidiario, el disfrute de sus garantías constitucionales de naturaleza económica de forma tal de contribuir al bien común y a la plena realización de la persona humana”.


El primero de los conceptos mencionados gira sobre las potestades del Estado para intervenir la economía. Y el segundo, en tanto, busca compatibilizar libertad, igualdad, responsabilidad y bien común.



Este debate académico se ha trasladado a menudo a las decisiones judiciales. También se manifiesta -es imposible negarlo- en toda reforma constitucional que pretenda incorporarse a la Constitución Económica. Y las afirmaciones del proyecto en estudio, de cara a este debate, contenidas en el numeral 1 de su artículo único, son las siguientes:



Es deber del Estado resguardar los derechos de los consumidores.



La ley deberá promover la educación de los consumidores para un consumo responsable.



La ley deberá promover la elección libre e informada de los bienes y servicios.



La ley deberá facilitar el acceso a procedimientos eficaces para el ejercicio de los derechos que en ella se consagren.



Todo esto se encuentra en el contexto de la libertad económica, asegurada a todas las personas en el artículo 19, número 21°, de la Carta Fundamental.



Lo que me llama la atención, en lo personal, es que se pretenda introducir una norma que impone deberes al Estado en medio de una disposición que trata sobre la libertad.



Lo segundo que cabe apreciar -no sé si positiva o negativamente- es que, en el capítulo de los derechos y deberes de las personas, se busca resguardar los derechos de los consumidores, instituyendo en la Carta Fundamental, quizá sin querer, las bases de un orden público de protección que podrían entrar en contradicción con los rasgos esenciales de este concepto, tal como lo ha descrito la doctrina constitucional más reciente.



El deber general del bien común definido por el artículo 1o de la Constitución comprende lo que aquí se pretende que se diga particularmente. Desde esta perspectiva, no sé si la propuesta es adecuada. Dudo de la conveniencia de reformas que repiten lo que la Constitución ya señala.



Parece obvio, entonces, que el proyecto en cuestión busca asegurar que una relación en esencia asimétrica, como la de consumo, sea caracterizada, desde la Constitución, por la igualdad, asegurada en su texto por la protección dada a una de las partes.



Y aquí quiero hacer presente que el principio de igualdad, que parece ser el sustento de esta reforma, ha sido enunciado de modo explícito por la Constitución. El concepto de igualdad, en nuestro sistema legal, ha tenido su principio en la abolición de la esclavitud, hasta evolucionar a la prohibición de discriminaciones o diferencias arbitrarias.



La ley no nos manda ser iguales, ni tiene la virtud de prohibir toda diferencia entre las personas. En efecto, las leyes pueden tolerar y hasta reglamentar de modo particular situaciones en las cuales, tanto en lo sustantivo como en lo procesal, es posible establecer reglas diferenciadas, como ocurre en la posición circunstancial diversa de las partes en las relaciones contractuales del trabajo, del consumo, de ciertos proveedores o profesionales respecto de sus clientes, de los receptores de determinados servicios profesionales, o bien del público en general.



Lo que no es aceptable es la aparición de diferencias arbitrarias, caracterizadas, según una sentencia del Tribunal Constitucional, como toda diferenciación o distinción realizada por el legislador o cualquier autoridad pública que aparezca como contraria a la ética elemental o a un proceso normal de análisis intelectual; en otros términos, que no tenga justificación racional o razonable. Por discriminación arbitraria se ha entendido siempre una diferencia irracional o contraria al bien común.


Insisto en que en este debate puede haber distintas opiniones. Pero yo quiero dejar constancia de que no sé si sea tan necesario reformar la Constitución para llevar a cabo el objetivo del proyecto.



En efecto, señora Presidenta -y con esto termino-, pareciera que la Constitución y las leyes ya enuncian de modo suficiente el principio de igualdad. Una reforma como la que comentamos, sin duda inspirada por propósitos nobles, de defensa al consumidor, debiera ser más cuidadosa y no alterar el diseño ya descrito.



En lo personal, reitero que no me gustan las reformas que repiten lo que la Constitución ya dice.



Sin embargo, aun teniendo esta duda, como el objetivo es supremo y mayor, voy a votar a favor.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Harboe.

El señor HARBOE.- Señora Presidenta, ciertamente, todo lo que constituya un avance en la protección de los derechos de los consumidores será bienvenido.



Como he señalado con ocasión de anteriores reformas constitucionales, la Carta Fundamental no puede ser confundida con una norma de carácter legal.



La Constitución Política de la República es un cuerpo normativo superior en el que es posible plasmar principios constitucionales en virtud de los cuales se establezcan ciertas visiones de la sociedad; consagrar reglas constitucionales por medio de las que se incorpore una regulación práctica de determinadas instituciones.



De una u otra manera, la consagración de nuevos derechos abre una interrogante: ¿El ordenamiento jurídico, el derecho sustantivo establecido en la ley y la institucionalidad pública se encuentran preparados para dar eficacia a los derechos que consagramos?



El Libertador Bernardo O`Higgins, cuando se refería al Ensayo Constitucional, esgrimía la siguiente razón para tener una Carta de escasos artículos: “No es posible que los países que se independizan consagren derechos que no son capaces de garantizar”.



Por eso, el legislador debe ser extremadamente cuidadoso. Porque cuando llevamos adelante una reforma constitucional el Parlamento va limitando sus atribuciones, puesto que al consagrar un derecho constitucional establecemos un límite a la soberanía popular representada por el legislador, toda vez que no podremos aprobar ninguna ley que contravenga la norma que incorporemos en nuestra Carta Fundamental.



En tal sentido, creo que implica un avance del Derecho Constitucional moderno consagrar los denominados “derechos de tercera generación”, dentro de los cuales se encuentran el deber del Estado de proteger los derechos de los consumidores; el derecho a la protección de datos personales; el derecho de acceso a la información pública, entre otros. Y así, hay una serie de derechos de tercera generación que se están incorporando en las Constituciones modernas.



Pero, como toda inclusión constitucional, involucra obligaciones y compromisos.



El hecho de que hoy estemos consagrando en nuestra Carta Fundamental el derecho a la protección de los consumidores nos obliga como legisladores a efectuar reformas profundas a la ley, al derecho sustantivo vigente en nuestro país, y en particular a las normas que rigen la protección administrativa del derecho de los consumidores.



No resulta aceptable que ahora tengamos la intención de consagrar un derecho constitucional y que sea voluntario el procedimiento de mediación de la institucionalidad pública encargada de dar debida protección a los derechos que el ciudadano considera conculcados por una empresa.



Eso no se entiende.



No podemos instaurar un derecho constitucional si la entidad administrativa pertinente no cuenta con facultad sancionatoria y si para sancionar se requiere ir a los tribunales de justicia.



No debiéramos consagrar un derecho constitucional si no hemos sido capaces, por ejemplo, de determinar por ley, a través de una sanción civil, la nulidad absoluta de Derecho Público de las denominadas “cláusulas abusivas”, que ya el Máximo Tribunal de Justicia nos ha enumerado en reiteradas oportunidades. Ello es materia de un proyecto de ley que ingresará en las próximas semanas.



En consecuencia, señora Presidenta, considero muy importante que tengamos conciencia de lo que estamos haciendo.



Me parece que la iniciativa que está trabajando el Gobierno y que se encuentra en tramitación en la Cámara de Diputados va en la línea correcta. Nos ayudará a que el derecho que consagramos hoy se transforme efectivamente en un derecho y no en una mera declaración.



La inclusión de este derecho en el numeral 21° del artículo 19 me merece algunas dudas. Pero entiendo que el argumento tenido en vista por la Comisión que analizó el proyecto dice relación con establecerlo después del derecho al libre ejercicio de una actividad económica.



En esa lógica constitucional, parece adecuado. Es apropiada la técnica legislativa en cuanto a circunscribir las mociones originarias a un deber del Estado y de dejar a la potestad legislativa, al ámbito de la ley, toda su aplicación práctica.



Alguien dirá: “Eso tiene un sentido secundario”. No. Su sentido es muy importante. Porque evita que un derecho que estamos consagrando constitucionalmente quede reducido en el futuro a la potestad reglamentaria de la autoridad de turno. O sea, el legislador se limita en cuanto a no vulnerar un nuevo derecho en su esencia, pero se otorgan atribuciones para regular el derecho sustantivo, y eso parece conveniente.



Luego, cuando se mencionan ciertas características que ha de reunir la ley a la cual se hace remisión, pienso que es positivo que ella deba promover la educación para un consumo responsable y la elección libre e informada de bienes y servicios. Es decir, a la ley se le encomienda esa obligación, ya no a la Constitución. O sea, la Carta no va a garantizar la elección libre e informada de bienes y servicios, sino que será la norma legal, cualquiera que se dicte, la que tendrá que estar inspirada en las reglas constitucionales que establecemos.



Señora Presidenta, votaré a favor de la reforma constitucional en análisis.



Sin embargo, quiero hacer presente algo que considero extremadamente relevante.



El Senado de la República se ha dado, no solo a través de la Ley Orgánica, sino también del Reglamento, un mecanismo de trabajo que consagra el principio de la especialidad a través de ciertas Comisiones. Así, todo aquello que irrogue gasto debe necesariamente ir a la Comisión de Hacienda; lo que diga relación con aspectos de energía o minería, al órgano técnico respectivo, y con los temas de salud ocurre lo mismo.



Como Presidente de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, es mi deber representar a la Sala que estamos tramitando una reforma constitucional que no pasó por dicho órgano técnico, lo que no me parece adecuado.



Entiendo que ello respondió a un acuerdo de Comités de la legislatura anterior. Sin embargo, creo que la atribución de los Comités no puede exceder jamás un elemento como el que hoy día estamos sobrepasando.



Ya se acordó; fue en la legislatura anterior; yo no estoy de acuerdo.



Estimo importante, como precedente, dejar establecido lo anterior en la Sala. Porque, así como ahora una buena reforma constitucional ha sido bien trabajada por la Comisión de Economía, mañana un órgano técnico distinto puede no tener la misma calidad, la misma rigurosidad constitucional y proponer a la Sala una reforma que altere el orden, las normas y, eventualmente, los principios constitucionales sin que la Comisión especializada haya conocido la materia.



Voto a favor. Pero he querido hacer presente la situación descrita.

)----------(

La señora ALLENDE (Presidenta).- Solicito el asentimiento de la Sala para que el Senador señor Pizarro me remplace unos minutos en la testera.



Acordado.



--Más adelante, pasa a dirigir la sesión, en calidad de Presidente accidental, el Honorable señor Pizarro.

)----------(

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señora Presidenta, no quisiera referirme a esta reforma sin antes mencionar que coincido con lo señalado por el Senador Harboe respecto de las Comisiones encargadas de los proyectos.



Hago presente, para la historia fidedigna de la ley, que los propios miembros de la Comisión de Constitución o los Comités -no recuerdo bien- expresaron la conveniencia de que el proyecto fuera visto en la Comisión de Economía, en consideración a ciertos factores.



Dos integrantes de esa Comisión de Economía -me refiero al período anterior- eran miembros de la de Constitución. Y esta tenía un recargo de trabajo muy importante.



Quiero agradecer al Senador Pizarro, quien presidió la Comisión de Economía, porque de verdad se realizó una labor muy exhaustiva y completa en la tramitación del proyecto: se escuchó a un número importante de constitucionalistas y fue posible refundir las iniciativas.



Y también agradezco al resto de los integrantes de esa Comisión, muchos de los cuales se encuentran en este instante en la Sala.



Quiero explicar, en breves palabras, el sentido de este proyecto y hacerme cargo de lo señalado antes por otros señores Senadores.



En primer lugar, las Constituciones evolucionan en el mundo. Y, tal como señaló el señor Harboe, estas inicialmente solo resguardaban derechos individuales y con el tiempo comenzaron a abarcar derechos que ya no solo dicen relación con los derechos individuales de cada persona, sino también con ciertos derechos colectivos que corresponden al conjunto de los integrantes de una sociedad o de una parte de ellos.



Y en nuestra Constitución, el artículo 19, número 21°, que resguarda la libre iniciativa, consagra: “El derecho a desarrollar cualquiera actividad económica que no sea contraria a la moral, al orden público, o la seguridad nacional, respetando las normas legales que la regulen”.



Cabe preguntar cuál es la contrapartida a esta disposición de carácter constitucional que permite la libre iniciativa individual, salvo en situaciones muy excepcionales, como en las contrarias a la moral, al orden público, a la seguridad nacional.



¿Cuál es la contrapartida al modelo de economía libre o de la libre iniciativa?



La protección de los derechos de los consumidores. Eso le da equilibrio. 



Nuestra Constitución no tenía esa norma de equilibrio. Y la que incorporamos nosotros no pretende inhibir los derechos que pueda tener el legislador para regular los derechos de los consumidores, sino que (fue modificada) establecer algo tan simple y directo como esto: que existe un deber del Estado que resulta obvio, pero que no tiene rango constitucional y, por lo tanto, se aplica según lo que cada ley en particular diga.



¿Cuál es ese deber del Estado? Resguardar los derechos de los consumidores.



 ¿Dónde se indican? En la ley. 



¿Cómo? A través de la legislación.



Y se le da un mandato al legislador: “Mire, como usted hace las leyes, le debo decir qué tienen que decir estas”.



Primero, “promover la educación de los consumidores”. ¿Alguien podría oponerse a esto?



En segundo término, “para que haya un consumo responsable”, materia que en nuestro país es bastante relevante.



Luego, señala que deberá incentivar también que la información, para que exista libre elección, sea clara. Y por eso se agrega la frase “y la elección libre e informada de los bienes y servicios”. O sea, que la gente sepa a qué bienes quiere acceder y exista transparencia en la información que se entregue.



Después agrega que se debe “facilitar el acceso a procedimientos eficaces para el ejercicio de los derechos que en ella se consagren”. 



En castellano, señor Presidente, se trata de una reforma constitucional que apunta a que exista un equilibrio entre la libre iniciativa y la protección de los consumidores, y que obliga tanto a los particulares como al Estado a que en cada legislación que se dicte en nuestro país se considere algo muy elemental: el resguardo de los derechos de los consumidores que fija el legislador. 



¿Alguien podría oponerse en una sociedad moderna a que la ley siempre tuviera que mirar la perspectiva de resguardar los derechos de los consumidores, de educarlos en cómo deben estar preparados para efectos de realizar un consumo responsable? 



Educar significa dar información, entregar antecedentes y que los procedimientos de reclamación sean eficaces.



 A mí me parece -de verdad- que este es un derecho esencial en una democracia moderna.



Y, especialmente, respecto a las acciones legales, se excluyó el recurso de protección, pero se mantuvo el amparo económico. ¿Por qué se deja fuera a la protección? Porque sería muy demagógico incluirla, ya que los tribunales se llenarían de veinte mil recursos de protección presentados por personas que desean resguardar estos derechos. 



Pero sí se mantiene, en cambio, el recurso denominado “de amparo económico”, establecido -como todos saben- en la ley N° 18.971, que dispone que “Cualquier persona podrá denunciar las infracciones al artículo 19, número 21” -este es el caso-. “El actor no necesitará tener interés actual en los hechos denunciados”.



Y se agrega que la acción podrá presentarse “producida la infracción sin más formalidad ni procedimiento que el establecido para el recurso de amparo”. 



Es decir, se da la posibilidad de que en casos graves, excepcionales, de vulneración permanente de los derechos y en situaciones muy excepcionales, las personas puedan recurrir a esta norma.



Quiero destacar la labor de los miembros de la Comisión respectiva. Aquí están presentes el Senador Orpis, la Senadora Lily Pérez, el Senador Pizarro, y no recuerdo al resto de los miembros de la Comisión. 



De verdad, creo que se hizo un trabajo serio, responsable, bien hecho, acucioso, en donde hubo un debate a fondo; se fusionaron dos iniciativas.



En consecuencia, estamos haciendo un avance en la modernización de la protección que la Constitución tiene que dar a los derechos de las personas y de quienes integran una sociedad democrática.



Por tal razón, voto afirmativamente esta iniciativa, que me correspondió presentar junto con los Senadores García, Tuma, Zaldívar y el entonces Senador Chadwick, y que se fusionó con la de la Senadora Allende y los Honorables señores Araya, De Urresti, Larraín y Montes, transformándose en un solo proyecto, lo que me parece un muy buen procedimiento.

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- Muchas gracias, Su Señoría, por su explicación acerca del origen de estas dos iniciativas parlamentarias de reforma a la Constitución en materia de defensa de los derechos de los consumidores, que se discutieron en la Comisión de Economía.



No puedo dejar de manifestar que estoy en desacuerdo con lo expresado por el Senador señor Harboe, porque las Comisiones del Senado son todas iguales. Es cierto que tratan los proyectos conforme a su especialidad, pero no porque en determinado momento alguna deba conocer una iniciativa las otras pierden calidad.



Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, cuando discutimos la primera Ley del SERNAC, lo referido a la defensa de los derechos de los consumidores, llamados “derechos emergentes”, tuvo un debate muy muy distinto.



Hubo voces alarmistas que señalaron que con esto íbamos a paralizar el comercio, a generar una catástrofe en materia de proveedores de servicios y que el sistema sería abusivo.



Recuerdo que muchos le tenían pánico y terror a la existencia de una Ley del Consumidor. Se nos citaban los ejemplos de Europa, de Estados Unidos, donde se decía que había “abogados especializados en demandar a los proveedores de servicios que habían hecho hasta un negocio”. Que aquí habían mecanismos regulatorios más que suficientes en la Bolsa de Comercio, en la Cámara de Comercio.



Me alegra que ahora tengamos amplia coincidencia sobre el particular. Porque cuando en la década de los noventa planteábamos los derechos de los consumidores estos eran vistos como bichos raros, al igual que el tema de los pueblos originarios. 



Algunos lo calificaban de “moda”. Cuando decíamos: “Los pueblos originarios tienen derechos”, afirmaban que “se trata de una moda indigenista que viene de Europa”.



Y, cuando hablábamos de los derechos de los consumidores, decían: “Esa es otra moda californiana, de Estados Unidos, donde están los liberales”.



Yo me alegro de que hoy día los derechos de los consumidores se asuman como de rango constitucional. Y que, en definitiva, haya consenso en que se debe resguardar al viejito pascuero en Navidad y en que hay que orientar a los consumidores para que compren bien: de manera inteligente, protegida, organizada, a fin de evitar los abusos.



Es claro que las facultades del SERNAC siguen siendo blandas: no puede promover causas; casi no hay asociaciones de defensa de los consumidores, salvo CONADECUS. Y felicito y saludo a esta Corporación, que ha liderado esto a nivel nacional (en la Región del Biobío existen dos). 



Pero resulta muy muy complejo defender a los consumidores: se requieren más recursos para ello.



Hace algunos años, cuando discutimos la iniciativa que dio lugar a la Ley del Consumidor, el artículo 51 hablaba de la “demanda temeraria”. Y recuerdo que decíamos que si alguien quería demandar a Falabella porque una plancha que le había costado quince mil pesos salió mala, ello le saldría muy caro. Por lo tanto, existían mecanismos disuasivos.



Señor Presidente, quiero señalar que, en el transcurso de mi estadía aquí, en el Senado, he presentado once proyectos de ley en materia de fortalecimiento de los derechos de los consumidores, que se encuentran en la Comisión de Economía (yo la integro a partir de este año).



Hay una iniciativa de creación de un nuevo SERNAC.



Pero parece que en las Comisiones existen “regalones”. ¡Y a algunas les encantan…! A estos les ponen los proyectos en tabla, se los aprueban y se los promueven.



Está claro que yo no soy “regalón”, porque ahí están detenidas mis once iniciativas, todas ellas muy interesantes. ¡Ninguna ha sido puesta en tabla!



Espero que ahora que el Ministro Luis Felipe Céspedes está en la Sala y que yo integro la Comisión de Economía, podamos comprometernos a incorporar el contenido de mis mociones por la vía de indicaciones en la propuesta legislativa que va a enviar el Gobierno sobre la materia, con el objeto de defender, de verdad, los derechos de los consumidores.



¿Cuáles derechos? 



Por cierto, el cumplimiento de los requisitos estipulados en los contratos regulados; el establecimiento de plazo y condiciones para dar respuesta a los reclamos de los consumidores conforme a la ley -¡porque algunas empresas contestan cuando se les da la gana!-; la regulación de las condiciones para contratar personas que sufren discapacidad visual o auditiva, quienes también se ven afectadas.



En general, todo lo relacionado con la promoción de los derechos de los consumidores.



El peso de la prueba, por ejemplo. 



Hoy quien tiene que demostrar que una plancha está mala es el consumidor. El peso de la prueba recae en el denunciante, lo que constituye un desequilibrio. ¡Vayan a pelear con el gran retail...! ¡A ver si una dueña de casa o un modesto trabajador puede enfrentarse al gigante para intentar demostrar que tal producto venía malo! El peso de la prueba debe hallarse en manos del que vende, cuando el aparato que ofrece no funciona.



Y así, suma y sigue, señor Presidente. 



Otra de mis mociones para proteger a los consumidores dice relación con la determinación de aranceles en la educación superior y técnica. 



Incluso, planteé una propuesta legislativa que buscaba evitar que los centros comerciales -afortunadamente, esto ya no sucede- cobraran por los estacionamientos y por el uso de los baños. Tales prácticas nos parecían un exceso.



Ahora, abocándonos al proyecto que nos ocupa, que incorpora un inciso segundo, nuevo, en el numeral 21° del artículo 19 de la Carta Fundamental, hay algo que me llama la atención, por lo cual voy a hacer reserva de constitucionalidad. Porque el cielo está lleno de gente bienintencionada, señor Presidente, y el infierno también.

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- “Malintencionada”, querrá decir.

El señor NAVARRO.- Cierto. Malintencionada: los malos.



El inciso propuesto señala: “Es deber del Estado resguardar los derechos de los consumidores que indique la ley”. 



¿Cuál es la novedad, entonces, si se protegerán solo los derechos “que indique la ley”? 



Y agrega: “Dicha ley” -no hay otra interpretación: se trata de la ley, no de la Constitución; así que dejémonos de eufemismos- “deberá promover la educación de los consumidores” -eso está dicho y redicho- “para un consumo responsable y la elección libre e informada de los bienes y servicios, así como facilitar el acceso a procedimientos eficaces para el ejercicio de los derechos que en ella se consagren.”.


¡Se hace una recomendación a la ley! 



A mí me hubiera gustado que los derechos de los consumidores estuvieran resguardados de manera general. Porque cabe la posibilidad de que el comercio cambie en el futuro, dado que el consumo es creciente, abundante, dinámico. 



Por ejemplo, estamos a punto de entrar en un proceso de finalización del actual sistema de internet, como lo ha informado el Ministro de Economía. De hecho, en Chile se realizará un evento muy importante a fin de mes sobre la materia, en atención a que los servidores internacionales ya se están agotando.



Por eso no me gusta la expresión “que indique la ley”. Podría haberse usado una mejor redacción.



Y la oración “deberá promover la educación de los consumidores para un consumo responsable” constituye un elemento que ya está incorporado en la legislación.



Además, en esta materia se exceptúa lo relacionado con el recurso de protección. En efecto, en el artículo 20 de la Constitución se agrega, a continuación de la expresión “21°”, la frase “con excepción de lo dispuesto en el inciso segundo”. 



Y el inciso segundo del artículo 20 dispone: “Procederá, también, el recurso de protección en el caso del Nº 8º del artículo 19, cuando el derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación sea afectado por un acto u omisión ilegal imputable a una autoridad o persona determinada.”.



Mi pregunta es: ¿hay recurso de protección para los consumidores? El derecho que nos ocupa ¿se puede defender con dicho recurso, por ejemplo, cuando una embotelladora saca un producto que causa daño a las personas? ¿No es posible acaso recurrir de protección a los tribunales si alguna entidad abusa de los consumidores?



Espero que esta reforma pueda generar debate. La Senadora Van Rysselberghe me replica: “¿Y toda la discusión que ya hubo?”. Pero esta se efectuó solamente en la Comisión de Constitución, donde se encuentran los “iluminados”, por decirlo de algún modo. Ese es el órgano técnico privilegiado, donde están los gurús del Senado. Todo se discute ahí. No es difícil...

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- Terminó su tiempo, señor Senador.



Le doy un minuto adicional para que concluya.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, voto a favor de esta iniciativa, porque la consagración constitucional es un avance. 



No sé si habrá ocasión para cambiar la redacción en la referida Comisión. Al parecer, hay demasiados abogados ahí. No sé si el Senador Larraín es agricultor, abogado o ingeniero. Como sea, ojalá mejoren la redacción de la norma propuesta.



A mí me gusta más la frase “establecida en la ley” y no “que indique la ley”. Cabe preguntar: todo aquello que no indique la ley ¿no estará garantizado ni protegido por el Texto Fundamental? 



En cuestiones de esta naturaleza radica el debate de los constitucionalistas.



Yo quiero una nueva Constitución. La actual -¡maloliente, agotada, absolutamente putrefacta!- debe ser cambiada. Se requiere una nueva Carta, una de verdad, elaborada con participación ciudadana...

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- ¿Necesita otro minuto, señor Senador?

El señor NAVARRO.- Por favor, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- Continúe.

El señor NAVARRO.- ¡Cuesta mucho ganarse este sillón aquí, para poder decir lo que uno piensa y representar los intereses de los ciudadanos!



Espero que la presente reforma constitucional dé la señal que quieren manifestar los autores de las mociones que la originaron: que los derechos de los consumidores quedarán consagrados en la Constitución de la mejor forma posible y que las leyes que harán respetar esos derechos serán las que los consumidores necesitan.



Ojala pronto iniciemos el debate sobre el proyecto que modificará la Ley del Consumidor, la cual debe proteger mucho más a los consumidores que a las empresas. Ya existen muchas normas que cautelan los intereses de estas últimas.



Voto a favor.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!

El señor PIZARRO.- (Presidente accidental).- Tiene la palabra la Senadora señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, ¡qué pena que me toque intervenir después del Senador Navarro! He tenido que aludirlo, a través de la Mesa, en varias oportunidades en las últimas semanas con relación al mismo asunto.



Con harto cariño se lo vuelvo a decir, por su intermedio, señor Presidente: esta es la Constitución que todos juramos o prometimos aquí respetar...

El señor NAVARRO.- Yo prometí cambiarla.

La señora PÉREZ (doña Lily).-... cuando asumimos nuestros cargos.



Entonces, para ser respetado, hay que respetar. 



La Carta que nos rige es un pacto social y ha sido objeto de muchas modificaciones. Ahora, precisamente, estamos votando una reforma constitucional proconsumidor.



Al respecto, comparto los análisis de los Senadores Felipe Harboe e Iván Moreira, en cuanto a que resulta complejo formular enmiendas a la Constitución, como las que hoy nos ocupan, si ellas no se complementan con leyes orgánicas que regulen su funcionamiento; en este caso, la Ley sobre Protección de los Derechos de los Consumidores.



Cuando nos llegó el proyecto a la Comisión de Economía, convocamos a varios expertos y profesores en Derecho Constitucional y en Derecho Económico, como el señor Richard Tepper, de la Universidad de Valparaíso. Ellos nos hicieron ver algo que varios miembros del órgano especializado ya compartíamos: cierta preocupación respecto a cómo operar para que la norma no fuese letra muerta. Porque lo más importante al dictar una reforma constitucional es que la gente no se quede con la impresión de que se hicieron cambios que finalmente no incidirán en su día a día.



Es más o menos lo que pasó años atrás con la igualdad de salario para hombres y mujeres. Al final, es una ley que no se respeta, a pesar de ser un derecho constitucional.



Entonces, aquí la idea es que, en el marco de la defensa de los derechos de los consumidores, este reconocimiento constitucional no sea letra muerta y sí se cumpla, a fin de que no se judicialicen al máximo las disputas.



Por esa razón, en primer lugar, decidimos refundir ambos proyectos, originados en mociones.



En segundo término, después de escuchar la opinión de varios profesores de Derecho y de evaluar distintas alternativas, se resolvió sacar adelante esta materia y convertirla en una reforma constitucional.



Más que una declaración de intenciones, se busca hacer las modificaciones que realmente se requieren para transformar esto en una norma que fortalezca la defensa de los consumidores desde la Constitución.



Las adecuaciones que se podrán introducir durante la discusión en particular, que se iniciará inmediatamente después de darle luz verde a la idea de legislar, tendrán relación con los numerales y la técnica legislativa más apropiada para ubicar las disposiciones del proyecto en el lugar óptimo de la Carta Fundamental, a fin de no convertir esta propuesta en una mera declaración de buenas intenciones.



Dicho eso, señor Presidente -y usted conoce la materia, pues estuvo en la Comisión de Economía y contribuyó a la discusión de la iniciativa-, y salvando todas las dudas -más que diferencias- que manifestaron en su momento varios de los integrantes del órgano técnico, hago presente que me parece buena idea aprobar este proyecto en general.



Después y aplicando una adecuada técnica legislativa, se dará una buena ubicación dentro de la Constitución a las normas propuestas, con el propósito de que estas funcionen y de que no se genere frustración en la gente que va a utilizar tales disposiciones en defensa de sus derechos como consumidores.



He dicho.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, seré breve. Ya se ha discutido bastante sobre esta materia. Simplemente deseo subrayar la importancia de esta reforma, a la cual he contribuido como autor de uno de los dos proyectos que hoy estamos analizando y que se ha fusionado con el otro.



A mi juicio, efectuar esta discusión ha sido una buena decisión. Al mismo tiempo, destaco el trabajo que ha realizado la Comisión de Economía.



Con todo, respaldo el planteamiento que ha formulado el Presidente de la Comisión de Constitución, por una cuestión de ordenamiento, por la competencia específica de este órgano y por el hecho de que así se logra más unidad en el trabajo que se realiza en este aspecto. En ningún sentido eso menoscaba a otra Comisión. Así lo demuestra, por lo demás, la labor que se ha llevado a cabo. Dicha opinión obedece simplemente a un principio de orden institucional en nuestro Senado.



Sin embargo, pienso que lo central de esta reforma es abrir espacio en nuestra Constitución para una nueva generación de derechos económicos y sociales, que se van desarrollando en la medida que evoluciona nuestra sociedad.



En ese sentido, plantearse una mirada desde los consumidores es asumir una visión distinta del funcionamiento de la economía. Quizás, precisamente por la masificación de los procesos comerciales, hoy urge buscar cierto equilibrio entre las partes involucradas.



Por ello, regular estas materias se hace enteramente necesario. 



En la actualidad, el ámbito de las actividades comerciales ya no es reducido, sino extraordinariamente amplio y masivo. Son miles, tal vez millones, las transacciones que se hacen permanentemente. Y la forma como esto se va desarrollando genera un espacio de resguardo jurídico que se debe precisar.



Probablemente, en el mismo concepto de “consumidores” deberíamos incorporar una serie de otras figuras o grupos de nuestra sociedad, como los afiliados a las isapres o los cotizantes de las AFP, por mencionar algunos ejemplos.



Ahora bien, la necesidad de darle rango constitucional a la protección de los derechos de los consumidores tiene una justificación: se trata de un principio que ya ha sido recogido por nuestro ordenamiento legal. Esto no es un invento, sino una realidad que cuenta con cierto desarrollo. El propósito de su consagración a nivel constitucional es definir con precisión el contenido de ese derecho, delimitarlo, señalar el ámbito de su funcionamiento, establecer cómo debe desarrollarse su ejercicio.



Me parece que ello es fruto de una maduración, que va en línea correlativa con un proceso similar que están teniendo otras legislaciones en todo el mundo. De hecho, en América Latina solo dos países no han dado grado constitucional a los derechos de los consumidores: Uruguay y Chile.



Por otra parte, es importante tal reconocimiento en la Carta Fundamental porque de alguna manera este proceso refleja valores que tienden a ordenar el ámbito normativo. Por lo mismo, sirve para su mejor resolución, incluso, a nivel jurisdiccional.



Tal derecho, finalmente, se estableció en el artículo 19, N° 21, inciso segundo, de la Constitución. En mi opinión, la solución adoptada, de las varias alternativas que se barajaron en la Comisión, es la correcta, aunque siempre será discutible determinar dónde quedará mejor consagrado un precepto de esta índole. 



El inciso primero de la norma referida dispone el derecho de toda persona a desarrollar cualquier actividad económica que no sea contraria a ciertos elementos básicos (la moral, las buenas costumbres, el orden público, la seguridad nacional), y siempre respetando las normas legales que la regulen.



Pero esa garantía constitucional tiene una contraparte.



El derecho a desarrollar actividades económicas, sobre todo cuando se generan negocios de mucha cuantía o volumen -por ejemplo, los retails-, implica una contraparte: los consumidores, quienes están en el lado pasivo de la actividad, pero que también son sujetos de derecho. Me parece que ello justifica consagrar en la Carta algo que corresponde a un deber del Estado: la protección de los derechos de los consumidores.



Respecto a la observación que recién planteó el Senador Navarro, quiero decir que, entendiendo sus inquietudes, desde un punto de vista de la técnica legislativa el proyecto está bien resuelto: “Es deber del Estado resguardar los derechos de los consumidores que indique la ley.”. Por cierto, la normativa vigente ha de recogerlos. De lo contrario, no hay cómo saber cuáles son esos derechos. 



El colega preguntó ¿por qué no dice “que se establezcan en la ley”? Bueno, no hay mucha diferencia entre una y otra opción.



Lo que necesitamos es que, consagrado el principio, la ley lo precise. Como esto es evolutivo, la norma legal irá variando a través del tiempo, pero el principio constitucional se mantendrá igual.



Por último, la exclusión del recurso de protección se justifica, precisamente por la masividad que puede tener la aplicación de este derecho. Creemos que con los recursos ordinarios, más el amparo económico, se encuentra un camino de solución propicio y equilibrado.



A mi juicio, el texto que propone la Comisión, después de fusionar los dos proyectos originales, es adecuado, razón por la cual merece nuestro respaldo.



Por todas esas consideraciones, voto favorablemente la idea de legislar.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor TUMA (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (31 votos) y, por no haberse presentado indicaciones, queda también aprobado en particular y despachado en este trámite.



Votaron las señoras Allende, Goic, Muñoz, Lily Pérez y Van Rysselberghe y los señores Allamand, Araya, Chahuán, Coloma, Espina, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Hernán Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.

)---------------(

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Han llegado a la Mesa los siguientes documentos:

Mensaje



De Su Excelencia la Presidenta de la República, con el que retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “suma”, respecto del proyecto que extiende la cobertura del mecanismo de estabilización de precios de los combustibles creado por la ley N° 20.765 (boletín N° 9.668-05).



--Se tiene presente la calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Hago presente a la Sala que sobre este asunto se adoptó un acuerdo: el Gobierno accedió a mi petición de quitar la calificación de urgencia de “discusión inmediata”, siempre que nos comprometiéramos a tratar la referida iniciativa en la primera semana de noviembre. La Comisión de Hacienda la analizaría el martes siguiente a la semana regional, y ese mismo día o el miércoles, a más tardar, sería votado por la Sala.



Debía reiterar a la Sala este acuerdo.



Por eso pedí al Ejecutivo que quitara la “discusión inmediata”. Se puso “suma urgencia”. Pero el compromiso es el que señalé.



El referido proyecto lo verá la Comisión de Hacienda, la cual, según entiendo, quiere realizar una sesión prolongada. Y el Ministro de Hacienda confirmó su asistencia.



Si se logra despachar el informe durante la mañana de ese martes, lo pondremos en la tabla de la sesión ordinaria de la tarde. De lo contrario, lo discutiremos al día siguiente.

)-------------(

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Han llegado a la Mesa también dos solicitudes de permiso constitucional:



De la Senadora señora Van Rysselberghe, para ausentarse del territorio de la república a contar del 26 del presente, y del Senador señor Araya, a partir del 29 del mismo mes.



--Se accede.

REGLAMENTO DE REGISTROS DE AGENDA PÚBLICA Y DE LOBBISTAS Y DE GESTORES DE INTERESES PARTICULARES DEL SENADO
La señora ALLENDE (Presidenta).- Corresponde continuar la discusión general del proyecto de acuerdo que aprueba el Reglamento de los Registros de Agenda Pública y de Lobbistas y de Gestores de Intereses Particulares del Senado, con informe de la Comisión de Ética y Transparencia.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1.742-09) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:



Se da cuenta en sesión 56ª, en 15 de octubre de 2014.



Informe de Comisión:



Ética y Transparencia: sesión 56ª, en 15 de octubre de 2014.



Discusión:



Sesión 57ª, en martes 21 de octubre de 2014 (pendiente discusión en general).

La señora ALLENDE (Presidenta).- Quiero recordar que ayer la Sala acordó votar en general este proyecto de acuerdo durante la sesión de hoy.



Por lo tanto, en su momento llamaremos a los señores Senadores que están en las Subcomisiones de Presupuestos para que emitan su pronunciamiento.



Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señora Presidenta, por el mismo motivo que usted acaba de dar, sugiero que no adoptemos ningún acuerdo; que iniciemos el homenaje a don Emilio Filippi, mientras concluye el trabajo de las Subcomisiones de Presupuestos, y que recién en ese momento cumplamos la resolución adoptada en el sentido de votar en general el proyecto de acuerdo.

La señora ALLENDE (Presidenta).- La Mesa no tiene ningún inconveniente. Sin embargo, debo reiterar que el acuerdo de votar en esta sesión se fundamenta en el hecho de que debemos cumplir un plazo reglamentario.

El señor PIZARRO.- Yo no estoy diciendo que no votemos, sino que si Su Señoría pide el acuerdo de la Sala en este instante no va a conseguirlo, caso en el cual tendría que suspender la sesión.



No es eso lo que buscamos: la idea es disponer de tiempo suficiente para que los colegas que no están voten en el momento oportuno y cumplamos el compromiso contraído.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señora Presidenta, me gustaría saber si las Subcomisiones de Presupuestos están trabajando en este minuto. Porque si es así, lo procedente es suspender la sesión y abrir la votación del proyecto de acuerdo sobre reglamento del lobby cuando ella se reanude, tras llamar durante algunos minutos a los Senadores que se hallan en dicha instancia.



Insisto en que el problema que nos aflige es la limitación de tiempo para sacar nuestro reglamento. Porque falta todavía el pronunciamiento de la Cámara de Diputados sobre el suyo, lo que, según entiendo, ocurrirá mañana.



Las indicaciones deberían estar disponibles los primeros días de noviembre -entiendo que se fijará plazo hasta el lunes 3-, para que luego la Comisión de Ética y Transparencia trabaje en la discusión particular, durante la cual habrá que corregir algunas normas.



No sé cuántos Senadores se encuentran en las Subcomisiones, pero lo cierto es que necesitamos su presencia en la Sala.



En tal sentido, señora Presidenta, le pido suspender la sesión; que en seguida convoque a dichos colegas para que vengan a votar, y que luego se rinda el homenaje a que se refirió el Senador Pizarro.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Ello es factible, pero aclaro que no estoy propiciando un nuevo acuerdo, sino procurando que se cumpla el que se tomó en la sesión de ayer, durante la cual se explicaron las razones por las que importa tanto votar el proyecto de acuerdo sobre reglamento del lobby.



Se suspende la sesión por cinco minutos.

)---------------(



--Se suspendió a las 18:29.



--Se reanudó a las 18:35.

)----------(

La señora ALLENDE (Presidenta).- Continúa la sesión.



Vamos a abrir la votación. Ciertamente, quien lo desee podrá fundamentar su pronunciamiento.



En votación general el proyecto de acuerdo.



--(Durante la votación).

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señora Presidenta, intervendré muy brevemente, quizás más con un fin informativo.



El proyecto de acuerdo sobre reglamento del lobby se inscribe dentro de la obligación que tiene el Senado, y el Congreso en general, de adaptar las normas necesarias para la aplicación de una ley vigente. Y el plazo para que entre en vigencia nuestro reglamento es el 29 de noviembre.



El trabajo efectuado por la Comisión de Ética y Transparencia fue lo más prolijo que se pudo. Hicimos una consulta ciudadana. Y, probablemente, el reglamento propuesto todavía tiene muchos elementos que deben corregirse. Es más: el texto que aprobemos también será objeto de muchas modificaciones posteriormente, una vez que tengamos la experiencia de la aplicación de la normativa que contiene, la cual, como todos sabemos, es muy compleja y difícil de llevar adelante. 



Pero debemos hacer el esfuerzo.



Por eso, invito a Sus Señorías a que aprobemos en general el reglamento que elaboró la Comisión de Ética y a que se abra plazo para la presentación de las indicaciones correspondientes, el cual, para que el articulado entre en vigor el 29 de noviembre, no debe pasar del lunes 3 de ese mes. 



Sobre la base de dichas indicaciones, queremos concordar con la Comisión de Ética de la Cámara de Diputados, en una suerte de comisión mixta, las normas del reglamento que debe entrar a regir en cada Corporación. Ello, para tener un texto similar en las cuestiones centrales. Porque, como ya lo señalé, hay otras propias de cada Cámara.



Ese trabajo lo traeríamos de vuelta a la Sala para la aprobación definitiva. Para ese momento esperamos haber avanzado también en toda la implementación administrativa que ya están trabajando las Secretarías Generales de la Cámara de Diputados y del Senado. 



Por todas esas razones, y creyendo que se ha hecho un trabajo razonable, que esperamos sea mejorado con las indicaciones de Sus Señorías, voto a favor de este proyecto de acuerdo, que ojalá sea despachado unánimemente.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señora Presidenta, estimados colegas, las normas que contribuyen a la transparencia de la cosa pública son importantísimas.



El regular la relación entre intereses y tomadores de decisiones públicas es muy significativo.



Han sido parte del debate político nacional las relaciones entre la plata y la política, entre los intereses económicos y la política.



Una parte de la discusión es lo que se ha visto en la prensa hasta el día de hoy, que dice relación con el financiamiento de las campañas. La otra tiene que ver con el tráfico de influencias.



Nadie está en contra de que haya personas e instituciones con intereses.



Eso no es perverso.



Es natural que un sindicato tenga sus intereses. Es natural que también tenga intereses una empresa que impulsa la energía solar. Es natural que diferentes actores de nuestra sociedad promuevan sus intereses, en particular hacia los diferentes actores del Estado, y entre ellos, aquellos a quienes, por mandato constitucional, debemos regular mediante las leyes de la república. 



El reglamento que nos ocupa contribuye a lo que nos interesa a todos: a mejorar la transparencia de nuestras conversaciones, de nuestros contactos. 



El Senador Larraín indicó que la Comisión de Ética y Transparencia trabajó para proponernos un texto. Estamos en la discusión general. De modo que tendremos que ver cómo perfeccionarlo.



Probablemente, con la práctica -tal como lo han hecho otros países- iremos perfeccionando los registros que generaremos, entendiendo cuándo se trata de conversaciones que deben ser de conocimiento público y por tanto el Senador tiene la responsabilidad de dar cuenta de ellas, y cuándo son de pasillo o fortuitas y no han de registrarse.



Sin embargo, lo importante aquí es que iniciaremos un cambio cultural.



Tendremos algunos desaciertos; también, aciertos. Pero considero muy relevante que avancemos en la generación de este nuevo instrumento, que permitirá más transparencia en la política.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señora Presidenta, ya lo planteamos ayer: está claro que tanto la ley que regula el lobby cuanto su reglamentación tienen aspectos que seguirán perfeccionándose en el tiempo. 



Necesitábamos una ley de lobby: la creamos.



Necesitábamos un reglamento concordado entre ambas ramas del Parlamento.



Otros Poderes del Estado también deberán tener uno. Por ejemplo, el Poder Judicial.



Sin embargo, subsiste una contradicción que creo que puede alcanzar ribetes constitucionales.



La Ley de Lobby consigna que han de declararse los pasajes, las invitaciones, los regalos.



Si a uno le regalan una lapicera de cierto valor, el que será determinado por el reglamento (1, 2 unidades tributarias mensuales; 80 mil pesos), tendrá que declararlo. 



Empero, subsiste mientras tanto la ley de financiamiento de campañas electorales, que permite donar a un candidato a parlamentario cientos de millones de pesos, o sea, centenares de miles de dólares: ¡un millón!



No me cuadra, señora Presidenta.



Porque al final la Ley de Lobby quiere transparentar la relación entre la política y el dinero, los conflictos de interés, las relaciones comerciales. Es decir, quiere que la política esté alejada del dinero. Sin embargo, mantenemos una ley sobre financiamiento de gastos electorales que establece que es legal que 300 empresas -lo señaló el SERVEL, y fue publicado por el diario La Tercera el domingo pasado- hayan estado entre los donantes a campañas.



¡No hay filantropía en esas donaciones! 



No veo por qué Celulosa Arauco, ENDESA, las pesqueras industriales de mi Región vayan a donar plata a las campañas. 



¡No es filantropía! ¡Ahí hay interés y hay secreto! 



La Ley de Lobby no me cuadra. 



Por ejemplo, cuando revisemos la Ley de Pesca y vengan las pesqueras al Senado tendremos que declarar con quiénes nos reunimos.



¿Eso elimina el conflicto de interés? ¡No lo elimina! El conflicto de interés reaparece cuando una pesquera vuelve a donarle en secreto al parlamentario que haya votado a favor de sus intereses. Porque, legítimamente, la ciudadanía puede hacer la relación en el sentido de que en la reunión de lobby no le regalaron ni un reloj, ni una lapicera, ni un viaje al exterior, pero sí, secretamente, le pondrán cientos de millones de pesos para su campaña electoral.



Entonces, yo no sé si existe contradicción entre la ley sobre financiamiento de las campañas y la que regula el lobby, ¡que exige transparencia para todo, menos para las platas de las campañas…!



No me cuadra, señora Presidenta.



Ayer me convencí de que tenemos una contradicción que debemos aclarar. Mientras exista una normativa que ponga secretismo, que oculte el origen de los dineros para las campañas, la Ley de Lobby no significará nada, y su reglamento, menos aún. Porque, en definitiva, lo mayor, lo más pernicioso, esto es, el financiamiento de las campañas, que permite la llegada de parlamentarios a este Hemiciclo, permanece en secreto, mientras todo lo demás debe ser público.



¡Ello significa reírse, burlarse de la ciudadanía! ¡Es atentar contra el razonamiento mínimo de la gente!



Voy a votar en contra solo para dejar testimonio de que se trata de una contradicción insalvable. No puede haber Ley de Lobby ni reglamento que regule esta actividad mientras persistan las donaciones secretas a las campañas. Son absolutamente contradictorias. Se inhabilitan. O existe una o existe la otra: o hay donaciones secretas y por lo tanto dejamos fuera la Ley de Lobby, o hay Ley de Lobby e incluimos la transparencia de las donaciones a las campañas.



Yo soy partidario de eliminar las donaciones de las empresas, e incluso, las donaciones de los privados.



Porque ¿qué diferencia hay entre que done 50 o 100 millones el dueño de una pesquera y que la donación sea hecha por la empresa? ¿Se diluye el conflicto de intereses si aquella es realizada por uno u otra? No: permanece.



Por tanto, como estamos sometidos al escrutinio público permanente y como sé que en todos existe la voluntad positiva de intentar aclarar, yo solo espero la llegada de la indicación sobre las penas de cárcel para el lucro en la educación, y asimismo, el arribo del proyecto que prepara la Ministra Ximena Rincón. Con el entonces Senador José Antonio Gómez, hoy Ministro de Justicia, presentamos en 2012 una iniciativa de ley; yo lo hice el 2008, y también el 2003. No hemos tenido éxito. 



Reitero, pues, que la contradicción explicitada es insalvable y que constituye una incoherencia -así lo he asumido- votar a favor de este reglamento de transparencia cuando el elemento central del financiamiento a las campañas permanece en secreto.



Por tanto, voto en contra.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto? 

La señora ALLENDE (Presidenta).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto de acuerdo (15 votos a favor y uno en contra).



Votaron por la afirmativa las señoras Allende y Lily Pérez y los señores Araya, Chahuán, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Horvath, Hernán Larraín, Letelier, Pizarro, Quinteros, Tuma, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.



Votó por la negativa el señor Navarro.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Se deja constancia de la intención de voto favorable del Senador señor Allamand.



Corresponde fijar plazo para presentar indicaciones.

El señor LARRAÍN.- No hay quórum, señora Presidenta.

El señor PIZARRO.- Esperemos un rato.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Si llegaran pronto más Senadores podríamos tomar el acuerdo respectivo ahora.



Debo subrayar que no tenemos quórum para adoptar acuerdos porque varios parlamentarios están trabajando en las Subcomisiones de Presupuestos. Y es bueno aclararlo -sobre todos para los ciudadanos que siguen fielmente el desarrollo de nuestras sesiones por el Canal del Senado-, pues quienes ven la Sala vacía pueden no entender lo que ocurre realmente.



En este momento, Sus Señorías, tenemos quórum para adoptar acuerdos.



¿Le parece bien, Senador señor Larraín, el lunes 3 de noviembre, a las 12?

El señor LARRAÍN.- Conforme.



--Se fija el lunes 3 de noviembre, a las 12, como plazo para presentar indicaciones.

VI. INCIDENTES

PETICIONES DE OFICIOS



Del señor BIANCHI:



Al señor Tesorero General de la República, para solicitar NUEVO PRONUNCIAMIENTO SOBRE OTORGAMIENTO DE BONO POSLABORAL ESTABLECIDO EN LEY N° 20.305 A DOÑA MARÍA AGUILAR BRAVO.



Del señor HORVATH:



Al señor Ministro del Medio Ambiente, pidiéndole información en cuanto a PROCESO DE CERTIFICACIÓN AMBIENTAL DE ESTABLECIMIENTOS EDUCACIONALES.



Del señor PROKURICA:



Al señor Vicepresidente Ejecutivo de la Empresa Nacional de Minería, requiriéndole COMPLEMENTACIÓN DE INFORMACIÓN CONTENIDA EN RESPUESTA A OFICIO DEL SENADO N° 834/SEC/14.

HOMENAJE EN MEMORIA DE DON EMILIO FILIPPI MURATTO

La señora ALLENDE (Presidenta).- Se rendirá homenaje a don Emilio Filippi Muratto, quien fue destacado periodista, fundador y director del diario La Época.



Saludo, en nombre del Senado, a la señora Jeanette Fontaine de Filippi, quien se encuentra en las tribunas.



Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- En primer lugar, señora Presidenta, quiero saludar a la señora Jeanette y a don Fernando, quien la acompaña.



Estimados colegas:



Don Emilio Filippi Muratto -“Don Emilio”: así le decíamos quienes tuvimos la suerte de conocerlo- nació en Valparaíso, en el barrio Almendral, el 8 de noviembre de 1928.



Inició su carrera profesional en el periódico La Voz, de la comuna de Villa Alemana, del que llegó a ser Subdirector.



También dirigió los diarios Crónica y El Sur, de Concepción. Y, como dijo nuestra Presidenta, fue fundador del diario La Época: a través de este medio, su testimonio de libertad y de democracia resultó crucial en los años 1985 a 1990.



Pero tal vez fue más fuerte su impronta como Director de la revista Ercilla, a la que convirtió en referente del periodismo político nacional, y de la revista Hoy, cuya fundación gestó en 1976 y donde dio testimonio de defensa de la libertad de expresión en los años más duros de la dictadura.



De Emilio Filippi hoy se recordarán su trayectoria y los reconocimientos que se le hicieron -nacionales e internacionales-, partiendo por el Premio Nacional de Periodismo, en 1972, en pleno Gobierno de la Unidad Popular, y pasando por el Premio Rey de España, en 1983; por el World Press Review, de Nueva York, en 1984, y por tantos otros premios y homenajes que recibió a lo largo de su dilatada trayectoria profesional.



Don Emilio fue el redactor de la Carta Ética Periodística, aprobada por el Congreso Nacional de la Orden efectuado en Arica en 1968.



Sin duda, lo importante es hablar del legado de don Emilio Filippi. 



En tal sentido, siguiendo el homenaje que le rindió Abraham Santibáñez, otro de los grandes periodistas de Chile, podemos decir que, de las muchas lecciones que deja la vida profesional de Emilio Filippi, resulta adecuado destacar su inmenso amor a la libertad, el que no es algo exclusivo de él: en nuestro país, desde los tiempos de fray Camilo Henríquez, los profesionales de las comunicaciones han sido incansables defensores de la libertad, y en especial de la libertad de expresión.



En esa materia, don Emilio no hizo concesiones. En sus comentarios y en sus editoriales denunció de manera implacable los abusos, tanto de Izquierda cuanto de Derecha, en todo el orbe.



Lo mismo hizo ante los atentados contra la libertad de expresión cometidos bajo el Régimen militar.



Ello, sin duda, le valió duras críticas y no pocas amenazas. Los medios de comunicación que dirigía fueron castigados con una sequía publicitaria, independiente de si eran de calidad y de si tenían grandes niveles de circulación.



Pero don Emilio no claudicó. Por el contrario, no vaciló en salir al escenario mundial para defender el derecho de los periodistas a entregar “la verdad sin compromiso”.



En ese campo fue un predicador incansable. Y se convirtió en un maestro para generaciones de colegas y de estudiantes de periodismo.



Su vasta obra, resumida en una docena de libros y en horas de clases, sigue plenamente vigente.



En sus textos apuntó siempre a la búsqueda del equilibrio entre la libertad y la responsabilidad. Lo veía como un desafío constante en el periodismo.



¡Por Dios que hace falta hoy ese sentido en nuestro país!



Así lo resumió hace algunos años, en una charla titulada Problemas éticos en el periodismo del Chile actual:



“Quienes me conocen saben que jamás pediría que se restrinja la libertad de expresión ni se disminuyan los fueros del periodismo. Pero, con la misma convicción, debo insistir en la necesidad de que los periodistas sepamos asumir la responsabilidad por nuestros actos y que fortalezcamos los órganos reguladores de las conductas éticas de quienes tienen la hermosa y significativa misión de informar, orientar y defender los derechos de las personas en una sociedad democrática. Es el aporte que le debemos a Chile, y que el país espera de nosotros, en momentos en que a nuestros difíciles problemas económicos emergentes se agrega un serio deterioro moral en nuestras costumbres”.



Emilio Filippi era democratacristiano de corazón. Por eso su amistad con el ex Presidente Eduardo Frei Montalva, que se alimentaba en el respeto mutuo.



Lo mismo ocurría con otros próceres de los años más difíciles de la democracia en nuestro país y del propio Partido Demócrata Cristiano.



Pero su militancia nunca le impidió abrirse al diálogo con otros credos políticos. Jamás impuso sus ideas a quienes trabajaban con él, a los que instaba a compartir sus ideales con su ejemplo, su generosidad y su tolerancia.



Quiero destacar otra faceta de su persona.



Emilio Filippi era un demócrata, amante de la libertad de expresión, buscador incansable de la justicia; un humanista integral, de trato y relación respetuosos. Los profesionales que llegaron a trabajar con él y que hoy destacan en distintos ámbitos pueden dar testimonio de aquello. 



Fue formador de periodistas ceñidos a una ética profesional estricta. En los medios de comunicación que dirigió no permitía que se publicara ninguna información que no tuviera respaldo en una fuente o en un hecho verificable.



Era respetuoso de la persona humana, aun en el caso de quienes fueron sus más duros adversarios.



Su testimonio y su vocación humanista cristiana los plasmó en cada medio que dirigió o fundó. 



Emilio Filippi era un hombre correcto; de profunda formación intelectual; ponderado en sus juicios, pero enérgico e intransable si de defender la libertad de expresión se trataba.



La Democracia Cristiana, nuestro partido, tiene en Emilio Filippi un ejemplo de vida, de ejercicio profesional honesto, de periodista valiente y audaz, de defensor de la libertad. Pero, sobre todo, tiene el testimonio de vida de un hombre integral, como diría Jacques Maritain.



Muchas gracias.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Honorable señor Allamand.

El señor ALLAMAND.- Señora Presidenta, Honorables colegas, estimada familia de don Emilio:



Conocí a don Emilio Filippi a principios de los años 80, cuando empezaba a despuntar la apertura hacia la democracia, en medio de protestas ciudadanas y de un Régimen militar que, paralogizado, bruscamente advertía que los acontecimientos se estaban empezando a desarrollar fuera de control.



Me invitó a participar en unos inéditos desayunos organizados por la revista Hoy. Inéditos -luego tuvo varias imitaciones-, porque a don Emilio se le ocurrió juntar a un grupo, en ese entonces, de jóvenes -o no tan jóvenes- políticos, bajo una premisa: la vuelta a la democracia requería recuperar, o mejor dicho, generar confianza.



“¡Qué mejor” -me dijo en cierta ocasión- “que reunir una vez a la semana a un grupo de personas a intercambiar opiniones, a realizar análisis, a debatir, a argumentar, a contrargumentar!”.



¿Y quiénes éramos? De los que me acuerdo: Ricardo Núñez, Eduardo Loyola y Osvaldo Puccio, todos de un Partido Socialista entonces muy fragmentado; Gutenberg Martínez, siempre tejiendo algo desde la testera o desde la trastienda; Mario Papi e Isidro Solís, cuando a la Social Democracia y al Partido Radical aún los separaba el pasado; José Tomás Sáenz, de un Partido Humanista que dio que hablar y aportó mucho; Hernán Larraín, cuando todavía no era de la UDI, en fin. O sea, un lote grande y, como dicen algunos, variopinto.



Nunca fue necesario señalar que cuanto allí se conversaba quedaba en la intimidad de las cuatro paredes. Cualquier filtración se habría considerado lo que era: una traición más o menos solapada. En este caso habría sido, además, una ofensa inaceptable a don Emilio, una forma de traicionar su respeto y, por supuesto, su confianza.



Alguna vez le pregunté por esos desayunos. Y recuerdo muy bien lo que me dijo: “Esta revista -escúcheme, Andrés- va a hacer todo lo que esté en su mano porque Chile vuelva a la democracia. Es un esfuerzo que va más allá del periodismo”. Y después me confesó: “Además, me entretengo mucho con ustedes, cabros”.



Mi antecesor en el uso de la palabra recordó muy bien los grandes méritos de don Emilio; sus merecidos premios y sus galardones; su trayectoria en múltiples medios, y, según se expresó, su destacado rol como impulsor, director, gestor, financista y cuanto fuera necesario para que prevalecieran la revista Hoy y el diario La Época.



Ambos medios fueron abriendo espacios, entregando información, señalando rumbos en un período muy complejo de la vida de nuestro país. 



Señora Presidenta: informaban cuando era difícil hacerlo, opinaban cuando era temerario hacerlo.



¿Era el de don Emilio un periodismo de trinchera? No en el sentido tradicional. Era, por supuesto, un periodismo comprometido, con valores, pero que sabía diferenciar: una cosa es la información y otra la opinión; cuando ambas se mezclan, como el engrudo, es el periodismo el que retrocede.



Durante muchos años -a veces, en sordina; a veces, a voz en cuello-, don Emilio fue criticado por algunos de los más fervorosos lectores de los medios que dirigía. ¿Qué provocaba tal paradoja? No le perdonaban un libro particularmente crítico de la Unidad Popular y cuyo nombre lo decía todo: Anatomía de un fracaso, que escribió a cuatro manos con el propio Hernán Millas.



Tal como lo expresa, en una columna reciente, Ascanio Cavallo, quien se forjó como periodista a su alero, don Emilio, “habiendo apoyado el golpe de Estado, se convirtió rápidamente” -y la cita es textual- “en el mayor acorazado de la libertad de prensa y será recordado como un gran luchador de la democracia, uno de los tótems del periodismo chileno del siglo XX”.



Consigno el episodio simplemente para que al menos en el Senado no prevalezcan las visiones simplistas y superficiales de la historia y del pasado de Chile, en que se entrelazan siempre la profunda complejidad y el hondo dramatismo.



Y cierro esas palabras repitiendo, de nuevo, las de Ascanio Cavallo, quien me autorizó para tomarlas prestadas. Cito: “El día en que los periodistas seamos perfectos se habrá acabado el periodismo. Si los defectos de Filippi pudiesen ocupar algunas páginas, ni una de ellas tendría más peso moral, más coraje público y más densidad profesional que las que ya registran su paso por la inteligencia pública de Chile”.



He dicho.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Honorable señor Guillier.

El señor GUILLIER.- Señora Presidenta; estimados colegas; familiares, amigos y colaboradores de don Emilio:



Intervengo en representación de los independientes de la Nueva Mayoría, del Movimiento Amplio Social, del Partido por la Democracia y del Partido Socialista.



Todos los que fuimos lectores de la ya desaparecida revista Hoy o trabajamos en ella recordamos una frase: “Estoy en completo desacuerdo con tus ideas, pero daría gustoso la vida por defender tu derecho a expresarlas”. La declaración de Voltaire, iluminador de la Revolución Francesa, precedía cada edición de la publicación, liderada por Emilio Filippi Muratto, durante los trágicos años de la dictadura militar.



Los momentos de mayor trascendencia pública de Emilio Filippi como periodista los vivió probablemente tras el golpe de Estado, cuando se alteró profundamente el ejercicio del periodismo, al igual que muchas otras actividades de la vida nacional. Fueron tiempos en que la verdad no superaba la exigencia de adhesión, en que la libertad de expresión se entendía como subversión, en que la crítica se castigaba con censura, prisión, muerte o exilio. Es preciso entender la época para valorar a Emilio Filippi, quien jamás se resignó a un rol sumiso y se erigió, junto con un grupo de profesionales y trabajadores de la prensa, en defensor de la libertad de expresión y de un periodismo independiente y serio.



Como director de la revista Ercilla y siendo un activo militante de la Democracia Cristiana, les dejó espacio a periodistas destacados de las más diversas corrientes de opinión, pero que coincidían en ese último objetivo. Fue una impronta que mantuvo en todos los medios de comunicación que dirigió, antes y después de tan trágico episodio en nuestra historia republicana.



Sin embargo, cuando se comenzaron a hacer visibles las sistemáticas violaciones de los derechos humanos, Filippi y su gente endurecieron la línea de defenderlos, una decisión que les valió caer en desgracia ante el poder de facto.



Esta independencia tuvo, además, altos costos personales. Corría el año 1977 y la DINA campeaba en Chile y tejía su red de terror por Sudamérica. La represión y el miedo se acrecentaban con impudicia y hasta la complacencia de muchos. En ese clima de aberración se digitó la operación para sacar a Emilio Filippi de los espacios periodísticos, para lo cual las autoridades de la época obligaron a un grupo de empresarios afines a comprar la revista Ercilla y forzar la renuncia del director o al menos obtener su rendición. Este renunció y fue seguido por sus colaboradores.



Pocos días después, un grupo de 500 personas se reunían en el ya desaparecido restaurante El Parrón, en Providencia, un mítico lugar de encuentro de periodistas y políticos. Ello se transformó en uno de los primeros actos de disenso público tras el golpe de Estado. Esa noche, Filippi aseguró que el grupo de periodistas, tan plural, no se iba a doblegar.



Así fue que el 1º de junio de 1977 anunció la creación de la revista Hoy, bajo el lema “La verdad sin compromisos”. Definió, entonces, los dos principios que regirían al nuevo semanario: la verdad y la adhesión a la Carta Ética de los Periodistas -la redactó el propio Emilio Filippi, siendo Presidente del Colegio de la Orden en 1968-, y la voluntad de conservar la independencia y no someter la verdad a la tiranía de los intereses creados.



Prometió un trabajo sereno, ponderado y serio. Dejó claro que la revista Hoy no buscaría enfrentar al régimen militar. Nunca aceptó los periodismos de trinchera. Su propósito era hacer lo que sabía: una labor independiente, de calidad. Pero, en medio de las sistemáticas violaciones a los derechos humanos y de la pérdida de la racionalidad política, el semanario se convirtió inevitablemente en un vocero de la disidencia, en un espacio de encuentro de quienes no lo tenían en el ámbito de la representación, mas también de muchos chilenos de otras ideas políticas que comprendían el drama del país y estaban dispuestos a dialogar, a buscar consenso, a generar amistad cívica para preparar el camino a la democracia.



La reacción de la dictadura fue casi inmediata. El 22 de junio de 1979 llegó la primera censura. Dos meses de castigo. Cuando reapareció la revista Hoy, con más fuerza que nunca, Filippi expresó en su editorial: “es inconcebible que la libertad de prensa quede sometida al arbitrio de la autoridad administrativa, a sus criterios personales acerca de lo que conviene o no saberse u opinarse”.



Trabajaba ya, en reserva, con un grupo de periodistas jóvenes, en un nuevo proyecto: dotar a Chile de una prensa diaria. La Época sería un periódico que saldría a buscar las noticias que otros ocultaban. Sin embargo, bajo una dictadura que no cedía, el camino fue difícil. Comenzó una larga y tediosa batalla en los tribunales de justicia, que solo concluyó cuando el plebiscito de 1988 estaba ad portas.



Con el retorno a la democracia pareció que se acabarían todas las limitaciones de la libertad de expresión. El Presidente Aylwin anunció la pronta promulgación de su primera ley: aquella que la consagraría. Fue optimista. Finalmente fue el Presidente Lagos quien pudo poner la firma al proyecto.



Todos o casi todos los medios de comunicación creados para defender la democracia durante la dictadura militar desaparecieron en pocos años. En 1998 llegaron a su fin La Época, que venía extenuada, y algo después la revista Hoy. Los gobiernos democráticos estimaron que la mejor política de comunicación era no tener política de comunicación y que el mercado iba a decidir qué medios sobrevivirían. En un mercado oligopólico, muchos altos funcionarios de las sucesivas Administraciones negociaron los avisos de publicidad esperando un buen trato personal



En el clima promercadista, los medios de comunicación pasaron a ser, en muchos casos, instrumentos puestos al servicio de grupos de poder empresarial. El periodismo de interpretación involucionó a un periodismo de operación política. Muchos colegas pasaron a ser unos alfiles más en la tabla del juego del poder. La farándula también hizo lo suyo para erradicar el periodismo serio e independiente que profesaba Filippi.



Quiero compartir con ustedes mi gratitud personal a don Emilio, quien me permitió hacer la práctica profesional en la revista Hoy, uno de mis primeros empleos, y donde incluso debuté como redactor político.



Porteño de nacimiento, italiano de sangre y temperamento, Emilio Filippi dio al periodismo chileno dignidad e independencia. Su carácter autónomo, orgulloso y digno maduró al calor de una vida difícil, precaria y desafortunada, y que explica su grandeza. Cuando tenía poco más de un año, murió su padre, Enrique Filippi, genovés de origen. Fue su madre, Elisa Muratto Morán, quien tuvo que hacerse cargo de los seis hijos, de los cuales Emilio era el menor. Esta situación precaria y su talento innato le permitieron acceder a una beca de estudios en los Padres Franceses, de calle Independencia, en Valparaíso. Allí emergió su vocación de periodista.



Filippi se forjó en los talleres de prensa y en la calle. Su pasada por la Escuela de Derecho de la Universidad Católica del puerto fue distinguida, pero fugaz. Su vocación de periodista pudo más. En abril de 1948 debutó en La Unión, donde fue reportero policial, de tribunales, cubrió frentes y aterrizó en la sección política. Se jactaba, sin embargo, de no haber caído en el periodismo de deportes.



En 1954 partió a El Sur, de Concepción. La consolidación como una figura nacional se forjó allá, en provincias, tras el terremoto de 1960, cuando el periódico, pese a la destrucción casi total del edificio y de los talleres, no dejó de circular ni un día.



Su llegada a Santiago se hizo notar de inmediato. Bajo su liderazgo, la revista Ercilla adquirió el formato Time y marcó el debut, en Chile, del periodismo interpretativo, del que ponía la noticia en su contexto, del que perseguía un propósito explicativo.



Con ese temple, con esa serenidad, con esa calidad, enfrentó todos los desafíos de su tiempo. Cuando ya a fines de los años sesenta se desataba la polarización, se apagaba el intercambio de opiniones y se exacerbaban los ánimos, nunca perdió la fe y llamó siempre a recuperar el diálogo. Ello lo promovió junto con Luis Hernández Parker y el equipo de Ercilla; Abraham Santibáñez, también un maestro; Andrés Sabella, nortino; Hernán Millas; Guillermo Blanco; Enrique Cid; Erica Vexler; Heliodoro Torrente, reportero gráfico. No fue escuchado. Pero en 1972 se le otorgó el Premio Nacional de Periodismo. Era ya un referente moral de la vida nacional.



Recordar a estos viejos maestros del periodismo chileno debería servir a las nuevas generaciones de hombres y mujeres de prensa y para rescatar los más profundos valores éticos de una profesión que solo puede entenderse como un eterno malestar de los poderosos. El periodismo surge con el Estado liberal, fundado en las libertades y los derechos de los ciudadanos. Filippi, Millas, Hernández Parker, Lenka Franulic, Mario Gómez López, eran periodistas que, lejos de querer ser protagonistas de sus crónicas, en particular buscaron ser los ojos aguzados y la voz fuerte de una sociedad en la cual los asuntos de todos pasan a ser materia de crítica y cuestionamientos, de control ciudadano, en definitiva.



Al maestro, mi reconocimiento.



Muchas gracias.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

La señora ALLENDE (Presidenta).- De esta forma, el Senado ha querido rendir un homenaje en memoria de quien fue un destacado periodista y gran defensor de la libertad de prensa y de opinión, como se ha recordado.



Saludamos nuevamente a la señora Jeannette Fontaine por acompañarnos.



Muchísimas gracias a quienes han estado con nosotros.

)------------------(

La señora ALLENDE (Presidenta).- En Incidentes, el primer turno corresponde al Comité Socialista.



Tiene la palabra el Honorable señor Quinteros.

FALTA DE PERSONAL DE SALUD EN REGIÓN DE LOS LAGOS. OFICIO

El señor QUINTEROS.- Señora Presidenta, durante las últimas semanas, los funcionarios del hospital de Castro han realizado varias manifestaciones, protestas y paros, como una forma de poner en evidencia la seria falta de personal y recursos que afecta a ese centro asistencial.



Pocos días atrás, primero las matronas y luego las enfermeras del hospital de Puerto Montt también hicieron ver su malestar por la dotación insuficiente, la disparidad de salarios para una misma función y la precariedad de los contratos.



Una dificultad adicional que igualmente se vive en esta última ciudad radica en la urgente necesidad de una importante cantidad de funcionarios para garantizar el correcto funcionamiento del nuevo centro asistencial de la Región, inaugurado en febrero recién pasado por el Presidente Piñera, pero que aún no logra satisfacer los requerimientos mínimos de personal para operar en su totalidad.



Las situaciones recién descritas son solo el ejemplo, lamentablemente, de un problema que se está presentando en los distintos centros de salud del país, así como en el sistema de atención primaria: no se dispone de médicos, profesionales no médicos y técnicos suficientes para asumir la demanda por atención.



Se entiende que la carencia se origina en la limitación de recursos que afecta al ámbito de la salud pública. No es menos cierto que nuestro sistema universitario no ha sido capaz de proveer de bastantes profesionales para satisfacer el importantísimo crecimiento en materia de infraestructura y, por tanto, de cobertura que ha tenido y tendrá el sector. Pero ya es hora de hacer frente a la situación.



El Gobierno comprende perfectamente la necesidad de mejorar la calidad en la atención de salud pública y, sobre esa base, ha planteado un ambicioso plan de inversión en infraestructura.



Sin embargo, la única forma de que esta última impacte positivamente en la salud de la comunidad es contando con los equipos humanos necesarios y debidamente capacitados para hacerse cargo de la tarea.



Por desgracia, el mercado parece ser hasta hoy el único regulador de la oferta profesional y técnica en salud. Por ello, la reforma educacional debe enfrentar el desafío de cambiar el paradigma vigente y entregar al país profesionales con vocación de servicio, sin que por ello olviden sus legítimas aspiraciones de bienestar personal. 



Abundan las críticas respecto de la calidad de las remuneraciones ofrecidas, pero también las dirigidas, con bastante fuerza, contra la inestabilidad laboral, provocada por fórmulas de contratación precaria, como los honorarios o las jornadas parcializadas, que poco incentivan a los profesionales y técnicos a optar por trabajar en los centros de salud pública, especialmente en Regiones.



El caso de los médicos becados también ha resultado complejo. Las becas de especialidad han sido, durante mucho tiempo -al decir de los propios profesionales-, un subsidio estatal a la formación de especialistas para el sistema privado y no han contribuido a crear una política de fortalecimiento del sistema público.



Las manifestaciones de molestia colectiva de parte del personal de la salud, expresadas -repito- en paros, tomas y otras manifestaciones, presentan un fundamento legítimo al que no podemos dejar de poner atención. Cabe reconocer en esta preocupación una actitud que va mucho más allá de reivindicaciones gremiales particulares.



El asunto no resiste dilaciones. Cada día que un centro asistencial se detiene, son cientos, si no miles, las personas que esperan recibir atención y que perciben que el sistema público les niega el derecho a resolver sus problemas de salud. Es lógico que se molesten y decepcionen. Por lo mismo, es imprescindible avanzar en una solución definitiva de la insuficiencia de la dotación.



Solicito que se oficie a la señora Ministra de Salud a fin de que informe acerca de los planes y programas del Ministerio dirigidos a resolver la falta de personal calificado en la red pública, especialmente en los establecimientos de la Región de Los Lagos.



He dicho.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Los demás Comités no harán uso de su tiempo.



Se levanta la sesión.

)-----------------(



--Se levantó a las 19:23.

Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción
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ACTAS APROBADAS

SESIÓN 55ª, ORDINARIA, EN MARTES 14 DE OCTUBRE DE 2014


Presidencia de la titular del Senado, Honorable Senadora señora Allende, y, accidentalmente, del Honorable Senador señor Larraín.


Asisten los Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Concurren, asimismo, los Ministros Secretaria General de la Presidencia, y de Transportes y Telecomunicaciones, señora Ximena Rincón y señor Andrés Gómez-Lobo, respectivamente.

Actúan de Secretario General y de Prosecretario los subrogantes del Senado, señores José Luis Alliende Leiva y Julio Cámara Oyarzo, respectivamente.

_________

Se deja constancia de que se cuenta con 36 Senadores en ejercicio.

- - -

ACTAS


Las actas de las sesiones 52ª, ordinaria, de 7 de octubre, 53ª, especial, y 54ª, ordinaria, ambas de 8 de octubre, todas del presente año, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y señores Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación.
_________

CUENTA

Oficios


Seis de la Honorable Cámara de Diputados:

Con el primero, comunica que aprobó las enmiendas propuestas por esta Corporación, con la excepción que señala, al proyecto de ley que crea el Administrador Provisional y Administrador de Cierre de Instituciones de Educación Superior y establece regulaciones en materia de administración provisional de sostenedores educacionales e informa la nómina de los señores Diputados que integrarán la Comisión Mixta que ha de formarse conforme lo establece el artículo 71 de la Constitución Política de la República (Boletín Nº 9.333-04) (con urgencia calificada de “suma”).


- Se toma conocimiento y se designa como integrantes de la referida Comisión a los Honorables Senadores miembros de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.


Con los tres siguientes, informa que dio su aprobación a los siguientes asuntos:


1.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 19.718, que crea la Defensoría Penal Pública, con el objeto de crear cargos para la defensa penal especializada en adolescentes (Boletín N° 9.529-07) (con urgencia calificada de “suma”).


- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y a la de Hacienda, en su caso.


2.- Proyecto de acuerdo que aprueba Tratado de Beijing sobre interpretaciones y ejecuciones audiovisuales, de la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual (OMPI), suscrito en Beijing, República Popular China, el 24 de junio de 2012 (Boletín N° 9.464-10).


- Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.


3.- Proyecto de ley que modifica ley N° 18.483, que establece nuevo régimen legal para la industria automotriz, en materia de importación de trolebuses usados (Boletín 9.484-15) (con urgencia calificada de “simple”).


- Pasa a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.


Con los dos últimos, informa que aprobó las enmiendas propuestas por esta Corporación a los proyectos de ley que a continuación se señalan:


1.- El que modifica la jornada, descanso y composición de la remuneración de los trabajadores de casa particular, y prohíbe el uso de uniformes a trabajadoras de casa particular (Boletines N°s 8.292-13, 7.807-13 y 7.675-13, refundidos).


2.- El que precisa normas vigentes para asegurar los derechos de las manipuladoras de alimentos de establecimientos educacionales (Boletín Nº 8.048-13).


- Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos junto con sus respectivos antecedentes.

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Expide copia autorizada de la sentencia definitiva pronunciada, en el ejercicio del control de constitucionalidad, respecto del proyecto de ley que crea el Consejo de Estabilidad Financiera (Boletín Nº 9.178-05).


- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto a sus antecedentes.


Remite copia autorizada de las sentencias definitivas recaídas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, respecto de las disposiciones legales que se mencionan a continuación:


1.- Artículo 19, incisos undécimo, duodécimo y decimotercero, del decreto ley N° 3.500, que establece el nuevo sistema de pensiones.


2.- Artículo 26, literal c) del decreto ley Nº 211, de 1973, que fija normas para la defensa de la libre competencia, en relación con lo dispuesto en el inciso primero del artículo 3° del mismo cuerpo legal. 


- Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos.

Del señor Ministro de Relaciones Exteriores


Contesta acuerdo del Senado, adoptado a proposición de los Honorables Senadores señores Chahuán y Letelier, relativo a la adopción de medidas pertinentes para introducir mayor apertura y transparencia en la negociación del Acuerdo Transpacífico de Cooperación Económica (TPP) (Boletín N° S 1.674-12).

Del señor Ministro de Justicia


Responde solicitud de información, hecha en nombre del Honorable Senador señor Prokurica, sobre medidas adoptadas para poner en marcha la construcción de la cárcel de alta seguridad proyectada en la ciudad de Copiapó.
Del señor Ministro de Obras Públicas


Atiende solicitud de información, formulada en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, acerca de una reunión sostenida con el señor Ministro de Planificación Federal, Inversión Pública y Servicios de la República Argentina, relativa a pasos fronterizos.


Responde solicitudes de información, recabadas en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre los siguientes asuntos:


1.- Eventual contaminación causada por los proyectos de piscicultura de la empresa STH en el río Caliboro, comuna de Los Ángeles, cuerpo de agua que satisface el consumo de quince mil personas y la actividad agrícola en el área.


2.- Situación que afecta a la empresa a cargo de la construcción de la obra pública “Reposición puente sobre el río Biobío, Puente Bicentenario Oriente y Poniente, Concepción-San Pedro de la Paz”.


3.- Plan de inversiones previsto para la mantención y seguridad en la Ruta de la Madera.


Da respuesta a solicitud de información, enviada en nombre de la Honorable Senadora señora Von Baer, acerca del estado del camino de acceso a la comuna de Corral y su respectivo plan de conservación.

De la señora Ministra de Salud


Contesta solicitud de información, cursada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativa a plazos previstos para efectuar los nombramientos de Jefe de Oficina de la Secretaría Regional Ministerial de Salud de esa cartera en las comunas de Talcahuano y Coronel.


Responde solicitud de información, realizada en nombre de la Honorable Senadora señora Von Baer, respecto de la posibilidad de adquirir una ambulancia u otro vehículo para atender emergencias en la comunidad de Puerto Pirihueico, comuna de Panguipulli.

De la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo


Responde solicitudes de información, remitidas en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre las materias que a continuación se indican: 


1.- Reparación efectuada en el conjunto habitacional El Mirador, de Talcahuano.


2.- Cronograma establecido para el término de las obras y la entrega del nuevo gimnasio de la localidad de Dichato, en la comuna de Tomé.

Del señor Ministro de Bienes Nacionales


Responde solicitud de información, enviada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativa a proyectos de esa Secretaría de Estado para recuperar el Mercado de Concepción, declarado monumento histórico por el Consejo de Monumentos Nacionales.

Del señor Subsecretario de Hacienda


Responde acuerdo del Senado, adoptado a proposición de los Honorables Senadores señores Chahuán, Bianchi, Larraín, Moreira y Prokurica, con el que se solicita el envío de un proyecto de ley que incorpore a los pensionados de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional y de la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile al sistema de aporte solidario de vejez y de invalidez e inutilidad física, regulado en el artículo 33 de la ley N° 20.255 que establece la reforma previsional (Boletín Nº S 1.673-12).

Del señor Subsecretario del Trabajo


Contesta solicitud de información, enviada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, respecto de los recursos invertidos y de los resultados obtenidos en los procesos de reconversión originados por la crisis de las actividades pesquera y del carbón, así como de las empresas Lozapenco y Bellavista Oveja Tomé.

Del señor Gobernador Marítimo de Valdivia


Atiende solicitud de información, remitida en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, acerca de las circunstancias del accidente que sufrió, en la madrugada del 8 de agosto, el trabajador don Juan Santana Delgado, desaparecido tras caer a las aguas del río Calle Calle, y de las labores de búsqueda subsecuentes.

Del señor Presidente del Consejo Directivo del Banco del Estado de Chile


Da respuesta a una solicitud de información, remitida en nombre del Honorable Senador señor Ossandón, respecto de si esa entidad bancaria realizó las evaluaciones necesarias para instalar un cajero adicional en la comuna de Lago Ranco.

Del señor Director Ejecutivo del Consejo Nacional de Producción Limpia


Atiende solicitud de antecedentes, cursada en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, acerca del proceso de certificación de 34 empresas productoras de miel, en el marco del “Acuerdo de Producción Limpia Sector Exportador de Miel”.

Del señor Superintendente de Seguridad Social (T y P)


Responde consulta, hecha en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, respecto del cronograma de instalación de una agencia de esa entidad en la Región de Los Ríos.

Del señor Director del Servicio de Vivienda y Urbanización,

Región del Bío Bío


Responde solicitud de antecedentes, cursada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativa a materias de loteos irregulares, pavimentación, expropiaciones y subsidios en sectores de la localidad de Dichato, comuna de Tomé.

Del señor Secretario Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo,

Región de los Ríos


Da respuesta a solicitud de información, remitida en nombre de la Honorable Senadora señora Von Baer, acerca del estado en que se encuentra el plan regulador de la comuna de Futrono.


- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informe


De la Comisión de Relaciones Exteriores, recaído en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Moldova sobre Exención del Requisito de Visa para Titulares de Pasaportes Diplomáticos, Oficiales y de Servicio”, suscrito en Chisinau, República de Moldova, el 18 de julio de 2013 (Boletín N° 9.420-10).


- Queda para Tabla.

Moción


Del Honorable Senador señor Bianchi, con la que inicia un proyecto de reforma constitucional que incorpora, en el numeral 8° del artículo 19 de la Carta Fundamental, el deber del Estado de promover la preservación y recuperación de la biodiversidad genética y de los saberes ancestrales vinculados a ésta, así como el uso, la conservación y el intercambio libre de semillas (Boletín N° 9.649-12).


- Pasa a la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.

Proyectos de acuerdo


De los Honorables Senadores señor De Urresti, señoras Allende y Muñoz y señores Chahuán y Rossi, con el que solicitan a S. E. la Presidenta de la República, que tanto en las obras de expansión urbana o vial como en las modificaciones del medio ambiente, se considere un tratamiento respetuoso a las expresiones de sincretismo religioso-cultural denominadas “animitas” (Boletín   Nº S 1.736-12).


De los Honorables Senadores señor De Urresti, señoras Allende y Muñoz y señores Chahuán y Rossi, con el que solicitan a S. E. la Presidenta de la República encomiende al señor Ministro de Relaciones Exteriores realizar gestiones para la adhesión de Chile al Convenio sobre Ciberdelincuencia o Convención de Budapest, y que, asimismo, instruya al señor Ministro del Interior y Seguridad Pública para que evalúe la reactivación de la “Comisión de Trabajo Interministerial Conducente a la Adhesión de Chile a la Convención sobre Ciber Delitos del Consejo de Europa”, creada por decreto supremo N° 326, de Interior, de 2009 (Boletín Nº S 1.737-12).


De los Honorables Senadores señor De Urresti, señoras Allende y Muñoz y señores Chahuán y Harboe, con el que solicitan a S. E. la Presidenta de la República que instruya al señor Ministro de Educación para que, en el debate del  proyecto de presupuestos, se revisen en la partida correspondiente los criterios de asignación de recursos y fondos en favor de las universidades estatales y se supere el trato discriminatorio que se advierte respecto de las universidades públicas no estatales, como lo son las que integran la Red de Universidades Públicas No Estatales del Consejo de Rectores (Boletín Nº S 1.738-12).


Del Honorable Senador señor Chahuán, con el que solicita a S. E. la Presidenta de la República que tenga a bien, instruir a los señores Ministros de Hacienda y de Defensa Nacional al efecto de incrementar los recursos presupuestarios de la Dirección General del Territorio Marítimo y Marina Mercante, permitiéndole ejercer en forma cabal su rol fiscalizador en la zona exclusiva económica, así como cumplir en las islas oceánicas con los compromisos internacionales suscritos por Chile relativos a poblaciones de peces altamente migratorios (Boletín Nº S 1.739-12).


- Quedan para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

Solicitud de permiso constitucional


Del Honorable Senador señor Letelier para ausentarse del territorio de la República, a contar del día 9 del presente mes.


- Se accede a lo solicitado.

_________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General expresa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos, que la Sala, unánimemente, ratifica:

1.- Tratar antes del Orden del Día los proyectos de acuerdo del Tiempo de Votaciones de la Tabla de la sesión ordinaria de hoy.


2.- Colocar en el primer lugar del Orden del Día, de la sesión ordinaria de mañana, el proyecto de ley que establece un aporte de capital extraordinario para la Corporación Nacional del Cobre de Chile y la autoriza para contraer endeudamiento (Boletín Nº 9.530-08) y tratarlo hasta su total despacho.


3.- Colocar en la Tabla de la sesión ordinaria de mañana el proyecto de ley que crea el Administrador Provisional y Administrador de Cierre de Instituciones de Educación Superior y establece regulaciones en materia de administración provisional de sostenedores educacionales (Boletín Nº 9.333-04), siempre que se encuentre despachado por la Cámara de Diputados el informe de la Comisión Mixta.


4.- Fijar un nuevo plazo para presentar indicaciones, hasta las 12:00 horas del martes 21 de octubre de 2014, al proyecto de ley que adecua la legislación nacional al estándar del Convenio Marco de la Organización Mundial de Salud para el Control del Tabaco (Boletín N° 8.886-11), las que deberán formularse en la Secretaría de la Comisión de Salud.


5.- Refundir los proyectos de reforma constitucional, sobre protección de los derechos de los consumidores (Boletín N° 7.563-07) y el que incorpora en el numeral 21° del artículo 19 de la Constitución Política de la República el deber del Estado de proteger y garantizar el ejercicio de los derechos de los consumidores y el principio pro consumidor (Boletín N° 9.463-03); signados con los números 6 y 7 de la Tabla, y discutirlos en general y en particular.

_________

Posteriormente, el Honorable Senador señor Ossandón pide recabar el acuerdo de la Sala para ampliar el plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley que modifica la Ley General de Telecomunicaciones, para establecer la obligación de una velocidad mínima garantizada de acceso a Internet (Boletín    N° 8.584-15), hasta las 12:00 horas del día 10 de noviembre de 2014.


Se accede a lo solicitado, debiendo presentarse las indicaciones en la Secretaría de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.
- - -


Luego, en relación con el proyecto de ley que establece un aporte de capital extraordinario para la Corporación Nacional del Cobre de Chile y la autoriza para contraer endeudamiento (Boletín Nº 9.530-08), los Honorables Senadores señores Orpis y Coloma hacen precisiones en orden a que el acuerdo de Comités alude al despacho en general del proyecto y que el informe debe estar disponible oportunamente.

- - -

Enseguida, el Honorable Senador señor Quinteros pide obtener el asentimiento de la Sala para que la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, pueda sesionar en paralelo a partir de las 18:30 horas de hoy.


Se accede.

- - -


Finalmente, la Honorable Senadora señora Muñoz solicita recabar la venia de la Sala para que el proyecto de ley que establece la conmemoración del Día Mundial del Agua el 22 de marzo de cada año (Boletín N° 9.622-09), cambie su tramitación desde la Comisión de Obras Públicas -donde se encuentra- a la Comisión Especial sobre Recursos Hídricos, Desertificación y Sequía. 


Sobre el particular, interviene el Honorable Senador señor Zaldívar.


Así se acuerda.

- - -

La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

TIEMPO DE VOTACIONES
Proyecto de acuerdo presentado por el Honorable Senador señor Chahuán, mediante el cual solicita a S.E. la Presidenta de la República el envío de un proyecto de ley que modifique la ley N° 20.500, sobre asociaciones y participación ciudadana en la gestión pública, con el fin de conceder a los miembros de las organizaciones de voluntariado los beneficios laborales que indica


La Mesa anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por el Honorable Senador precedentemente individualizado, correspondiente al Boletín Nº S 1.689-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 13 votos a favor y 4 abstenciones.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic y Pérez San Martín y señores Araya, Bianchi, Chahuán, Guillier, Horvath, Navarro, Pizarro, Prokurica, Quinteros y Walker (don Patricio).

Se abstienen, los Honorables Senadores señores Matta, Montes, Ossandón y Walker (don Ignacio). 

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:
“Considerando:

1. Que con fecha 16 de febrero de 2011 se publicó la ley Nº 20.500, sobre asociaciones y participación ciudadana en la gestión pública, cuyo artículo 1º establece que todas las personas tienen derecho a asociarse libremente para la consecución de fines lícitos. Agrega la norma que este derecho comprende la facultad de crear asociaciones que expresen la diversidad de intereses sociales e identidades culturales. Por su parte, el artículo 2º dispone que es deber del Estado promover y apoyar las iniciativas asociativas de la sociedad civil;

2. Que, a su vez, el artículo 15 del mencionado cuerpo legal prescribe que son organizaciones de interés público, para efectos de la misma ley y los demás que establezcan leyes especiales, aquellas personas jurídicas sin fines de lucro cuya finalidad es la promoción del interés general, en materia de derechos ciudadanos, asistencia social, educación, salud, medio ambiente, o cualquiera otra de bien común, en especial las que recurran al voluntariado;

3. Que el artículo 19 del mismo texto normativo establece que son organizaciones de voluntariado las organizaciones de interés público cuya actividad principal se realiza con un propósito solidario, a favor de terceros, y se lleva a cabo en forma libre, sistemática y regular, sin pagar remuneración a sus participantes. La norma señala, asimismo, que corresponderá al reglamento la determinación de las condiciones conforme a las cuales el Consejo Nacional reconocerá la calidad de organizaciones de voluntariado a quienes así lo soliciten;

4. Que, por su parte, el artículo 20 de la citada ley dispone que las personas interesadas en realizar voluntariado en las organizaciones de interés público, sean o no asociadas, tendrán derecho a que se deje constancia por escrito del compromiso que asumen con dichas organizaciones, en el que se señalará la descripción de las actividades que el voluntario se compromete a realizar, incluyendo la duración y horario de éstas, el carácter gratuito de esos servicios, y la capacitación o formación que el voluntario posee o requiere para su cumplimiento. Agrega el precepto que, en el ejercicio de las actividades a que se obligue, el voluntario deberá respetar los fines de la organización y rechazar cualquier retribución a cambio. Luego señala que, a petición del interesado, la organización deberá certificar su condición de voluntario, la actividad realizada y la capacitación recibida;

5. Que el reglamento a que alude el citado artículo 19 se encuentra contenido en el decreto Nº 1, del Ministerio Secretaría General de Gobierno, de fecha 22 de febrero de 2013, el cual, al regular las organizaciones de voluntariado, establece, en el inciso segundo de su artículo 9°, que se entenderá que la actividad tendrá el carácter de sistemática si se realiza con periodicidad, aunque no sea de manera continua o permanente. Añade que, asimismo, se entenderá que el carácter no remunerado de la actividad del voluntario no impedirá el reembolso por los gastos en los que incurra en el desempeño de dicha actividad;

6. Que si bien resulta plenamente atendible la existencia de esta retribución, no se contempla en cambio otro tipo de beneficios para quienes desarrollan una actividad tan noble como el voluntariado, que sí se establecen, por ejemplo, en el artículo 4° del decreto N° 104, del Ministerio del Interior, de 1977, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del Título I de la ley Nº 16.282, sobre disposiciones permanentes para casos de sismos o catástrofes, norma que indica que el trabajador afiliado a una institución de socorro o beneficencia que fuere enviado en misión con motivo de sismo, catástrofe o calamidad, por el Ministerio del Interior, previa autorización de la institución a que pertenece, conservará la propiedad de su empleo, durante el tiempo que dure su misión. Este tiempo se considerará, para todos los efectos legales, como efectivamente trabajado, salvo el pago de sus remuneraciones, el que será facultativo para el empleador;

7. Que con ocasión del gigantesco incendio que afectó el 12 de abril del presente año a un vasto sector de la parte alta de la ciudad de Valparaíso, resultando decenas de víctimas fatales y miles de viviendas siniestradas, surgió un movimiento espontáneo de ayuda solidaria en favor de los damnificados con dicha tragedia, el que constituyó un valioso aporte para las faenas de reconstrucción que debieron emprenderse;

8. Que no obstante la importante colaboración que tal acción significó para aliviar la situación de los damnificados, no fue posible continuarla con el objeto de que sus participantes pudieran conformar una organización de voluntariado regida por las disposiciones de la ley Nº 20.500, por cuanto debieron retornar a sus respectivos trabajos cotidianos, los que constituyen su habitual fuente de ingresos, y

9. Que, ante tal contingencia, debería contemplarse un beneficio similar al descrito respecto de las personas que integran organizaciones de voluntariado, legalmente reconocidas y cuya actividad esté debidamente certificada, al igual que la capacitación recibida al efecto. Para ello, sería necesario modificar el artículo 20 de la ley N° 20.500 estableciendo en favor de los voluntarios el derecho a conservar el empleo, o bien, consagrando otro beneficio de similar naturaleza que les permita cumplir su noble misión.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República el envío de un proyecto de ley que modifique el artículo 20 de la ley N° 20.500, sobre asociaciones y participación ciudadana en la gestión pública, con el fin de conceder a los miembros de las organizaciones de voluntariado que cuenten con el certificado que dicha norma contempla, el derecho a conservar su empleo durante el tiempo que realicen las respectivas actividades de voluntariado, considerando dicho período como efectivamente trabajado para todos los efectos legales, o bien, otorgar otro beneficio laboral que cumpla dicho propósito.”.

_________
Proyecto de acuerdo presentado por el Honorable Senador señor Quinteros, con el que pide a S.E. la Presidenta de la República que instruya al señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo para que autorice la realización de una pesca de investigación de salmón escapado en las aguas marinas de las regiones de Los Lagos, Aysén y Magallanes y la Antártica Chilena, mediante la cual se determine la biomasa disponible, su distribución geográfica y el impacto de aquélla sobre los ecosistemas


La Mesa anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por el Honorable Senador precedentemente individualizado, correspondiente al Boletín Nº S 1.690-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 11 votos a favor y 4 abstenciones.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic y Muñoz y señores Araya, De Urresti, Guillier, Horvath, Montes, Navarro, Ossandón y Quinteros.

Se abstienen, los Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señores Coloma, García-Huidobro y Pérez Varela.

- - -


Concluida la votación, manifiestan su intención de voto favorable los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señor Bianchi.
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:
“Considerando:

1. Que la industria del salmón es, sin lugar a dudas, una de las más importantes del país, al punto que sólo durante el año 2013 alcanzó una producción de 792.200 toneladas;

2. Que tanto científicos nacionales como internacionales, especialistas en esta industria, coinciden en fijar en, al menos, un 5% del total anual producido el porcentaje correspondiente a escapes. Dicha ecuación permite estimar que, entre el año 1983 -en que se inicia la explotación de esta industria en el país-, y el año 2013, la cuantía de los escapes producido alcanza al menos a las 477.409 toneladas de salmónidos, especie que se ha incorporado así al medio marino con impactos ecológicos de diverso orden, si bien no suficientemente documentados, y

3. Que, sobre la base de lo anteriormente expuesto y a efectos de cuantificar científicamente y con los mayores niveles de certeza posible las distintas variables que configuran la situación actual del recurso en esta condición, resulta pertinente llevar a cabo una pesca de investigación de salmón escapado, en los términos que se indican a continuación.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República se sirva instruir al señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo para que autorice la realización de una pesca de investigación de salmón escapado en las aguas marinas de las regiones de Los Lagos, Aysén y Magallanes y la Antártica Chilena, mediante la cual se determine la biomasa disponible, su estado de madurez, su edad, su estructura de talla y peso, su distribución geográfica y su impacto sobre los ecosistemas, de conformidad con lo dispuesto en la ley N° 20.560.”.

_________
Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Quinteros, Bianchi, De Urresti y Rossi, con el que piden a S.E. la Presidenta de la República que se sirva instruir al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones para que defina una política pública y elabore una iniciativa de ley acordes con la importancia estratégica de la aviación

general sin fines de lucro


La Mesa anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.691-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 16 votos a favor.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz y Pérez San Martín y señores Araya, Bianchi, De Urresti, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Horvath, Montes, Navarro, Ossandón, Prokurica y Quinteros.
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que la Aviación General Sin Fines de Lucro (AGSFL), articulada a través de clubes aéreos y con presencia en todo el país, cumple un importante rol social expresado en la canalización de vocaciones aéreas, la formación de pilotos, la mantención de infraestructura, la conectividad del territorio, especialmente de las zonas extremas o aisladas, y la asistencia en emergencias, todo ello sin mayores costos para el erario nacional;

2. Que el fuerte desarrollo de la aviación nacional experimentado en las últimas décadas ha dado lugar, por parte de los distintos órganos competentes del Estado, a una respuesta que se ha concentrado en el diseño de políticas y en la definición de normas principalmente aplicables a la aviación comercial, desconociendo las especificidades propias de la AGSFL;

3. Que la importancia estratégica de la AGSFL exige definir una política pública que genere las condiciones para el desarrollo y fomento de esta actividad y la protección y desarrollo de la infraestructura y servicios de la red aeroportuaria, en particular, de los pequeños aeródromos comunitarios del país;

4. Que, de la misma manera, debe revisarse el marco normativo de esta actividad y promover su diferenciación y simplificación por parte de la autoridad aeronáutica, incorporando las mejores prácticas basadas en la evidencia acumulada y la experiencia de países referentes en la materia, a fin de permitir el desarrollo y operación competitivos y seguros de las capacidades tecnológicas y pericias asociadas que resultan estratégicas para el país;

5. Que la elaboración de una política general referida a la AGSFL es concordante con los objetivos del programa de gobierno relativos a descentralización y apoyo a las zonas extremas, desarrollo de infraestructura y diseño de un sistema nacional de emergencias, y

6. Que, atendido lo dispuesto en la ley N° 20.500, sobre asociaciones y participación ciudadana en la gestión pública, se debe propender a que en la formulación de políticas se considere la participación formal de las entidades relacionadas, en este caso, los clubes aéreos representados por la Federación Aérea de Chile.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República se sirva instruir al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones para que defina una política pública de fomento y desarrollo de la Aviación General Sin Fines de Lucro y, asimismo, para que se elabore una iniciativa de ley que regule dicha actividad, acorde con la importancia estratégica de la misma, todo ello con la participación de la Federación Aérea Chile y demás entidades vinculadas.”.

_________
Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señora Goic y señores Araya, Guillier y Quinteros, con el que piden, a S.E. la Presidenta de la República, la adopción de medidas que tengan por objeto resarcir el daño previsional ocasionado a los funcionarios públicos, permitiéndoles su desafiliación del sistema de capitalización individual y otorgándoles un bono de reconocimiento

complementario


La Mesa anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.692-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 14 votos a favor y una abstención.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic y Muñoz y señores Araya, De Urresti, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Navarro, Ossandón, Quintana, Quinteros y Walker (don Patricio).

Se abstiene, el Honorable Senador señor Pizarro.
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:
“Considerando:

1. Que en cuanto al actual sistema previsional chileno y el traspaso del antiguo sistema de reparto al régimen de capitalización individual, cabe mencionar:

- Que, desde su origen, los sistemas de pensiones fueron tradicionalmente administrados por el Estado y financiados a través de impuestos o contribuciones específicas como contraparte de los respectivos beneficios. La fórmula tradicional se ha basado en los sistemas de reparto, en los cuales los trabajadores activos financian los beneficios de quienes se encuentran en su etapa pasiva. Según la Superintendencia de Pensiones, esta forma de financiamiento “ha sido cuestionada respecto de su sustentabilidad en el tiempo, dado principalmente el envejecimiento de la población, lo que obliga a contribuciones cada vez más altas para financiar a una creciente proporción de población pensionada. Por otra parte, las fórmulas de cálculo de los beneficios en general corresponden al objetivo de mantener un estándar de vida similar al que tenía el trabajador durante sus últimos años de actividad, pero no necesariamente esto coincide con una fórmula actuarialmente justa”;

- Que, tomando en consideración estos cuestionamientos al sistema de reparto, Chile desde el año 1980, con la publicación del decreto ley N° 3.500, cambió este sistema de pensiones por uno financiado por la capitalización individual y administrado por el sector privado mediante las denominadas Administradoras de Fondos de Pensiones (AFP). A través de este sistema el Estado no financiaría las jubilaciones ya que éstas serían solventadas por los fondos acumulados por el afiliado en una cuenta individual conformada por los aportes efectuados a lo largo de su vida laboral más los rendimientos de la inversión de estos fondos en el mercado financiero, los que permitirían mejorar las pensiones de estos trabajadores;

- Que motivados por las mejoras sustantivas que introduciría el sistema de capitalización individual -que se traducirían en un aumento en el monto de las pensiones de los trabajadores, las que equivaldrían a un 70% o 75% de sus últimas 10 remuneraciones-, y el inminente fin de las cajas de previsión en un plazo de 5 años desde la entrada en vigencia del citado decreto ley N° 3.500, quienes cotizaban en el sistema de cajas previsionales, entre mantenerse en el antiguo sistema previsional o trasladarse al nuevo régimen, optaron, mayoritariamente, por este último, el que reconocería además sus cotizaciones efectuadas en el sistema anterior mediante la emisión de un “bono de reconocimiento”, constituyendo éste su primera cotización en una AFP;

- Que lejos de conseguir los objetivos planteados, el sistema de capitalización individual que rige en el país desde ya hace más de tres décadas ha evidenciado importantes falencias estructurales, de gestión y de cobertura;

- Que el sistema de AFP ha ofrecido una baja cobertura, lo cual ha puesto en entredicho la promesa de que mediante el régimen de capitalización individual el Estado no financiaría el sistema de jubilaciones. En efecto, el Estado ha debido destinar el 6% del producto interno bruto (PIB) al financiamiento de las pensiones, lo que representa un tercio del gasto público total;

- Que, en la actualidad, menos del 35% de las pensiones proviene de las AFP, en tanto que el resto las entregan las compañías de seguros. Ello da cuenta de las debilidades que presenta el sistema, el cual ha sido incapaz de otorgar pensiones dignas a los trabajadores, quienes no han visto aumentadas sus pensiones como se había anunciado desde la entrada en vigencia del nuevo régimen. Según la Superintendencia de Pensiones, la pensión de vejez que, en promedio, se pagó durante el año 2013 alcanzó a los $ 166.000, es decir, un monto inferior al ingreso mínimo mensual;

- Que sin siquiera abordar las inequidades que presenta el modelo económico que hay detrás del sistema de las Administradoras de Fondos de Pensiones y su excesiva concentración en el mercado, es posible concluir que este sistema sólo ha reproducido las condiciones generales de desigualdad de la economía chilena, generando una situación inequitativa en el acceso a la previsión, lo cual ha perjudicado gravemente a los trabajadores del país;

2. Que en cuanto a la situación previsional de los trabajadores del sector público, resulta particularmente preocupante la realidad que afecta a más de 100 mil trabajadores de dicho sector a quienes se les obligó o instó a abandonar el antiguo sistema de reparto, trasladándose al sistema de capitalización individual, lo cual les generó un grave daño previsional ocasionado por la menor cotización del Estado y la subvaloración de los bonos de reconocimiento;

3. Que en lo que respecta a la menor cotización que afectó a los funcionarios públicos es dable señalar:

- Que desde la entrada en vigencia del decreto ley N° 3.500, la situación previsional de los trabajadores del sector público, incluidos los del sector municipal, se ha caracterizado por grandes anomalías, las cuales intentaron ser corregidas tardíamente mediante la ley N° 18.675, del año 1987 y la ley N° 19.200, del año 1993. Entre tales anomalías se cuenta el pago de imposiciones previsionales sobre una renta inferior a la mitad de la remuneración y el otorgamiento de pensiones equivalentes a un 40%, aproximadamente, de los ingresos de los trabajadores al finalizar su vida activa;

- Que, en efecto, a lo largo de algunos años y por el ministerio de leyes o decretos leyes, se establecieron remuneraciones adicionales a los empleados del sector público, por diversos capítulos, tales como asignaciones profesionales, de fiscalización, etcétera, las que, conforme con las disposiciones que las establecieron, fueron declaradas no imponibles para los efectos de los regímenes de pensiones. De esta manera, los empleados públicos percibieron remuneraciones que sólo eran imponibles en un 40%, aproximadamente, lo que constituyó una grave anormalidad en el sistema de seguridad social, puesto que el régimen de beneficios previsto para dar cobertura a los estados de necesidad se regula en función de la remuneración imponible. De este modo, los beneficios de seguridad social se apartaron cada vez más, en cuanto a su monto, de las remuneraciones reales percibidas por estos servidores públicos;

- Que lo anterior evidentemente provocó un grave daño previsional que afectó a los trabajadores del sector público como consecuencia de la porción de los ingresos no cotizables. Si bien el Estado asumió el problema y modificó la ley en el año 1993, hay quienes sufrieron el mencionado daño previsional hasta por 12 años, lo cual se materializó en una merma en términos de fondo de 5.000 unidades de fomento, lo que, a su vez, se tradujo en una menor pensión por 680 mil pesos mensuales aproximadamente;

4. Que en relación a la subvaloración de los bonos de reconocimiento, hay que indicar:

- Que el bono de reconocimiento es un documento representativo de las cotizaciones enteradas en el anterior sistema de previsión, que emite el Instituto de Previsión Social (IPS), la Caja de Previsión de la Defensa Nacional (CAPREDENA) o la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile (DIPRECA), según haya sido la última Caja de Previsión del antiguo sistema en la cual el afiliado efectuaba sus imposiciones al momento de cambiarse al nuevo sistema de pensiones;

- Que para solicitar a las Cajas del antiguo sistema la emisión del referido documento, los afiliados deben suscribir en una AFP el Formulario de Solicitud de Emisión y Cálculo del Bono de Reconocimiento. Tras ello, estas instituciones previsionales emiten un documento en el que declaran el monto nominal del bono calculado y la actualización de su valor;

- Que en el contexto de esta operación, la valorización que realizaron las AFP a los fondos acumulados por los funcionarios públicos en las antiguas cajas de previsión fue muy menor en relación a los montos efectivamente cotizados con anterioridad al año 1980. Esta situación es una de las causas directas de las ínfimas pensiones que reciben o recibirían los servidores públicos del país, tal como lo ha afirmado un estudio elaborado por la Facultad de Economía y Negocios de la Universidad de Chile;

5. Que, por otra parte, es imperioso dar a conocer la especial situación a la que se han enfrentado los funcionarios públicos de la Contraloría General de la República, quienes, siendo originalmente afiliados de la antigua Caja de Previsión de Empleados Públicos, actualmente se pensionan en el sistema de capitalización individual. Al respecto, cabe señalar:

- Que estos trabajadores, con la sola finalidad de acogerse a las condiciones particulares de bonificación por retiro voluntario y otros beneficios contemplados en la ley N° 20.734, publicada el 3 de marzo del presente año, hicieron cesación de sus cargos por aceptación de renuncia voluntaria, en los términos que establece el artículo 2° de la mencionada ley;

- Que al momento de iniciar las gestiones en las respectivas AFP, pudieron percatarse de la insuficiente y poco digna pensión a la que podían aspirar, lo cual quedó en evidencia al cotejar las últimas rentas percibidas en actividad con las lesivas estimaciones de pensión calculadas por las AFP, en relación con sus fondos previsionales;

- Que este bono por retiro voluntario establecido en la mencionada ley tiene un especial significado para este grupo de funcionarios públicos debido a las reglas de retiro y vacancias que les rigen. En efecto, de acuerdo al artículo 3° de la ley N° 10.336, sobre organización y atribuciones de la Contraloría General de la República, los empleados de este órgano son de exclusiva confianza del Contralor General, lo cual trae consigo que la remoción en sus cargos se hace efectiva mediante la petición de renuncia formulada por el Contralor General y, en caso que el funcionario no presente su renuncia dentro de las cuarenta y ocho horas de requerida, quedará vacante el cargo, según establece el artículo 148 del Estatuto Administrativo;

- Que en virtud de dichas normas y de acuerdo a las políticas de personal instauradas en los últimos años en la Contraloría General, este órgano solicita el retiro voluntario al personal que cumpla 60 años de edad si es mujer, o 65 años si es hombre, aplicando en forma estricta lo dispuesto en las normas anteriormente mencionadas;

- Que esta situación es especial en comparación al resto de los funcionarios de la Administración Pública, quienes no obstante cumplir con los requisitos para pensionarse, pueden optar por continuar trabajando e incrementando de esta manera sus fondos previsionales en espera de una mejor oportunidad para jubilar;

6. Que el estado previsional en el que se encuentran estos trabajadores, quienes se ven imposibilitados de aumentar el monto de sus pensiones, y la situación de los funcionarios públicos, amerita una actuación urgente por parte del Estado;

7. Que al haberse demostrado durante el trabajo efectuado por la Comisión Especial del Senado para el Estudio de Reformas al Sistema Previsional el serio perjuicio previsional sufrido por los trabajadores del sector público, derivado de la menor cotización que les fue impuesta por el Estado, sumado ello a la negativa subvaloración de los bonos de reconocimiento, cuya determinación y modalidad de cálculo también les resultó ajena, cabría tener en consideración que una posibilidad cierta de resarcir el evidente daño indicado sería permitirles desafiliarse del sistema previsional en el cual se encuentran cautivos y volver a las entidades previsionales originarias;

8. Que el cambio desde el sistema de AFP al Instituto de Previsión Social (IPS) no irrogaría costos para el Estado, ya que el afiliado volvería con el total del dinero acumulado en su cuenta de capitalización individual y la diferencia que pudiera producirse entre lo que debió imponer en el antiguo sistema y lo que cotizó en la AFP lo pagaría el mismo imponente, según lo dispuesto en la ley N° 18.225, y

9. Que, por otro lado, es deber del Estado reconocer su deuda previsional, para lo cual debería establecer un “Bono de Reconocimiento Complementario”, correspondiente a aquella parte de las remuneraciones por las cuales no pagó imposiciones y su rentabilidad acumulada, tanto las incluidas en el Bono de Reconocimiento, como aquellas efectuadas en una AFP hasta el año 1987 o el año 1993.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República la adopción de medidas que tengan por objeto resarcir el daño previsional ocasionado a los funcionarios públicos permitiéndoles su desafiliación del sistema de capitalización individual y otorgándoles un bono de reconocimiento complementario.”.

_________
Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Navarro, Guillier, Lagos, Quinteros y Rossi, con el que solicitan al Ministro de Economía, Fomento y Turismo que adopte las medidas necesarias, en el orden didáctico, informativo y tecnológico, para la adecuada transición que deberá realizarse entre los protocolos de conectividad actual y el próximo IP6


La Mesa anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.693-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 15 votos a favor y 2 en contra.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz y Pérez San Martín y señores Araya, De Urresti, Girardi, Guillier, Horvath, Navarro, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quintana y Quinteros.

Votan por la negativa, los Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señor Pérez Varela.
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:
“Considerando:

1. Que recientes informaciones de prensa han titulado “¿Apagón de internet?: La amenaza del fin de direcciones IP en Chile”, señalando que el protocolo que usan los proveedores web y de tecnología para interconectarse se agotó en América Latina, mientras en Chile las inversiones necesarias se retrasan;

2. Que la alerta la encendió el agotamiento del sistema que permitió su masificación mundial, esto es, el protocolo IP versión 4 (o IP4), que asigna una dirección alfanumérica única a cada servidor, página web y aparato que se conecta a la web, el cual ahora llegó a su fin. De hecho, el pasado mes de febrero se asignó en su totalidad el repositorio global de direccionamiento IP4;

3. Que el IP4 se emplea desde 1981 y ofrece alrededor de 4.295 millones de direcciones de Internet a nivel global. Inicialmente, se consideró que este número de direcciones sería bastante para cubrir todas las necesidades de futuro, pero aquellas previsiones resultaron insuficientes;

4. Que en la sociedad actual la rápida extensión de internet es una realidad a escala global. Por este motivo, ya en 1998 se desarrolló la versión IPv6, que permite la asignación de 340 sextillones de direcciones únicas de internet, una cantidad prácticamente ilimitada, pasando la longitud de la dirección IP de 32 a 128 bits;

5. Que aunque hace más de cinco años que en Chile se conoce esta realidad, la falta de un ente coordinador y de incentivos para las empresas impide determinar qué grado de avance tiene el país en su evolución hacia el nuevo sistema IP versión 6 (IP6), que entregará una nueva generación de direcciones IP en el mundo;

6. Que, según empresas de telecomunicaciones y NIC Chile (que administra los dominios web en Chile), este problema involucra una inversión de varios millones de dólares. De hecho, NIC Chile ha señalado que, debido a la masificación tecnológica, se está agotando el stock de direcciones IP asignadas a cada continente para navegar en la web;

7. Que en América Latina quien otorga estas direcciones IP es el Registro de Direcciones de Internet (Lacnic), que hace pocos meses anunció que se habían agotado las IP de libre acceso y que mantenía una reserva de sólo cuatro millones para la región;

8. Que se proyecta que en los próximos meses Lacnic entrará en “Fase 3”, es decir que sólo entregará, por orden de llegada, una mínima asignación de IP por solicitante. A Lacnic acuden grandes proveedores de internet o de tecnología que mantienen su propio stock de IP4. Juntando todas esas reservas, la región agotaría su última IP definitivamente en el año 2016;

9. Que, en la práctica, todos los servidores, data center, páginas web, routers, PC y celulares que no tengan el nuevo protocolo IP6 no podrán acceder, visualizar o utilizar aplicaciones realizadas bajo esta nueva generación de IP;

10. Que los aparatos que no contengan el nuevo estándar IP6 sólo podrán ver páginas web antiguas y no podrán subir contenidos continuos a la red. Y, si bien NIC Chile estima que muchos proveedores están utilizando los dos protocolos (IP4 e IP6) para evitar inconvenientes a sus usuarios, esto sólo será posible mientras el antiguo sistema siga entregando direcciones. Después de eso, el salto será automático y exclusivo al modo IP6;

11. Que las empresas han reconocido que deberán migrar con sus equipos hacia el nuevo sistema, pero señalan que la dificultad está en que también deberán cambiar al nuevo sistema a todos sus clientes y ese sería un proceso que en ningún caso demoraría menos de 18 meses;

12. Que en otros países se han adoptado medidas a este respecto, como por ejemplo en España, donde el Consejo de Ministros aprobó un Plan de Fomento para la incorporación del nuevo protocolo de internet La iniciativa busca dar respuesta al próximo agotamiento de las direcciones de la versión anterior;

13. Que en el mundo on line no existe una planificación de los recursos de direccionamiento por parte de las Administraciones Públicas. La estadounidense Corporación de Internet para la Asignación de Nombres y Números (ICANN, por sus siglas en inglés) es la responsable de asignar las direcciones, y

14. Que en la incorporación del nuevo protocolo existen múltiples actores a escala mundial que deben actuar para que el proceso resulte exitoso, entre ellos, los prestadores de servicios y de contenidos en internet, los fabricantes de equipos de comunicaciones, los proveedores de aplicaciones informáticas y los proveedores de acceso a la red. Todos ellos deberán adaptar sus servicios al IPv6.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República se sirva instruir al señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo a fin de adoptar las siguientes medidas, en el orden didáctico, informativo y tecnológico, para la adecuada transición que deberá realizarse entre los protocolos de conectividad actual y el próximo sistema IP6:


a) Elaborar y difundir información didáctica sobre el nuevo protocolo, desarrollar acciones informativas y formativas en torno a los cambios tecnológicos que resulten necesarios para la incorporación del IP6.


b) Coordinar desde la Agenda Digital la entrega de información sobre el proceso de incorporación de IP6 en los servicios públicos y municipios.


c) Organizar jornadas teórico-prácticas sobre aspectos técnicos del protocolo, de carácter gratuito en todas las regiones del país, contemplando apoyo a proyectos formativos de capacitación en materia de IP6.


d) Asegurar el pleno funcionamiento del protocolo IP6 en el sistema de nombres de dominio bajo el indicativo territorial “.cl”.”.

_________
Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores De Urresti, Guillier, Quinteros y Tuma, con el que solicitan al Ministro de Educación y a la Ministra Presidenta del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes que pongan de relieve la obra literaria y el legado humano del escritor argentino Julio Cortázar e incorporen la lectura de sus obras en el currículo escolar en el marco de la

conmemoración del centenario de su nacimiento


La Mesa anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.694-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 13 votos a favor y uno en contra.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic y Muñoz y señores Araya, Chahuán, De Urresti, Girardi, Guillier, Horvath, Matta, Ossandón, Quinteros y Walker (don Patricio).

Vota por la negativa, el Honorable Senador señor Pizarro.
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:
“Considerando:

1. Que el 26 de agosto de 2014 se celebran 100 años del nacimiento de Julio Cortázar. El señor Julio Florencio Cortázar nació en Ixelles, un suburbio situado al sur de Bruselas, Bélgica, el 26 de agosto de 1914 y falleció en París el 12 de febrero de 1984. Fue escritor, traductor e intelectual, de nacionalidad argentina, que optó por la nacionalidad francesa en 1981, en protesta contra el gobierno militar argentino;

2. Que Julio Cortázar es considerado uno de los autores más innovadores y originales de su tiempo, maestro del relato corto, la prosa poética y la narración breve en general, y creador de importantes novelas que inauguraron una nueva forma de hacer literatura en el mundo hispano, rompiendo moldes clásicos mediante narraciones que escapan de la linealidad temporal. Debido a que los contenidos de su obra transitan entre lo real y lo fantástico, suele ser vinculado con el realismo mágico y con el surrealismo;

3. Que si bien Cortázar vivió casi toda su vida en Argentina, también lo hizo en Europa. Residió en Italia, España, Suiza y París, ciudad donde se estableció en 1951 y en la que ambientó algunas de sus obras. Además de su obra como escritor, fue también un reconocido traductor, oficio que desempeñó, entre otros, para la UNESCO;

4. Que el escritor fue hijo de Julio José Cortázar y María Herminia Descotte. Su padre era funcionario de la embajada de Argentina en Bélgica, donde se desempeñó como agregado comercial. Hacia fines de la Primera Guerra Mundial, los Cortázar lograron llegar a Suiza gracias a la condición alemana de la abuela materna de Julio y, desde allí, poco tiempo más tarde, llegaron a Barcelona, donde vivieron un año y medio. A los cuatro años volvieron a Argentina, donde Cortázar pasó el resto de su infancia, en Banfield, al sur de Buenos Aires;

5. Que siendo un niño enfermizo, la lectura fue su gran compañera. Su madre le seleccionaba lo que podía leer, convirtiéndose en la gran iniciadora de su camino de lector, primero, y de escritor después. A los 9 años de edad ya había leído a Julio Verne, Víctor Hugo y Edgar Allan Poe. Solía además pasar horas leyendo un diccionario Pequeño Larousse. Fue también un escritor precoz y a los 9 ó 10 años ya había escrito una pequeña novela e incluso antes algunos cuentos y sonetos;

6. Que tras realizar los estudios primarios en la Escuela N° 10 de Banfield, se formó como maestro normal en 1932 y como profesor en Letras en 1935 en la Escuela Normal de Profesores Mariano Acosta. Fue en aquella época, además, que comenzó a frecuentar los estadios a ver boxeo, donde cultivó una especie de filosofía de este deporte;

7. Que comenzó sus estudios de filosofía en la Universidad de Buenos Aires. Aprobó el primer año, pero luego comprendió que debía utilizar el título que ya tenía para trabajar y ayudar a su madre. Dictó clases en Bolívar, Saladillo y en Chivilcoy. Vivió en solitarias habitaciones de pensiones aprovechando todo el tiempo libre para leer y escribir. Entre 1939 y 1944 Cortázar vivió en Chivilcoy, en cuya Escuela Normal daba clases como profesor de literatura. En esa época realizó su primera y única participación en un texto cinematográfico, donde colaboró en el guión de la película “La sombra del pasado”;

8. Que en 1944 se mudó a Mendoza, y en la Universidad Nacional de Cuyo impartió cursos de literatura francesa. Su primer cuento, titulado “Bruja”, fue publicado en la revista Correo Literario. Asimismo, participó en manifestaciones de oposición al peronismo. En 1946 reunió un primer volumen de cuentos “La otra orilla”. Regresó a Buenos Aires, donde comenzó a trabajar en la Cámara Argentina del Libro y ese mismo año publicó el cuento “Casa tomada” en la revista Los Anales de Buenos Aires, dirigida por Jorge Luis Borges;

9. Que en 1947 colaboró en varias revistas, entre ellas, Realidad. Publicó un importante trabajo teórico, “Teoría del túnel”, y en Los Anales de Buenos Aires apareció su cuento “Bestiario”. Al año siguiente obtuvo el título de traductor público de inglés y francés tras cursar, en apenas nueve meses, estudios que normalmente demoran tres años;

10. Que en 1949 publicó el poema dramático “Los reyes”, primera obra firmada con su nombre real e ignorado por la crítica. Durante el verano escribió una primera novela, “Divertimento”, que de alguna manera prefigura “Rayuela”, que escribiría en 1963. Además de colaborar en la citada revista Realidad, escribió para otras revistas culturales de Buenos Aires, como Cabalgata y Sur. En la revista literaria Oeste de Chivilcoy publicó el poema “Semilla” y colaboraciones en otros tres números;

11. Que en 1950 escribió su segunda novela “El examen”, rechazada por el asesor literario de la Editorial Losada, Guillermo de Torre. Posteriormente, Cortázar la presentó a un concurso convocado por la misma editorial, nuevamente sin éxito y, como la primera novela, vio la luz apenas en 1986. En 1951 publicó “Bestiario”, una colección de ocho relatos que le valieron cierto reconocimiento local. Poco después, disconforme con el gobierno de Perón, decidió trasladarse a París, donde, salvo esporádicos viajes, residiría el resto de su vida;

12. Que en 1963 visitó Cuba invitado por la Casa de las Américas para ser jurado en un concurso. A partir de entonces, ya nunca dejaría de interesarse por la política latinoamericana. En ese mismo año apareció el que sería su mayor éxito editorial y le valdría el reconocimiento latinoamericano, “Rayuela”, que se convirtió en un clásico de la literatura en español;

13. Que los derechos de autor de varias de sus obras fueron donados para ayudar a presos políticos de varios países. En noviembre de 1970 viajó a Chile, donde solidarizó con el gobierno de Salvador Allende. En noviembre de 1974 fue galardonado con el premio Medicis Étranger por “Libro de Manuel” y entregó el dinero del premio a la resistencia chilena. Ese año fue miembro del Tribunal Russell II, en Roma, para examinar la situación política en América Latina, en particular las violaciones a los derechos humanos;

14. Que en 1976 viajó a Costa Rica donde se encontró con Sergio Ramírez y Ernesto Cardenal y emprendió un viaje clandestino y plagado de peripecias hacia la localidad de Solentiname en Nicaragua. Este viaje sería el comienzo de una serie de visitas a ese país. Luego del triunfo de la revolución sandinista visitó reiteradas veces Nicaragua y siguió de cerca el proceso y la realidad nicaragüense. Estas experiencias darían como resultado una serie de textos recopilados en el libro “Nicaragua, tan violentamente dulce”, y

15. Que en el marco del centenario de su nacimiento la Biblioteca de Santiago ha desarrollado un programa de actividades durante el mes de agosto bajo el nombre “Celebrando a Cortázar”, que incluye ciclos de cine, talleres, conversatorios y otras actividades.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República se sirva instruir al señor Ministro de Educación y a la señora Ministra Presidenta del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes que pongan de relieve la obra literaria y el legado humano del escritor argentino Julio Cortázar e incorporen la lectura de sus obras en el currículo escolar chileno. Asimismo, para que se organicen actividades en todo el país en las cuales se difunda la amplia y diversa producción literaria de este destacado hombre de letras en el marco de la conmemoración del centenario de su nacimiento.”.

_________
Proyecto de acuerdo presentado por el Honorable Senador señor Chahuán, con el que solicita a S.E. la Presidenta de la República tenga a bien enviar una iniciativa legal con el fin de crear la Dirección Nacional de Puertos, dependiente del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, encargada de la

planificación y elaboración de políticas sectoriales


La Mesa anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por el Honorable Senador precedentemente individualizado, correspondiente al Boletín Nº S 1.695-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 18 votos a favor y una abstención.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic y Van Rysselberghe y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, García-Huidobro, Guillier, Horvath, Moreira, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica y Quinteros.


Se abstiene, el Honorable Senador señor Pizarro.
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:
“Considerando:

1. Que de acuerdo a lo establecido en la ley N° 19.542, que moderniza el sector portuario estatal, la Empresa Portuaria de Chile fue dividida en diez empresas portuarias estatales cuya administración adquirió el carácter de descentralizada, fijando cada una de las empresas su propio plan de desarrollo y prioridades de inversión y expansión;

2. Que, no obstante lo anterior, el mismo texto legal reconoce la necesidad de coordinación de las empresas estatales entre sí y con los demás organismos públicos que desarrollan actividades al interior de los recintos portuarios;

3. Que el artículo 49 de la citada ley N° 19.542 dispone que mediante decretos supremos expedidos a través del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, suscritos, además, por el o los Ministros que según el caso corresponda, se establecerán las normas que regirán la coordinación entre tales organismos;

4. Que el inciso segundo del artículo 50 de la mencionada ley establece las competencias que corresponden al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones en materia de puertos, a saber:

“a) Proponer acciones conjuntas entre organismos públicos y privados destinadas a potenciar la eficiencia, capacidad y competitividad del sistema portuario nacional, así como su desarrollo comercial;

b) Proponer planes estratégicos del sistema portuario estatal, velando por el mejoramiento de sus niveles de eficiencia y competitividad;

c) Incentivar, apoyar y promover la introducción de nuevas tecnologías en la explotación de los servicios portuarios;

d) Procurar un desarrollo armónico entre los puertos y la ciudad, cuidando en especial el entorno urbano, las vías de acceso y el medio ambiente. Para estos efectos, se creará una instancia de coordinación a nivel de región, denominada Consejo de Coordinación Ciudad-Puerto, en la que tendrán participación, a lo menos, un representante del Gobierno Regional y uno por cada municipalidad donde se encuentre el puerto, y

e) Promover, desarrollar y mantener un sistema de información estadística relacionada con el sector portuario, a disposición de los agentes públicos y privados.”;

5. Que pese a las competencias que en materia portuaria le corresponden al citado Ministerio, no existe dentro de su estructura orgánica un ente especializado de carácter permanente que se encargue de la coordinación y necesaria planificación en este ámbito. Ello, aun cuando mediante el decreto supremo N° 70, del año 2008, de dicha Cartera, se creó la Comisión Asesora en Materias Marítimas y Portuarias, cuyo objeto principal es “proponer al Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, una política portuaria que propenda a una eficiente ordenación y prestación de los diversos elementos que componen dichas actividades, abarcando al sector portuario público y privado. Asesorará en este contexto en la formulación de planes, proyectos y programas en el ámbito portuario nacional.”;

6. Que el Plan Nacional de Desarrollo Portuario, elaborado en el año 2013 por la Subsecretaría de Transportes, señala en su diagnóstico que “el desarrollo del sistema marítimo portuario requiere de una institucionalidad pública que permita abordar los desafíos previstos para el sector”;

7. Que en base a dicho diagnóstico se aprecia la necesidad de contar con un órgano administrativo permanente que tenga como función principal la elaboración y planificación de las políticas públicas en materia portuaria, encargándose especialmente de la coordinación de las acciones de las distintas empresas portuarias estatales. De igual modo, dicho órgano debería velar para que las inversiones que hagan dichas empresas sean coherentes con una planificación nacional y con las necesidades de desarrollo portuario, tanto a nivel nacional como regional;

8. Que con dicho propósito se estima necesario crear una Dirección Nacional de Puertos, como órgano dependiente del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, encargado de la planificación y elaboración de políticas en materia portuaria, de la actualización del Plan Nacional de Desarrollo Portuario y de la coordinación del funcionamiento de las empresas portuarias estatales, debiendo asumir para este fin las competencias y funciones que en materia de puertos actualmente corresponden a la Subsecretaría de Transportes del referido Ministerio, y

9. Que para tal efecto se requiere un proyecto de ley, de iniciativa exclusiva del Ejecutivo, que modifique la ley N° 19.542, sobre modernización portuaria, en virtud del cual se cree la Dirección Nacional de Puertos con las funciones y atribuciones antes señaladas.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República el envío de un proyecto de ley que modifique la ley N° 19.542, creando una Dirección Nacional de Puertos, como órgano dependiente del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, encargado de la planificación y elaboración de políticas públicas en materia portuaria.”.

_________
Proyecto de acuerdo presentado por el Honorable Senador señor Chahuán, con el que pide a S.E. la Presidenta de la República el envío de una iniciativa que modifique la ley Nº 15.177, que creó la Confederación Mutualista de Chile, fijando su organización, atribuciones y obligaciones, con el fin de actualizar sus disposiciones adecuándolas a la realidad institucional del país


La Mesa anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por el Honorable Senador precedentemente individualizado, correspondiente al Boletín Nº S 1.696-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 11 votos a favor, uno en contra y una abstención.


Votan a favor, los Honorables Senadores señoras Allende y Goic y señores Araya, Chahuán, Guillier, Horvath, Moreira, Navarro, Ossandón, Prokurica y Quinteros.


Vota por la negativa, el Honorable Senador señor Pizarro.


Se abstiene, el Honorable Senador señor Zaldívar.
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:
“Considerando:

1. Que mediante la ley N° 15.177, publicada el 22 de marzo de 1963, se creó la Confederación Mutualista de Chile, la cual, al tenor del artículo 1° de dicha ley, es una corporación formada por las instituciones de socorros mutuos del país que tengan personalidad jurídica o la obtengan en el futuro. El referido texto legal fijó en sus disposiciones la organización, atribuciones y obligaciones de la mencionada corporación y, asimismo, estableció que el Presidente de la República dictaría el reglamento que también regiría a la Confederación;

2. Que por medio del decreto supremo N° 215, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, publicado el 4 de febrero de 1966, se aprobó el citado reglamento;

3. Que tanto la referida ley N° 15.177 como el reglamento antes mencionado contienen disposiciones que resulta necesario actualizar. Así, por ejemplo, el artículo 3° de la ley establece que, entre los organismos que conforman la corporación, se encuentran las Federaciones Provinciales y los Consejos Departamentales, cuya regulación se contempla en los artículos 7°, 8° y 9° del mismo cuerpo legal;

4. Que dicha estructura orgánica fue establecida sobre la base de la división territorial administrativa de la época, conformada por provincias y departamentos, la cual posteriormente fue reemplazada por una división en regiones y provincias que rige hasta ahora;

5. Que, por otra parte, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 13 del mismo texto legal, la Confederación Mutualista de Chile estará representada en el Consejo de la Corporación de la Vivienda, organismo que tampoco existe actualmente;

6. Que, asimismo, el artículo 14 de la ley en comento dispone que “El Presupuesto de Gastos de la Nación consultará anualmente la suma de veinte mil escudos en favor de la Confederación Mutualista de Chile, que se financiará con el producto del alza de tasas y derechos de la correspondencia postal y telegráfica aprobada por decreto del Ministerio del Interior 1.791 de fecha 2 de octubre de 1962.”. Como es obvio, tal norma no resulta aplicable en la actualidad, y

7. Que, en tal virtud, es necesario adecuar las disposiciones de esta ley a fin de que dicha Confederación pueda cumplir sus finalidades con plena certeza jurídica.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República el envío de una iniciativa que modifique la ley N° 15.177, que creó la Confederación Mutualista de Chile, fijando su organización, atribuciones y obligaciones, con el fin de actualizar sus disposiciones adecuándolas a la realidad institucional del país.”.

_________
Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señor Navarro, señora Muñoz y señor Quintana, con el que solicitan a S.E. la Presidenta de la República que impulse el fortalecimiento legislativo, presupuestario e institucional de los derechos del adulto mayor, mediante la creación de un ministerio, y promueva, en el ámbito de Naciones Unidas, la suscripción de instrumentos multilaterales

para su protección


La Mesa anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.697-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 15 votos a favor y una abstención.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic y Muñoz y señores Araya, Bianchi, Chahuán, De Urresti, Girardi, Guillier, Horvath, Matta, Navarro, Ossandón, Quinteros y Walker (don Patricio).

Se abstiene, el Honorable Senador señor Zaldívar.
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que en la actualidad Chile se encuentra en una etapa avanzada de envejecimiento poblacional. Indicadores demográficos muestran que el país comparte las tendencias mundiales de envejecimiento de la población. Según la encuesta Casen 2011, la población de adultos mayores es de 2.638.351, constituyendo el 15,6% de la población total;

2. Que se espera que los chilenos que nacen hoy vivan en promedio 79 años, esto es, 25 años más que los chilenos que nacieron en 1950. El número de personas mayores se ha duplicado en los últimos 20 años y, a partir del 2025, las personas mayores superarían en número a las menores de 15 años, así como también se produciría un crecimiento acelerado del grupo etario de más de 80 años;

3. Que las mejores condiciones de vida de los chilenos -asociadas al nivel de desarrollo del país en los ámbitos de la salud, la economía y la cultura- conllevan un aumento de la esperanza de vida, lo que, acompañado de una disminución de la tasa de natalidad, no sólo está transformando la estructura demográfica del país, sino que también está introduciendo nuevas necesidades sociales, políticas y sanitarias;

4. Que si bien un alto porcentaje de los adultos mayores en Chile son autovalentes 

-75,9%-, la proporción de personas dependientes de otro u otros para realizar sus actividades ha ido en aumento;

5. Que el porcentaje de personas mayores dependientes podría llegar hasta el 30% en los siguientes 10 años si no se toman medidas oportunas de prevención y vida saludable. Siendo el grupo de población de 80 años y más el que tiene mayor probabilidad de sufrir dependencia, es posible advertir que se generará un aumento en la demanda por cuidados especiales para dicho grupo etario de la población;

6. Que de acuerdo a lo anteriormente señalado, existe una tendencia al envejecimiento de la población y la estructura etaria se está transformando, ante lo cual las necesidades sociales en torno a áreas tan diversas como el cuidado, el trabajo, la economía, la salud, la educación, la previsión social o el género, especialmente desde la perspectiva de las mujeres, las que viven en promedio 7 años más que los hombres, también irán modificándose. Lo anterior plantea importantes desafíos para el país, y

7. Que es necesario destacar que esta iniciativa constituye un aporte en orden al cumplimiento de los compromisos internacionales que el país ha asumido en esta materia, especialmente en el contexto de Latinoamérica y El Caribe, en el que se ha tratado la temática del envejecimiento y la vejez. Es así como el año 2012 Chile participó en la III Conferencia Regional Intergubernamental sobre Envejecimiento en América Latina y El Caribe, ocasión en la que se suscribió la “Carta de San José sobre los derechos de las personas mayores de América Latina y El Caribe”, constituyéndose en una guía para los gobiernos a fin de generar y promover los servicios sociales necesarios para brindar cuidado a las personas mayores.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República que impulse el fortalecimiento legislativo, presupuestario e institucional de los derechos del adulto mayor, mediante la adopción de las siguientes medidas:


a) El envío a tramitación legislativa de sendas iniciativas legales para:


- Instaurar una nueva institucionalidad nacional sobre la materia, a través de la creación de un Ministerio del Adulto Mayor, encargado de resguardar el ejercicio pleno de los derechos de las personas mayores, contemplando al efecto la asignación de más recursos y de una mayor cantidad de funcionarios. Asimismo, dicha entidad estaría a cargo de generar y promover los servicios sociales necesarios para brindar cuidado y protección a las personas mayores.


- Iniciar la tramitación de una Ley Nacional del Adulto Mayor que garantice la protección de los derechos humanos, civiles, políticos, económicos, sociales y culturales de los adultos mayores.


b) Apoyar el aumento de la asignación de los recursos necesarios para la evaluación, monitoreo y participación ciudadana de los adultos mayores del país.


c) Promover, en el ámbito de la Organización de las Naciones Unidas, la suscripción de instrumentos multilaterales para la protección de los adultos mayores, entre ellos, una Declaración Internacional de las Personas Mayores, y la creación de un órgano fiscalizador llamado ONU MAYOR.”.

_________
Proyecto de acuerdo presentado por la Honorable Senadora señora Allende, con el que pide a S.E. la Presidenta de la República la proposición del marco normativo para la creación de la figura del defensor del migrante, al interior de la Comisión Defensora

Ciudadana


La Mesa anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por la Honorable Senadora precedentemente individualizada, correspondiente al Boletín Nº S 1.698-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 20 votos a favor.


Votan favorablemente, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz y Pérez San Martín y señores Araya, Chahuán, De Urresti, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Horvath, Matta, Montes, Navarro, Ossandón, Prokurica, Quintana, Quinteros, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:
“Considerando:

1. Que las personas en estado de migración y movilidad humana que ingresan cada año al territorio nacional se encuentran en una situación muy precaria;

2. Que, en ese contexto, se deben efectuar esfuerzos para proteger a estas personas ya que muchas veces son víctimas de hechos ilícitos, o bien, llegan al país en busca de refugio, de modo tal que es preciso cumplir con los compromisos asumidos por Chile ante el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR);

3. Que Chile se ha transformado en un país receptor de migrantes debido a sus índices de desarrollo económico, siendo reconocido como tal en un reciente informe de la Organización para la Cooperación y Desarrollo Económico (OCDE), el cual expresa: “La creciente fortaleza económica de Chile y el deterioro de la situación en otros países latinoamericanos, han hecho del país una alternativa atractiva para los migrantes regionales”;

4. Que, en materia de cifras, actualmente en Chile hay a 441.529 personas viviendo en situación de migración o movilidad humana, de los cuales el 43% son hombres y el 57% corresponde a mujeres;

5. Que, de acuerdo a los datos registrados por el Departamento de Extranjería y Migración del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, al año 2013, del total señalado en el punto anterior, el 38% corresponde a personas de origen peruano, el 15% a argentinos, el 8% a bolivianos, el 5% a ecuatorianos y colombianos, el 3% a españoles, brasileños y estadounidenses, entre otros, y

6. Que dado el incremento de la migración, sobre todo de personas provenientes de países vecinos o de la región, resulta necesario el establecimiento del “Defensor del Migrante” al interior de la denominada “Comisión Defensora Ciudadana”.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República la proposición de un marco normativo para la creación de la figura del “Defensor del Migrante”, al interior de la Comisión Defensora Ciudadana, con competencia y atribuciones suficientes para el resguardo de los derechos y la indemnidad de los extranjeros que ingresan a Chile, bajo cualquier calidad y contexto, así como de sus hijos nacidos en el territorio nacional, con plena independencia de su situación legal o fáctica migratoria. Lo anterior, ya sea ante el actuar de las policías, de los órganos del Estado, de funcionarios o autoridades nacionales y, especialmente, contra quienes efectúen trata de personas, ingreso ilegal de migrantes o ejecuten algún otro tipo de ilícito en contra de personas en situación de migración o movilidad humana.”.

_________
Proyecto de acuerdo presentado por la Honorable Senadora señora Allende, con el que pide a S.E. la Presidenta de la República establecer en todo el país Direcciones Regionales del Servicio Nacional del Adulto Mayor, dotándolas de los recursos y atribuciones necesarios para impulsar y coordinar las políticas institucionales y, asimismo, de

representación judicial en casos de maltrato


La Mesa anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por la Honorable Senadora precedentemente individualizada, correspondiente al Boletín Nº S 1.699-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 18 votos a favor y una abstención.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz y Pérez San Martín y señores Araya, Bianchi, Chahuán, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Ossandón, Quinteros y Walker (don Patricio).

Se abstiene, el Honorable Senador señor Pizarro.
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:
“Considerando:

1. Que uno de los cambios asociados a la modernidad, inédito en la historia de la humanidad y que se observa actualmente en las sociedades, es el envejecimiento de la población, situación a la que Chile no es ajeno;

2. Que, según el informe “Chile envejece: impactos políticos y sociales de este fenómeno”, de la investigadora del Programa Interdisciplinario de Estudios Gerontológicos de la Universidad de Chile, señora María Eugenia Morales, el país atraviesa, junto con Argentina, Cuba y Uruguay, un escenario de transición demográfica avanzada hacia el envejecimiento de su población. Así, crece bajo el 1% al año como resultado de combinar bajas tasas de natalidad y mortalidad. De hecho, “entre 1960 y 1997, la tasa de crecimiento chilena se redujo en 43%”;

3. Que, en dicho contexto, en los últimos 30 años la población chilena ha experimentado un proceso de envejecimiento demográfico acelerado y sin precedentes históricos. Hasta el año 1970, las personas mayores de 60 años de edad representaban el 8% de la población, mientras que en el Censo del año 2002 aumentaron al 11,4% y, cuatro años después, de acuerdo a datos de la Encuesta de Caracterización Socioeconómica (CASEN) 2006, las personas mayores de 60 años alcanzaron al 13% de la población total del país. En los próximos 20 años se estima una tasa de crecimiento del 3,7% anual para este grupo etario, por lo que se proyecta una población de 3.825.000 personas de edad para el año 2025, lo que representará el 20% de los chilenos;

4. Que, lamentablemente, las personas mayores viven esta realidad en inestables condiciones de salud, seguridad económica y bienestar social, enfrentando, además, la subvaloración y discriminación que se expresan en discursos, símbolos y estructuras socioculturales respecto a la vejez y el envejecimiento, y

5. Que dada las actuales condiciones demográficas en Chile, se hace necesario el fortalecimiento del Servicio Nacional del Adulto Mayor (SENAMA), a fin de que pueda hacerse cargo de estos nuevos desafíos, para lo cual debería contar con Direcciones Regionales, en cada una de las regiones del país, de modo tal de diseñar políticas regionales, descentralizadamente, para este segmento de la población nacional.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República el envío de una iniciativa legal para establecer, en cada una de las regiones del país, Direcciones Regionales del Servicio Nacional del Adulto Mayor (SENAMA), dotándolas de los recursos y las atribuciones necesarias para impulsar y coordinar las políticas institucionales, con la infraestructura y condiciones de accesibilidad adecuadas para atender a la población de adultos mayores, de modo tal que estas oficinas regionales puedan hacer frente a las múltiples y variadas necesidades de dicho grupo etario, teniendo en consideración las distintas realidades locales, con un enfoque integrador, cohesionador y que resguarde plenamente los derechos de estas personas.


Asimismo, la iniciativa en referencia debería otorgar a dichas oficinas los medios y las facultades pertinentes para representar judicialmente a los adultos mayores que son víctimas de maltrato, entregando la atención jurídico legal correspondiente, en razón del imperioso resguardo de sus derechos atendida su especial situación de vulnerabilidad.”.

_________
Proyecto de acuerdo presentado por la Honorable Senadora señora Allende, con el que pide a S.E. la Presidenta de la República destinar más recursos de carácter permanente a la contratación de médicos especialistas para regiones y establecer la carga pública de prestar servicios en éstas a los profesionales médicos que gozaron de beneficios fiscales durante sus estudios


La Mesa anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por la Honorable Senadora precedentemente individualizada, correspondiente al Boletín Nº S 1.700-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 18 votos a favor y una abstención.

Votan a favor, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic y Muñoz y señores Araya, Bianchi, Chahuán, De Urresti, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Matta, Navarro, Ossandón, Prokurica, Quinteros y Walker (don Patricio).

Se abstiene, el Honorable Senador señor Pizarro.
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que la carencia de médicos especialistas que ejerzan su profesión en las distintas regiones del país, sobre todo en las zonas extremas, es una situación que impide a la población que se encuentra fuera de la Región Metropolitana acceder de manera digna, adecuada y en tiempo breve al cuidado de la salud;

2. Que, según señala el Ministerio de Salud, en las regiones extremas del país existe un médico especialista por cada 800 habitantes, en circunstancias que la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE) recomienda uno por cada 400 personas;

3. Que, así las cosas, en el año 2010 el Ministerio de Salud y el Banco Mundial efectuaron un informe sobre brechas de especialistas, constatando un gran déficit de médicos en el sistema público de salud, el cual, de acuerdo a las estimaciones contempladas en dicho informe, alcanza al 40%;

4. Que, además, existe una fuerte tendencia a la migración desde el sistema público de salud al sistema privado. En efecto, actualmente del total de médicos existentes en el país, sólo un 43% presta servicios en el sistema público de salud, el cual atiende al 76% de la población. Asimismo, al analizar las horas médicas totales en el país, se observa que sólo 1/3 de dichas horas médicas están disponibles en el servicio público y 2/3 se concentran en el sistema privado; 

5. Que, según estudios del Ministerio de Salud, en Chile faltan 1.400 médicos especialistas en el sistema público, y las áreas más deficitarias son las de internistas, cirujanos, oftalmólogos y anestesiólogos, y

6. Que en regiones la falta de médicos especialistas está generando un grave problema de salud pública que afecta a millones de chilenos que no pueden acceder a una atención médica de calidad.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República el envío de una iniciativa legal que destine más recursos de carácter permanente a la contratación de médicos especialistas en regiones, a fin de aumentar su número, contemplando incentivos para que dichos profesionales ejerzan sus especialidades médicas en regiones. Asimismo, imponer la carga pública de prestar servicios por un determinado período de tiempo en regiones a quienes, durante sus estudios de pre-grado, recibieron becas o beneficios estatales, en retribución por la ayuda recibida del Estado.


Para los efectos señalados, resulta pertinente tener en consideración el volumen de la población que sería beneficiada en cada región -particularmente el de los segmentos correspondientes a adultos mayores y niños-, la presión demográfica que causa la llegada de trabajadores desde otras zonas, la prevalencia de enfermedades, la actividad económica, los niveles de contaminación regional, la situación geográfica y la ubicación de la región en zonas extremas del país.”.

_________
Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señoras Allende y Muñoz y señores De Urresti, Girardi, Guillier, Larraín y Tuma, con el que solicitan a S.E. la Presidenta de la República el envío de una iniciativa legal que cree la Subsecretaría de Recursos Hídricos dependiente del Ministerio de Obras Públicas


La Mesa anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.701-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 15 votos a favor y 2 abstenciones.

Votan a favor, los Honorables Senadores señoras Allende y Muñoz y señores Araya, Bianchi, Chahuán, De Urresti, Guillier, Harboe, Horvath, Montes, Navarro, Ossandón, Prokurica, Quinteros y Walker (don Patricio).


Se abstienen, los Honorables Senadores señores Matta y Pizarro.
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:
“Considerando:

1. Que diversos análisis que se han desarrollado en Chile coinciden en la necesidad de modernizar y fortalecer la institucionalidad hídrica como medida prioritaria para el mejoramiento de la gestión de las aguas de Chile. Así quedó demostrado en los estudios que desde el año 2009 hasta la fecha el Banco Mundial y el Gobierno de Chile han desarrollado de manera conjunta para la identificación de los problemas y de las medidas de solución para mejorar la gestión de los recursos hídricos en Chile;

2. Que la institucionalidad existente para la gestión del agua en Chile presenta problemáticas importantes entre las que, sin estar limitadas a ellas, se encuentran las siguientes:

- Falta de consolidación e integración de la información generada por las instituciones involucradas en la gestión del agua.

- Inadecuada delimitación y coordinación de funciones entre los organismos que intervienen en la gestión de las aguas.

- Ausencia de una autoridad política superior que coordine las funciones e instituciones del Estado en relación con el agua.

- Falta de coordinación de los actores responsables de la gestión del agua a nivel local, en una misma unidad geográfica;

3. Que diversos informes demuestran que la gestión del agua en el país debe enfrentar en la actualidad, y crecientemente en el futuro, complejos desafíos derivados, entre otros, de los problemas relacionados con:

- La escasez y sustentabilidad de los aprovechamientos en diversos valles de la zona norte y central, y la competencia entre distintos usos de los recursos hídricos existentes.

- La contaminación de aguas en ríos, lagos y acuíferos y, en general, la conservación ambiental.

- El desarrollo de infraestructura para entregar una adecuada seguridad hídrica a los diversos aprovechamientos y apoyar la actividad productiva.

- El manejo de los cauces y el control de inundaciones.

- La entrega de una cobertura universal de servicios de agua potable y saneamiento, incluidos los sectores rurales;

4. Que en la superación de estos desafíos, a la institucionalidad pública le corresponde un papel insustituible, considerando que debe:

- Administrar y regular el aprovechamiento de los recursos hídricos, acorde con el carácter del agua como un bien nacional de uso público.

- Regular y fiscalizar la provisión de los servicios públicos asociados al agua, como son los de abastecimiento a la población y saneamiento.

- Desarrollar la infraestructura pública asociada al agua, en particular la relacionada con la seguridad hídrica del país en situaciones de escasez y con la protección de la población y los bienes contra las inundaciones.

- Apoyar y fomentar el aprovechamiento del recurso hídrico para el desarrollo productivo.

- Garantizar el acceso al agua y sus beneficios, a sectores vulnerables de la población, mediante programas específicos de apoyo;

5. Que, sin embargo, no obstante la relevancia de estas labores, diversos informes muestran que, para que ellas se cumplan en forma adecuada, se requiere un aumento sustancial de la capacidad institucional actual del Estado. Al respecto, los principales problemas detectados en relación con la institucionalidad pública serían:

- Falta de consolidación e integración de la información generada por las distintas instituciones.

- Inadecuada delimitación y coordinación de funciones entre los organismos.

- Ausencia de una autoridad política superior que coordine las funciones e instituciones del Estado.

- Competencia presupuestaria entre diversas instituciones.

- Falta de coordinación de actores responsables en la gestión del agua a nivel local;

6. Que el estudio detallado de la arquitectura institucional del sector recursos hídricos en Chile puso en evidencia su complejidad. Se identificaron 102 funciones relacionadas con la gestión integral del agua, las que son ejercidas por 43 organismos distintos, entre organismos de Gobierno, organizaciones de usuarios y otros de carácter autónomo;

7. Que las conclusiones del análisis establecieron que los problemas más apremiantes y que limitan de manera más importante el desempeño de las funciones analizadas se relacionan con:

- El financiamiento de las instituciones.

- La generación de información.

- La definición de políticas y objetivos sectoriales.

- La jerarquía y capacidad de la autoridad del agua.

- La coordinación interinstitucional;

8. Que para atender estas deficiencias, junto con impulsar iniciativas en el marco de la institucionalidad y legalidad vigentes, y con desarrollar cambios reglamentarios y legales menores, se hace necesario introducir mejoras de mayor profundidad, considerando una modificación sustancial o la creación de nuevas instituciones;

9. Que en este marco se ha definido la necesidad de contar con una institución que tenga un efectivo liderazgo al interior del aparato de gobierno, y frente al Parlamento, a la sociedad civil y a los actores privados, en los temas relativos al agua. Una institución que:

- Esté en condiciones de estudiar, proponer, impulsar y monitorear la aplicación de una Política Nacional de Recursos Hídricos y las políticas sectoriales sobre el agua, con el apoyo de los organismos especializados del rubro, cubriendo las múltiples dimensiones y funciones del Estado en esta materia, para el cumplimiento de las metas de desarrollo social y económico del país.

- Esté en posición de liderar las necesidades de planificación estratégica en materia de agua a nivel de las cuencas, y de coordinar las actuaciones del aparato público en dicho nivel.

- Constituya una instancia de coordinación y seguimiento real de las políticas y programas de los múltiples ministerios y organismos públicos con agendas en torno al agua.

- Coordine y supervise la formulación del presupuesto del Estado sobre el conjunto de los temas hídricos, para su análisis según los procedimientos correspondientes.

- Fomente la fiscalización relativa a la cantidad y calidad del recurso hídrico.

- Fomente e incentive el financiamiento necesario para la gestión de los recursos hídricos;

10. Que el diagnóstico del Banco Mundial (junio de 2013), llevó a concluir que los problemas de gestión de los recursos hídricos no obedecen solamente a una insuficiencia del marco normativo de la Dirección General de Aguas (DGA), ni a la deficiente jerarquía institucional de tal organismo para convocar o imponer al resto de la administración los requerimientos de mejoras en la gestión necesarios para una adecuada regulación de los recursos hídricos y, sumado ello, y como consecuencia de esa misma deficiencia, para remediar las limitaciones presupuestarias con que tal servicio funciona en la actualidad;

11. Que por tal motivo se hace recomendable radicar ciertas funciones específicas en materia de gestión superior de recursos hídricos en una nueva institucionalidad de mayor rango, entidad que debería tener las atribuciones y competencias suficientes que le permitan, con visión de largo plazo, diseñar, implementar, controlar y evaluar las estrategias, planes y políticas públicas sobre recursos hídricos, a fin de gestionar con eficiencia los desafíos que este recurso enfrenta y, ciertamente, enfrentará en los próximos decenios;

12. Que una Subsecretaría de Recursos Hídricos cumpliría con los requerimientos necesarios, tanto para asegurar el incremento en la estatura institucional de las funciones que actualmente desempeña la DGA y otros organismos del Estado, posibilitando la presencia y la consideración de los intereses hídricos, con una visión integrada en los más altos niveles de decisión gubernamental, como también, para dar a los requerimientos presupuestarios asociados a tales funciones las instancias de proposición y de aprobación adecuadas para garantizar que se cuente con los medios económicos suficientes y, todo ello, sin las dificultades políticas que supone la aprobación de una ley que pretenda la creación de un nuevo ministerio de asuntos hídricos;

13. Que si bien podría considerarse el estudio de otras fórmulas de organización, tales como una Agencia Pública del Agua, un ministerio, una coordinación de ministerios, se estima que, de acuerdo a las reglas generales de la Administración del Estado, resulta conveniente hacer lo anterior por medio de una Subsecretaría;

14. Que si bien esto podría hacerse al interior de distintos ministerios, lo ideal es que ella se radique en un ministerio con experiencia en materia hídrica y que no sea, a su vez, un gran usuario de este recurso. De este modo, se tiende a descartar la posible ubicación de la Subsecretaría de Recursos Hídricos en un ministerio nuevo, con un carácter supervisor y aún en formación, como el Ministerio de Medio Ambiente o como los Ministerios de Agricultura, de Energía o de Minería, todos claramente identificados con una mirada sectorial de las aguas para las actividades productivas de interés de su respectiva cartera. Ninguna de estas alternativas sería adecuada para garantizar la neutralidad necesaria para el objetivo de mejorar la gestión de los recursos hídricos, asegurando al mismo tiempo la atención sobre la cantidad y calidad de los mismos, con su correspondiente consideración económica como recurso productivo, y

15. Que en parte por ello y por la valiosa experiencia acumulada en esta materia, a través de las direcciones de Aguas y de Obras Hidráulicas, además del Instituto Nacional Hidráulico y la conexión con la Superintendencia de Servicios Sanitarios, estos estudios tienden a concluir en la clara conveniencia de que la ubicación de esta Subsecretaría sea en el Ministerio de Obras Públicas, ya que presenta evidentes ventajas desde la perspectiva de la neutralidad intersectorial, de su posición al interior del Gobierno, de las competencias técnicas y de su implementación práctica. Es decir, para el cumplimiento de sus fines, la Subsecretaría de Recursos Hídricos dispondría de mayor autonomía presupuestaria respecto a la situación actualmente existente al interior del Ministerio de Obras Públicas, en relación con los organismos que gestionan su presupuesto a través de dicho Ministerio -Dirección General de Aguas (DGA), Dirección de Obras Hidráulicas (DOH), Superintendencia de Servicios Sanitarios (SISS), Instituto Nacional de Hidráulica (INH)-, pues la creación de esta nueva Subsecretaría supondrá, necesariamente, la conformación de un nuevo capítulo dentro de la partida presupuestaria del Ministerio de Obras Públicas.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República el envío de una iniciativa legal que cree la Subsecretaría de Recursos Hídricos dependiente del Ministerio de Obras Públicas. Al efecto, se propone modificar el decreto con fuerza de ley N° 850, del Ministerio de Obras Públicas, de 1998, reemplazando el nombre de dicha entidad por Ministerio de Obras Públicas y Recursos Hídricos, y agregando, entre las funciones y atribuciones que esa Secretaría de Estado tiene al tenor del mencionado cuerpo legal, las referentes a la gestión de los recursos hídricos, de conformidad con las funciones y atribuciones que se requiere asignar a la nueva institucionalidad.”.

_________
Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Quinteros, De Urresti, Guillier, Horvath, Navarro, Rossi y Walker, don Patricio, con el que solicitan a S.E. la Presidenta de la República modificar el Reglamento de Farmacias, Droguerías, Almacenes Farmacéuticos, Botiquines y Depósitos Autorizados, para permitir la contratación provisoria, como auxiliares de farmacia, de quienes estén en trámite de inscripción conforme al artículo 28 del mismo


La Mesa anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.702-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 13 votos a favor.


Votan afirmativamente, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic y Muñoz y señores Araya, Chahuán, De Urresti, Guillier, Horvath, Matta, Navarro, Ossandón, Quinteros y Walker (don Patricio).
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que la mayoría de los barrios y localidades pequeñas del país, especialmente en los sectores rurales, carece de farmacias, dificultando a sus habitantes el acceso a una salud integral y eficaz;

2. Que, una de las barreras para la instalación de farmacias, particularmente las más pequeñas, está constituida por los requisitos exigidos para la contratación del personal auxiliar de farmacia, el cual, entre otros requerimientos, debe contar con una experiencia previa como bodeguero, la que es difícil de obtener en los lugares más apartados, y

3. Que, en consecuencia, es preciso modificar la normativa sobre la materia para permitir que los auxiliares de farmacia ejerzan sus funciones, de forma provisoria, mientras efectúan los trámites y cursos necesarios para su habilitación como tales.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República modificar el Reglamento de Farmacias, Droguerías, Almacenes Farmacéuticos, Botiquines y Depósitos Autorizados, a fin de permitir la contratación provisoria como auxiliares de farmacia a quienes estén en trámite de cumplir los requisitos contemplados en los artículos 28 y siguientes del citado reglamento para ser calificados como tales.”.

_________
Proyecto de acuerdo presentado por la Honorable Senadora señora Allende, con el que pide a S.E. la Presidenta de la República que dé atención preferente a la superación de la condición crítica que afecta a la Región de Atacama, mediante el envío de iniciativas de ley y la implementación de políticas públicas en las materias que especifica


La Mesa anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por la Honorable Senadora precedentemente individualizada, correspondiente al Boletín Nº S 1.704-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 16 votos a favor y una abstención.

Votan a favor, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz y Pérez San Martín y señores Araya, Chahuán, De Urresti, García-Huidobro, Guillier, Horvath, Matta, Navarro, Ossandón, Prokurica, Quinteros y Walker (don Patricio).

Se abstiene, el Honorable Senador señor Zaldívar.
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que la delicada situación por la que atraviesa la Región de Atacama, derivada de diversos factores, ha debilitado la calidad de vida de sus habitantes;

2. Que falta una política de Estado dirigida a las regiones en situación crítica, entre ellas, la Región de Atacama;

3. Que la renuncia masiva de médicos especialistas de un centro asistencial de la mencionada región profundizó el problema de la falta de dichos profesionales, y

4. Que los problemas derivados de la producción minera son asumidos por la población local de Atacama.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República dar atención preferente a la superación de la condición crítica que afecta a la Región de Atacama, mediante el envío de iniciativas de ley y la implementación de políticas públicas dirigidas a dicha región para resolver los urgentes problemas que aquejan a su población, a fin de mejorar las condiciones de vida de todos sus habitantes. 


Para tales efectos, se deberían considerar, a lo menos, los siguientes factores: la carestía de los alimentos, la falta de médicos especialistas, los pasivos ambientales derivados de la producción minera o la actividad productiva, el mejoramiento de la calidad de los servicios públicos, el establecimiento de una política de recursos hídricos, el incentivo del emprendimiento regional, la construcción de viviendas sociales en terrenos fiscales, el aumento de los montos destinados a subsidios habitacionales, la construcción de centros de atención a personas en condición de discapacidad, el incentivo de la generación de energías renovables no convencionales, las inversiones en obras públicas en toda la región, el otorgamiento de bonos a los funcionarios públicos, el establecimiento de una Facultad de Medicina para la formación de médicos y de especialidades médicas de acuerdo a las necesidades de la región, el establecimiento de impuestos regionales, el aumento de los recursos a los municipios que integran la región, la conformación de una política indígena regional teniendo presente la realidad de los pueblos originarios de la región, y el establecimiento de una política de suelos que permita el acceso igualitario a los mismos.”.

_________
Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Bianchi, Chahuán, García, García-Huidobro, Guillier, Ossandón, Prokurica, Quinteros y Tuma, con el solicitan a S.E. la Presidenta de la República el envío de una iniciativa legal que modifique la ley N° 20.765, que creó un sistema de estabilización de precios de los combustibles, con el fin de incluir en su mecanismo de precio de referencia a las gasolinas de 95 y 97

octanos


La Mesa anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.705-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 20 votos a favor y 2 abstenciones.


Votan a favor, los Honorables Senadores señoras Allende, Muñoz y Pérez San Martín y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, De Urresti, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Horvath, Lagos, Matta, Moreira, Pérez Varela, Prokurica, Quinteros y Walker (don Patricio).

Se abstienen, los Honorables Senadores señora Goic y señor Zaldívar.
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:
“Considerando:

1. Que la ley N° 20.765 estableció un nuevo mecanismo de estabilización de los precios de venta internos de la gasolina automotriz, del petróleo diésel, del gas natural comprimido y del gas licuado de petróleo, estos dos últimos de consumo vehicular; 

2. Que dicho mecanismo opera a través de incrementos y rebajas a los impuestos específicos a los combustibles contemplados en la ley N° 18.502, los que se modifican sumando o restando a los montos establecidos en esa ley, denominados componentes base, un componente variable determinado para cada uno de los combustibles, de conformidad a las normas que la misma ley N° 20.765 fija al efecto;

3. Que la determinación de dicho componente variable se efectúa mediante decreto emitido por el Ministerio de Hacienda, previo informe de la Comisión Nacional de Energía;

4. Que la aplicación de este nuevo mecanismo de estabilización del precio de los combustibles -en especial en el caso de las gasolinas de 95 y 97 octanos- ha demostrado ser insuficiente para evitar los incrementos excesivos de su valor, por lo que es necesario efectuar modificaciones y adecuaciones a la ley para que tales gasolinas automotrices de 95 y 97 octanos no se vean afectadas con el aumento de sus precios, lo que, sin duda, repercute en un alto porcentaje de la población;

5. Que, según ha explicado el Ministerio de Hacienda, este mecanismo de estabilización no impacta sobre las gasolinas de 95 y 97 octanos, por cuanto el sistema utiliza como factor de referencia para el ajuste del impuesto específico únicamente el precio de la gasolina de 93 octanos;

6. Que lo anterior implica que el mecanismo garantiza que sea esta última la gasolina que no varíe más de 0,12 UTM y no así las de 95 y 97 octanos, las que, por tanto, no resultan cubiertas con la estabilización de precios que el sistema contempla;

7. Que ello explica el anuncio efectuado por la Empresa Nacional del Petróleo en cuanto a que el precio por litro de gasolina subiría 9,7 pesos, a excepción de la de 93 octanos que sólo aumentaría 5,1 pesos por litro, no obstante que las proyecciones internacionales contemplaban una disminución del 0,8 % en el precio de la de 93 octanos y del 1,7% en el precio de la de 97;

8. Que el Ministerio de Hacienda ha señalado que el referido mecanismo de estabilización utiliza como precio de referencia sólo el de la gasolina de 93 octanos debido a que ésta es la de mayor consumo en la población, mientras que las de 95 y 97 octanos serían propias del consumo de los sectores de mayores ingresos, y

9. Que, no obstante no compartir totalmente dicha afirmación, puesto que un alto porcentaje de la clase media del país utiliza la gasolina de 95 octanos, por principio, no deberían existir discriminaciones entre los distintos tipos de gasolina respecto al mecanismo de estabilización de su precio.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República el envío de una iniciativa legal que modifique la ley N° 20.765, que creó un mecanismo de estabilización de precios de los combustibles, con el fin de incluir como precio de referencia de dicho sistema no sólo el de la gasolina de 93 octanos, sino que también el precio de las gasolinas de 95 y 97 octanos.”.

_________
Proyecto de acuerdo presentado por la Honorable Senadora señora Goic, con el que pide a S.E. la Presidenta de la República el envío de un proyecto que modifique la ley orgánica constitucional del Ministerio Público con el objeto de permitir que los fiscales puedan organizarse con arreglo a las normativas de la ley N° 19.296, sobre asociaciones

de funcionarios de la Administración del Estado


La Mesa anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por la Honorable Senadora precedentemente individualizada, correspondiente al Boletín Nº S 1.706-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 16 votos a favor y una abstención.

Votan a favor, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic y Muñoz y señores Araya, Chahuán, De Urresti, Girardi, Harboe, Horvath, Lagos, Matta, Navarro, Ossandón, Prokurica, Quintana y Walker (don Patricio).

Se abstiene, el Honorable Senador señor Guillier.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que el artículo 84 de la ley N° 19.640, orgánica constitucional del Ministerio Público, establece un régimen diferenciado respecto a las posibilidades de asociación del personal de dicha entidad, distinguiendo al efecto entre fiscales y funcionarios. El mencionado artículo dispone que los funcionarios pueden organizarse de conformidad con lo establecido por la ley N° 19.296, sobre asociaciones de funcionarios de la Administración del Estado, mientras que los fiscales sólo pueden participar en asociaciones gremiales, las que se constituyen y rigen por las disposiciones del decreto ley N° 2.757, del año 1979;

2. Que aun cuando la Ley Orgánica Constitucional del Ministerio Público no explicita los fundamentos que justificarían el trato diferenciado en la forma de organización colectiva que pueden adoptar las personas que integran dicho órgano, a partir de la historia de la referida ley es posible advertir que el objeto de tal distinción habría sido impedir que los fiscales agrupados pudiesen influir o inmiscuirse en el ejercicio de las facultades que la Constitución o la ley les confiere. Reafirma lo anterior el inciso primero del artículo 44 de la citada ley orgánica al establecer que “Dentro de cada fiscalía local los fiscales adjuntos ejercerán directamente las funciones del Ministerio Público en los casos que se les asignen”;

3. Que esta distinción que contempla la ley constituye una afectación a las garantías constitucionales referidas a la libertad sindical y a la igualdad ante la ley;

4. Que en cuanto a la afectación del derecho a la libertad sindical, es posible señalar lo siguiente:

- El reconocimiento que hace la ley N° 19.640 del derecho de los fiscales a organizarse colectivamente a través de una asociación gremial tiene por finalidad permitirles la creación de una entidad mediante la cual puedan instar por el desarrollo y defensa de sus intereses colectivos. La naturaleza de estas asociaciones nace del vínculo de carácter laboral entre estos funcionarios y la entidad empleadora, que es el Ministerio Público, y responde a la necesidad de generar un diálogo y una acción colectiva de naturaleza similar a la que ejercen las asociaciones de funcionarios frente a la Administración del Estado.

- No obstante que las asociaciones gremiales de los fiscales nacen y actúan en el marco de una relación de tipo laboral con el Estado, dichas entidades se rigen de acuerdo con las disposiciones del decreto ley N° 2.757, de 1979, el que, a diferencia de la ley N° 19.296, sobre asociaciones de funcionarios de la Administración del Estado, no contempla garantías en favor de sus representantes tales como el derecho a fuero, el derecho a no ser trasladados, el derecho a no ser objeto de calificaciones y, en general, todas aquellas prerrogativas destinadas a asegurar el ejercicio de la libertad sindical de los trabajadores. 

- De esta manera, el derecho a la libertad sindical se ha visto conculcado respecto de los fiscales del Ministerio Público, ya que por medio de las asociaciones gremiales no han podido, por ejemplo, defender sus intereses colectivos sin enfrentarse a la posibilidad de ser objeto de represalias o de distorsión de los procesos de calificación, ya que los directivos de su entidad gremial no cuentan con las prerrogativas que sí se aplican a los funcionarios de la Administración del Estado en virtud de la ley N° 19.296.

- Con la finalidad de corregir este tipo de vulneraciones a normas constitucionales, el Fiscal Nacional -a petición de la directiva de la Asociación de Fiscales- autorizó la utilización de horas gremiales gracias a la flexibilidad de jornada laboral que es permitida otorgar a dicha autoridad. Esta circunstancia es demostrativa de la vulneración que la legislación hace a derechos fundamentales reconocidos tanto en la Constitución Política de la República como en distintos instrumentos internacionales, impidiendo que servidores públicos puedan defender sus intereses colectivos en un marco de reconocimiento, respeto y efectiva tutela de la libertad sindical.

5. Que en cuanto a la afectación del principio constitucional de igualdad ante la ley, cabe mencionar lo siguiente:

- La existencia de asociaciones gremiales de fiscales contemplada en el artículo 84 de la Ley Orgánica Constitucional del Ministerio Público adquiere sentido a partir del carácter laboral de la relación Estado - funcionarios, en este caso, los fiscales. Es decir, la posibilidad de agruparse en una asociación gremial se establece en atención a su calidad de funcionarios de la entidad empleadora, que es el Ministerio Público, para permitir la defensa de sus intereses colectivos.

- El mismo fundamento es el que tiene lugar respecto de los restantes funcionarios del Ministerio Público, quienes, de acuerdo al inciso primero del mencionado artículo 84, pueden constituir asociaciones de funcionarios regidas por la ley N° 19.296, lo que les otorga un estatuto protector de sus derechos laborales colectivos, a diferencia de los fiscales que sólo pueden formar asociaciones gremiales que, en su tarea de representación colectiva, no pueden asimilarse a aquéllas dado el tipo de relación que vincula a sus asociados con el Estado.

- Por medio de tal distinción, este último no sólo ha generado una diferencia arbitraria entre funcionarios públicos de un mismo órgano, sino que también ha dado lugar a condiciones de desprotección a partir del tipo de relación que tiene con las personas que cumplen funciones para él, alejándose de esta manera de los estándares básicos y universales de protección del trabajo que el país se ha comprometido a respetar.

- Recientemente entró en vigencia la ley N° 20.722, que permitió a la Asociación Nacional de Magistrados constituirse como asociación de funcionarios. Dicho cuerpo legal demostró claramente que no existe ninguna razón de fondo para impedir a funcionarios públicos -como lo son los fiscales del Ministerio Público- crear su propia asociación de funcionarios, toda vez que ellos cumplen tareas que tienen estrecha relación con las labores que realizan los funcionarios del Poder Judicial, y

6. Que el pleno reconocimiento de la libertad sindical como derecho fundamental y principio rector de la actuación colectiva en defensa de los intereses laborales de los trabajadores o funcionarios del Estado debe conducir a respuestas que no permitan represalias, lesiones de derechos fundamentales, discriminaciones u actos de injerencia en el desarrollo de la actividad colectiva de los funcionarios que ejercen como fiscales del Ministerio Público.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República el envío de una iniciativa legal que modifique la ley N° 19.640, orgánica constitucional del Ministerio Público, con el objeto de permitir que los fiscales se organicen con arreglo a la normativa contemplada en la ley N° 19.296, sobre asociaciones de funcionarios de la Administración del Estado.”.

_________
Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señor Chahuán, señora Van Rysselberghe y señores Bianchi y Girardi, con el que piden a la Superintendencia de Valores y Seguros que instruya a las compañías sujetas a su supervigilancia y fiscalización para que en el caso de pacientes con seguros de salud de cualquier tipo, que requieran atención médica de urgencia, se hagan efectivas en forma inmediata a su ingreso a los establecimientos asistenciales, las coberturas pertinentes para sus

tratamientos clínicos o quirúrgicos


La Mesa anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.707-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 18 votos a favor.

Votan favorablemente, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic y Pérez San Martín y señores Araya, Bianchi, Chahuán, De Urresti, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Horvath, Matta, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Quinteros y Walker (don Patricio).
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que la ley Nº 20.584, que regula los derechos y deberes que tienen las personas en relación con acciones vinculadas a su atención en salud, contempla, entre sus normas más importantes, el derecho a recibir un trato digno y respetuoso en todo momento y en cualquier circunstancia. Asimismo, establece el derecho de toda persona a que el prestador institucional le proporcione información suficiente, oportuna, veraz y comprensible, entre otras materias, respecto de las atenciones de salud o tipos de acciones de salud que el prestador respectivo ofrece o tiene disponibles, así como los mecanismos a través de los cuales se puede acceder a tales prestaciones y el valor de las mismas;

2. Que dicha información debe incluir las condiciones previsionales de salud requeridas para la atención de una persona, los antecedentes o documentos solicitados en cada caso y los trámites necesarios para obtener la respectiva atención;

3. Que, por su parte, el artículo 10 del citado texto legal establece que toda persona tiene derecho a ser informada, en forma oportuna y comprensible, por parte del médico u otro profesional tratante, acerca del estado de su salud, del posible diagnóstico de su enfermedad, de las alternativas de tratamiento disponible para su recuperación y de los riesgos que ello pueda representar, así como del pronóstico esperado y del proceso previsible del postoperatorio, cuando procediere, de acuerdo con su edad y condición personal y emocional;

4. Que, no obstante la amplia gama de derechos que la mencionada ley garantiza a los pacientes, en muchas oportunidades las personas acuden a los establecimientos de salud pertenecientes a prestadores institucionales, requiriendo atención de urgencia y, dado el diagnóstico, deben permanecer internadas en los mismos para llevar a cabo los tratamientos o intervenciones que precisan, sin que se les informe, ya sea personalmente o por intermedio de sus acompañantes, de los trámites y procedimientos que deben seguir en el caso de que cuenten con uno o más seguros de salud, lo cual les impide hacer efectivas las respectivas coberturas, debiendo pagar los aranceles o tarifas que cobra el prestador correspondiente, y

5. Que, con el objeto de subsanar estas situaciones, resulta necesario que la Superintendencia de Valores y Seguros instruya a las compañías de seguro bajo su supervigilancia y fiscalización para que, en la eventualidad descrita, los seguros de salud operen inmediatamente y se hagan efectivas las coberturas respectivas tras el ingreso de las personas a los establecimientos asistenciales para sus tratamientos clínicos o quirúrgicos.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República que instruya al señor Superintendente de Valores y Seguros para que, en uso de sus atribuciones, disponga que las compañías de seguro sujetas a la supervigilancia y fiscalización de dicha Superintendencia, en el caso de pacientes con seguros de salud de cualquier tipo y que requieran atención médica de urgencia, hagan efectivas las coberturas correspondientes en forma inmediata al ingreso de estas personas a los establecimientos asistenciales para sus tratamientos clínicos o quirúrgicos.”.

_________
Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores De Urresti, Horvath, Moreira, Quinteros y Tuma, con el que solicitan al señor Ministro de Agricultura que promueva mesas de trabajo en las regiones del Sur de Chile con presencia del visón americano (Neovison vison), destinadas a concordar las medidas más adecuadas para aplicar en cada territorio un plan de control y erradicación de este depredador de diversas especies de fauna nativa, y que se consideren en el presupuesto de 2015 los recursos necesarios para su

ejecución


La Mesa anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.708-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 21 votos a favor.


Votan favorablemente, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz y Pérez San Martín y señores Araya, Chahuán, Coloma, De Urresti, García-Huidobro, Guillier, Horvath, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Quinteros y Walker (don Patricio).
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que, según el texto titulado “Actas del Seminario Taller Vertebrados Dañinos en Chile: Desafíos y Perspectivas”, del año 2010, “la introducción del visón en la Región de Aisén es un ejemplo de cómo una acción orientada a iniciar una actividad económica, que no tuvo un objetivo perverso, pudo convertirse en el problema más serio de especie invasora de la región sur austral de Chile”;

2. Que el visón fue introducido desde Estados Unidos de América a Punta Arenas, en los años 1934 y 1936, manteniéndose un criadero hasta 1950, fecha en que fue cerrado debido a su baja rentabilidad. Con el cierre del plantel, una parte de los animales fue sacrificada para la venta de pieles y el resto fue vendido a un nuevo criadero que funcionó hasta 1970. Entre los años 1968 y 1970 se hicieron nuevos intentos, sin éxito, para criar esta especie. Otros esfuerzos se efectuaron entre los años 1957 y 1975 en Los Andes, Longaví y Los Ángeles, sin prosperar. Más recientemente, se estima que el visón habría llegado a Chile alrededor del año 1986, cruzando la salida de los ríos Futaleufú, Palena y Cisnes;

3. Que en la Región de Aysén las primeras importaciones de visones para criadero se realizaron desde Argentina entre 1967 y 1969, con lo cual se formó una población de alrededor de 1.000 ejemplares. En 1973 hubo una nueva importación para criadero, también desde Argentina, de 100 ejemplares. Debido al fracaso económico del negocio, una parte de los animales fue puesta en libertad, mientras que otros fueron vendidos en distintas ciudades, entre ellas, Puerto Montt, donde también fueron finalmente liberados debido a la falta de rentabilidad;

4. Que, en síntesis, la presencia del visón constituye un problema de gran magnitud. El control de esta especie es difícil principalmente debido a su biología y ecología, y porque, además, no se han descrito procedimientos de erradicación factibles económica y biológicamente. La introducción de un agente patógeno no es viable ya que los visones pertenecen al mismo orden de los félidos y cánidos, por lo que comparten diversos virus y su introducción tendría un impacto altamente negativo en la fauna nativa (pumas, güiñas, zorros, huillines y otros animales);

5. Que, una vez que los visones fueron liberados, se encontraron en un ambiente muy favorable, prácticamente sin predadores efectivos y con una gran variedad de alimento disponible (patos, caiquenes, avutardas, peces, entre otros). Estos factores, sumados a ciertas características reproductivas de la especie, contribuyeron a su devastadora expansión y, aunque no se ha cuantificado la disminución de la fauna nativa, es evidente que ello se ha producido como consecuencia, en gran medida, de la acción cazadora del visón;

6. Que en Chile el visón se distribuye desde la Región de La Araucanía hasta la de Magallanes y la Antártica Chilena y, aunque en la Región del Bío Bío no existen registros formales de su presencia, actualmente se está elaborando una publicación que revelaría su existencia también en dicha zona;

7. Que, en el contexto del contrato suscrito entre el Servicio Agrícola y Ganadero (SAG) y la Pontificia Universidad Católica de Chile, a partir del mes de enero de 2010 se desarrolló un estudio para diagnosticar la población, preferencias de hábitat, impacto efectivo y potencial del Neovison vison en el sur de Chile, determinando que la dieta del visón americano en las zonas costeras de Isla Navarino ha cambiado su composición con el curso de los años. En dicho estudio fueron analizados los datos registrados en las estaciones de verano y otoño de 2010 y se compararon con los obtenidos el año 2006, en la misma zona geográfica y en idénticas estaciones del año;

8. Que, a partir del año 2010, se advierte una notable diversificación de la dieta del visón hacia otras presas, bajando radicalmente el consumo de mamíferos y aumentando el de peces, crustáceos y materia vegetal. Un ítem alarmante que no varió significativamente durante el período materia del estudio (2006-2010) fue el de las aves, permaneciendo como uno de los grupos de presa mayormente consumidos. En cuanto a los mamíferos, se ha mantenido un patrón, esto es, en los meses cálidos el consumo de especies nativas es mayor, en tanto que, durante los meses fríos, el consumo de especies exóticas aumenta radicalmente. Podría ser un caso de interacciones positivas entre especies invasoras;

9. Que, desde hace cuatro años, el Programa de Medicina de la Conservación de la Universidad Andrés Bello ha investigado la forma en que el visón y el huillín -especie de nutria endémica del país- interactúan en el ecosistema marino del sur de Chile, registrando la forma en que se alimentan, los espacios que ocupan, su actividad diaria, su densidad poblacional y su competencia, entre otros factores. Buscando eliminar el efecto de la presencia humana en la ecología del huillín, las investigaciones se han concentrado en una de las zonas más afectadas por la presencia masiva del visón, esto es, la Isla Magdalena, ubicada en la Región de Aysén. En febrero de 2010 se descubrió una baja superior al 80% en la población de visones respecto del año anterior;

10. Que el Instituto de Ciencias Ambientales y Evolutivas de la Universidad Austral de Chile convocó a diversos servicios públicos para participar en un taller que ofreció el espacio para intercambiar experiencias y delinear acciones a fin de afrontar los riesgos que el visón representa para la fauna doméstica y nativa, así como para la salud humana en la Región de Los Ríos. El denominado “Primer Taller de Trabajo Sobre el Problema del Visón en la Región de Los Ríos” surgió por los reportes de la presencia de este animal en zonas urbanas, en los sectores rurales aledaños a las mismas e, incluso, en el Jardín Botánico de la Universidad Austral de Chile, y

11. Que el visón tiene hábitos nocturnos y su reproducción se realiza en cortos períodos de tiempo. La gestación se desarrolla entre 39 y 78 días y la camada usual comprende de dos a diez cachorros y, en promedio, alcanza a cinco crías. Las hembras son adultas al año, en tanto que los machos lo son al año y medio, por lo que su multiplicación es bastante rápida. El visón americano que se detecta en Chile mide entre 30 y 43 centímetros, lo que se suma a una cola cuya longitud es de 12 y hasta 23 centímetros. El peso de los adultos fluctúa entre 681 gramos y 2.3 kilógramos, siendo el promedio mayor en los machos que en las hembras. Actualmente su tasa de expansión en uso de territorio es, en promedio, de 7 kilómetros por año.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República que instruya al señor Ministro de Agricultura para que promueva y coordine la conformación de mesas de trabajo -con la participación de los servicios públicos y las organizaciones ambientalistas, ciudadanas y territoriales pertinentes-, en las regiones del sur de Chile con presencia del visón americano (Neovison vison), destinadas a concordar e implementar las medidas más adecuadas para aplicar, en cada territorio, un plan de control y erradicación de este depredador de diversas especies de fauna nativa y, asimismo, para que se consideren en el presupuesto del año 2015 los recursos necesarios para la ejecución de dicho plan.”.

_________
Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señor Harboe, señora Muñoz y señores De Urresti y Quintana, con el que solicitan a S.E. la Presidenta de la República se instruya a la Dirección de Presupuestos poner a disposición de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena los recursos necesarios para su correcto funcionamiento


La Mesa anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.709-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 15 votos a favor y uno en contra.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz y señores Araya, Chahuán, De Urresti, Guillier, Harboe, Horvath, Matta, Navarro, Ossandón, Quintana, Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Vota por la negativa, el Honorable Senador señor Pizarro.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena (CONADI) constituye un pilar fundamental de la institucionalidad chilena para el diseño de políticas públicas que permitan lograr la promoción e integración de la vida y cultura de los pueblos originarios en la sociedad chilena moderna;

2. Que, no obstante el rol clave que cumple la CONADI, con fecha 14 de julio de 2014, en reunión que sostuvo la señora Ministra de Desarrollo Social con miembros de la Federación de Asociaciones de Funcionarios de Servicios Relacionados con ese Ministerio (FENAMIAS) y con los Presidentes de dichas asociaciones de funcionarios, se informó que el presupuesto proyectado para el año 2015 será uno de los más bajos de los últimos años;

3. Que, si se comparan los presupuestos correspondientes a los distintos servicios relacionados con dicho Ministerio durante los últimos cuatro años, se observan importantes diferencias, ya que los recursos asignados a la CONADI experimentaron un incremento de sólo un 0,5%, mientras que los fondos destinados a los restantes servicios vinculados a la mencionada Secretaría de Estado aumentaron en un 3,9%;

4. Que la situación antes descrita implicó que, durante la discusión de la Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2014, se formara una comisión mixta con la finalidad de solicitar un 2,1% de aumento en el presupuesto destinado a la CONADI, similar al que alcanzaron los restantes servicios del Ministerio de Desarrollo Social;

5. Que la actual dotación del personal de la CONADI, conformada por 447 funcionarios, es claramente insuficiente y no permite dar una respuesta ágil y eficiente a los requerimientos de la ciudadanía, más aún si se considera que existen falencias en materia de infraestructura y de seguridad laboral, principalmente, cuando los funcionarios deben ejecutar labores en terreno, y

6. Que el presupuesto del sector público se encuentra en etapa de diseño pre legislativo, por lo que es posible aún destinar los recursos necesarios y ajustados a la realidad de la mencionada Corporación para que pueda realizar sus actividades y ejecutar los programas que la ley le encomienda.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República que instruya al señor Ministro de Hacienda para que la Dirección de Presupuestos ponga a disposición de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena los recursos necesarios para su correcto funcionamiento.”.

_________
Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Prokurica, Allamand, Bianchi, García, Girardi, Guillier y Horvath, con el que piden a S.E. la Presidenta de la República el envío de una nota de protesta diplomática contra el gobierno de Japón por su anuncio de un nuevo proyecto para continuar la caza de la ballena en el Océano Antártico a partir del 2015, que se presentará en la próxima reunión de la Comisión Ballenera

Internacional


La Mesa anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.710-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 16 votos a favor y dos abstenciones.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic y Pérez San Martín y señores Allamand, Araya, Bianchi, De Urresti, García, Guillier, Horvath, Matta, Navarro, Ossandón, Prokurica, Quinteros y Walker (don Patricio).

Se abstienen, los Honorables Senadores señores Pizarro y Zaldívar.
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que en el año 1946 los países firmantes de la Convención Internacional para la Regulación de la Caza de la Ballena, con el propósito de garantizar la adecuada conservación de la población mundial de este cetáceo, crearon la Comisión Ballenera Internacional (CBI);

2. Que, desde su creación, este organismo ha prohibido la caza comercial de las ballenas grises, de Groenlandia y francas (en 1946), de las ballenas azules (en 1965) y de las ballenas rorcuales comunes (en 1966);

3. Que Japón, desde la firma de la mencionada convención internacional, ha realizado prácticas atentatorias contra los principios consagrados en dicho convenio, bajo el pretexto de que efectúa investigación científica;

4. Que, en el año 2008, la ley N° 20.293, sobre protección de cetáceos, declaró los espacios marítimos de soberanía y jurisdicción nacional como zona libre de caza de cetáceos, consagrando a Chile como santuario ballenero;

5. Que, con fecha 31 de marzo de 2014, la Corte Internacional de Justicia estimó que el programa de caza científica implementado por Japón ha sido poco transparente, principalmente en cuanto al tamaño de la muestra de cetáceos y a los ejemplares a capturar, revocando los permisos otorgados a dicho país para la caza de ballenas en la Antártida;

6. Que, hasta antes de la referida decisión de la Corte Internacional de Justicia, Japón capturaba 850 ejemplares de ballenas minke, 50 de jorobada y 50 de rorcual común, en el marco de su programa Jarpa II, aprovechando un resquicio legal de la moratoria mundial de 1986, que permite la captura con fines científicos, como pretexto para seguir manteniendo una industria decadente que atenta contra la sostenibilidad de los ecosistemas marinos;

7. Que, pese a la sentencia de la Corte Internacional de Justicia, en junio pasado el Primer Ministro de Japón, señor Shinzo Abe, manifestó que su gobierno aumentaría los esfuerzos para reanudar la caza comercial de ballenas en el océano antártico;

8. Que el Senado, con fechas 5 de diciembre de 2007 y 20 de mayo de 2014, aprobó sendos proyectos de acuerdo, expresando su rechazo al programa japonés de caza científica de ballenas;

9. Que, con fecha 3 de septiembre de 2014, Japón anunció un nuevo proyecto para continuar la caza de ballenas en el océano antártico a partir del año 2015, el que será presentado en la próxima reunión de la Comisión Ballenera Internacional, y

10. Que la captura científica de ballenas atenta contra los esfuerzos internacionales por resguardar y preservar a estos mamíferos marinos.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República lo siguiente:


a) Enviar una nota de protesta diplomática contra el gobierno de Japón por su anuncio de un nuevo proyecto para continuar la caza de la ballena en el océano antártico a partir del año 2015, que se presentará en la próxima reunión de la Comisión Ballenera Internacional.


b) Encomendar al representante de Chile ante la Comisión Ballenera Internacional que manifieste el rechazo de nuestro país respecto de la medida anunciada, ya que afecta los esfuerzos internacionales por resguardar y preservar a estos mamíferos marinos.”.

_________
Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Quinteros, Bianchi y De Urresti, con el que piden a S.E. la Presidenta de la República el envío de una iniciativa legal que modifique el decreto ley Nº 249, de 1973, con el objeto de que la asignación de zona que perciben los trabajadores de Hualaihué afectos a la escala única de remuneraciones se aumente al 90%, equiparándola a la que rige en las otras comunas de la provincia de Palena


La Mesa anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.711-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 16 votos a favor y una abstención.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz y Pérez San Martín, y señores Araya, Bianchi, Chahuán, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Horvath, Matta, Orpis, Ossandón, Prokurica, Quinteros y Walker (don Patricio).

Se abstiene, el Honorable Senador señor Pizarro.
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que el decreto ley N° 249, de 1974, que fija la escala única de sueldos para el personal del Sector Público, estableció que los trabajadores que presten sus servicios en las comunas de la Provincia de Palena, específicamente en Chaitén, Futaleufú y Alto Palena, recibirán una asignación de zona equivalente al 90%;

2. Que respecto de los trabajadores que desempeñan funciones en la comuna de Hualaihué, que también conforma la Provincia de Palena, el citado decreto ley N° 249 dispuso que la asignación de zona ascenderá sólo a un 35%, estableciendo así una diferencia injustificada entre comunas que pertenecen a una misma provincia, con igual calificación de zona extrema y con idénticas condiciones sociales y económicas; 

3. Que el único factor que explicaría dicha diferencia en los porcentajes de la asignación de zona es que, al tiempo de la dictación del decreto ley N° 249, de 1974, no existía la Provincia de Palena como tal, perteneciendo las comunas de Chaitén, Futaleufú y Alto Palena a la Provincia de Chiloé -con una asignación de zona del 90%-, y la comuna de Hualaihué a la Provincia de Llanquihue -que tenía una asignación de zona del 35%-, no existiendo otros elementos de juicio que justifiquen la mencionada diferencia porcentual en las respectivas asignaciones de zona, y

4. Que, a mayor abundamiento, la localidad de Hualaihué se encuentra entre las comunas con aislamiento crítico según el informe denominado “Actualización, estudio, diagnóstico y propuesta para territorios aislados”, confeccionado por la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo (SUBDERE) del Ministerio del Interior y Seguridad Pública. Junto con lo anterior, su costo de vida es considerablemente más alto que el de otras comunas que cuentan con asignaciones de zona mayores, lo que hace aún más inexplicable la mantención del referido porcentaje en el 35%, en lugar del 90% que corresponde a las restantes comunas de la mencionada provincia.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República se sirva instruir al señor Ministro de Hacienda para el envío de una iniciativa legal que modifique el decreto ley N° 249, de 1974, con el objeto de que la asignación de zona que perciben los trabajadores de Hualaihué afectos a la escala única de remuneraciones se aumente al 90%, equiparándola a la que rige en las otras comunas de la Provincia de Palena.”.

_________
Proyecto de acuerdo de los Honorables Senadores señores Quinteros, Bianchi y De Urresti, con el que piden a S.E. la Presidenta de la República que se otorgue a los profesores de la comuna de Cochamó el bono de zona extrema, en virtud del protocolo de acuerdo suscrito por el Gobierno el 23 de noviembre

de 2013 y lo prescrito en la ley Nº 20.717


La Mesa anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.712-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 16 votos a favor y dos abstenciones.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz y Pérez San Martín y señores Araya, Bianchi, Chahuán, De Urresti, García, García-Huidobro, Guillier, Horvath, Navarro, Ossandón, Quinteros y Walker (don Patricio).

Se abstienen, los Honorables Senadores señores Pizarro y Zaldívar.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que la ley N° 20.212 modificó diversos cuerpos legales con el fin de incentivar el desempeño de funcionarios en zonas de difícil acceso y de severas condiciones de vida, creando un bono diferenciado por regiones que se paga trimestralmente a quienes viven y trabajan en las regiones de Arica y Parinacota, Tarapacá, Antofagasta, Aysén y Magallanes, la Provincia de Palena y la Isla de Chiloé, en la Región de Los Lagos, en la Isla de Pascua y en el Archipiélago de Juan Fernández;

2. Que la condición de zona extrema se reconoce a territorios geográficamente aislados, o con bajo nivel de accesibilidad, con escasa población y altamente dispersa, y en los que se observa una baja presencia y cobertura de los servicios públicos, lo que provoca para quienes viven en esas zonas, desventajas y desigualdades respecto de los habitantes del resto del país;

3. Que la comuna de Cochamó cumple largamente todos los requisitos señalados, por lo cual la Comisión Especial de Zonas Extremas la declaró como acreedora de los beneficios de zona extrema, indicando que los funcionarios públicos accederían a un bono, como incentivo, para que nuevos profesionales se trasladen a prestar servicios a dicha comuna, lo que permitiría una mejora sustancial en la calidad de vida de los más de 4.000 habitantes que hacen patria en dicho territorio;

4. Que en la comuna de Cochamó no hay hospital, notarías, ni oficinas del BancoEstado, entre otros servicios de los cuales carece. Sus calles no están asfaltadas y, en general, sus habitantes viven en condiciones propias del siglo pasado, con una agricultura de subsistencia. Asimismo, no obstante ser una de las principales productoras de salmones de la región, en la actualidad no hay fuentes laborales, lo que ha generado una importante migración hacia otros centros urbanos;

5. Que, con fecha 29 de noviembre del año 2013, el Gobierno de la época, la Central Unitaria de Trabajadores (CUT) y las organizaciones gremiales del sector público -entre ellas el Colegio de Profesores de Chile-, suscribieron un protocolo de acuerdo referido al reajuste de remuneraciones, al otorgamiento de bonos y a la mejora de las condiciones laborales, el cual se aplicaría a partir del mes de diciembre de dicho año 2013;

6. Que, en materia de bonificación de zonas extremas, el punto II del mencionado protocolo de acuerdo establece: “La mesa del Sector Público junto con el Gobierno acuerdan incorporar como beneficiarios de la bonificación de Zonas Extremas a que se refieren los artículos 3° de la ley N° 20.198, artículo 3° de la ley N° 20.250, artículo 13 de la ley N° 20.122, y artículo 30 de la ley N° 20.313, a los funcionarios que cumplen labores en la comuna de Cochamó”;

7. Que lo anterior resulta acorde con lo dispuesto en la ley N° 20.717, que contempló un reajuste del 5% respecto de las remuneraciones, asignaciones, beneficios y demás retribuciones en dinero para los trabajadores del sector público, a contar del 1 de diciembre de 2013. Asimismo, dicha normativa incorporó expresamente a la comuna de Cochamó como beneficiaria de la bonificación especial de los funcionarios que se desempeñan en zonas extremas;

8. Que, no obstante lo anterior, el Bono de Zona Extrema no fue entregado a los profesores de dicha comuna, toda vez que la Contraloría Regional de la República señaló que “no corresponde, porque se trataría de funcionarios municipales”;

9. Que ello no tiene ninguna justificación, ya que los mismos profesores recibieron los reajustes y otros beneficios que fueron otorgados a los empleados públicos, salvo, como se ha dicho, el mencionado bono, el cual, además, fue concedido a los funcionarios de la salud y a los asistentes de la educación, que también son funcionarios municipales, no existiendo, por tanto, el mismo razonamiento respecto de los profesores de Cochamó, y

10. Que por lo anteriormente expuesto resulta necesario revisar la situación de estos profesores, que se desempeñan en una zona cordillerana, fronteriza con Argentina, con severas condiciones de aislamiento, especialmente en sectores como Paso León, Segundo Corral, Llanada Grande, San Luis, Sotomó, entre otros, cuyas escuelas están en lugares apartados desde donde no es posible desplazarse diariamente hacia los centros urbanos.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República se sirva instruir al señor Ministro de Hacienda para que se otorgue a los profesores de la comuna de Cochamó el Bono de Zona Extrema, en virtud del protocolo de acuerdo suscrito por el Gobierno y por organizaciones gremiales con fecha 29 de noviembre de 2013 y lo prescrito en la ley N° 20.717.”.

_________
Proyecto de acuerdo de los Honorables Senadores señores Quinteros, Bianchi y De Urresti, con el que solicitan a S.E. la Presidenta de la República se reconozca y otorgue a los asistentes de la educación de Chiloé los beneficios establecidos en la ley Nº 20.655, de Zonas Extremas, y especialmente el bono de zona extrema


La Mesa anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.713-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 13 votos a favor y una abstención.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic y Pérez San Martín y señores Araya, Chahuán, De Urresti, Girardi, Horvath, Matta, Navarro, Ossandón, Quinteros y Walker (don Patricio).

Se abstiene, el Honorable Senador señor Pizarro.
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que la ley N° 20.655 estableció una serie de beneficios e incentivos especiales para las zonas extremas del país, específicamente, las regiones de Tarapacá, Arica y Parinacota, Aysén y Magallanes, además de las provincias de Palena y Chiloé, en la Región de Los Lagos;

2. Que, en el marco de estos incentivos especiales, en el año 2008 un grupo de diputados representantes de zonas extremas dieron origen a una iniciativa legal con el propósito de otorgar a los asistentes de la educación un bono que aumentara sus bajas remuneraciones;

3. Que, a partir de esta iniciativa, en la ley sobre reajuste de remuneraciones del año 2008 se fijó el pago de una bonificación especial no imponible al personal asistente de la educación que se desempeñara en zonas extremas. Dicha bonificación se contempló hasta el año 2010, por lo que volvió a ser incorporada en la respectiva ley para el reajuste de remuneraciones del año 2011, donde se fijó su pago hasta el año 2016;

4. Que, atendido a que los profesionales de la Provincia de Chiloé no fueron incluidos entre los beneficiarios de tal bonificación, como sí lo fueron los de la Provincia de Palena, posteriormente, tras numerosas reuniones, fueron incorporados al beneficio pero con una bonificación cuyo monto es mucho más bajo que la correspondiente a las restantes localidades extremas del país. Asimismo, es necesario destacar que este beneficio no se refiere al que reciben quienes prestan servicios en el Poder Judicial y en las Fuerzas Armadas, ni los funcionarios públicos del nivel centralizado y descentralizado, los municipales y los docentes;

5. Que, a pesar de ser considerada Chiloé como una zona extrema, el pago de esta bonificación especial no ha llegado de forma constante a sus beneficiarios, esto es, los asistentes de la educación que desempeñan sus labores en dicha comuna, y

6. Que debido a que Chiloé cumple con todas las características para ser considerada una zona extrema, debido a su geografía aislada, bajo nivel de accesibilidad, población escasa y altamente dispersa, además de una insuficiente cobertura de servicios públicos, es necesario asegurar el pago de esta bonificación especial para los asistentes de la educación que se desempeñan en esta zona, atendidas las difíciles condiciones de vida que enfrentan.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República se sirva instruir al señor Ministro de Hacienda para que se reconozca y otorgue a los asistentes de la educación de Chiloé los beneficios establecidos en la ley            N° 20.655, especialmente, el denominado Bono de Zona Extrema.”.

_________
Proyecto de acuerdo de los Honorables Senadores señores De Urresti, Girardi, Navarro, Quinteros, Rossi, Tuma y Walker, don Patricio, con el que solicitan al Ministro del Medio Ambiente, al Comité de Ministros por la Sustentabilidad y al Subsecretario para la Fuerzas Armadas que tomen conocimiento de los estudios científicos de diversos países sobre los masivos deshielos y el importante aumento del nivel  del mar en la Antártica, como consecuencia del alza de temperaturas, para incorporarlos en la elaboración y aplicación de políticas públicas en materias de iniciativa científica, institucionalidad civil y presencia militar en aquélla, y en la adopción de acuerdos internacionales


La Mesa anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente a los Boletines Nºs S 1.714-12 y S 1.722-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 15 votos a favor y una abstención.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz y Pérez San Martín y señores Araya, De Urresti, Guillier, Harboe, Horvath, Matta, Navarro, Ossandón, Pizarro, Quinteros y Walker (don Patricio).

Se abstiene, el Honorable Senador señor Zaldívar. 

- - -


Concluida la votación, manifiesta su intención de voto favorable el Honorable Senador señor Chahuán.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que entre los días 28 y 29 de febrero de 2008 se desprendió una placa de hielo de 570 kilómetros cuadrados en la plataforma de Wilkins, en el territorio antártico;

2. Que un monitoreo efectuado por el National Snow and Ice Data Center de Estados Unidos de América, que mantiene 19 puntos de observación en la Antártida, muestra que el límite norte de la plataforma de Wilkins empezó a retroceder desde mediados de los años ochenta y que, durante los últimos años, ha presentado diversos casos de desprendimiento, siendo el de marzo de 1998 el mayor registrado hasta la fecha, con 1.100 kilómetros cuadrados, superficie equivalente a la ciudad de Valdivia;

3. Que estos fenómenos de tan amplia magnitud -pero que para la sociedad chilena parecen ser imperceptibles o invisibles-, se estarían produciendo fundamentalmente por la variación de la temperatura en el continente antártico;

4. Que se estima que la viabilidad de una plataforma de hielo dice relación con su localización dentro de un área con una temperatura media anual inferior a 9 grados centígrados bajo cero;

5. Que, sin embargo, la detección de desprendimientos de témpanos gigantes y la destrucción de grandes áreas de plataformas de hielo ubicadas en el sector norte de la Península Antártica ha sido realizada en las últimas décadas casi en tiempo real, con lo cual el fenómeno sucede y se conoce de inmediato gracias a la cobertura y disponibilidad de las imágenes satelitales;

6. Que la comunidad científica interpreta esos cambios como indicadores de una respuesta de la Península Antártica al calentamiento global;

7. Que, de hecho, el área de la península ha experimentado un aumento de la temperatura media superficial anual del orden de los 2,5 grados Celsius en los últimos 50 años. Esta región se ha calentado casi siete veces más que el promedio global del planeta, equivalente a 0,74 grados Celsius en los últimos 100 años, de acuerdo con el Cuarto Informe del Panel Intergubernamental de la Organización de Naciones Unidas;

8. Que, en la actualidad, son numerosas las instituciones de diversos países, como España, Alemania, Gran Bretaña, Estados Unidos de América, que mantienen programas de monitoreo permanente para registrar y observar la magnitud de estos cambios;

9. Que, a pesar de que Chile fue el epicentro de la celebración del Año Polar Internacional 2007-2008, concebido como un gran programa internacional de investigación científica coordinada, interdisciplinario y con un marcado interés en potenciar las observaciones de las zonas polares del planeta (antártica y ártica), que se desarrolló entre marzo de 2007 y marzo de 2009, con el fin de aportar nuevos conocimientos y mayor comprensión a los procesos en ese ámbito y al desarrollo de nuevos sistemas de observación, o a la mejora de los existentes, la presencia de Chile en estas materias sigue siendo comparativamente menor;

10. Que la observación científica de la Antártida en las dos últimas décadas revela que el descongelamiento de los glaciares provocó en las costas del continente blanco un incremento del nivel del mar, superior en dos centímetros al del resto del planeta;

11. Que investigadores de la universidad británica de Southampton realizaron un reciente estudio publicado por Nature Geoscience en base al monitoreo de más de un millón de kilómetros cuadrados de territorio antártico, desde los satélites de observación terrestre, durante los últimos 19 años;

12. Que los científicos advirtieron que el incremento del nivel del mar es dos centímetros más elevado en la Antártida que el promedio de seis centímetros observado en el resto del planeta. La investigación fue realizada en estrecha colaboración por investigadores del Centro Nacional Oceanográfico y el Observatorio Antártico británicos;

13. Que, como consecuencia de lo anterior, la fusión del casquete polar antártico y de los hielos flotantes contribuyó a formar un exceso de 350 gigatoneladas de agua fresca en los océanos adyacentes, lo que ha conducido a una reducción de la salinidad, verificada en mediciones efectuadas desde los barcos que navegan en la región, y

14. Que además de las observaciones desde los satélites, los científicos realizaron simulaciones por computador del efecto de la fundición de los glaciares en el océano antártico. Los resultados de la simulación reflejaron, de manera precisa, lo observado en las imágenes reales suministradas por los satélites.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República se sirva instruir al señor Ministro del Medio Ambiente, al Comité de Ministros por la Sustentabilidad y al señor Subsecretario para las Fuerzas Armadas, que tomen conocimiento de los estudios que entidades científicas de diversos países han realizado respecto de los masivos deshielos y el importante incremento del nivel del mar debido al aumento de la temperatura en la Antártida, para incorporar dicha información en la elaboración de políticas públicas sobre la materia y en la adopción de decisiones en torno al apoyo a la iniciativa científica, al mejoramiento de la institucionalidad y a la presencia civil y militar en el continente blanco bajo jurisdicción nacional, así como en la suscripción de acuerdos internacionales referidos al tema.”.

_________
Proyecto de acuerdo de los Honorables Senadores señor Tuma, señoras Goic y Muñoz y señores Araya, Bianchi, De Urresti, Espina, Harboe, Horvath, Lagos, Matta, Ossandón, Quinteros y Walker, don Patricio, con el que solicitan a S.E. la Presidenta de la República el envío de una iniciativa legal que otorgue un aporte público directo a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras en la Ley de Presupuestos del año 2015 y que se transfiera su actual función recaudadora a la Tesorería General de la República


La Mesa anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.715-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 13 votos a favor y dos abstenciones.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz y Pérez San Martín y señores Araya, Chahuán, Harboe, Matta, Navarro, Ossandón, Prokurica, Quinteros y Walker (don Patricio).

Se abstienen, los Honorables Senadores señores Guillier y Pizarro.
- - -


Concluida la votación, manifiesta su intención de voto favorable el Honorable Senador señor De Urresti.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras (SBIF) es una institución autónoma, con personalidad jurídica, de duración indefinida, que se rige por el decreto con fuerza de ley N° 3, del Ministerio de Hacienda, de 1977, y se relaciona con el Gobierno a través de la mencionada Secretaría de Estado. Su financiamiento se concentra, en un 100%, en las instituciones que fiscaliza;

2. Que el Título I del citado decreto con fuerza de ley N° 3 establece que la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras tiene por mandato supervisar las empresas bancarias en resguardo de los depositantes u otros acreedores y del interés público, así como de otras entidades que señale la ley, velando por la estabilidad y buen funcionamiento del sistema financiero;

3. Que, dentro de sus atribuciones, le corresponde fiscalizar a las empresas cuyo giro consista en la emisión u operación de tarjetas de crédito o de cualquier otro sistema similar;

4. Que el objetivo principal de la SBIF es preservar la estabilidad del sistema financiero, a través de la disposición de información, supervisión, transparencia y atención de clientes; 

5. Que, asimismo, le corresponde aplicar e interpretar las disposiciones legales respectivas, dictar normas e instrucciones para el buen funcionamiento de las instituciones bajo su supervigilancia y fiscalizar el cumplimiento de tal normativa, así como también autorizar el funcionamiento de nuevas instituciones, la adquisición de paquetes significativos de acciones (más del 10% del total accionario) y la fusión de las entidades del rubro, y proteger el giro bancario;

6. Que, por tanto, la SBIF vela por el adecuado desempeño de las instituciones financieras bancarias y no bancarias en Chile, supervigilando el mercado  bajo los criterios de solvencia, riesgo y rentabilidad;

7. Que otra materia de gran importancia que se encuentra bajo la supervigilancia de la SBIF se refiere a la información y seguimiento de las tasas de interés de las operaciones de crédito en el mercado;

8. Que, en el cumplimiento de sus funciones, a la SBIF le corresponde fiscalizar a 128 instituciones, entre las que se destacan 18 bancos, 11 sociedades de apoyo al giro bancario, 17 emisores de tarjeta de crédito, 6 emisores de tarjetas no bancarias y 16 sociedades de garantías recíprocas;  

9. Que, no obstante las importantes funciones y atribuciones que tiene la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, dispone de un mecanismo de financiamiento anómalo, toda vez que la transforma en un organismo fiscalizador, regulador, interpretativo de la norma y, a su vez, recaudador de los recursos desde las entidades que supervigila;

10. Que el artículo 8° de la Ley General de Bancos establece que los recursos para el funcionamiento de esta Superintendencia serán de cargo de las instituciones fiscalizadas. Al efecto, dispone que la cuota que corresponda a cada institución será de un sexto de uno por mil semestral del término medio del activo de ellas en el semestre anterior, según lo que reporten los balances y estados de situación que esos organismos presenten;

11. Que el artículo 9° de la citada ley señala que el Superintendente recaudará los fondos con que las instituciones sometidas a su fiscalización deben contribuir al mantenimiento de la SBIF, y los depositará en el Banco del Estado. De esa cuenta girará para efectuar los gastos que demande el funcionamiento de dicha Superintendencia;

12. Que, a través de este procedimiento, la SBIF recauda $ 42.000 millones al año, en tanto que su ejecución presupuestaria asciende a $ 14.000 millones y el saldo es ingresado al Fisco;

13. Que dicho procedimiento no es concordante con las responsabilidades y funciones que debe cumplir, profesional y eficientemente, una entidad de tal naturaleza. Es claro que, si bien no existe argumento alguno para cuestionar su desempeño, se debe reconocer que el sistema de recaudación y aporte por parte de los fiscalizados para su financiamiento no contribuye a fortalecer la imagen y percepción como un organismo autónomo, y

14. Que otras instituciones reguladoras -como la Superintendencia de Salud, la de Administradoras de Fondos de Pensiones o la de Telecomunicaciones- son financiadas con aportes fiscales contemplados en la Ley de Presupuestos del Sector Público. La naturaleza pública del financiamiento de los organismos fiscalizadores o reguladores en nada afecta su independencia y autonomía para desarrollar las funciones que les encomienda la ley. Por tal motivo, no existe razón alguna para mantener en la SBIF la tarea de recaudación de los recursos que son utilizados para su financiamiento, menos aún si éstos exceden a sus requerimientos presupuestarios.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República que, con el fin de modificar el sistema de financiamiento de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, envíe a tramitación una iniciativa legal que transfiera la función recaudadora que actualmente cumple dicha entidad a la Tesorería General de la República. Asimismo, que disponga el otorgamiento de un aporte público directo a la SBIF en la Ley de Presupuestos del Sector Público, a contar del año 2015.”.

_________
Proyecto de acuerdo de los Honorables Senadores señora Goic y señores Matta y Walker, don Patricio, con el que piden a S.E. la Presidenta de la República que el proyecto de ley de presupuestos del próximo año consulte los recursos necesarios para la creación de oficinas de protección de derechos del adulto

mayor en cada región del país


La Mesa anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.716-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 16 votos a favor.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz y Pérez San Martín y señores Araya, Bianchi, Chahuán, De Urresti, García, Guillier, Horvath, Matta, Navarro, Ossandón, Pizarro, Prokurica y Walker (don Patricio).
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que el país está atravesando un escenario de transición demográfica avanzada hacia el envejecimiento de su población. Según el informe “Chile envejece: impactos políticos y sociales de este fenómeno”, de la investigadora del Programa Interdisciplinario de Estudios Gerontológicos de la Universidad de Chile, señora María Eugenia Morales, Chile actualmente tiene una tasa de crecimiento demográfico inferior al 1% al año, dato que se obtiene como resultado de combinar las tasas actuales de natalidad y mortalidad. Como consecuencia de lo anterior, se ha producido un aumento sostenido, a nivel nacional, de la población de adultos mayores, estimándose su incremento en un 45% para el año 2020. Sin ir más lejos, 13 de cada 100 chilenos son mayores de 60 años de edad;

2. Que, a raíz de estos cambios demográficos, muchos países han creado estatutos especiales para el referido grupo etario, tendencia que se extiende por casi dos décadas en Europa, donde no sólo se le asegura la satisfacción de las necesidades básicas, sino que se ha avanzado, en las últimas décadas, hacia la creación y materialización de políticas públicas concretas para este importante sector de la población;

3. Que Chile aún no ha emprendido suficientes medidas que atiendan las necesidades de los adultos mayores desde una perspectiva integral. Al respecto, uno de los principales desafíos al que debe hacer frente el país es la generación de políticas públicas de protección al adulto mayor, como respuesta al sinnúmero de situaciones en que ellos son actualmente discriminados. Su mayor fragilidad, la precariedad económica que muchas veces sufren y el abandono social y familiar, han hecho del adulto mayor un sujeto susceptible de ser discriminado en razón de su vejez, lo que lo ha situado en un especial estado de vulnerabilidad frente a situaciones de maltrato;

4. Que, a nivel nacional, existen estudios que indican que uno de cada tres adultos mayores sufriría algún tipo de maltrato. Así, en el año 2005 se dieron a conocer tres estudios efectuados, en épocas distintas, en Renca, Valdivia, Concepción y Temuco, los que arrojaron que más del 30% de los adultos mayores encuestados habían sufrido algún tipo de maltrato, en su gran mayoría de carácter psicológico. Dicha cifra, según los expertos, coincidiría con otras investigaciones llevadas a cabo en Argentina y Brasil. Asimismo, estos estudios revelaron que sobre el 60% de los adultos mayores no denuncia estos hechos porque no puede o no sabe hacerlo. Además, el maltrato no sería exclusivo de los adultos mayores dependientes, sino que cruzaría todos los estratos socioeconómicos y sobre el 35% de los agresores serían mujeres;

5. Que estas preocupantes cifras han dado origen a la implementación de Oficinas de Protección de Derechos del Adulto Mayor (OPDAM), conforme a un programa que busca promover los derechos de las personas mayores y desarrollar estrategias de prevención contra el maltrato a nivel comunal a través de una serie de acciones con enfoque comunitario y participativo, en pos de la promoción, difusión y protección de los derechos de los adultos mayores articulando redes locales, con un enfoque integral y psicojurídico;

6. Que, hasta el momento, este programa se ha definido como un plan piloto que se ha implementado en sólo dos comunas -San Antonio y Puente Alto-, siendo necesario que se extienda en todo el territorio nacional, creando a lo menos una OPDAM en cada una de las regiones del país, con especial énfasis en aquellas zonas con mayor porcentaje de población adulta mayor y que tengan altos índices de denuncias por maltrato;

7. Que ello permitiría extender las estrategias de protección a este grupo etario que actualmente se ejecutan mediante el Programa de Buen Trato al Adulto Mayor del SENAMA y, a su vez, paliar las carencias que revela en la actualidad dicho programa, el cual sólo cuenta con un profesional por cada región para atender los numerosos casos de maltrato de los que toman conocimiento constantemente, y

8. Que cabe hacer presente que esta iniciativa ha sido promovida por la Unión Comunal del Adulto Mayor de la comuna de Punta Arenas, cuyo presidente, señor Eleodoro Andrade, ha manifestado la necesidad de desarrollar espacios comunitarios de atención ambulatoria e integral, destinados a contribuir para la generación de condiciones que favorezcan una cultura de reconocimiento y respeto de los derechos de las personas mayores.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República que el proyecto de Ley de Presupuestos del Sector Público del próximo año consulte los recursos necesarios para la creación de Oficinas de Protección de Derechos del Adulto Mayor (OPDAM) en cada región del país, con especial énfasis en aquellos territorios con mayor porcentaje de población adulta mayor y que registran altos índices de denuncias por maltrato.”.

_________
Proyecto de acuerdo de los Honorables Senadores señor Chahuán, señoras Pérez San Martín y Von Baer y señores Bianchi, Girardi, Larraín, Moreira, Ossandón y Pérez Varela, con el que piden a S.E. la Presidenta de la República que se asignen los recursos necesarios en la glosa presupuestaria del año 2015, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, para los deudores habitacionales que no fueron beneficiados por falta de financiamiento, no obstante cumplir con los requisitos exigidos en el decreto supremo Nº 12, de 2011


La Mesa anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.717-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 17 votos a favor.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Pérez San Martín y Von Baer y señores Araya, Bianchi, Chahuán, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Horvath, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica y Quinteros.
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que es un hecho público y notorio la situación que afecta desde hace varios años a miles de deudores habitacionales que, por diversos motivos, no han podido pagar sus deudas, lo que ha derivado en la ejecución de las mismas mediante la venta de sus viviendas en pública subasta;

2. Que, para solucionar tan apremiantes situaciones, se han adoptado diversas medidas gubernamentales, tales como la dictación del decreto supremo N° 12, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, del año 2011, lo que permitió condonar las deudas a alrededor de mil cuatrocientos deudores y, asimismo, otorgar subvenciones para el pago de los respectivos dividendos a, aproximadamente, ochenta mil deudores;

3. Que, no obstante ello, muchos deudores que cumplían los requisitos exigidos por el citado decreto supremo no pudieron acceder a los beneficios contemplados en el mismo por no existir el financiamiento necesario para dicho propósito, según información proporcionada a los dirigentes de las organizaciones de deudores habitacionales por el Ministro de Vivienda y Urbanismo durante el Gobierno anterior, y

4. Que, en tal virtud, resulta necesario reparar esta injusta situación mediante la asignación de los recursos correspondientes en la glosa pertinente de la partida del Ministerio de Vivienda y Urbanismo del proyecto de Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2015, con el fin de no agravar más el aflictivo trance que afecta a los mencionados deudores.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República que se asignen en la respectiva glosa de la partida presupuestaria correspondiente al Ministerio de Vivienda y Urbanismo del año 2015, los recursos necesarios para solventar la aplicación del citado decreto supremo N° 12, de 2011, respecto de los deudores habitacionales que, no obstante cumplir con los requisitos exigidos por dicho decreto, no recibieron los beneficios contemplados en el mismo por falta de financiamiento.”.

_________
Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Chahuán, Bianchi y Prokurica, con el que solicitan a S.E. la Presidenta de la República que haga presente urgencia al proyecto de ley que crea bonificación para el repoblamiento y cultivo de algas (Boletín Nº 9.151-21) y formule indicaciones al mismo con el fin de asegurar el

financiamiento necesario


La Mesa anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.720-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 17 votos a favor.


Votan afirmativamente, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz y Pérez San Martín y señores Araya, Bianchi, Chahuán, De Urresti, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Horvath, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica y Quinteros.
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que el 14 de enero de 2014 fue ingresado a tramitación en la Honorable Cámara de Diputados el proyecto de ley, iniciado en Mensaje del Presidente de la República de la época, que crea bonificación para el repoblamiento y cultivo de algas, correspondiente al Boletín N° 9.151-21, el cual se encuentra radicado en la Comisión de Pesca, Acuicultura e Intereses Marítimos de la cámara de origen, sin que haya sido debatido hasta ahora;

2. Que, de acuerdo a lo expuesto en el Mensaje que origina dicho proyecto de ley, su objetivo es establecer un sistema de bonificación por parte del Estado para las empresas de menor tamaño que permita generar impactos positivos en la recuperación de la cobertura algal en las zonas de intervención, focalizando la referida bonificación en las micro y pequeñas empresas con el fin de que se aumente la biomasa de algas disponible, de importancia ecológica y económica existentes en el territorio nacional;

3. Que la industria alguera en Chile representa anualmente un volumen aproximado de 66.500 toneladas de algas secas (algas rojas y algas pardas) y del orden de 8.500 toneladas de extractos de algas refinados (agar, carrageninas y alginatos). Estas actividades industriales generan más de dos mil quinientos puestos formales de trabajo y ventas totales anuales cercanas a los trescientos millones de dólares;

4. Que, asimismo, es del caso señalar que los recursos de macroalgas costeras y sus productos derivados enfrentan una notable demanda, en tanto que las pesquerías de algas representan una creciente importancia económica y son una alternativa de desarrollo social. Estas macroalgas son recursos hidrobiológicos sésiles, intermareales o submareales someros, y su recolección o extracción la realizan 40.386 pescadores artesanales en todas las regiones del país, cuyas familias, en algunos casos, dependen total o parcialmente de esta actividad primaria;

5. Que si bien el proceso económico relativo a las actividades algueras está regulado por el marco normativo vigente para su ordenamiento o manejo, la recolección o extracción de algas, en la práctica, se ejerce con un libre acceso al recurso atendidas las dificultades propias de su fiscalización e inspección, lo que, junto con la facilidad de extracción que presentan las praderas naturales de algas, generan riesgos o proyectan niveles de sobreexplotación que tienen efectos perjudiciales para la biodiversidad del ecosistema y demás poblaciones bentónicas del litoral;

6. Que una iniciativa de fomento en esta materia se relaciona con el rol del Estado respecto de los beneficios socioeconómicos netos o con la modificación de la renta de los recolectores de orilla, algueros o buzos de apnea. Estos pescadores artesanales, mayoritariamente, son integrantes de comunidades costeras caracterizadas por la ruralidad, la vulnerabilidad de sus familias y por tener una economía de subsistencia, donde las algas son una fuente importante de ingresos, especialmente en los lugares o caletas con mayor aislamiento;

7. Que las macroalgas han sido utilizadas desde tiempos remotos como alimento humano y medicina popular, para consumo animal y como fertilizante agrícola. El uso de los polisacáridos de algas rojas (agar y carragenatos) y de algas pardas (alginatos) son básicos en la industria alimenticia, química y farmacéutica;

8. Que la mayoría de las especies de macroalgas de interés industrial se obtiene de la explotación de praderas naturales. Sin embargo, la creciente demanda industrial de materias primas ha generado niveles de sobreexplotación y, también, ha potenciado el desarrollo de métodos de cultivo como alternativa de recuperación y suministro de biomasa;

9. Que, por tanto, el cultivo nacional de las algas nativas se debe proyectar para alcanzar el uso integral de todos los espacios y áreas marinas donde sea posible desarrollar actividades de repoblación con algas, como asimismo, para lograr la expansión de las áreas aptas para el cultivo de las mismas, preferentemente las no utilizadas u ociosas, basados en el interés de potenciar el desarrollo del cultivo con el propósito de generar biomasas productivas de algas a lo largo todo el litoral, y

10. Que, para tal efecto, se requiere un adecuado financiamiento a fin de que el incentivo sea realmente eficaz, asegurando la conservación y la sustentabilidad de los recursos de algas en el largo plazo, y el incremento y mejoramiento del potencial alguero nacional como parte del crecimiento económico y social del sector pesquero artesanal y de la pequeña acuicultura, y asimismo, como forma de diversificar el esfuerzo de la pesca en otras pesquerías artesanales.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República que haga presente urgencia para la tramitación del proyecto de ley que crea bonificación para el repoblamiento y cultivo de algas, correspondiente al Boletín N° 9.151-21, y formule indicaciones al mismo con el fin de asegurar el financiamiento necesario para que la mencionada iniciativa legal cumpla su objetivo.”.

_________
Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores De Urresti, Lagos, Rossi, Tuma y Walker, don Patricio, con el que solicitan al señor Ministro del Medio Ambiente que en el marco del Protocolo de Montreal de 1987 se adopten medidas que aborden, entre otras materias importantes, la mantención del flujo de recursos financieros que el Fondo Multilateral requiere para gestionar la cooperación intergubernamental; la observación sistemática de la capa de ozono; el intercambio de información y la continuidad de una vigilancia estricta que evite el desarrollo de productos químicos y de tecnologías constitutivas de nuevos peligros para la preservación de aquella zona de la

estratósfera


La Mesa anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.721-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 13 votos a favor.


Votan afirmativamente, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz y Pérez San Martín y señores Araya, Chahuán, De Urresti, Guillier, Horvath, Navarro, Ossandón, Quinteros y Walker (don Patricio).

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:
“Considerando:

1. Que, el 16 de septiembre de 1987, veinticuatro países se reunieron con el auspicio del Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente (PNUMA) con el fin de firmar, por vez primera, el Protocolo de Montreal, relativo a las sustancias que agotan la capa de ozono. Después de veintisiete años, han ratificado el referido Protocolo 197 países, lo que lo ha convertido en el primer tratado de este tipo en lograr la ratificación universal. En estos años se han realizado enormes adelantos en esta materia, y así, mientras en 1987 la producción de sustancias controladas que agotan el ozono superaba los 1,8 millones de toneladas anuales, a fines del año 2010 esa cantidad se había reducido a unas 45.000 toneladas;

2. Que la capa de ozono actúa como escudo en la atmósfera superior protegiendo de la dañina radiación ultravioleta la vida en la Tierra. En el año 1974, los científicos descubrieron que las emisiones de clorofluorocarbonos (CFC) estaban agotando el ozono en la estratósfera. En 1985, los científicos observaron una reducción en el grosor de la capa de ozono por encima de la Antártida, lo que se conoció como el “agujero del ozono”. Investigaciones posteriores han demostrado que su agotamiento se produce en todos los continentes;

3. Que, mediante la Resolución N° 49/114, de 19 de diciembre de 1994, la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas proclamó el 16 de septiembre como el Día Internacional de la Preservación de la Capa de Ozono, para conmemorar la fecha en que se firmó en Montreal, en 1987, el mencionado Protocolo relativo a las sustancias que agotan la capa de ozono;

4. Que, en el año 2009, el Protocolo de Montreal y el Convenio de Viena fueron los dos primeros tratados internacionales de la historia en lograr la ratificación universal cuando Timor se convirtió en el país número 197 en ratificarlos. Con el nacimiento del país más joven del mundo, Sudán del Sur, en julio de 2011, perdieron por breve tiempo su condición de instrumentos ratificados universalmente, para recuperarla rápidamente cuando ese país los ratificó en enero de 2012;

5. Que aunque el agujero en la capa de ozono se ha formado principalmente sobre la Antártida, puede presentarse en otros sitios debido a la combinación única de condiciones de tiempo que favorecen las reacciones destructivas del ozono, junto con la aparición de la luz solar en primavera, especialmente del Hemisferio Sur. El agujero es tan extenso como los Estados Unidos de América y tan profundo como el Monte Everest. Ha crecido casi todos los años desde 1979. Los países más afectados en la región son Argentina, Chile y Uruguay;

6. Que el promedio diario del área del agujero de ozono ha sido calculado cada año, desde 1979 hasta el presente, durante los últimos diez días del mes de septiembre. Es en ese período que el alcance del agujero de ozono llega a su extensión máxima;

7. Que países como Estados Unidos de América han calculado que, para el año 2065, gracias a las medidas adoptadas para proteger y restaurar la capa de ozono, ese país habrá evitado 6,3 millones de muertes por cáncer de piel y la sociedad habrá ahorrado 4,2 billones de dólares en atención de salud;

8. Que Chile promulgó el Convenio de Viena para la protección de la capa de ozono mediante el decreto N° 719, publicado el 8 de marzo de 1990 y promulgó el Protocolo de Montreal a través del decreto N° 238, publicado el 28 de abril de 1990, ambos del Ministerio de Relaciones Exteriores. Con fecha 11 de diciembre de 2012 derogó el decreto N° 37, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 2007, que establecía normas aplicables a las importaciones de las sustancias agotadoras de la capa de ozono, los volúmenes máximos de importación y los criterios para su distribución. Asimismo, con fecha 23 de marzo de 2006 se publicó la ley N° 20.096, que estableció mecanismos de control aplicables a las sustancias agotadoras de la capa de ozono. El Servicio Agrícola y Ganadero (SAG), mediante Resolución N° 3.577, de 2006, estableció la obligación de declarar los usos del bromuro de metilo, y el Instituto de Salud Pública (ISP), mediante Resolución N° 1.059, de 2010, estableció el rotulado de inhaladores con CFC, y

9. Que pese a los magníficos resultados alcanzados hasta la fecha por los 197 Estados Parte en el Protocolo de Montreal, es necesario asumir que la labor en este ámbito está muy lejos de completarse, pues la recuperación de la capa de ozono demorará aún muchos años y obligará a concertar mayores esfuerzos para el logro de dicho objetivo.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República se sirva instruir al señor Ministro del Medio Ambiente para que, en el contexto del Día Internacional de la Preservación de la Capa de Ozono -16 de Septiembre-, se adopten las medidas necesarias para abordar los temas pendientes en esta materia, entre ellas, las siguientes:


a) Mantener el impulso y el financiamiento necesarios para eliminar la fracción final del metilbromuro y los CFC, tanto en países desarrollados como en aquellos en desarrollo.


b) Seguir gestionando el proceso de eliminación de estos elementos dañinos en todos los países, para asegurarse de que los usos permitidos de las sustancias que agotan la capa de ozono no se desvíen a usos ilícitos.


c) Mantener una vigilancia estrecha para resguardar que no surjan otros productos químicos o tecnologías que puedan constituir nuevos peligros para la capa de ozono.


d) Continuar vigilando el estado del ozono estratosférico para asegurarse de que efectivamente se esté logrando la recuperación prevista de la capa de ozono.


e) Seguir colaborando, en sinergia con otros acuerdos ambientales multilaterales, para garantizar que las medidas adoptadas para proteger la capa de ozono no tengan consecuencias no deseadas.”.

_________
Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señor García, señora Von Baer y señores Araya, Bianchi, Coloma, Chahuán, Espina, García-Huidobro, Lagos, Matta, Orpis, Ossandón, Prokurica y Walker, don Patricio, con el que piden a S.E. la Presidenta de la República que, en ejercicio de la facultad que le confiere el artículo 75 del decreto con fuerza de ley N° 850 del Ministerio de Obras Públicas, de 1997, se libere del pago de peajes a los vehículos policiales, carros de bomberos, ambulancias y otros móviles similares, en servicio de las funciones institucionales respectivas


La Mesa anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.724-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 20 votos a favor.


Votan a favor, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz y Pérez San Martín y señores Araya, Bianchi, Chahuán, García, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Horvath, Matta, Moreira, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Quinteros y Walker (don Patricio).

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que en reiteradas oportunidades han sido de conocimiento público los casos en que vehículos de emergencia, en pleno trayecto al lugar del suceso que deben socorrer, han debido detenerse para pagar los respectivos peajes o no han dispuesto del dinero necesario para hacerlo;

2. Que suele ser que, en las emergencias a las que concurren este tipo de vehículos, unos pocos segundos pueden representar la diferencia entre la vida y la muerte de las personas que se encuentran en peligro, y

3. Que, conforme a lo indicado en el oficio N° 1.090, de fecha 18 de agosto 2014, del Coordinador de Concesiones de Obras Públicas dirigido al Coordinador de Solicitudes de la Subsecretaría de Obras Públicas, cuya copia fue remitida a la señora Presidenta del Senado mediante oficio N° 2.394, de fecha 10 de septiembre de 2014, con la firma del señor Ministro de Obras Públicas, y de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 75 del decreto con fuerza de ley N° 850, del Ministerio de Obras Públicas, promulgado el año 1997 y publicado el año 1998, el Presidente de la República tiene la facultad para determinar qué vehículos no pagarán peaje.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República que, en ejercicio de la facultad que le confiere el citado artículo 75 del decreto con fuerza de ley N° 850, se libere del pago de peajes a los vehículos policiales, carros de bomberos, ambulancias y otros móviles similares, en servicio de las funciones institucionales respectivas.”.

_________
Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Bianchi, Araya, Chahuán, De Urresti, Guillier, Lagos, Prokurica y Walker, don Patricio, con el que solicitan a S.E. la Presidenta de la República que el Ministerio de Salud adopte medidas para incorporar en la atención primaria un número importante de médicos, incluidos profesionales extranjeros; asimismo, que incremente los recursos para personal operativo de los nuevos establecimientos hospitalarios y aumente la dotación de especialistas en el sector público


La Mesa anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.725-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 17 votos a favor.

Votan afirmativamente, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz y Pérez San Martín y señores Araya, Bianchi, De Urresti, García-Huidobro, Guillier, Horvath, Moreira, Navarro, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quinteros y Walker (don Patricio).
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que desde larga data el sistema de salud del país está al borde de su capacidad y, en varios casos, se ha visto superado, a pesar de los esfuerzos realizados en los últimos gobiernos. Es en esta línea que se ha manifestado la preocupación por las consecuencias que traen para las personas las falencias del sistema y la incapacidad del Estado para dar respuesta a uno de los principales servicios que requiere un país;

2. Que el tema estuvo hace poco tiempo en la palestra, cuando algunos actores del sistema se reunieron en julio pasado con el fin de atender la preocupante y creciente falta de médicos en la Atención Primaria de Salud. La urgente necesidad de sumar facultativos a los consultorios surgió a partir del llamado de alerta que realizó la Asociación Chilena de Municipalidades (ACHM), la que advirtió que, al estar casi el 92% de la atención primaria pública del país administrada por los municipios, éstos se ven imposibilitados de cubrir la demanda, especialmente, en los casos de emergencia sanitaria y, aún más, en las zonas extremas;

3. Que, entre los parámetros a considerar como causantes del déficit de profesionales, están el largo período que toma la formación de los médicos, la falta de financiamiento para el sector y lo poco atractiva que resulta la oferta desde el punto de vista económico versus el desarrollo de la carrera en el campo privado, el aumento de la población, la longevidad de la misma -con el consecuente aumento de las enfermedades-, y las malas condiciones en que muchas veces se trabaja en los hospitales públicos;

4. Que el problema de fondo es la seria falta de recursos. No es posible confundir a un médico con un misionero, muchos profesionales tienen una verdadera vocación por ayudar a las personas a recuperar, mantener y mejorar su salud, pero es ilógico esperar que aplacen sus propios intereses a costa de su tiempo y de las condiciones de vida de sus familias y que, además del período que ya trabajan de manera gratuita durante el internado, posterguen sus aspiraciones porque no hay financiamiento suficiente para el sector, sus empleados y el funcionamiento de las infraestructuras del mismo;

5. Que especialmente importante es atender a la escasez de profesionales en vista de los anuncios hechos en la cuenta pública del pasado 21 de mayo. Si bien se celebra que muchas localidades al fin contarán con hospitales e instalaciones idóneas, cabe preguntarse qué sentido tiene crear sólo la infraestructura si no existe personal que se haga cargo del respectivo servicio que debe prestarse;

6. Que un ejemplo dramático y cercano se presenta en Puerto Natales, una ciudad de alrededor de 25 mil habitantes, donde actualmente no hay pediatra y, además, sólo cuenta con un cirujano que, peor aún, ya anunció su salida del sistema. Frente a este tipo de realidades es necesario adoptar medidas, deseablemente de fondo, que permitan solucionar el problema desde sus bases, aunque sea de manera gradual pero, constante y real;

7. Que para atender este déficit que, según la Asociación Chilena de Municipalidades alcanzaría a 30 mil personas que no pueden ser atendidas, una de las soluciones sondeadas dice relación con la aplicación de mecanismos excepcionales que permitan habilitar a profesionales formados en el extranjero para desempeñarse en el servicio público antes de lograr su acreditación. Esto, visado por la Contraloría General de la República, se estima como una herramienta útil para incorporar a más profesionales. En razón de lo dicho, es dable considerar la posibilidad de ampliar este régimen de excepción, pero de manera temporal y cumpliéndose determinados requisitos pues, si bien se pretende que haya más médicos en las distintas regiones del país, igualmente se espera que éstos sean eficientes y tengan las condiciones profesionales idóneas para atender a la población;

8. Que, en este orden de ideas, la propuesta es que se permita el desempeño en el servicio público de los profesionales formados en el extranjero que se inscriban para dar el examen de habilitación pero, determinándose un plazo dentro del cual dicho examen deba ser rendido y aprobado, toda vez que, en ningún caso, debe bajar la calidad de la atención de salud;

9. Que, por otro lado, es imprescindible un aumento de los recursos destinados a mejoras remuneracionales pues se requiere una importante inyección de fondos para estabilizar el sector y atraer nuevos profesionales, tanto en el caso del personal médico como tratándose de enfermeras, dentistas y matronas;

10. Que si se aborda el escenario de los especialistas el tema se complejiza mucho más toda vez que la dificultad intelectual, la dedicación, el largo tiempo que se requiere y los altísimos costos que significa la formación de los mismos, hacen que estos profesionales sean aún más escasos y que, además, éstos suelan arrastrar deudas millonarias por la inversión que hicieron en estudios o que se encuentren vinculados a contratos que los cautivan durante años, luego de los cuales, y no sin fundamentos, los profesionales rehúyen el mundo público. En este ámbito, aún más grave es la situación en las regiones extremas del país, donde simplemente no se cuenta con especialistas y a las dificultades propias de vivir menos conectados, se suman los altos costos de los viajes por motivos de salud. Se requiere, entonces, crear una línea de acción que permita remediar estos graves problemas;

11. Que hoy en día el país está envuelto en una reforma histórica de la educación, la que debe tener lugar con altura de miras para hacer de Chile un país avanzado en dicha materia y comprometido con sus estudiantes. Sin embargo, y sin perjuicio de lo anterior, queda la inquietud respecto de qué tipo de atención en clase puede prestar un niño enfermo, qué tipo de productividad puede exigirse a trabajadores enfermos y qué calidad de vida pueden tener los adultos mayores enfermos, y

12. Que la salud es el presupuesto necesario de cualquier aventura, emprendimiento o desarrollo a que se aspire en la vida.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República se sirva instruir a la señora Ministra de Salud que se adopten las medidas que resulten pertinentes para:


a) Incorporar un número importante de profesionales médicos en la Atención Primaria de Salud, facilitando la habilitación de profesionales formados en el extranjero, bajo el cumplimiento de determinados requisitos.


b) Aumentar los recursos destinados a remuneraciones a fin de, por una parte, tener personal suficiente para hacer operativos los proyectos relacionados con nuevas instalaciones hospitalarias y, por la otra, incorporar más especialistas en el sistema público de salud.


c) Iniciar una reforma en materia de salud, considerando especialmente la situación de las zonas extremas y de las regiones con mayor déficit de profesionales en dicho ámbito.”.

_________
Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Ossandón, García-Huidobro y Guillier, con el que solicitan a S.E. la Presidenta de la República que el Ministerio de Justicia dicte el reglamento relativo a las condiciones del seguro de vida obligatorio para los funcionarios de

Gendarmería de Chile


La Mesa anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.726-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 19 votos a favor.


Votan afirmativamente, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz y Pérez San Martín y señores Araya, Bianchi, Chahuán, De Urresti, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Horvath, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica y Walker (don Patricio).
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que en la actualidad los funcionarios de Gendarmería de Chile cumplen sus funciones sin contar con un seguro de vida obligatorio que les resguarde de los riesgos que enfrentan en el ejercicio de sus labores, el que resulta muy necesario atendida la naturaleza de las mismas;

2. Que, en cambio, los funcionarios de Carabineros de Chile tienen la obligación de contratar un seguro, de conformidad a lo establecido en el número 7° del decreto con fuerza de ley N° 3.650, del Ministerio del Interior, promulgado y publicado el año 1927;

3. Que, con este propósito, los señores Óscar Benavides Millapán, Boris Henríquez Monsalve, Óscar Martínez Fredes y Felipe Rodríguez González, dirigentes de la Asociación Nacional de Funcionarios Penitenciarios, solicitaron un pronunciamiento de la Contraloría General de la República sobre la pertinencia de un seguro de vida obligatorio para los funcionarios de la institución a la que representan;

4. Que, en respuesta a dicha solicitud, el señor Contralor General de la República señaló, mediante oficio N° 68704, de fecha 5 de septiembre de 2014, que, según se desprende del inciso segundo del artículo 1° de la ley N° 7.996, el personal del Servicio de Prisiones “estará obligado a contratar un seguro de vida en su propia Mutualidad, de acuerdo a las condiciones que se contemplen en un reglamento que deberá dictar el Presidente de la República dentro del plazo de ciento veinte días, contado desde la fecha de vigencia de la presente ley”, y

5. Que, asimismo, el señor Contralor General hizo presente que el mencionado plazo fue ampliado por la ley N° 16.617, hasta el 1 de julio de 1967, para los efectos de dictar el citado reglamento, sin embargo, ello no ha sucedido hasta la fecha. Por tal motivo, los antecedentes fueron puestos en conocimiento del Ministerio de Justicia, de los propios recurrentes, de Gendarmería de Chile y del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República se sirva instruir al señor Ministro de Justicia para que se dicte el reglamento relativo a las condiciones del seguro de vida obligatorio para los funcionarios de Gendarmería de Chile.”.

_________
Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Montes, Girardi, Guillier y Pizarro, con el que piden a S.E. la Presidenta de la República que encomiende a los señores Ministro de Hacienda y Vicepresidente Ejecutivo de la Corporación de Fomento de la Producción evaluar la conveniencia de una modificación legal que amplíe el giro de la empresa Metro S.A., definido por la ley N° 18.772, para incorporar en aquél el transporte de pasajeros por diversos medios terrestres, no

necesariamente eléctricos, y la gestión inmobiliaria


La Mesa anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.727-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 8 votos a favor, 4 en contra y 2 abstenciones.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic y Muñoz y señores Araya, Guillier, Horvath, Pizarro y Quinteros.

Votan por la negativa, los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señores García-Huidobro, Orpis y Pérez Varela.

Se abstienen, los Honorables Senadores señores Chahuán y Prokurica.
- - -


Concluida la votación, manifiestan su intención de voto favorable los Honorables Senadores señores De Urresti y Navarro.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que, desde mediados de la década del 60, el crecimiento poblacional y la expansión de la ciudad de Santiago hicieron necesario que las autoridades se ocuparan en forma especial del transporte público, iniciándose los estudios para su modernización;

2. Que tras elaborarse diversos estudios técnicos, particularmente uno desarrollado por el consorcio BCEOM-SOFRETU-CADE, se recomendó la construcción de un tren subterráneo que uniera distintos puntos de la ciudad, en el marco de un sistema de transporte integrado que involucraba, además, una reformulación de los recorridos de buses existentes y un mejoramiento de la red vial. Con el primer objetivo, en el año 1968 se firmó el decreto que marca el nacimiento del Metro de Santiago. El proyecto quedó en manos de la Dirección General de Obras Públicas a través de su Dirección de Planeamiento;

3. Que a mediados de la década del 70 se inició la circulación de la Línea 1 y la construcción de una Línea 2, orientada hacia la zona sur de Santiago. Al finalizar la década de los 80, las referidas Líneas 1 y 2 se habían consolidado, la primera de ellas hasta Escuela Militar, en tanto que la segunda hasta Cal y Canto;

4. Que el 28 de enero de 1989 se publicó la ley N° 18.772, que autorizó la transformación de la anterior Dirección General de Metro, dependiente del Ministerio de Obras Públicas, en una sociedad anónima. Al efecto, el artículo 1º de dicho texto legal definió el giro de la empresa, autorizando al Estado para “desarrollar actividades empresariales de servicio público de transporte de pasajeros, mediante ferrocarriles metropolitanos urbanos y suburbanos u otros medios eléctricos complementarios y servicios anexos”. Asimismo, se ocupó de la conformación jurídica de la sociedad, los aportes económicos necesarios para su constitución y funcionamiento y declaró como accionistas a la Corporación de Fomento de la Producción (CORFO) y al Fisco, representado por el Ministerio de Hacienda;

5. Que, de acuerdo a lo previsto por el cuerpo legal citado, ambas entidades públicas constituyeron, mediante escritura pública, el 24 de enero de 1990, la sociedad denominada “Empresa de Transporte de Pasajeros Metro S.A.”. El extracto de la referida escritura pública se publicó posteriormente en el Diario Oficial y se inscribió en el Registro de Comercio del Conservador de Bienes Raíces de Santiago;

6. Que durante la década del 90 se retomó el plan original, ampliándose la red de transporte subterráneo hacia la zona sur oriente de la capital, con la construcción de la Línea 5 que, hacia el año 2000, conectó el centro de Santiago con la comuna de La Florida;

7. Que el año 2000 se decidió ampliar la red a través de la extensión de las líneas existentes. Así, la Línea 5 llegaría hasta Maipú, en tanto que la Línea 2 se prolongaría, hacia el sur, hasta la comuna de La Cisterna y, hacia el norte, hasta Américo Vespucio. Posteriormente, el año 2002, se anunció la nueva Línea 4 que aumentaría la cobertura entre Puente Alto y Tobalaba. Una última conexión, la Línea 4A, permitiría unir las Líneas 2 y 4;

8. Que en los últimos años se ha anunciado la construcción de dos nuevas líneas, la 3, entre Américo Vespucio, en la comuna de Huechuraba y La Reina, y la 6, entre Cerrillos y Providencia;

9. Que el año 2007 la empresa Metro S.A. se integró al Sistema de Transporte Urbano de Santiago, conocido como Transantiago, el que desde sus inicios ha tenido diversos problemas tanto en su funcionamiento como en su financiamiento. En esta materia, pese a los múltiples esfuerzos, persisten las falencias en la malla de recorridos y sus frecuencias, existiendo múltiples quejas en torno al cumplimiento de los estándares por parte de las empresas operadoras. Adicionalmente, subsiste un rango elevado de evasión del pago de pasajes;

10. Que el mejoramiento del sistema debería involucrar, tal como se pensó en el diseño de la década del 60, una combinación del mejoramiento de la red vial -incluyendo ahora nuevos desafíos como el transporte pedestre y las ciclovías-, con el tren subterráneo y la adecuada gestión del transporte colectivo terrestre, conformando un sistema integral y coordinado;

11. Que lo anterior requiere disponer de nuevos instrumentos y modalidades de gestión de la flota que permitan mejorar y coordinar el sistema. En ese sentido, la experiencia acumulada por Metro S.A. en materia de transporte urbano le permitiría acometer, si así se estimara necesario, el desafío de mejorar el sistema a través de complementar el tren subterráneo con buses, lo que ameritaría ampliar su giro, que hoy se restringe a ferrocarriles metropolitanos urbanos y suburbanos u otros medios eléctricos complementarios y servicios anexos;

12. Que, del mismo modo, la trayectoria de esta empresa en la proyección, construcción y explotación de su red como, asimismo, la enorme experiencia internacional en la gestión de este tipo de emprendimientos y en la planificación urbana demuestra que Metro S.A. es capaz de generar enormes plusvalías en el entorno que hoy son capturadas exclusivamente por los privados, quienes se benefician de ellas sin compartirlas, en general, con la ciudad, debido a la virtual inexistencia de mecanismos legales que tiendan a ello. Así se reconoce en el Reporte de Sustentabilidad 2011 que indica, entre los impactos positivos de la empresa y sus servicios, la generación de plusvalía en las propiedades del sector, con la consecuente valorización de éstas y, al mismo tiempo, el incremento de los precios del suelo, fortaleciendo el desarrollo inmobiliario en sectores aledaños a la red de Metro. Agrega dicho informe que el aumento de la plusvalía de bienes raíces asociado al desarrollo de Metro tiene tres etapas: el momento del anuncio de la creación de una nueva línea o de la ampliación de una ya existente, el período de su construcción y, finalmente, cuando ésta ya se encuentra operativa;

13. Que, en ese sentido, resulta también relevante promover la ampliación del giro de Metro S.A. a la gestión inmobiliaria, con el objeto de poder capturar directamente el mayor valor que genera, mediante la compra y venta de terrenos o la explotación comercial de inmuebles aledaños a su red, y

14. Que lo anterior, además de constituir una extensión lógica de la actividad que la empresa desarrolla, contribuiría a mejorar su capacidad de financiamiento para encarar la mantención y ampliación de la red.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República se sirva encomendar a los señores Ministro de Hacienda y Vicepresidente Ejecutivo de la Corporación de Fomento de la Producción evaluar la conveniencia de una modificación legal que amplíe el giro de la empresa Metro S.A., definido por la ley N° 18.772, para incorporar en aquél el transporte de pasajeros por diversos medios terrestres, no necesariamente eléctricos, y la gestión inmobiliaria.”.

_________
Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señor Matta, señora Goic y señores Araya, Horvath y Prokurica, con el que piden a S.E. la Presidenta de la República que adopte un conjunto de medidas administrativas y legales tendientes a apoyar a las víctimas del terrorismo en materias de salud, laboral, previsional y, asimismo, se establezca un fondo especial de responsabilidad civil

para que el Estado indemnice los daños ocasionados


La Mesa anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.728-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 15 votos a favor.


Votan afirmativamente, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic y Pérez San Martín y señores Araya, Chahuán, Guillier, Horvath, Matta, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Quinteros y Walker (don Patricio).

- - -


Concluida la votación, manifiesta su intención de voto favorable el Honorable Senador señor García-Huidobro.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:
“Considerando:

1. Que las personas que sufren las consecuencias de los actos de terrorismo y carecen de medios propios o de la protección de las leyes laborales para recuperarse de las consecuencias de los mismos se encuentran en completa indefensión, tal como quedó demostrado en el caso de la señora Marta Hernández, trabajadora de una empresa de aseo del Subcentro de la Estación Escuela Militar del Metro de Santiago, quien sufrió la pérdida de uno de sus dedos y expuso ante la prensa su falta de recursos para enfrentar su rehabilitación;

2. Que existe una natural preocupación ciudadana por la ocurrencia de diversos hechos de violencia, catalogados por la propia autoridad y sancionados por los tribunales de justicia como actos de terrorismo, especialmente por su impacto en personas que no tienen relación alguna con los propósitos de quienes colocan bombas o lanzan artefactos incendiarios en espacios públicos;

3. Que es necesario que el Estado cumpla con su deber constitucional de proteger la vida, la salud y los bienes de las personas, y que esta doctrina no se limite solamente a la prevención y al castigo de quienes los pongan en riesgo, sino que también comprenda la cobertura de los costos ocasionados por la acción del terrorismo en sus víctimas;

4. Que la realidad indica que, incluso en los casos en que los responsables son detenidos, procesados y condenados, no responden por los daños causados en la propiedad de las personas ni asumen los costos derivados de la atención médica y la rehabilitación por las lesiones provocadas;

5. Que, por ocurrir los atentados en lugares públicos, en muchas ocasiones se ven afectadas personas que no están cubiertas por seguros o, estándolo, el pago de la cobertura respectiva es tramitada de manera engorrosa, sin atención a la urgencia por reparar los daños materiales o propender a la recuperación física y psicológica de las personas, y

6. Que, del mismo modo, ninguna institución se hace cargo de compensar a las personas que sufren las consecuencias de los actos de terrorismo por los perjuicios que enfrentan desde el punto de vista del sufrimiento y la angustia que han experimentado, sin tener ninguna relación con los hechos, ni por la interrupción de sus actividades laborales que, en algunas oportunidades, puede significarles incluso la pérdida de sus empleos.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República que adopte un conjunto de medidas administrativas y legales tendientes a apoyar a las víctimas del terrorismo en materias de salud, laborales y previsionales, entre ellas, las siguientes:


a) Instruir al señor Ministro del Interior y Seguridad Pública y a la señora Ministra del Trabajo Previsión Social para la elaboración de un proyecto de reforma que consagre constitucionalmente el deber del Estado de brindar atención efectiva y oportuna a las víctimas de actos de terrorismo.


b) Disponer, del mismo modo, que el Ministerio de Salud, en conjunto con la Superintendencia de Valores y Seguros, proponga al Congreso Nacional una normativa para financiar el costo de la asistencia médica y, eventualmente, la asignación de pensiones de gracia o de invalidez, sea ésta parcial o total, con un incremento sobre el monto vigente como compensación por la falta de garantías en las condiciones de seguridad establecidas en la Constitución.


c) Instruir al señor Ministro de Hacienda para que se establezca un fondo especial de responsabilidad civil para que el Estado indemnice los daños de todo orden ocasionados por atentados terroristas, y para la recuperación de la infraestructura privada y pública afectada por dichos actos de violencia ocurridos en los espacios públicos.


d) Disponer que el Ministerio del Interior y Seguridad Pública elabore un instructivo para que las Intendencias Regionales acudan en pronta ayuda de las personas que sufren la pérdida de sus bienes y que deben enfrentar elevados gastos médicos para la recuperación y rehabilitación de su salud ante hechos de esta naturaleza.


e) Instruir a las señoras Ministras de Salud y del Trabajo y Previsión Social para que se realice una revisión exhaustiva de la legislación vigente en relación a las responsabilidades de las instituciones de salud y las previsionales, sean públicas o privadas, respecto de las personas que son víctimas de actos de violencia.”.

_________
Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señor Bianchi, señora Pérez San Martín y señores Chahuán, Horvath y Prokurica, con el que piden a S.E. la Presidenta de la República que adopte las medidas necesarias para la creación de jardines infantiles vespertinos y nocturnos


La Mesa anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.729-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 15 votos a favor.


Votan favorablemente, los Honorables Senadores señoras Allende, Muñoz y Pérez San Martín y señores Araya, Bianchi, Chahuán, De Urresti, García-Huidobro, Guillier, Horvath, Navarro, Ossandón, Prokurica, Quinteros y Walker (don Patricio).
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:


“Solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República tenga a bien instruir al señor Ministro de Educación adoptar las medidas necesarias para la creación de jardines infantiles que presten servicios en jornada vespertina y nocturna.”.

_________
Proyecto de acuerdo presentado por el Honorable Senador señor Ossandón, con el que solicita a S.E. la Presidenta de la República que el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones cree un programa nacional de coordinación y cooperación con plataformas informáticas de localización y planificación de trayectos para los medios de transporte públicos, los recorridos para ciclistas y los

servicios de colectivos y bicicletas públicas


La Mesa anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por el Honorable Senador precedentemente individualizado, correspondiente al Boletín Nº S 1.730-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 17 votos a favor.


Votan favorablemente, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz y Pérez San Martín y señores Araya, Chahuán, De Urresti, García, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Horvath, Matta, Navarro, Ossandón, Pérez Varela y Quinteros.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:


“Solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República tenga a bien instruir al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones para la creación de un programa de coordinación y cooperación con plataformas informáticas de localización y planificación de trayectos para los medios de transporte público, que tenga como objetivo:


a) Dar publicidad, mediante tales plataformas informáticas, a los recorridos de los medios de transporte público -buses y taxis colectivos-, en todas las ciudades del país.


b) Hacer difusión de los recorridos para ciclistas, y de las respectivas ciclovías, a nivel nacional y no sólo en algunas ciudades.


c) Incluir en los sistemas de combinación de medios de transporte a los servicios de taxis colectivos y bicicletas públicas, tal como en la actualidad se contemplan las estaciones intermodales para los servicios de buses y metro en algunas ciudades.”.

_________
Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señor Harboe, señora Muñoz y señores De Urresti y Tuma, con el que solicitan a S.E. la Presidenta de la República, tenga a bien, instruir al señor Ministro de Agricultura para que impulse el fortalecimiento institucional del Instituto de Investigaciones Agropecuarias, especialmente en las áreas de investigación y extensión, y al señor Ministro de Hacienda para que incorpore en el proyecto de ley de presupuestos del sector público, en actual trámite legislativo, recursos para su

correcto funcionamiento


La Mesa anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.731-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 14 votos a favor.


Votan afirmativamente, los Honorables Senadores señoras Allende, Muñoz y Pérez San Martín y señores Araya, Chahuán, De Urresti, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Horvath, Moreira, Navarro, Ossandón y Quinteros.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República:


a) Tenga a bien instruir al señor Ministro de Agricultura para que impulse el fortalecimiento del Instituto de Investigaciones Agropecuarias (INIA), especialmente en las áreas de investigación y extensión, disponiendo:


- La elaboración de un plan de contrataciones de capital humano calificado a fin de aumentar la dotación de personal experto en materia de investigación, ya que, considerando los retiros estimados entre los años 2014 y 2018, se espera una reducción de dicho personal en 36 investigadores, 18 profesionales de apoyo y técnicos, 11 administrativos y 40 operarios.


- La adopción de las medidas necesarias para mejorar el servicio de extensión del INIA, toda vez que, con la gran experiencia acumulada por este instituto, puede hacer un gran aporte en esta área, particularmente en capacitación de agentes de extensión.


b) Se sirva instruir al señor Ministro de Hacienda para que incorpore en el proyecto de Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2015, en actual trámite legislativo, los recursos necesarios para el correcto funcionamiento del INIA, que importan un gasto adicional de $ 3.000 millones durante el trienio 2015-2017.”.
_________
Proyecto de acuerdo presentado por la Honorable Senadora señora Allende, con el que pide a S.E. la Presidenta de la República el establecimiento de una política de normalización y regularización de extranjeros en situación migratoria irregular, para lo cual sugiere una pauta de criterios ordenadores


La Mesa anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por la Honorable Senadora precedentemente individualizada, correspondiente al Boletín Nº S 1.732-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 15 votos a favor.


Votan favorablemente, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic y Muñoz y señores Bianchi, Chahuán, De Urresti, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Horvath, Lagos, Moreira, Navarro, Ossandón y Quinteros.
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:


“Solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República el establecimiento de una política de normalización y regularización de extranjeros en situación migratoria irregular en Chile, aplicando la pauta de criterios ordenadores que sigue:


a) En primer lugar, atender las referidas circunstancias migratorias irregulares en función de razones humanitarias.


b) Regularizar la situación de los extranjeros cuyo respectivo núcleo familiar pueda verse afectado en razón de que alguno de sus integrantes es chileno, a fin de impedir la disgregación de la familia. 


c) Normalizar la situación de los extranjeros que hubiesen sido víctimas del delito de trata de personas, incluyendo a los miembros de su grupo familiar. Asimismo, excluir a quienes hayan sido condenados por algún delito contra las personas o los bienes, especialmente si se tratare de un ilícito de índole migratorio.


d) Atender el caso de los hijos de extranjeros nacidos en Chile que administrativamente hayan sido considerados como “hijos de extranjero transeúnte”, en inobservancia de la normativa vigente y del principio del ius soli.


e) Regularizar la situación de los extranjeros que efectúan un aporte a Chile, ya sea por encontrarse trabajando -con o sin contrato-, por estar estudiando o desarrollando emprendimientos. Ello estimulará el ingreso de los mismos al país por motivos laborales, académicos o de emprendimiento.


f) Finalmente, ratificar el “Acuerdo sobre Residencia para nacionales de los Estados Parte del MERCOSUR, Bolivia y Chile”, a fin de beneficiar a los connacionales de los Estados firmantes.”.
_________
Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Ossandón, Allamand, Bianchi, García-Huidobro y Guillier, con el que piden al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones que se incluya en los exámenes teóricos de obtención de licencias de conducir clases B y C el conocimiento

de las normas que rigen a los ciclistas


La Mesa anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.733-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 16 votos a favor y una abstención.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic y Muñoz y señores Bianchi, Chahuán, De Urresti, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Horvath, Lagos, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica y Quinteros.


Se abstiene, el Honorable Senador señor Matta.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:


“Solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República se sirva instruir al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones para que se incluya en los exámenes teóricos de obtención de licencias de conducir clases B y C, el conocimiento de las normas de la Ley de Tránsito que rigen a los ciclistas, a fin de promover la educación vial a dicho respecto.”.
_________
Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Ossandón, Bianchi, García-Huidobro y Guillier, con el que piden al señor Ministro de Hacienda que realice gestiones ante el Directorio del Banco del Estado de Chile para la eliminación de los cobros por giros, transferencias y consultas de saldo o, en su defecto, que establezca una cantidad de operaciones mensuales exentas de

pago


La Mesa anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.734-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 18 votos a favor.

Votan afirmativamente, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz y Pérez San Martín y señores Araya, Bianchi, Chahuán, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Horvath, Lagos, Matta, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica y Quinteros.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:


“Solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República tenga a bien instruir al señor Ministro de Hacienda a fin de que realice las gestiones pertinentes ante el Directorio del Banco del Estado de Chile para que evalúe la posibilidad de eliminar los cobros por giros, transferencias y consultas de saldo o, en su defecto, de establecer una cantidad de operaciones mensuales exentas de dicho pago.”.

_________
Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Prokurica, Bianchi, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Guillier, Horvath, Larraín, Matta y Montes, con el que solicitan a S.E. la Presidenta de la República que disponga las medidas necesarias para dar cumplimiento a las sentencias ejecutoriadas que obtuvieron 848 profesores de las comunas de Chañaral, Vallenar, Parral, Cauquenes, Chanco y Pelluhue, en contra de sus respectivas municipalidades, por la denominada “deuda histórica”

La Mesa anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.735-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 15 votos a favor.


Votan afirmativamente, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic y Muñoz y señores Araya, Bianchi, Chahuán, De Urresti, García, García-Huidobro, Horvath, Matta, Navarro, Ossandón, Prokurica y Quinteros.

- - - 

Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:


“Solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República se sirva disponer las medidas necesarias para dar cumplimiento a las sentencias ejecutoriadas que obtuvieron 848 profesores de las comunas de Chañaral, Vallenar, Parral, Cauquenes, Chanco y Pelluhue, en contra de sus respectivas municipalidades, por la denominada “deuda histórica”.”.

_________
Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señor Bianchi, señora Pérez San Martín y señores Chahuán, De Urresti, García, Horvath, Matta, Navarro, Ossandón, Prokurica y Quinteros, con el que solicitan a S.E. la Presidenta de la República que instruya a los señores Ministro de Hacienda y Director Nacional de Gendarmería de Chile, que en uso de sus facultades, adopten las medidas necesarias para la contratación de un seguro

de vida para los funcionarios de Gendarmería

La Mesa anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.740-12.

- - -


La Sala acuerda aprobarlo con la misma votación recaída en el Boletín Nº S 1.726-12.
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:


“Solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República tenga a bien instruir a los señores Ministro de Hacienda y Director Nacional de Gendarmería de Chile para que, en uso de sus facultades, adopten las medidas necesarias para la contratación de un seguro de vida para los funcionarios de la mencionada institución de seguridad, en los mismos términos que los existentes para Carabineros de Chile, la Policía de Investigaciones de Chile y las Fuerzas Armadas, considerando al efecto tanto su cuerpo de oficiales y suboficiales como su dotación de profesionales, auxiliares, técnicos y administrativos.”.

_________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que protege la libre elección en los servicios de cable, internet o telefonía, con segundo informe de las Comisiones de Economía y de Transportes y

Telecomunicaciones, unidas


La Mesa anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley que tiene el Boletín N° 9.007-03 y urgencia calificada de “simple”.

Añade que esta iniciativa fue aprobada en general en sesión de 10 de junio de 2014, y cuenta con un segundo informe de las Comisiones de Economía y de Transportes y Telecomunicaciones, unidas, que dejan constancia, para efectos reglamentarios, de que no hay artículos que no hayan sido objeto de indicaciones o de modificaciones.

Destaca que las Comisiones unidas efectuaron una serie de enmiendas al texto aprobado en general, la mayor parte de las cuales aprobaron por unanimidad, con excepción de aquellas que serán puestas en discusión y votación oportunamente.

Cabe recordar que las modificaciones acordadas unánimemente deben ser votadas sin debate, salvo que algún Honorable Senador solicite discusión y votación separada.


Finalmente, indica que la enmienda consistente en la incorporación de un artículo tercero transitorio incide en normas de rango orgánico constitucional.
- - -


Enseguida, el señor Secretario General subraya que las Comisiones de Economía y de Transportes y Telecomunicaciones, unidas, en su segundo informe, proponen efectuar las siguientes enmiendas al proyecto de ley aprobado en general:

ARTÍCULO ÚNICO


Sustituirlo por los siguientes:


“Artículo 1°.- Incorpórase a la ley N° 18.168, General de Telecomunicaciones, los siguientes artículos 7° ter y 7° quáter, nuevos:


“Artículo 7° ter.- En todo proyecto de loteo o de edificación conformado por varias unidades enajenables o de dominio exclusivo, estén o no acogidas al régimen de copropiedad inmobiliaria, debe velarse por la libre elección de cada unidad en la contratación y recepción de servicios de telecomunicaciones.


Para efectos de lo anterior, los proyectos que consideren instalaciones de telecomunicaciones deberán contar con la capacidad necesaria para que diversos operadores de telecomunicaciones puedan suministrar sus servicios en condiciones competitivas, de conformidad con la normativa técnica respectiva. La obligación rige tanto para instalaciones interiores como exteriores, independiente de la naturaleza de los bienes en que éstas se emplacen. 


El propietario o arrendatario de una unidad que forme parte de uno de estos proyectos, tendrá derecho a elegir libremente al o los proveedores de servicios de telecomunicaciones de su preferencia. Serán inoponibles los acuerdos o decisiones que prohíban el ingreso de empresas de telecomunicaciones adoptados por la asamblea de copropietarios, el Comité de Administración o el propietario, en su caso.


Artículo 7° quáter.- Para los efectos de lo dispuesto en el artículo anterior, los titulares de los referidos proyectos deberán inscribirlos en un registro público y electrónico que será implementado y mantenido por la Subsecretaría, con el objeto que los operadores de telecomunicaciones puedan adoptar las medidas pertinentes para prestar sus servicios en dicho proyecto. El cumplimiento de lo anterior deberá verificarse para efectos de la recepción definitiva de las obras.


Un reglamento dictado por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, con la concurrencia del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, regulará la forma de inscripción de los proyectos en el registro a que hace mención este artículo, la oportunidad en que ésta deberá llevarse a cabo, los supuestos que se encontrarían eximidos de dicha inscripción y la información que deberá acompañarse de cada proyecto, así como los aspectos técnicos que deberán cumplir las instalaciones con el objeto que en su construcción se asegure el libre acceso de los operadores de telecomunicaciones.”.


Artículo 2°.- Introducénse las siguientes modificaciones a la ley  N° 19.537, sobre Copropiedad Inmobiliaria:


1) Reemplázase, en la frase final del inciso segundo del artículo 7°, la frase “a que se refiere el inciso tercero del artículo 23”, por la frase “a que se refiere el inciso sexto del artículo 23”.


2) Modifícase el artículo 23 en el siguiente sentido:


a) Intercálase, en el inciso primero, a continuación de la frase “Serán funciones del administrador las que se establezcan en el reglamento de copropiedad y las que específicamente le conceda la asamblea de copropietarios, tales como cuidar los bienes de dominio común;”, la siguiente frase: “cerciorarse que la infraestructura de soporte de redes de telecomunicaciones no sea intervenida por terceros con el objeto o efecto de impedir el ingreso de distintos operadores de telecomunicaciones;”.


b) Intercálase, a continuación del inciso primero, el siguiente inciso segundo nuevo, pasando los actuales incisos segundo, tercero, cuarto, quinto y sexto a ser tercero, cuarto, quinto, sexto y séptimo, respectivamente: 


“La obligación de cerciorarse que la infraestructura de soporte de redes de telecomunicaciones no sea intervenida por terceros con el objeto o efecto de impedir el ingreso de distintos operadores de telecomunicaciones, es aplicable tanto al titular del proyecto durante el período que lo administre, como al administrador elegido por la asamblea de copropietarios. Del incumplimiento de esta obligación se derivará acción para el propietario o arrendatario que resulte afectado por el impedimento, quien podrá demandar la inmediata eliminación del mismo.”.


3) Agrégase el siguiente inciso segundo nuevo al artículo 29:


“No se podrán establecer, en el primer reglamento de copropiedad ni en sus modificaciones, disposiciones que prohíban el ingreso de empresas de telecomunicaciones. Asimismo, se prohíbe al titular del proyecto, recibir cualquier tipo de prestación por parte de las empresas de telecomunicaciones, o de sus personas relacionadas, que tenga por objeto financiar o construir instalaciones de telecomunicaciones, o la adopción de cualquier tipo de acuerdo destinado a asegurar alguna forma de exclusividad en la prestación de los servicios ofrecidos por aquellas. Esta última prohibición también será aplicable a la asamblea de copropietarios y al Comité de Administración.”.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS


Artículo Primero Transitorio.- Tratándose de edificios existentes, el propietario de cualquier unidad podrá requerir al administrador del edificio la ejecución de las obras necesarias para garantizar que pueda optar entre, al menos, dos proveedores en la contratación y recepción de servicios de telecomunicaciones.


Las obras que se requiera ejecutar para dar cumplimiento a lo señalado en el inciso precedente, requerirán acuerdo de la asamblea extraordinaria de copropietarios, el que sólo podrá ser denegado en caso que se pueda afectar la seguridad del edificio o condominio o su apariencia exterior. 


Con todo, cualquiera sea la naturaleza de las obras que se requiera ejecutar, éstas no podrán implicar un gasto extraordinario o adicional para la copropiedad, salvo que así se acuerde en asamblea extraordinaria de copropietarios.


Artículo Segundo Transitorio.- El propietario o arrendatario de una unidad, tendrá siempre derecho a elegir libremente al o los proveedores de servicios de telecomunicaciones de su preferencia, por lo que le serán inoponibles los acuerdos de exclusividad para el uso de las instalaciones de telecomunicaciones vigentes a la fecha de publicación de la presente ley.


Artículo Tercero Transitorio.- El o los nuevos proveedores de servicios de telecomunicaciones podrán hacer uso de las instalaciones exteriores existentes que permitan el acceso inmediato al respectivo edificio o condominio, tales como cámaras de ingreso u otras instalaciones de acceso directo, independientemente de su titularidad y de la naturaleza de los bienes en que aquéllas se emplacen, siempre y cuando ello no afecte la provisión de los servicios que a esa fecha se prestan. 


En caso de esgrimirse, respecto de las instalaciones de acceso al edificio o condominio, falta de capacidad y/o indisponibilidad para el ingreso de nuevos proveedores, el o los nuevos proveedores interesados deberán ofrecer alternativas de solución o de mitigación de riesgos, en cuyo caso el proveedor existente sólo podrá oponerse acreditando plausibilidad de afectación de sus servicios. En caso de desacuerdo entre las partes, sea por motivos técnicos o económicos, las controversias que se susciten serán resueltas por un árbitro arbitrador designado de la manera que establece el artículo 232 del Código Orgánico de Tribunales. El árbitro estará obligado a fallar en favor de una de las dos proposiciones de las partes, pudiendo en su caso establecer condiciones para materializar el acceso requerido. Sus honorarios serán de cargo de aquel proveedor cuya alegación sea totalmente desestimada o, en caso contrario, por partes iguales entre los intervinientes.


Los daños y perjuicios que se ocasionaren como consecuencia de la ejecución de las obras necesarias para el ingreso del o los nuevos proveedores, serán de responsabilidad de estos últimos, tanto frente a la comunidad como a los usuarios y el proveedor existente cuyos servicios se hubieren visto alterados, pudiendo el o los afectados recurrir ante la Subsecretaría de Telecomunicaciones en virtud del procedimiento de tramitación y resolución de reclamos del artículo 28° Bis de la Ley General de Telecomunicaciones.


Un reglamento del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones y del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, definirá un protocolo de actuación al que deberán ceñirse los proveedores de telecomunicaciones con motivo de esta materia, y el cual también le será aplicable a la Administración del edificio o condominio.


Artículo Cuarto Transitorio.- El Reglamento a que se refiere el artículo 7° quáter de la Ley N° 18.168 será dictado en el plazo máximo de 120 días contado desde la publicación de la presente ley y sus obligaciones serán exigibles a aquellos proyectos cuyos permisos se soliciten a partir de la entrada en vigencia de aquél.”. 

- - -


Enseguida, la señora Presidenta pone en votación las enmiendas unánimes propuestas por las Comisiones unidas, las que son aprobadas por 19 votos a favor.

Votan positivamente, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín y Von Baer y señores Araya, Bianchi, García, García-Huidobro, Guillier, Lagos, Larraín, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica y Quinteros.
- - -


Terminada la votación, manifiesta su intención de voto favorable el Honorable Senador señor Horvath.

- - -


Luego, se pone en discusión la modificación propuesta por las Comisiones unidas para incorporar un artículo 7° ter, nuevo, a la ley N° 18.168, y se ofrece la palabra a los Honorables Senadores señores Pizarro, Quinteros y Navarro.


Cerrado el debate y puesta en votación la enmienda señalada, es aprobada por 28 votos a favor.

Votan favorablemente, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Araya, Bianchi, De Urresti, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quinteros y Walker (don Patricio).


Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señores Orpis, Ossandón, Montes, Girardi y Harboe.

- - -


Posteriormente, se pone en votación la enmienda propuesta por las Comisiones unidas para consultar los artículos primero, segundo y tercero transitorios, nuevos, que es aprobada por 27 votos a favor, uno en contra y 5 abstenciones, de un total de 36 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto del artículo tercero transitorio del proyecto.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín y Van Rysselberghe y señores Allamand, Araya, Bianchi, De Urresti, Espina, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Montes, Moreira, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señores Ossandón, Montes y Navarro. 

Vota en contra, el Honorable Senador señor Orpis, quien fundamenta su decisión y hace expresa reserva de constitucionalidad respecto de las disposiciones propuestas.


Se abstienen, los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, Coloma, García-Huidobro y Larraín.


Fundamenta su abstención, el Honorable Senador señor Larraín.

- - -


Durante la votación interviene, debidamente autorizado, el señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones.
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Incorpóranse, en la ley N° 18.168, General de Telecomunicaciones, los siguientes artículos 7° ter y 7° quáter:


“Artículo 7° ter.- En todo proyecto de loteo o de edificación conformado por varias unidades enajenables o de dominio exclusivo, estén o no acogidas al régimen de copropiedad inmobiliaria, debe velarse por la libre elección de cada unidad en la contratación y recepción de servicios de telecomunicaciones.


Para efectos de lo anterior, los proyectos que consideren instalaciones de telecomunicaciones deberán contar con la capacidad necesaria para que diversos operadores de telecomunicaciones puedan suministrar sus servicios en condiciones competitivas, de conformidad con la normativa técnica respectiva. La obligación rige tanto para instalaciones interiores como exteriores, independiente de la naturaleza de los bienes en que éstas se emplacen.


El propietario o arrendatario de una unidad que forme parte de uno de estos proyectos tendrá derecho a elegir libremente al o a los proveedores de servicios de telecomunicaciones de su preferencia. Serán inoponibles los acuerdos o decisiones que prohíban el ingreso de empresas de telecomunicaciones adoptados por la asamblea de copropietarios, el Comité de Administración o el propietario, en su caso.


Artículo 7° quáter.- Para los efectos de lo dispuesto en el artículo anterior, los titulares de los referidos proyectos deberán inscribirlos en un registro público y electrónico que será implementado y mantenido por la Subsecretaría, con el objeto que los operadores de telecomunicaciones puedan adoptar las medidas pertinentes para prestar sus servicios en dichos proyectos. El cumplimiento de lo anterior deberá verificarse para efectos de la recepción definitiva de las obras.


Un reglamento dictado por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, con la concurrencia del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, regulará la forma de inscripción de los proyectos en el registro a que hace mención este artículo, la oportunidad en que ésta deberá llevarse a cabo, los supuestos que se encontrarían eximidos de dicha inscripción y la información que deberá acompañarse de cada proyecto, así como los aspectos técnicos que deberán cumplir las instalaciones con el objeto que en su construcción se asegure el libre acceso de los operadores de telecomunicaciones.”.


Artículo 2°.- Introdúcense en la ley N° 19.537, sobre copropiedad inmobiliaria, las siguientes modificaciones:


1) Reemplázase, en la oración final del inciso segundo del artículo 7°, la frase “a que se refiere el inciso tercero del artículo 23”, por la que sigue: “a que se refiere el inciso sexto del artículo 23”.


2) Modifícase el artículo 23 en los siguientes términos:


a) Intercálase, en el inciso primero, a continuación de la expresión “de dominio común;”, la siguiente frase: “cerciorarse que la infraestructura de soporte de redes de telecomunicaciones no sea intervenida por terceros con el objeto o efecto de impedir el ingreso de distintos operadores de telecomunicaciones;”.


b) Incorpórase, el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando los actuales incisos segundo, tercero, cuarto, quinto y sexto a ser incisos tercero, cuarto, quinto, sexto y séptimo, respectivamente: 


“La obligación de cerciorarse que la infraestructura de soporte de redes de telecomunicaciones no sea intervenida por terceros con el objeto o efecto de impedir el ingreso de distintos operadores de telecomunicaciones es aplicable tanto al titular del proyecto durante el período que lo administre, como al administrador elegido por la asamblea de copropietarios. Del incumplimiento de esta obligación se derivará acción para el propietario o arrendatario que resulte afectado por el impedimento, quien podrá demandar la inmediata eliminación del mismo.”.


3) Agrégase, en el artículo 29, el siguiente inciso segundo:


“No se podrán establecer, en el primer reglamento de copropiedad ni en sus modificaciones, disposiciones que impidan el ingreso de empresas de telecomunicaciones. Asimismo, se prohíbe al titular del proyecto recibir cualquier tipo de prestación por parte de las empresas de telecomunicaciones, o de sus personas relacionadas, que tenga por objeto financiar o construir instalaciones de telecomunicaciones, o la adopción de cualquier tipo de acuerdo destinado a asegurar alguna forma de exclusividad en la prestación de los servicios ofrecidos por aquéllas. Esta última prohibición también será aplicable a la asamblea de copropietarios y al Comité de Administración.”.
ARTÍCULOS TRANSITORIOS


Artículo primero.- Tratándose de edificios existentes, el propietario de cualquier unidad podrá requerir al administrador del edificio la ejecución de las obras necesarias para garantizar que pueda optar entre, al menos, dos proveedores en la contratación y recepción de servicios de telecomunicaciones. 


Las obras cuya ejecución sea necesaria para dar cumplimiento a lo señalado en el inciso precedente requerirán acuerdo de la asamblea extraordinaria de copropietarios, el que sólo podrá ser denegado en caso que se pueda afectar la seguridad del edificio o condominio o su apariencia exterior. 


Con todo, cualquiera sea la naturaleza de las obras que se requiera ejecutar, éstas no podrán implicar un gasto extra o adicional para la copropiedad, salvo que así se acuerde en asamblea extraordinaria de copropietarios.


Artículo segundo.- El propietario o arrendatario de una unidad tendrá siempre derecho a elegir libremente al o a los proveedores de servicios de telecomunicaciones de su preferencia, por lo que le serán inoponibles los acuerdos de exclusividad para el uso de las instalaciones de telecomunicaciones vigentes a la fecha de publicación de la presente ley.


Artículo tercero.- El o los nuevos proveedores de servicios de telecomunicaciones podrán hacer uso de las instalaciones exteriores existentes que permitan el acceso inmediato al respectivo edificio o condominio, tales como cámaras de ingreso u otras instalaciones de acceso directo, independientemente de su titularidad y de la naturaleza de los bienes en que aquéllas se emplacen, siempre y cuando ello no afecte la provisión de los servicios que a esa fecha se prestan. 


En caso de esgrimirse, respecto de las instalaciones de acceso al edificio o condominio, falta de capacidad o de disponibilidad para el ingreso de otros proveedores de los referidos servicios, el o los nuevos proveedores interesados deberán ofrecer alternativas de solución o de mitigación de riesgos, en cuyo caso el proveedor existente sólo podrá oponerse acreditando plausibilidad de afectación de sus servicios. En caso de desacuerdo entre las partes, sea por motivos técnicos o económicos, las controversias que se susciten serán resueltas por un árbitro arbitrador designado de conformidad con lo dispuesto en el artículo 232 del Código Orgánico de Tribunales. El árbitro estará obligado a fallar en favor de una de las proposiciones de las partes, pudiendo en su caso establecer condiciones para materializar el acceso requerido. Sus honorarios serán de cargo de aquel proveedor cuya alegación sea totalmente desestimada o, en caso contrario, por partes iguales entre los intervinientes.


Los daños y perjuicios que se ocasionaren como consecuencia de la ejecución de las obras necesarias para el ingreso del o los nuevos proveedores serán de responsabilidad de estos últimos, tanto frente a la comunidad como a los usuarios y al proveedor existente cuyos servicios se hubieren visto alterados, pudiendo el o los afectados recurrir ante la Subsecretaría de Telecomunicaciones en virtud del procedimiento de tramitación y resolución de reclamos del artículo 28 bis de la ley N° 18.168, General de Telecomunicaciones.


Un reglamento del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones y del Ministerio de Vivienda y Urbanismo definirá un protocolo de actuación al que deberán ceñirse los proveedores de telecomunicaciones con motivo de esta materia, el cual también será aplicable a la Administración del edificio o condominio.


Artículo cuarto.- El reglamento a que se refiere el artículo 7° quáter de la ley N° 18.168 será dictado en el plazo máximo de 120 días contado desde la publicación de la presente ley y sus obligaciones serán exigibles a aquellos proyectos cuyos permisos se soliciten a partir de la entrada en vigencia de aquél.”.

_________
Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que instaura el Día Nacional del Medio Ambiente, con informe de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales

La Mesa anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley precedentemente individualizado, correspondiente al Boletín Nº 9.330-12.

Destaca que la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales discutió este proyecto en general y en particular, por tratarse de aquellos de artículo único, y lo aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Espina, Moreira y Walker (don Patricio), con una modificación consistente en reemplazar la fecha propuesta por la Cámara de Diputados, 1 de octubre, por el día 2 del mismo mes.
- - -


Seguidamente, se pone en votación el proyecto, en general y en particular, con la enmienda señalada, que es aprobado por 17 votos a favor y 2 abstenciones.

Votan favorablemente, los Honorables Senadores señoras Allende, Muñoz y Von Baer y señores Allamand, Araya, Chahuán, Coloma, Espina, Girardi, Guillier, Lagos, Larraín, Navarro, Orpis, Ossandón, Prokurica y Quinteros.

Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Chahuán, Navarro, Quinteros y Girardi.


Se abstienen, los Honorables Senadores señores Montes y Walker (don Ignacio).

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de ley aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Institúyese el 2 de octubre de cada año como Día Nacional de Protección del Medio Ambiente.”.

_________
Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señoras Allende y Pérez San Martín y señores Espina, Harboe y Letelier, en primer trámite constitucional, que deroga los numerales 1.° y 2.° del artículo 497 del Código Civil, relativos a la incapacidad de ciegos y mudos para desempeñar toda clase de tutelas o curatelas, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento

La Mesa anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° 9.409-07. 


Añade que el objetivo principal del proyecto se enmarca en el propósito de eliminar de nuestro ordenamiento jurídico todo precepto que pugne con los principios que consagran la igualdad ante la ley y la no discriminación arbitraria, permitiendo la plena inclusión de todos los habitantes de la República y el pleno ejercicio de sus derechos fundamentales. En este caso, concretamente, se trata de derogar los numerales 1° y 2° del artículo 497 del Código Civil, que en la actualidad impiden que personas ciegas o mudas ejerzan tutelas y curadurías.

Destaca que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento discutió el proyecto sólo en general y consigna que, aun cuando se trata de una iniciativa de artículo único, propone aprobarla de igual manera. La referida Comisión aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Araya, Espina, Harboe y Larraín.
- - -


Luego, se pone en discusión en general el proyecto y se otorga la palabra a los Honorables Senadores señor Harboe y señora Allende.
- - -


En su alocución, la Honorable Senadora señora Allende pide recabar el acuerdo de la Sala a fin de dirigir un oficio a S. E. la Presidenta de la República, para que considere la formación de una comisión especial encargada de revisar, en el ordenamiento jurídico nacional, la existencia de normas que contemplen discriminaciones arbitrarias respecto de las personas con capacidades especiales. 


Se accede a lo solicitado y se le encomienda, además, a la Biblioteca del Congreso que efectúe un estudio sobre esta materia. Se acuerda, también, reiterar el oficio que se remitiera a la Primera Mandataria con motivo de la discusión del proyecto de ley que lleva el Boletín N° 9.372-07.
- - -


Cerrado el debate y puesto en votación en general el proyecto, es aprobado por 16 votos a favor.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende y Goic y señores Araya, Chahuán, De Urresti, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Orpis, Ossandón, Quinteros, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).


Fundamenta su voto positivo, el Honorable Senador señor De Urresti.

- - -


La Sala acuerda que el plazo de indicaciones sea hasta el día 3 de noviembre de 2014, a las 12:00 horas.

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado en general es el que se contiene en el primer informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, el cual se inserta íntegramente en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

Proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Navarro, en primer trámite constitucional, que prohíbe discriminación laboral frente a análisis genéticos, con informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social

La Mesa anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° 7.709-13. 


Añade que los principales objetivos del proyecto son:

- Establecer la prohibición de condicionar la contratación de trabajadores, su permanencia, promoción o movilidad en el empleo, a la ausencia o existencia de genes que evidencien la probabilidad de desarrollar enfermedades o anomalías físicas o psíquicas, prohibiendo asimismo la exigencia de exámenes en ese sentido.

- Contemplar la posibilidad de que el trabajador preste su consentimiento libre e informado para practicarse exámenes genéticos cuando se trate de asegurar que reúne las condiciones físicas o psíquicas necesarias para desarrollar faenas calificadas como peligrosas.

- Resguardar la intimidad del trabajador y garantizar un manejo reservado de sus datos genéticos, de acuerdo a la ley N° 19.628, sobre Protección a la Vida Privada.

Resalta que la Comisión de Trabajo y Previsión Social discutió este proyecto sólo en general, aprobando la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Muñoz y señores Allamand y Letelier.
- - -


Seguidamente, se pone en discusión en general el proyecto y se otorga la palabra a los Honorables Senadores señora Goic y señor Larraín. 

- - -


Luego, la señora Presidenta señala que ha concluido el Orden del Día, quedando pendiente el tratamiento de este asunto.

_________
PETICIONES DE OFICIOS


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señoras Allende, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Chahuán, De Urresti y Matta, han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


La señora Presidenta anuncia el envío de los oficios solicitados en conformidad con el Reglamento del Senado.

_________


Se levanta la sesión.
JOSÉ LUIS ALLIENDE LEIVA

Secretario General (S) del Senado

SESIÓN 56ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 15 DE OCTUBRE DE 2014


Presidencia de la titular del Senado, Honorable Senadora señora Allende, y, accidentalmente, de los Honorables Senadores señora Muñoz y señor Guillier.


Asisten los Honorables Senadores señoras Goic, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Concurren, asimismo, los Ministros subrogantes de Hacienda y de Minería, señores Alejandro Micco e Ignacio Moreno, respectivamente. Asiste, también, el Vicepresidente de Sustentabilidad de CODELCO, señor René Aguilar.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los subrogantes del Senado, señores José Luis Alliende Leiva y Julio Cámara Oyarzo, respectivamente.
_________


Se deja constancia de que se cuenta con 36 Senadores en ejercicio.

- - -

ACTAS


Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 52ª, ordinaria, de 7 de octubre; 53ª, especial, y 54ª, ordinaria, ambas de 8 de octubre, todas del presente año, que no han sido observadas.

_________

CUENTA

Oficios


De la Honorable Cámara de Diputados


Comunica que aprobó la proposición formulada por la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de ley que crea un registro voluntario de contratos agrícolas (Boletín Nº 8.829-01). 


- Queda para Tabla.

Del señor Ministro de Hacienda


Responde acuerdo del Senado, adoptado a proposición de los Honorables Senadores señores Chahuán, Bianchi, García, Lagos y Moreira, relativo a la posibilidad de incorporar en el proyecto que modifique la Ley sobre Casinos de Juego normas de prórroga al régimen de administración municipal de dichos establecimientos y de resguardo de los derechos laborales de los trabajadores que, al cese de aquélla, presten servicios en las empresas titulares de la concesión (Boletín N° S 1.675-12).


De la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social


Contesta acuerdo del Senado, adoptado a proposición de los Honorables Senadores señores Bianchi y Chahuán, relativo al envío de una iniciativa de ley que otorgue el subsidio establecido en el artículo 198 del Código del Trabajo al padre o a quien tenga el cuidado personal del menor (Boletín        N° S 1.677-12).


Adjunta comunicación enviada por la Superintendencia de Pensiones a la Superintendencia de Valores y Seguros, por ser ésta el órgano competente para conocer los antecedentes del caso de don Manuel Víctor Mancilla Rojel, fallecido el día el 14 de julio pasado; materia consultada en nombre del Honorable Senador señor Bianchi.

Del señor Ministro de Obras Públicas


Responde petición de información, formulada en nombre del Honorable Senador señor Matta, sobre la posibilidad de que la Dirección de Obras Hidráulicas ingrese en el Ministerio de Desarrollo Social los antecedentes de un proyecto de agua potable rural en el sector de La Puntilla, comuna de Longaví, insertos en el Plan de localidades “semiconcentradas”.


Atiende solicitud de información, hecha en nombre del Honorable Senador señor Navarro, respecto de la regulación sobre periodicidad y tramos de reajuste del precio de los peajes, particularmente de aquellos que gravan el acceso y la salida de comunas pequeñas, como Ránquil.


Contesta solicitud de información, efectuada en nombre de la Honorable Senadora señora Von Baer, relativa al contrato vigente de esa Secretaría de Estado con la empresa Somarco en materia de servicios de conectividad fluvial y lacustre en la Región de Los Ríos.

De la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo


Da respuesta a solicitud de información, enviada en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, sobre el catastro de campamentos existentes en la Región de Los Ríos y de las acciones implementadas por esa Secretaría de Estado.

Del señor Ministro de Agricultura


Da respuesta a solicitud de información, cursada en nombre del Honorable Senador señor Matta, sobre evaluación del programa de control obligatorio de la polilla de racimo de la vid en la Región del Maule, especialmente en las comunas de las provincias de Cauquenes y Linares.

Del señor Subsecretario General de Gobierno


Responde solicitud de información, cursada en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, respecto de la posibilidad de incrementar, en la Región de Los Ríos, el Fondo de Medios para el año 2015, por su importancia para mantener la identidad de los territorios y garantizar el debido pluralismo.

Del señor Superintendente del Medio Ambiente


Contesta solicitud de información, enviada en nombre del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, respecto del derrame de petróleo ocurrido en la bahía de Quintero, el día 24 de septiembre pasado, el daño ambiental ocasionado, así como los responsables del referido hecho.

Del señor Director del Servicio de Vivienda y Urbanización (T y P),

Región del Bío Bío


Atiende solicitudes de información, remitidas en nombre del Honorable Senador señor Navarro, respecto de proyectos de pavimentación de las calles Quinta Cocholgüe y Quinta Werner, en el sector Los Lagos, de la comuna de Tomé.


- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes


De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un aporte de capital extraordinario para la Corporación Nacional del Cobre de Chile y la autoriza para contraer endeudamiento (Boletín Nº 9.530-08) (con urgencia calificada de “suma”).


- En virtud del acuerdo de los Comités, queda para la Tabla de la presente sesión.


De la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que deroga el artículo 7° de la ley N° 19.632, dejando sin efecto el plazo para erigir un monumento en memoria de don Juan Amador Barrientos Adriazola (Boletín       N° 4.844-24).


- Queda para Tabla.

Moción


De los Honorables Senadores señores Navarro, Guillier y Lagos, con la que se da inicio a un proyecto de ley que modifica el artículo 3° del decreto ley N° 3.059, de 1979, para autorizar el cabotaje de pasajeros a cruceros de bandera extranjera, en los casos que señala (Boletín N° 9.656-15).


- Pasa a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.

Proyecto de acuerdo


De los Honorables Senadores señores De Urresti, Bianchi, Guillier y Navarro, con el que piden a S. E. la Presidenta de la República que instruya al señor Ministro de Relaciones Exteriores y a la señora Ministra Secretaria General de la Presidencia, que evalúen retomar la tramitación en el Congreso Nacional del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, “Protocolo de San Salvador” (Boletín Nº S 1.741-12).


- Queda para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

- - -


Durante el curso de la sesión, llega a la Mesa el siguiente documento:

Informe


De la Comisión de Ética y Transparencia, recaído en el proyecto de acuerdo que aprueba el Reglamento de los Registros de Agenda Pública y de Lobbistas y Gestores de Intereses Particulares y Públicos (Boletín N° S 1.742-09).


- Queda para Tabla.
- - -


Enseguida, el Honorable Senador señor Matta pide recabar el acuerdo de la Sala para fijar un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley que reconoce y da protección al derecho a la identidad de género (Boletín N° 8.924-07), hasta las 12:00 horas del día 3 de noviembre próximo.


Se accede a lo solicitado, debiendo presentarse las indicaciones en la Secretaría de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un aporte de capital extraordinario para la Corporación Nacional del Cobre de Chile y la autoriza para contraer endeudamiento, con informe de la Comisión de Hacienda

La Mesa anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia y solicita la venia de la Sala para el ingreso del Vicepresidente de Sustentabilidad de CODELCO, señor René Aguilar. Se accede.

El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° 9.530-08 y urgencia calificada de “suma”. 


Añade que el objetivo principal del proyecto es autorizar un aporte de capital extraordinario a la Corporación Nacional del Cobre de Chile (CODELCO), por hasta 3.000 millones de dólares, moneda de los Estados Unidos de América, con el objetivo de apoyar el financiamiento de los proyectos de inversión contenidos en su Plan de Negocios y Desarrollo (PND) para el período 2014-2018. Asimismo, facultar al Presidente de la República para contraer obligaciones, en el país o en el exterior, en moneda nacional o en monedas extranjeras, hasta por la cantidad de 3.000 millones de dólares.

Destaca que la Comisión de Hacienda discutió la iniciativa solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores García-Huidobro, Lagos, Montes, Prokurica y Zaldívar.
- - -


La señora Presidenta pone en discusión en general el proyecto y otorga la palabra a los Honorables Senadores señores Prokurica y Guillier.

Cerrado el debate y puesto en votación en general el proyecto, es aprobado por 33 votos a favor.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Quinteros, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Zaldívar, Orpis y García-Huidobro, señora Allende y señores García, Quinteros, Araya, Girardi, Walker (don Ignacio) y Harboe.

- - -


Concluida la votación, manifiesta su intención de voto favorable el Honorable Senador señor Prokurica.

- - -


La Sala acuerda que el plazo de indicaciones sea hasta el día 20 de octubre de 2014, a las 12:00 horas.

- - -


La señora Presidenta anuncia que este proyecto se incluirá en el primer lugar de la Tabla del próximo martes 21 de octubre, para su debate en particular.

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado en general es el que se contiene en el primer informe de la Comisión de Hacienda, el cual se inserta íntegramente en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________
Proyecto de acuerdo de los Honorables Senadores señora Allende y señores Guillier, Horvath, Orpis, Pizarro y Prokurica, con el que solicitan al Senado expresar su total rechazo a la agresión que sufrió el Ministro de Energía, señor Máximo Pacheco, el día martes 14 de octubre en San José de Maipo

La Mesa anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.743-12.

- - -


Puesto en discusión el proyecto, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Guillier, Orpis y García-Huidobro.


Cerrado el debate y puesto en votación el proyecto, es aprobado por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“El Senado ha tomado conocimiento de la agresión que sufriera el Ministro de Energía, señor Máximo Pacheco, en la tarde de este martes 14 de octubre, en la comuna de San José de Maipo, cuando opositores a la construcción de la central hidroeléctrica Alto Maipo se manifestaron a las afueras del municipio cordillerano, en circunstancias que el señor Ministro daba cuenta al Concejo Municipal del proyecto hidroeléctrico que se pretende construir en la zona.


Sobre el particular, por unanimidad, acordó expresar su repudio y total rechazo a la ocurrencia de actos de esta índole en el marco de la convivencia democrática y de recíproco respeto y consideración que debe inspirar y caracterizar la relación entre la ciudadanía y sus autoridades políticas.


Las legítimas diferencias que puedan existir acerca de determinados proyectos deben ser canalizadas y resueltas mediante los mecanismos constitucionales y legales establecidos al efecto. Ceder a la violencia no sólo debilita la institucionalidad, sino que además afecta las bases de confianza entre los involucrados para la continuidad de un diálogo fructífero y mutuamente enriquecedor y termina por descalificar los reclamos que la propia comunidad pueda tener.


Por otra parte, estos hechos de violencia son completamente incongruentes con los públicos esfuerzos y la nítida voluntad que ha orientado la labor del Ministro señor Pacheco desde que asumiera sus funciones ministeriales, en aras de promover la más amplia participación ciudadana en el ámbito de los proyectos energéticos.


Esa misma línea de trabajo es la que ha seguido esta Corporación, para la que el diálogo democrático amplio y transparente, así como el funcionamiento de nuestra institucionalidad, son los únicos instrumentos capaces de armonizar posiciones divergentes y solucionar los conflictos que puedan suscitarse en el seno de la sociedad.”.
_________
Proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Navarro, en primer trámite constitucional, que prohíbe discriminación laboral frente a análisis genéticos, con informe de la Comisión

de Trabajo y Previsión Social

La Mesa anuncia que corresponde continuar ocupándose del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° 7.709-13.
- - -


Continuando con la discusión en general del proyecto, la señora Presidenta otorga la palabra a los Honorables Senadores señores Navarro, Harboe y Orpis.

Cerrado el debate y puesto en votación en general el proyecto, es aprobado por 13 votos a favor y uno en contra.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz y Pérez San Martín y señores Araya, Chahuán, Girardi, Guillier, Harboe, Montes, Navarro, Pizarro y Quinteros.

Vota por la negativa, la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, quien fundamenta su decisión.

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado en general es el que se contiene en el primer informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social, el cual se inserta íntegramente en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

- - -


Enseguida, la señora Presidenta señala que ha concluido el Orden del Día de esta sesión.

_________
INCIDENTES


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señoras Goic y Van Rysselberghe y señores Bianchi, Chahuán, De Urresti, García, Guillier, Matta, Prokurica y Quinteros, han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en conformidad con el Reglamento del Senado.
- - -


Hacen uso de la palabra, los Honorables Senadores señores Navarro (en el tiempo de los Comités Independientes y Partido Movimiento Amplio Social, y Partido Socialista) y Quinteros (en el tiempo del Comité Partido por la Democracia e Independiente), quienes se pronuncian -o solicitan el envío de oficios- en relación con las materias que se consignan, detalladamente, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en conformidad con el Reglamento del Senado. 


Se deja constancia de que no hacen uso de su tiempo los Comités Partido Demócrata Cristiano e Independiente; Partido Renovación Nacional, y Partido Unión Demócrata Independiente e Independiente.

- - -


Se levanta la sesión.
JOSÉ LUIS ALLIENDE LEIVA

Secretario General (S) del Senado

D O C U M E N T O S
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OFICIO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, CON EL QUE COMUNICA QUE APROBÓ EL PROYECTO DE LEY QUE EXTIENDE LA COBERTURA DEL MECANISMO DE ESTABILIZACIÓN DE PRECIOS DE LOS COMBUSTIBLES CREADO POR LA LEY N° 20.765

(9.668-05)


Oficio Nº 11.552


VALPARAÍSO, 22 de octubre de 2014

Con motivo del mensaje, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de ley que extiende la cobertura del mecanismo de estabilización de precios de los combustibles creado por la ley N° 20.765, correspondiente al boletín N°9668-05, del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 20.765, que crea un nuevo Mecanismo de Estabilización de Precios de los Combustibles que Indica:

1) Agrégase en el inciso primero del artículo 1°, a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración: “Para los efectos de esta ley, tratándose de la gasolina automotriz, la expresión “combustible” o “combustibles” se entenderá referida a cada una de las gasolinas, independientemente de su octanaje, que se encuentren gravadas en su primera venta o importación con el impuesto específico establecido en la ley N° 18.502.”.

2) Intercálase en el  artículo 2° el siguiente inciso octavo, nuevo, pasando el actual inciso octavo a ser noveno y así sucesivamente:

“En el caso de las gasolinas automotrices, el precio de paridad a que se refiere el inciso anterior deberá determinarse para aquellas que tengan un precio representativo de un mercado internacional relevante. La determinación de la existencia de un precio representativo en un mercado internacional relevante será realizada por la Comisión Nacional de Energía con consulta a los productores e importadores nacionales.”.

3) Modifícase el artículo 3° en el siguiente sentido:

a) Intercálase en su inciso primero, entre la expresión “refiere” y la palabra “esta” la siguiente frase “el inciso primero del artículo 1° de”.

b) Agrégase en el número 1 del inciso primero, a continuación del primer punto seguido, la siguiente frase: “Tratándose de la gasolina automotriz, dicho precio base se determinará para aquellas a que se refiere el inciso octavo del artículo 2°.”. 

c) Agrégase en el inciso primero el siguiente numeral 8:

“8. Tratándose de mezclas de gasolina automotriz, el componente variable del impuesto específico será el resultado de un promedio ponderado de los componentes variables de cada una de las gasolinas que componen la mezcla, utilizando como ponderadores las proporciones que cada una de ellas represente en dicha mezcla.”.

d) Agrégase en su inciso tercero, a continuación del primer punto seguido, la siguiente oración: “Para el cálculo de la base imponible del impuesto al valor agregado, en el caso de mezclas de gasolina automotriz, se estará a lo dispuesto en el número 8 del inciso primero del presente artículo. El resultado de esta operación será la cantidad a deducir para los efectos de la determinación del impuesto referido.”.

4) Modifícase el artículo 4° en el siguiente sentido:

a) Agrégase, a continuación de la palabra “cero”, la siguiente expresión: “, en un plazo de hasta doce semanas. Esta convergencia se materializará multiplicando el componente variable del impuesto específico por un factor equivalente al resultado de la resta entre doce y el número de semanas transcurridas desde la fecha en que se haya estimado que se produjo la superación de los US$500 millones precitados, todo ello dividido por doce.”.
b) Reemplázase la expresión “a un ritmo tal que en un lapso de doce semanas no se acumule una diferencia adicional mayor al equivalente en pesos a US$ 100 millones, sobre la base del tipo de cambio vigente a dicha fecha.”, por la siguiente: “Con todo, si en dicho lapso se estima una diferencia adicional mayor al equivalente en pesos a US$ 100 millones, sobre la base del tipo de cambio vigente a esa fecha, el mecanismo finalizará su funcionamiento la semana en la que se haya acumulado dicha suma.”. 

c) Sustitúyese la expresión “Dicha estimación” por “La estimación que origine la convergencia”.

Artículo transitorio.- Las modificaciones introducidas por esta ley entrarán en vigencia el jueves siguiente a aquel en que se haya publicado en el Diario Oficial el decreto  modificatorio del reglamento de la ley N° 20.765.”.

******

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Aldo Cornejo González, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.

MENSAJE DE S.E. LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA CON EL QUE SE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE EXTIENDE LA COBERTURA DEL MECANISMO DE ESTABILIZACIÓN DE PRECIOS DE LOS COMBUSTIBLES CREADO POR LA LEY N° 20.765.

Santiago, 20 de Octubre de 2014

MENSAJE Nº 658-362/

Honorable Cámara de Diputados:

Tengo el honor de someter a vuestra consideración un proyecto de ley que extiende la cobertura del mecanismo de estabilización de precios de los combustibles, creado por la Ley N° 20.765.

I. FUNDAMENTOS DE LA INICIATIVA.
La Ley N° 20.765, de 2014, creó un nuevo Mecanismo de Estabilización de Precios de los Combustibles (MEPCO) que opera sobre la base de incrementos o rebajas al Impuesto Específico a los Combustibles, con el objetivo de lograr un mayor efecto estabilizador en los precios internos de los combustibles que los obtenidos por medio de los mecanismos previos.

En el caso de las gasolinas, por comercializarse distintos octanajes en el país, se utilizó como referencia, para activar el mecanismo, aquella que representó el mayor volumen de primera venta e importación en el año calendario anterior. De acuerdo con la información de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles (SEC), más del 50% de las ventas de gasolinas en 2013 correspondieron a gasolina de 93 octanos. 

Desde la entrada en operación del MEPCO se ha observado que, producto de la alta volatilidad del precio de la gasolina  automotriz de 97 octanos y, por consiguiente, de la de 95 octanos (mezcla de 93 y 97 octanos) así como su desacople respecto del precio de la gasolina automotriz de 93 octanos  si bien la variación de precio de estas últimas ha sido igualmente estabilizada su estabilización no ha logrado ser equivalente a la experimentada por las gasolinas de 93 octanos.

En razón de lo anterior, un grupo importante y transversal de H. diputados y senadores, especialmente aquéllos que integran la Comisión de Hacienda de ambas cámaras, solicitaron al Ejecutivo evaluar el fortalecimiento del MEPCO, con el fin de que la estabilización de las gasolinas de 95 y 97 octanos sea equivalente a la otorgada a la de 93 octanos. 

Efectuada dicha evaluación y con miras a lograr una mejor protección de los consumidores de gasolinas de 95 octanos, que representan una fracción relevante del consumo de gasolina automotriz en el país, se decidió impulsar esta iniciativa. Ahora, dado que la precitada gasolina es una mezcla entre las de 93 y 97 octanos, dicha protección alcanzará, en los mismos términos, también a esta última.

Mediante el presente proyecto se propone fortalecer el mecanismo de estabilización, actualmente en vigencia, haciendo que éste se active para fluctuaciones en el precio de cualquier gasolina o mezcla de ella que se encuentre gravada en su primera venta o importación con el impuesto específico establecido en la ley N° 18.502, independiente de su octanaje. 
Adicionalmente, en este proyecto se especifica la forma en que se hará converger el componente variable del impuesto específico a cero, en un plazo de hasta 12 semanas, luego de alcanzado el límite máximo de US$ 500 millones definido en la ley que creó el MEPCO. Esta convergencia se hará multiplicando el componente variable del impuesto específico por un factor equivalente al resultado de la resta entre doce y el número de semanas transcurridas desde la fecha en que se superaron los US$500 millones, todo ello dividido por doce.


En suma, mediante la presente iniciativa, el Gobierno fortalecerá la protección a los consumidores de gasolina automotriz, frente a importantes fluctuaciones de sus precios, producto de la dependencia del mercado internacional.

II. Contenidos del Proyecto de ley.

1. En primer término, se adecúan los artículos 1°, 2° y 3° de la ley N° 20.765 con el objeto de precisar que el mecanismo de estabilización de precios internos de los combustibles, creado por la precitada ley, se aplicará para cualquier gasolina automotriz que se encuentre gravada con el impuesto específico a que se refiere la ley N° 18.502, independiente de su octanaje. Adicionalmente, se incorpora una regla especial para la aplicación del mecanismo en el caso de mezclas de gasolinas.
2. En segundo lugar, se modifica el artículo 4° de la ley en comento,93 que define la convergencia del impuesto específico variable a cero cuando se estima que se ha alcanzado una diferencia en recaudación de US$500 millones, por la operación del mecanismo. De esta manera se precisa la forma en que operará el MEPCO durante las doce semanas posteriores a que se alcance el límite máximo citado anteriormente. Esta convergencia se materializará multiplicando el componente variable del impuesto específico por un factor equivalente al resultado de la resta entre doce y el número de semanas transcurridas desde la fecha en que se estima se superó el límite máximo precitado, todo ello dividido por doce. Con todo, si en dicho lapso se acumula una diferencia adicional mayor a US$ 100 millones, el mecanismo finalizará su funcionamiento la semana en que se estime se haya acumulado dicha suma. 

3. Por último, mediante un artículo único transitorio se precisa la fecha de entrada en vigencia de las modificaciones propuestas.

En consecuencia, tengo el honor de someter a vuestra consideración el siguiente:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo Único.-
Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 20.765, que crea un nuevo Mecanismo de Estabilización de Precios de los Combustibles que Indica:

1)
Agrégase en el inciso primero del artículo 1°, a continuación del punto (.) aparte que pasa a ser punto (.) seguido, la siguiente oración, nueva:


“Para los efectos de esta ley, tratándose de la gasolina automotriz, la expresión “combustible” o “combustibles” se entenderá referida a cada una de las gasolinas, independiente de su octanaje, que se encuentre gravada en su primera venta o importación con el impuesto específico establecido en la ley N° 18.502.”.

2)
Intercálase el siguiente inciso octavo nuevo en el  artículo 2°, pasando el actual inciso octavo a ser noveno y así sucesivamente:


“En el caso de las gasolinas automotrices, el precio de paridad a que se refiere el inciso anterior deberá determinarse para aquéllas que tengan un precio representativo de un mercado internacional relevante. La determinación de la existencia de un precio representativo en un mercado internacional relevante será realizada por la Comisión Nacional de Energía con consulta a los productores e importadores nacionales.”.

3)
Modifícase el artículo 3° en el siguiente sentido:


a)
Intercálase en su inciso primero, entre la expresión “refiere” y la palabra “esta” la siguiente frase “el inciso primero del artículo 1° de”.


b)
Agrégase en el número 1 del inciso primero a continuación del primer punto (.) seguido la siguiente frase: “Tratándose de la gasolina automotriz, dicho precio base se determinará para aquéllas a que se refiere el inciso octavo del artículo 2°.”. 



c)
Agrégase en el inciso primero el siguiente numeral 8 nuevo, del siguiente tenor:



“8. Tratándose de mezclas de gasolina automotriz, el componente variable del impuesto específico será el resultado de un promedio ponderado de los componentes variables de cada una de las gasolinas que componen la mezcla, utilizando como ponderadores las proporciones que cada una de ellas represente en dicha mezcla.”.


d)
Agrégase en su inciso tercero a continuación del primer punto (.) seguido la siguiente oración, nueva:



“Para el cálculo de la base imponible del impuesto al valor agregado, en el caso de mezclas de gasolina automotriz, se estará a lo dispuesto en el número 8 del inciso primero del presente artículo. El resultado de esta operación será la cantidad a deducir para los efectos de la determinación del impuesto referido.”.

4)
Modifícase el artículo 4°, en el siguiente sentido:


a)
Agrégase a continuación de la palabra “cero”, la siguiente expresión: “, en un plazo de hasta doce semanas. Esta convergencia se materializará multiplicando el componente variable del impuesto específico por un factor equivalente al resultado de la resta entre doce y el número de semanas transcurridas desde la fecha en que se haya estimado se produjo la superación de los US$500 millones precitados, todo ello dividido por doce.”.


b)
Reemplázase la expresión “a un ritmo tal que en un lapso de doce semanas no se acumule una diferencia adicional mayor al equivalente en pesos a US$ 100 millones, sobre la base del tipo de cambio vigente a dicha fecha.”, por la siguiente: “Con todo, si en dicho lapso se estima una diferencia adicional mayor al equivalente en pesos a US$ 100 millones, sobre la base del tipo de cambio vigente a esa fecha, el mecanismo finalizará su funcionamiento la semana en la que se haya acumulado dicha suma.”. 


c)
Sustitúyese la expresión “Dicha estimación” por “La estimación que origine la convergencia”.”.
Artículo Transitorio.- Las modificaciones introducidas por la presente ley entrarán en vigencia el jueves siguiente a aquél en que se haya publicado en el Diario Oficial el Decreto  modificatorio del Reglamento de la ley N° 20.765.”.
Dios guarde a V.E.,

(Fdo.): Michelle Bachelet Jeria, Presidenta de la República.- Alberto Arenas De Mesa, Ministro de Hacienda.- Máximo Pacheco Matte, Ministro de Energía.
2

INFORME DE LA COMISIÓN DE INTERESES MARÍTIMOS, PESCA Y ACUICULTURA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE ESTABLECE EXCEPCIÓN PARA LA PESCA ARTESANAL CON LÍNEA DE MANO DE LA ESPECIE JUREL Y QUE MODIFICA REGULACIÓN PARA ESTABLECIMIENTO DE AMPLIACIÓN DE RÉGIMEN DE ÁREAS DE MANEJO Y EXPLOTACIÓN DE RECURSOS BENTÓNICOS

(9.097-21)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura tiene el honor de informar respecto del proyecto de ley individualizado en el rubro, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el señor Presidente de la República, para cuyo despacho se ha hecho presente calificación de urgencia en el carácter de “suma”.


Cabe destacar que esta iniciativa de ley fue discutida sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento del Senado.


A una o más de las sesiones en que la Comisión  analizó este proyecto de ley asistieron, además de sus miembros, el Honorable Senador señor Letelier, el señor Alejandro González, Asesor Jurídico del Subsecretario de Pesca; el señor Mario Acevedo Encargado de Recursos Pelágicos, Departamento de Pesquería de la Subsecretaría Pesca; el señor Jorge Toro Da´Ponte, Subdirector Pesquerías de Sernapesca; la señora María Ilabaca Toledo, Asesora legislativa Sernapesca; el señor Pablo Berazalule, Asesor legislativo Ministerio Economía; el señor Aldo Rojas Asesor de la Honorable Senadora señora Goic; el señor Antonio González, Encargado Unidad Recursos Bentónicos Subsecretaría de Pesca; y el señor Santiago Gacitúa, asesor de la Honorable Senadora señora Muñoz.
- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO


Modificar la Ley General de Pesca y Acuicultura en los artículos pertinentes, para establecer una excepción a la cuota global de captura respecto de la extracción de jurel que realicen los pescadores artesanales con línea de mano a bordo de embarcaciones artesanales de hasta 12 metros de eslora.


Permitir que se puedan seguir estableciendo aquellas áreas de manejo y la ampliación de las mismas, que fueron solicitadas con anterioridad a la ley N° 20.657, normativa que también se propone modificar en su artículo vigésimo segundo transitorio.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

El artículo 1° numerales 5) y 10) son normas de quórum calificado conforme con lo dispuesto el artículo 19 N° 23 de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 66 inciso tercero de la misma Carta Fundamental.
- - -
ANTECEDENTES

Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

 ANTECEDENTES JURÍDICOS


1.- Ley N° 18.892, Ley General de Pesca y Acuicultura, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado mediante decreto supremo N° 430, de 1992, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción.

2.- Ley N° 20.657, que modifica en el ámbito de la Sustentabilidad de Recursos Hidrobiológicos, Acceso a la Actividad Pesquera Industrial y Artesanal y regulaciones para la Investigación y Fiscalización, la Ley General de Pesca y Acuicultura contenida en la Ley N°18.892 y sus modificaciones.  

ANTECEDENTES DE HECHO


El Mensaje de Su Excelencia el señor Presidente de la República hace presente que antiguamente respecto de los Límites Máximos de Captura por Armador, la normativa disponía una excepción para la actividad pesquera artesanal que se ejercía con línea de mano respecto de la especie jurel, la cual tenía por objeto reconocer una actividad de subsistencia que siempre se realizó sobre este recurso y que no afectaba la sustentabilidad del mismo.


Enseguida señala que en la ley N° 20.657, que modificó la Ley General de Pesca y Acuicultura, no quedó contemplada una disposición similar a la antes descrita, produciéndose hoy en día, en la práctica, una situación que afecta a los pequeños pescadores artesanales que realizan la extracción con el arte de pesca línea de mano sobre el recurso Jurel, con una finalidad de subsistencia.

Hace hincapié en que dicha normativa estableció diversos cambios al régimen de las áreas de manejo y explotación de recursos bentónicos, destacando, entre otras, la derogación de las patentes que debían pagar las organizaciones de pescadores artesanales titulares de estas áreas.

Indica que el referido cuerpo legal incorporó un artículo transitorio cuya intención era no entregar nuevas áreas de manejo durante el plazo de tres años desde la entrada en vigencia de la ley, permitiéndose solamente que durante este plazo se resolvieran las solicitudes de nuevas  áreas y ampliaciones a las mismas presentadas con anterioridad a la ley N° 20.657, agregando a las presentadas durante los primeros seis meses de vigencia de dicha ley.

No obstante lo anterior, enfatiza que la redacción final del artículo vigésimo segundo transitorio de la ley N° 20.657 dispone que no se otorgarán nuevas áreas de manejo ni ampliaciones a las mismas durante el plazo de tres años a contar de la entrada en vigencia de dicha ley, pese a que después agrega que en ambos casos se considerarán ingresadas, para efectos de la ley, todas aquellas solicitudes presentadas hasta seis meses después de la entrada en vigencia de la misma, sin establecer ningún tipo de excepción respecto de estas últimas.  
- - -
  DISCUSIÓN EN GENERAL


Al iniciarse el estudio del proyecto de ley en informe, la Comisión escuchó los planteamientos del Ejecutivo, a través del señor Alejandro González, Asesor Jurídico del Subsecretario de Pesca, quien destacó que la intención primordial de la iniciativa en discusión consiste en subsanar algunos defectos de índole formal que se contienen en la ley N° 20.657, junto con restituir a los pescadores artesanales el derecho de poder  capturar la cuota de jurel en embarcaciones menores a 12 metros con línea de mano, exceptuándose de la cuota global. Si bien esto estaba contenido en la ley N°19.713, dijo que resultó derogado al dictarse la ley N° 20.657 antes mencionada.


Estimó muy relevante destacar que en su momento se intentó, con el artículo 22 transitorio de la ley, suspender el ingreso de nuevas solicitudes para áreas de manejo para que no se establecieran nuevas áreas dado que existía una cantidad relevante de solicitudes para establecer o ampliar las áreas de manejo a nivel nacional. Para ilustrar de mejor manera lo anterior, indicó que contaban con alrededor de quinientas solicitudes ingresadas, las cuales  no podían ser revisadas en forma metódica.


Dado lo anterior, lo que se produjo en la práctica, según explicó, es que quedó bloqueada la posibilidad de establecer nuevas áreas de manejo o su ampliación por un período de tres años, con las consiguientes consecuencias negativas para quienes ya tenían solicitudes pendientes.


Además, agregó el señor González, en la Honorable Cámara de Diputados se introdujeron indicaciones parlamentarias aprobadas por el Ejecutivo, que proponen una serie de correcciones de carácter formal que se hacían necesarias producto de la tramitación en forma paralela de la ley N° 20.657 con la ley N° 20.625 conocida como la ley del descarte, proceso que ocasionó una serie de errores de referencia que pueden traducirse en problemas en materia de control, de fiscalización y en la correcta aplicación de la ley de pesca.


Enseguida, el Honorable Senador señor Letelier señaló que en primer término quería saber por qué el proyecto sólo hace referencia a la especie jurel y con línea de mano.  Además, respecto de las áreas de manejo, manifestó su voluntad en orden a apoyar a la Subsecretaria en su propuesta legislativa, sin perjuicio de su convencimiento respecto de la necesidad de contar con una ley de recursos bentónicos que no esté contenida en algunas disposiciones dispersas de la ley general de pesca, sino que en otro cuerpo legal que también incluya los temas acuícolas.


Señaló que existen una serie de áreas de manejo que dependiendo del territorio, son muy diferenciadas, al punto que las solicitudes van individualizadas, pero hay otros territorios donde dichas áreas existen, pero nunca han sido utilizadas. Dentro de este mismo tema, planteó la necesidad de que a futuro se abra el debate respecto de las parcelas en las áreas de manejo.


En cuanto a la primera consulta, el representante del Subsecretario de Pesca indicó que en virtud de la ley N°19.713 se les reconoció a los pescadores artesanales que habían sufrido una importante baja en la cuota de jurel en desmedro  del sector industrial, el derecho a una pesca de subsistencia que quedaba exenta de la cuota anual de captura, derecho que el proyecto busca reponer.


Para explicar lo anterior, tomó la palabra el señor Mario Acevedo, Encargado de Recursos Pelágicos de Departamento de Pesquería  de la Subsecretaría Pesca, quien señaló que lo dicho respecto de una pesca de subsistencia estaba enfocado a pescadores de muy poca escala, que pudieran con artes de pesca muy selectivos y poco dañinos (como la línea de mano), y en botes muy pequeños (sin cubierta) obtener alimento o subsistir con la venta de los productos que obtengan.


A la fecha de dictación de la ley N°19.713 dicha pesca de subsistencia estaba totalmente abierta y sin control, a diferencia de lo que se propone en la nueva iniciativa en que se establece un límite superior de captura, de manera de evitar el abuso de tal beneficio.


El Honorable Senador señor Letelier hizo presente que a su juicio, y respecto de la región que representa, no se ha manifestado razón alguna para que lo dicho no se aplique igualmente a la especie merluza, por lo que solicitó una mayor precisión en las definiciones de estas políticas. Agregó que existen algunas pesquerías en determinadas regiones, particularmente en la sexta y en la novena, en que los pescadores artesanales son víctimas de un subdesarrollo del sector, donde la mayoría de sus naves son botes, sin cubierta, que hoy en día tienen el mismo tratamiento que un pescador artesanal que tiene la capacidad de capturar cincuenta toneladas. Tal situación, indicó, enfatiza la necesidad de que en esta ley se incluya el recurso merluza con un trato similar al del jurel en aquellos lugares donde se cumplen las mismas condiciones que justifican la excepción, toda vez que la iniciativa trata de solucionar un problema social  muy fuerte que actualmente se está viviendo en una zona, pero que no es exclusivo de ella.


Enseguida la Honorable Senadora señora Goic, manifestó su preocupación frente a la posibilidad que se disfracen de artesanales o actividades de subsistencia quienes tienen una mayor capacidad de pesca, lo que llevaría a desnaturalizar este beneficio, y consultó sobre la posibilidad de establecer límites de cuotas más precisos que impidan que quede abierta la vía para vulnerarlo, ya que es conocida la dificultad que existe para realizar las tareas de fiscalización y control, particularmente en este sector. 


Haciendo presente similar preocupación el Honorable Senador señor Letelier señaló que el principal control se produce por el tipo de embarcación que se utiliza para la pesca con línea de mano, estimando que una fórmula de control podría consistir en establecer normas que sancionen incluso con la cancelación del registro a quienes vulneren los límites de la excepción que contempla la iniciativa.


Respecto de lo planteado, el representante de la Subsecretaría señaló que la norma se refiere a pescadores de un Registro que se encuentra cerrado, por lo que no van a ingresar nuevos actores, de modo que ella no produciría un sobre esfuerzo pesquero mayor al actualmente existente, y que frente a un eventual  exceso sobre la cuota la norma permite que mediante resolución del Subsecretario de Pesca se establezca un límite anual de toneladas que quedan exenta de la cuota global para los pescadores de que se trata.


Insistió el señor González que se trata de una labor de subsistencia como lo demostrarían las estadísticas existentes, que indican que la extracción de estos recursos nunca sobrepasó las setenta u ochenta toneladas al año a nivel nacional. En este sentido, agregó que tal como se ha venido explicando el fundamento de la iniciativa radica en el desmedro que sufrieron tales pescadores frente al sector industrial.


La Honorable Senadora señora Muñoz hizo presente que a su juicio se está entregando al Subsecretario una facultad bastante discrecional cuando se le faculta para establecer un límite al beneficio que entrega la ley.  Señaló que la exención de cuota global para la pesca artesanal de jurel se introduce en el artículo 3° de la Ley General de Pesca, disposición que contempla las medidas de conservación y permite establecer cuotas o vedas, por ejemplo, facultades que entrega al Ministerio de Economía, que las ejerce con informe del Comité Científico Técnico, de la Subsecretaría, con comunicación al Consejo Nacional de Pesca, según el caso.


De acuerdo a tales procesos, consultó si existe otra instancia distinta a la Subsecretaría que pueda definir la cuota, como por ejemplo el Comité Científico Técnico, toda vez que una norma de este tipo no se contempla en la presente iniciativa, insistiendo en que ante un tema muy sensible pareciera necesario contar con la opinión y participación de otras entidades que planteen puntos de vista distintos al momento de limitar o fijar tales cuotas exentas.

A continuación hizo uso de la palabra el señor Antonio González, Encargado de la Unidad de Recursos Bentónicos de la Subsecretaría de Pesca, quién se refirió en primer término a la necesidad de contar con una ley que se refiera a los recursos bentónicos a que ha hecho referencia el Honorable Senador señor Letelier, indicando que para el año en curso el Subsecretario ha dispuesto que las Direcciones Zonales se impongan de los planteamientos de la pesca artesanal a través de sus organizaciones, con el objeto de conocer sus inquietudes y propuestas y generar muy probablemente el próximo año la presentación del proyecto de ley en el ámbito bentónico.


En cuanto a las áreas de manejo, enfatizó que como régimen se ha mantenido su destino para las organizaciones de pescadores artesanales, es decir, organizaciones formadas por personas naturales exclusivamente, inscritas en el registro pequero artesanal. Lo anterior, dijo, se mantiene hasta la fecha y la mayoría de las organizaciones son del tipo sindicatos, asociaciones gremiales, cooperativas e incluso, actualmente, sociedades comerciales conformadas por pescadores artesanales con un mínimo de 2 personas, las que  también pueden inscribirse en el Registro señalado y se reconocen como organizaciones de pescadores artesanales legalmente constituidas.


Dicho esto, sostuvo que existe una amplia gama de interesados en acceder a la asignación de un área de manejo, y reafirmó que el proyecto de ley en discusión plantea una modificación que está orientada a rectificar la normativa vigente en el sentido de ajustarla al espíritu original que era suspender por un tiempo determinado (3 años) el establecimiento de nuevos sectores, pero como ya se dijo, ello no ocurrió producto de la redacción con que quedó la norma que afectó a las propuestas de áreas de manejo previamente ingresadas, que es lo que se quiere resolver.


El Honorable Senador señor Letelier hizo presente su opinión en el sentido que el proceso de generación de las áreas de manejo no fue el más adecuado en los distintos territorios en que se llevó a cabo. A mayor abundamiento resaltó que en la región que representa dicho proceso fue muy poco adecuado, al punto que incluso se asignaron a instituciones inexistentes, por lo que planteó que junto con poder abrir el registro, debieran existir facultades para dejar sin efecto las asignaciones de áreas de manejo incorrecta o erróneamente realizadas respecto de dichas instituciones. 


El señor González señaló que la idea original de cerrar de alguna manera el ingreso de nuevas solicitudes era precisamente ordenar el sistema, para lo cual se establecieron caducidades para aquellas organizaciones de pescadores artesanales que no requirieron de un área de manejo en el plazo de 2 años, para comenzar a desafectar áreas y quitarlas a aquéllas organizaciones que no presentaran informes de seguimiento en el mismo plazo, de modo que la ley, en cuanto a la exigencia, es bastante severa. Todo lo anterior, sostuvo, hacía imperioso el paralizar el ingreso de solicitudes nuevas, pero dada la redacción con que quedo el respectivo artículo transitorio, es necesario cambiarlo porque el efecto deseado no se produjo, tal como se ha señalado anteriormente.


La Honorable Senadora señora Muñoz consultó por el plazo que se estableció para la presentación de solicitudes de las áreas de manejo. Además, solicitó ser informada respecto de la situación de los denominados “orilleros” que realizan labores de subsistencia en materia pesquera, y que en algunos casos corresponden a comunidades indígenas, y si existe algún ordenamiento u otra forma determinada en la legislación para evitar que se generen tensiones entre estos últimos y los pescadores artesanales. 


Asimismo, preguntó por la razón para eliminar el artículo 114 de la ley,  y en cuanto a la incorporación de nuevos actores a que hace referencia el artículo 91, solicitó precisar el rol que cumplirá el Instituto de Fomento Pesquero (IFOP).


En la misma línea, la Honorable Senadora señora Goic consultó respecto del fundamento para agregar el nuevo artículo 28 B), que a su juicio abarca muchos temas, de modo que solicitó mayor claridad con respecto al objetivo que se persigue, por cuanto en su opinión, se puede llegar incluso a una mayor limitación que la actualmente vigente.


Respondiendo las consultas formuladas, el representante del Ejecutivo hizo presente que los “orilleros” son considerados como pescadores artesanales que pueden inscribirse, solicitar y tener asignadas áreas de manejo, como ocurre en la décima región en que existen áreas de manejo cuyos titulares son comunidades indígenas.


Sobre el artículo 114, hizo presente que al tramitarse en forma paralela, tanto la ley N° 20.657
 como la ley N° 20.625
 llamada de “Descarte”, se produjeron una serie de errores, de referencia, o de superposición de normas que es lo que ocurre precisamente con el señalado artículo 114, que se reguló en la primera de las leyes citadas, específicamente en el artículo 110 ter que establece la sanción respectiva, lo que motiva la supresión del artículo 114.


En cuanto a lo establecido en el artículo 91, precisó que con la modificación se busca reafirmar el carácter obligatorio de las propuestas de investigación que elabora el IFOP, y en cuanto al establecimiento de un nuevo artículo 28 B) destacó que lo que se hace es establecer una norma de carácter general que contempla la existencia de ciertos requisitos mínimos para solicitar una licencia transable, lo que en la práctica en opinión de la Honorable Senadora señora Goic viene a establecer mayores limitaciones, ya que exige ser chileno o extranjero con permanencia definitiva y, de tratarse de personas jurídicas, estar constituida legalmente en Chile.


Considerando esto último, el personero de Gobierno indicó que actualmente en materia de inversión extranjera, existe un tratamiento muy similar al del inversionista nacional, no obstante indicó que se revisaría esta situación.


Finalmente en cuanto al recurso merluza y las razones para no incluirla en la presente iniciativa, el representante del Ejecutivo indicó que en la distribución que se dio de los recursos el componente total del jurel favoreció mucho a la industria en detrimento del sector artesanal, y ello motivó una norma excepcional en su beneficio.


Frente a la repartición de cuotas, el Honorable Senador señor Letelier hizo presente que tanto la sexta como la novena región se vieron muy desfavorecidas. Agregó que en el caso de la sexta región el no contar puerto o muelle de desembarque determina que no existan registros de desembarque, desembarco que fue la base utilizada por la Subsecretaría para la asignación de las cuotas.  Este círculo de falta de muelle, ausencia de registro de desembarque y asignación de cuota de acuerdo a tales registros produjo en la práctica que los pescadores artesanales más pobres resultaran aún más desfavorecidos y empobrecidos producto de la asignación de cuotas ínfimas. Agregó que en la definición de pescador artesanal existe un problema porque se engloba a pequeños empresarios con los “boteros” (del jurel) y precisamente este proyecto de ley apunta a ellos porque se encuentran en una situación dramática, situación en que también se encuentran otros “boteros” (de la merluza), que son motivo de su especial preocupación.


Finalmente, en vuestra Comisión se coincidió en la necesidad de avanzar en el trámite de esta iniciativa, sin perjuicio de analizar las peticiones de audiencia existentes al momento de abordar el segundo informe del proyecto.



- Cerrado el debate y sometido a votación en general, el proyecto fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, Honorables Senadores señora Goic (Presidenta accidental), señora Muñoz y señor Letelier.
- - -

TEXTO DEL PROYECTO


A continuación, se transcribe literalmente el texto del proyecto de ley despachado por la Honorable Cámara de Diputados, y que vuestra Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura os propone aprobar en general:

PROYECTO DE LEY:

““Artículo 1°.- Introdúcense en la ley N°18.892, General de Pesca y Acuicultura, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo N° 430, de 1992, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, las siguientes modificaciones:

1) En la letra c) del artículo 3° agrégase el siguiente párrafo final: 

“El desarrollo de la actividad de pesca artesanal de jurel ejercida sólo con línea de mano a bordo de embarcaciones sin cubierta de hasta 12 metros de eslora quedará exenta de la cuota global de captura. Para estos efectos, la Subsecretaría podrá establecer un límite anual de las toneladas que quedarán exentas.”. 

2) Incorpórase el siguiente artículo 28 B: 

“Artículo 28 B.- Los titulares de licencias transables de pesca clase A o B deberán dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 17.”.

3) En el artículo 40 C intercálase el siguiente inciso cuarto, nuevo, pasando los actuales incisos cuarto y quinto, a ser quinto y sexto, respectivamente: 

“El armador que efectúe operaciones de pesca en pesquerías administradas por licencias transables de pesca o permisos extraordinarios de pesca, sin contar con una licencia o permiso, o sin que éstos se encuentren inscritos en el Registro a que se refiere el artículo 30, será sancionado de conformidad con el procedimiento del inciso primero, aplicándosele una multa, a todo evento, de 1.200 unidades tributarias mensuales, y en la multiplicación se aplicará el triple de las toneladas objeto de la infracción.”.

4) En el artículo 44 incorpórase, entre las expresiones “autorización” y “o permiso”, la expresión “, licencia”.

5) Reemplázase, en el inciso noveno del artículo 50, en la letra a) del inciso tercero del artículo 50 A, en el inciso primero del artículo 50 B, y en el inciso primero del artículo 55 I, el guarismo “33” por “24”.

6) En el artículo 50 A letra c), intercálase, entre las expresiones “fauna acompañante” y “de las pesquerías”, la frase “o especies asociadas en el caso de los recursos bentónicos”.

7) En el artículo 50 B inciso quinto, reemplázase el guarismo “29” por “28”.

8) En el artículo 51 letra a), sustitúyese el guarismo “29” por “28”.

9) En el artículo 55 inciso tercero, reemplázase la expresión “50 A” por “50 B”.

10) En el artículo 55 N inciso noveno, sustitúyese la palabra “anterior” por “séptimo”.

11) En el artículo 63 agrégase el siguiente inciso final:

“La información que se entregue de conformidad con este artículo deberá ser completa, fidedigna y oportuna.”. 

12) En el artículo 63 quáter inciso final, sustitúyese la expresión “113 B” por “113 D”.

13) En el artículo 64 B inciso primero, intercálase un punto y coma (;) después de la palabra “industriales”. 

14) En el artículo 91 inciso cuarto:

i. Elimínase la expresión “, así como al Instituto de Fomento Pesquero”.

ii. Agréganse, a continuación de las palabras “requerir propuestas”, la segunda vez que aparecen, los vocablos “de investigación”.

15) En el artículo 92 inciso tercero, reemplázase la frase “mediante licitación pública” por “de conformidad con la ley N° 19.886”.

16) En el artículo 113:

i. Derógase el inciso tercero.

ii. En el inciso cuarto, sustitúyese la frase “a que se refiere el artículo 63 ter” por “a que se refieren los artículos 63, 63 bis y 63 ter”. 

iii. Intercálase el siguiente inciso quinto, nuevo, pasado el actual quinto a ser sexto: 

“En caso que la información entregada en cumplimiento del artículo 63 ter sea falsa, la sanción será de multa de 50 a 300 unidades tributarias mensuales.”.

17) Derógase el artículo 114.

18) En el artículo 129 inciso primero:

i. Reemplázase la palabra “quedando” por la expresión “los cuales podrán quedar”.

ii. Agrégase, a continuación de la expresión “determine su destino”, la frase “o bien ser puestos en forma inmediata a disposición del tribunal”.

Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 20.657:

1) En el artículo 1°:

i. Elimínase el numeral 113).

ii. Intercálase en el numeral 118), entre la letra “c)” y la palabra “del”, la expresión “del numeral 1.”. 

2) En el artículo vigésimo segundo transitorio, reemplázase la frase “Sin embargo, en ambos casos se considerarán ingresadas, para efectos de esta ley, todas aquellas solicitudes presentadas hasta seis meses después de la entrada en vigencia de la misma.” por la siguiente: “Con todo, en el plazo antes señalado, podrán establecerse las áreas de manejo y explotación de recursos bentónicos y ampliaciones a áreas decretadas, cuyo establecimiento u ampliación haya sido solicitado hasta el 9 de agosto de 2013 inclusive.”.”.

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 8 de Octubre de 2014, con la asistencia de los Honorables Senadores señoras Carolina Goic (Presidenta accidental) y Adriana Muñoz y señor Juan Pablo Letelier.

Sala de la Comisión, a 14 de Octubre de 2014.
(Fdo.): Juan Pablo Durán G., Secretario de la Comisión.

3

MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR BIANCHI, CON LA QUE SE DA INICIO A UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA LA LEY N° 19.968, QUE CREA LOS TRIBUNALES DE FAMILIA, EN MATERIA DE INFORMES PERICIALES

(9.674-07)

La ley 19968 que Crea Los Tribunales De Familia establece en su artículo 46, el contenido del informe de peritos señalando que, si las partes lo solicitan, es obligación para los peritos concurrir a declarar ante el juez acerca de su informe. Luego, y en el mismo inciso se señala que -el informe- deberán "entregarlo por escrito, con tantas copias como partes figuren en el proceso, con la finalidad de ponerlo en conocimiento de aquéllas, con cinco días de anticipación a la audiencia de juicio, a lo menos".
Es la obligación impuesta en la segunda parte del artículo en comento, la que nos merece reparo desde al menos 3 puntos de vista.
El primero y que es un problema transversal para el Estado, es la escasez de recursos en diferentes ámbitos. El tema de acceso a la justicia, tribunales y otros, no son la excepción.
Particularmente precaria es la situación de las Corporaciones de Asistencia Judicial, en ellas por ejemplo, no es raro ver a 6 o más postulantes en una sala pequeña, donde no cuentan con equipos computacionales -razón por la cual deben llevar los propios, y si no tienen, conseguirse-. Tampoco es raro que haya un teléfono celular con una cantidad limitadísima de minutos para llamar a los usuarios e informarles debidamente, lo que implica que la mayoría de las veces no se cubre el mes completo Nuevamente son los postulantes, o los propios abogados asistentes, los que deben emplear sus propios recursos para otorgar una debida atención a quienes recurren a las corporaciones.
Relacionando lo dicho con el tema que nos ocupa, el déficit de recursos se manifiesta también, en la falta de papel para imprimir los documentos, demandas y demás escritos.
En este punto por tanto, un buen uso del papel podría significar una mejor inversión de los limitados recursos en instituciones que prestan importantes servicios.
Un segundo punto de vista en este problema de falta de papel - parecer tan casero - viene desde una perspectiva totalmente distinta y no menos importante.
La gran cantidad de papel utilizada no se condice con una preocupación y un uso responsable de los recursos naturales. Una actitud acorde con el medio ambiente exige tomar las medidas posibles para una mayor eficiencia de los elementos proporcionados por la naturaleza, evitar los costos energéticos de su producción y la generación de más desechos.
Una tercera perspectiva y directamente relacionada con la tramitación, es que en materia de familia -como en otras- existen salidas distintas a la dictación de una sentencia.
Así sucede que muchas veces se llegan a acuerdos, incluso en la misma audiencia de juicio; supuesto en el que ni siquiera se alcanza a incorporar efectivamente como prueba pericial los informes entregados. En dichos casos, las copias simplemente no sirven de nada y se destruyen por la imposibilidad de archivar y almacenar un número importante de documentos.
A mayor abundamiento y en líneas generales, no se justifica la exigencia de entregar tantas copias como partes existan pues, si el fin es poner el informe en conocimiento de las partes, esto se cumple cabalmente con la entrega de una copia, si consideramos que los informes, al igual que los demás documentos, se escanean y se suben al sistema computacional del poder judicial.
En gran parte del territorio la información está disponible en las plataformas electrónicas, por lo tanto si desde ellas se pueden leer, bajar o imprimir, no tiene asidero la obligación del artículo 46 de la ley ya mencionada, salvo el caso que exista algún territorio jurisdiccional que no cuente con los recursos tecnológicos necesarios, caso en el cual se entiende lógicamente se deba seguir produciendo copias físicas, para la adecuada inteligencia de los documentos y de la información, en concordancia con el principio de bilateralidad y para permitir una adecuada defensa.
Por las razones anteriores es que venimos en presentar el siguiente:
Proyecto de Ley

Artículo Único: Sustitúyase el artículo 46 de la Ley 19968, por el siguiente nuevo: 
Artículo 46.- Contenido del informe de peritos.
A petición de parte, los peritos deberán concurrir a declarar ante el juez acerca de su informe. Sin perjuicio de lo anterior, deberán poner a disposición del tribunal una copia escrita, con la finalidad de ponerlo en conocimiento de las partes, con cinco días de anticipación a la audiencia de juicio, a lo menos. En aquellos tribunales en que no se cuente con sistema computacional, se deberán tantas entregar tantas copias escritas como partes figuren en el proceso.
Será aplicable a los informes periciales lo dispuesto en el artículo 315 del Código Procesal Penal.

(Fdo.): Carlos Bianchi Chelech, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO, DEL SENADOR SEÑOR OSSANDÓN, CON EL QUE SOLICITA A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA QUE EL SEÑOR MINISTRO DE HACIENDA Y LA SEÑORA MINISTRA PRESIDENTA DEL CONSEJO NACIONAL DE LA CULTURA Y LAS ARTES EVALÚEN LA POSIBILIDAD DE UN PROYECTO DE LEY QUE DECLARE EXENTA DEL IMPUESTO AL VALOR AGREGADO LA VENTA DE LIBROS O, EN SU DEFECTO, REDUZCA LA TASA DEL MISMO

(S 1.745-12)

Considerando:

1. Que el valor de la lectura —y de los libros— es inconmensurable para una sociedad y sus miembros. Si bien puede argumentarse que la transmisión del conocimiento y la tradición puede darse a través de otros medios, como los audiovisuales, ello no merma el valor de la edición impresa y el contacto físico y visual con un libro. Estos son la reserva cultural de una nación y su producción debe ser, a todo evento, estimulada por la comunidad nacional y por el Estado.
2. Que en nuestro país, el libro y el hábito de lectura no poseen la masividad que resulta deseable. De acuerdo al estudio "Chile y los libros" (Fundación La Fuente/Adimark GFK, 2010), el 52,8% de los encuestados declaran no leer nunca o casi nunca libros (de los cuales un 45,7% declara no leer nunca), contra un 47,2% que Lo hace ocasional o frecuentemente. El mismo estudio da cuenta de un alza en la cantidad de personas que se declara lectora (quienes lo hacen frecuente y ocasionalmente): de 21,1% en 2006 a 26% en 2010; pero, como contraparte, el alza en los no lectores (quienes nunca leen o lo hacen casi nunca) experimentó un alza de 44,9% a 52,8% en el mismo periodo. Ello da cuenta de una polarización en el hábito de la lectura: mientras quienes leen frecuentemente han aumentado, quienes lo hacen ocasionalmente han disminuido. En este sentido, urge, por diversos motivos, promover el hábito de la lectura en nuestra población.
3. Que a nuestro juicio, una de las razones más importantes para fomentar la lectura frecuente es la promoción de una ciudadanía ilustrada. Así, resulta fundamental poder contar con ciudadanos cultivados, que estén en condiciones efectivas de participar en los debates públicos de manera informada y con la capacidad de respaldar sus opiniones. Ello, por cierto, es garantía de una independencia en el juicio y de un mejor control ciudadano del gobierno, lo que es esencial para una democracia sana y participativa.
Asimismo, importa fomentar la lectura porque contribuye al desarrollo cognitivo, como, por ejemplo se ha afirmado en el documento de trabajo "La lectura en la primera infancia". De esta manera, la promoción de la lectura se enmarca dentro de un mayor abanico de posibilidades y horizontes de desarrollo de las capacidades de cada persona. Especial mención debe efectuarse respecto del vocabulario: el mayor conocimiento de palabras, así como de su contextualización y conjugación dependen en gran medida de los libros y de la lectura, toda vez que en los contextos orates no es frecuente contar con un lenguaje rico y extenso, situación que no se da en los libros. En cierto sentido, podría decirse que el hábito de lectura permite "conversar" con maestros universales como Shakespeare, García Márquez, Verne, Salgan, Hesse o Aristóteles y que de ello solo puede sacarse un provecho para la formación intelectual. Lo mismo puede decirse de clásicos de la literatura nacional, como Gabriela Mistral, Francisco Coloane, Vicente Huidobro, Marta Brunet, Alicia Morel, entre otros.
4. Que los datos de la encuesta de la Fundación La Fuente del año 2010 dan cuenta de que más de un 53% de los encuestados afirma que comprarla más libros si estos no estuvieran gravados con IVA. Asimismo, este instrumento indica que más de un 80% de los encuestados percibe a los libros como caros o muy caros, percepción que es transversal desagregando los datos por nivel educacional. En relación a esta última observación, la disposición a adquirir más libros se incrementaría si estos libros no fuesen gravados con IVA: por ejemplo, desagregados los datos por nivel educacional y promediados, más de un 53% dice que sí compraría más libros. Además, la cantidad de compra de libros al año resulta muy baja y la cantidad de libros por hogar se incrementa junto con el nivel socioeconómico.
5. Que, por otro lado, debe considerarse que nuestro país ostenta el mayor nivel impositivo a los libros en el continente, considerando que otros países de la región poseen tratamientos más beneficiosos para fomentar su industria editorial y para promover y fomentar la lectura.
Cabe hacer presente que este régimen impositivo afecta también a los libros de textos escolares, que adquieren los padres de los alumnos para los colegios. En tal sentido, en el marco de la reforma educacional, debiera ser un objetivo hacer asequible los bienes de la cultura, en particular la lectura, a un número cada vez más creciente de la población. Esto pasa innegablemente por un costo más razonable de los libros, enciclopedias y textos escolares.
6. Que traídas a la vista estas consideraciones, parece importante poder desgravar al libro de IVA, toda vez que ello representa un quinto del valor actual de cualquier edición; o en caso que esto no sea posible, rebajar la tasa actual del 19%. De este modo, se podrá generar una política pública que fomentará la lectura y generará importantes beneficios para todos los habitantes de la República.
Por las razones antes expuestas,
EL SENADO DE LA REPÚBLICA ACUERDA

Solicitar a S.E. la Presidenta de la República que instruya al Ministro de Hacienda y a la Ministra de Cultura para que, en uso de sus facultades, evalúen declarar exento de pago de IVA a los libros o, en su defecto, reducir parcialmente el gravamen.

(Fdo.): Manuel José Ossandón Irarrázabal, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑORES ALLAMAND, COLOMA, GIRARDI, LAGOS, LARRAÍN, PIZARRO Y PROKURICA, CON EL QUE PIDEN A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA LA PRONTA APERTURA DE UNA SEDE DIPLOMÁTICA EN BAKÚ, REPÚBLICA DE AZERBAIYÁN, CON EL FIN DE INTENSIFICAR LAS RELACIONES DE CHILE CON AQUEL PAÍS Y, EN GENERAL, CON LAS NACIONES DE LA ZONA DEL CÁUCASO

(S 1.746-12)
CONSIDERANDO
1.- Que el fortalecimiento de las relaciones internacionales es un reto para nuestro país, pues está geográficamente alejado de los centros mundiales de poder.
2.- Que en el desarrollo y actuar de nuestras políticas internacionales existen regiones del orbe en las cuales no tenemos presencia, lo cual debilita la defensa de nuestros intereses nacionales.
3.- Que existen países, como Azerbaijan, que han dado claras muestras de voluntad política para intensificar sus relaciones diplomáticas con Chile, con la pronta inauguración de su Embajada en nuestro país.
4. Que, además, dicha Nación es absolutamente complementaria económicamente con la nuestra, en especial, porque posee importantes recursos energéticos.
5.-. Que existía el compromiso de abrir una Embajada chilena en Azerbaijan.
RESUELVE, el siguiente
Proyecto de Acuerdo

Solicitar a S.E. la Presidenta de la República y al señor Ministro de Relaciones Exteriores la pronta apertura de una sede diplomática en Bakú, Azerbaijan, a fin de intensificar nuestras relaciones con dicho país y las naciones de la zona del Cáucaso.

(Fdo.): Andrés Allamand Zavala, Senador.- Juan Antonio Coloma Correa, Senador.- Guido Girardi Lavín, Senador.- Ricardo Lagos Weber, Senador.- Hernán Larraín Fernández, Senador.- Jorge Pizarro Soto, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.
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CERTIFICADO DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO, CON EL QUE TOMA CONOCIMIENTO DEL OFICIO N° 1883, DE 15 DE OCTUBRE DE 2014, DE SU EXCELENCIA LA SEÑORA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA, MEDIANTE EL CUAL SOLICITA EL ACUERDO DEL SENADO PARA DESIGNAR COMO MIEMBROS DEL CONSEJO DIRECTIVO DEL CONSEJO PARA LA TRANSPARENCIA, A  LOS SEÑORES MARCELO FERNANDO DRAGO AGUIRRE Y JORGE ANDRÉS JARAQUEMADA ROBLERO

(S 1.744-05)

Valparaíso, 22 de octubre de 2014.


C E R T I F I C O que con esta fecha, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tomó conocimiento del oficio N° 1883, de 15 de octubre de 2014, de S.E. la señora Presidenta de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para designar como miembros del Consejo Directivo del Consejo para la Transparencia, a  los señores Marcelo Fernando Drago Aguirre y Jorge Andrés Jaraquemada Roblero (Boletín N° S 1.744-05).

Se ha hecho presente para el despacho de este asunto la urgencia del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política de la República, la que vence el día 20 de noviembre próximo.




A la sesión en que se consideró este asunto asistió el Honorable Senador señor Walker, don Patricio, quien reemplazó al Honorable Senador señor Araya. Igualmente, concurrieron el Honorable Senador señor Pizarro y la Ministra Secretaria General de la Presidencia, señora Ximena Rincón.





Estuvieron presentes, además, las señoras Rocio Noriega, asesora del PNUD; María Jaraquemada, Directora de Investigación de la Organización Ciudadano Inteligente; Patricia Reyes, Vicepresidenta del Instituto Chileno de Derecho y Tecnologías; los señores Jorge Barrera, Gustavo Rosende y Héctor Mery, asesores de la Fundación Jaime Guzmán; el abogado señor Juan Pablo Olmedo y el asesor del Honorable Senador Harboe, señor Sebastián Abarca

.-.-.-

Antecedentes





En el mencionado oficio, S.E la señora Presidenta de la República recuerda que la ley N° 20.285, sobre Acceso a la Información Pública, creó el Consejo para la Transparencia y determinó que su administración y dirección superiores está a cargo de un Consejo Directivo. Agrega que el referido órgano está compuesto de cuatro miembros, designados por el Presidente de la República previo acuerdo del Senado, el cual debe ser adoptado por los dos tercios de sus miembros en ejercicio.




Hace presente que los Consejeros duran seis años en sus cargos, y se renuevan por parcialidades cada tres años.




Manifiesta que esta proposición de nombramiento se realiza en un solo acto y que el Senado debe pronunciarse sobre la misma como una unidad.





Finalmente, expresa que los mencionados candidatos son propuestos para un período de seis años, el cual vencerá en octubre del año 2020.





En el referido oficio, la Primera Mandataria adjunta los antecedentes personales, educacionales y laborales de los señores Marcelo Fernando Drago Aguirre (RUT 9.968.700-2), y Jorge Andrés Jaraquemada Roblero (RUT 9.619.327-0).

I.- En ellos se precisa que el señor Marcelo Drago es abogado de la Pontificia Universidad Católica de Chile y Master en Administración Pública de Harvard, experto en Políticas Públicas con extensa experiencia en gestión de gobierno, legislación, manejo de conflictos, comunicaciones, negociación política y legislativa. Se ha desempeñado en distintas posiciones directivas de gobierno a nivel regional y nacional, las que incluyeron los cargos de SEREMI de Vivienda y Urbanismo, Jefe de Gabinete de Ministro y Gobernador Provincial. Desarrolló estudios de post grado en Estados Unidos, dedicándose desde entonces a la asesoría legislativa en el Senado de la República y a la consultaría internacional en gestión y políticas públicas, para el Banco Interamericano de Desarrollo, ONU y la CEPAL. Fundador y Presidente de la Agrupación Maipo contigo, dedicada a la defensa de los derechos ciudadanos.


En relación a su experiencia laboral explica que se ha desempeñado en las siguientes instituciones y organismos:

1.- COMISIÓN NACIONAL DE ENERGÍA. ASESOR EN POLÍTICAS PÚBLICAS, GABINETE DEL SECRETARIO EJECUTIVO. Santiago, Chile (Marzo-Septiembre 2014). Asesor en diseño estratégico de la política regulatoria. Evaluación de escenarios, manejo de conflictos y panificación de toma de decisiones.  


2.- CONGRESO NACIONAL, SENADO DE LA REPÚBLICA. ASESOR LEGISLATIVO.  Valparaíso, Chile (2006-2014). Asesor legislativo y en políticas públicas Senior de la Senadora Soledad Alvear Valenzuela. Asesor en tramitación de proyectos de ley, negociador parlamentario con Ministros, Subsecretarios, Senadores y Diputados. Consejero en definición técnico-política de posiciones. 


En tal condición, recuerda que participó en el debate de las siguientes iniciativas: Reforma Previsional, Reforma al Seguro de Cesantía, Ley de Pesca, Ley de Subcontratación, Ley de Excedentes en Isapres, Ley de Farmacias, Ley de Demandas Colectivas en Fallas de la Construcción, Reforma a Multas del TAG, Reforma Constitucional Control de Armas, Reforma a la Ley Antiterrorista, Ley de Antenas Celulares, Ley Antidiscriminación, Leyes Financiamiento e Institucionalidad Transantiago, Ley sobre Inscripción Automática y Voto Voluntario, Ley Nacional de Turismo, Proyecto de Ley sobre Voto Programático, proyecto de ley sobre Televisión Digital Terrestre.


3.- BANCO INTERAMERICANO DE DESARROLLO. CONSULTOR INTERNACIONAL. Washington DC,
EE.UU, (2002-en curso). Consultor internacional en políticas públicas, particularmente en materias de vivienda social y desarrollo urbano. 


En este ámbito, añade, que se ha desempeñado como asesor en el diseño y reingeniería de políticas de financiamiento a la vivienda en países Andinos, Centroamérica y el Caribe, incluyendo Perú, Colombia, Ecuador, Costa Rica, Nicaragua y Guyana.


4.- LINCOLN INSTITUTE OF LAND POLICY. Río de Janeiro, Brasil (Diciembre 2009). Profesor para el Curso de Desarrollo Profesional “Informal Land Markets and Regularization in Latin America”.


5.-REPÚBLICA DE ANGOLA, MINISTÉRIO DO URBANISMO E HABITAÇÃO. Luanda, Angola (Mayo 2009). Participación en Grupo de Expertos para discutir el rediseño de la política habitacional y de desarrollo urbano de Angola.


6.-COMISIÓN ECONÓMICA PARA AMÉRICA LATINA CEPAL. CONSULTOR INTERNACIONAL. Santiago de Chile (2005). Consultor para la elaboración del informe “La Reforma a la Salud Chilena desde la Perspectiva de los Derechos Humanos” (ISBN 92-1-322915-1). El informe permite mostrar que la reforma a la salud representa un avance en el cumplimiento de las obligaciones internacionales en derechos económicos y sociales, pero al mismo tiempo el diseño de la política a través de la creación de derechos exigibles presenta virtudes que la hacen recomendable de utilizar en otros ámbitos.


7.- MINISTERIO DEL INTERIOR, GOBERNACIÓN CORDILLERA. GOBERNADOR. Puente Alto, Chile (2001). Representante del Presidente de la República y autoridad política en la Provincia (comunas de Puente Alto, Pirque y San José de Maipo). Designado por el Presidente Lagos a cargo de la dirección, coordinación general y vocería de gobierno a nivel provincial con especiales responsabilidades en orden público y seguridad ciudadana en una de las provincias más populosas del país. Lideró el manejo de conflictos vinculados a las viviendas Copeva (huelga de hambre, tomas de viviendas y terrenos, con fuerte exposición comunicacional), inundaciones, e hizo frente a serios conflictos de seguridad ciudadana Renunció para realizar estudios de post grado en la Universidad de Harvard, Estados Unidos.


8.-MINISTERIO DE BIENES NACIONALES. JEFE DE GABINETE DEL MINISTRO. Santiago de Chile (2000-2001). Jefe de Gabinete del Bi-Ministro de Vivienda, Urbanismo y Bienes Nacionales Sr. Claudio Orrego. Responsable de la gestión general del Gabinete del Ministro, liderando el equipo de asesores ministeriales y dirigiendo la agenda legislativa del Ministerio, además de prestar consejería estratégica y comunicacional al Ministro. Gestor de la Ley 19.903 que simplifica la Posesión Efectiva, normativa que desjudicializa el procedimiento y minimiza sus costos tanto para el usuario como para el país. Renunció al ser designado Gobernador Provincial.


9.- MINISTERIO DE VIVIENDA Y URBANISMO. SECRETARIO REGIONAL MINISTERIAL DE VIVIENDA Y URBANISMO (SEREMI). Puerto Montt, Chile (1998-2000). Designado por el Presidente de la República, Eduardo Frei. Principal directivo del Ministerio de Vivienda en la Región, liderando inversiones en vivienda e infraestructura por cerca de 22 mil millones de pesos anuales, encabezando la planificación urbana y territorial de la región, además de la correcta aplicación y fiscalización de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.


10.- MINISTERIO DE VIVIENDA Y URBANISMO. ASESOR DEL MINISTRO. Santiago de Chile (1997-1998). Asesor Jurídico y Legislativo del Ministro de Vivienda y Urbanismo Sr. Sergio Henríquez. Coordinación de autoridades regionales y parlamentarias con el gabinete del ministro. Apoyo en políticas de vivienda y desarrollo urbano para el país.


Agrega que en el ámbito académico ha desarrollado los siguientes estudios:

-HARVARD UNIVERSITY, JOHN F. KENNEDY SCHOOL OF GOVERNMENT. MASTER EN ADMINISTRACIÓN PÚBLICA. Cambridge MA, USA (2001-2003). Estudios enfocados en teoría y diseño de políticas económicas y sociales para países en desarrollo, reforma del Estado y gestión pública. 


-COURSE ASSISTANT. Harvard University (2002). Ayudante del curso Administración Estratégica para el Sector Publico dictado por la profesora Mary Joe Bane. 


- PONTIFICIA UNIVERSIDAD CATÓLICA DE CHILE, FACULTAD DE DERECHO. LICENCIADO EN DERECHO. Santiago de Chile (1991-1995). Examen de Grado aprobado en Noviembre de 1997, Nota 6.0. Tesis de Grado aprobada en Octubre de 1997 titulada "La Cláusula de Compromiso Democrático en el Mercosur ¿Viola el Principio de No Intervención?", Nota 7.0. Juramento de Abogado, Corte Suprema de Justicia 1998.


- UNIVERSITÉ LA SORBONNE. París, Francia (2003). Curso de Lengua, Cultura y Civilización Francesa.


- ÉCOLE NATIONALE D'ADMINISTRATION. París, Francia (2002). Curso en políticas de la Unión Europea, enfocado en gobernabilidad y relaciones industriales.


En el ámbito de otras actividades, el curriculum vitae del señor Drago destaca las siguientes:

-UNIVERSIDAD DE CHILE, FACULTAD DE INGENIERÍA. Santiago de Chile (2007-2008). Profesor Lector de Tesis en el Magíster en Gestión y Políticas Públicas de la Escuela de Ciencias Físicas y Matemáticas


Asimismo, hace presente que ha recibido las siguientes becas y distinciones:


-FULBRIGHT FOUNDATION (EE.UU.). Distinguido con Beca para estudios de Post Grado en Estados Unidos 2001.


-BECA PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA. Distinguido con Beca para estudios de Post Grado en el Extranjero. 2001.


-DIARIO EL MERCURIO DE SANTIAGO, ESPECIAL DE REVISTA DEL SÁBADO. Distinguido como uno de los “100 Líderes de Chile 2007”, 6 de octubre 2007.


-OFICINA DEL PRIMER MINISTRO DEL JAPÓN. Distinguido con invitación a “The Ship for World Youth 1997”, Youth Affairs Administration, Management and Coordination Agency, Japón. Programa dirigido a líderes jóvenes de 17 países de la Cuenca del Pacífico, recorriendo Japón, Nueva Zelanda, México y Costa Rica.


Finalmente, hace presente que participa y tiene intereses en las siguientes actividades:

-TRABAJO CON LA COMUNIDAD. Fundador y Presidente de la “Agrupación Maipo Contigo”, asociación voluntaria dedicada a la Defensa de los Derechos Ciudadanos en la Provincia del Maipo. A la cabeza de la agrupación detuvo la plaga de moscas de linderos, el proyecto minero que dañaría el Cerro Chena, los malos olores de Paine, logró la integración del Metrotrén al Transatiago, denunció el deterioro del Puente Maipo, entre varias otras exitosas campañas.


-OPINIÓN Y POLÍTICAS PÚBLICAS. Publica periódicamente artículos de opinión sobre políticas públicas en Cooperativa.cl, y El Mostrador.cl 


Autor del libro “Cambiar el Presente, Ganar el Futuro”, Editorial Escritores.cl (ISBN 978-956-351-258-8)


II.- Por su parte, en los antecedentes curriculares del señor Jorge Jaraquemada Roblero se hace presente que es abogado de la Pontificia Universidad Católica de Chile y Magíster en Ciencia Política de la Universidad de Chile. Además, que ha realizado diversos cursos de especialización, tales como: Diploma en Estudios de Audiencia, Pontificia Universidad Católica de Chile, 2005; Sistema de Información para la Gestión Financiera del Estado, Dirección de Presupuestos, Ministerio de Hacienda, 2003; Diploma en Gestión, The Wharton School, University of Pennsylvania, 2000.; Seminario "Modelo de Negociación de Harvard", Fundación Chile, 1999, y “Licitaciones: cómo participar y cómo diseñarlas”, Departamento de Ingeniería Industrial, Universidad de Chile, 1997.


En el ámbito laboral, cabe destacar que actualmente es Presidente del Consejo para la Transparencia (2013-2014) y en agosto del año 2010 fue nombrado Consejero de dicho Consejo. Además, se desempeña, desde el año 2010, como Director Ejecutivo de la Fundación Jaime Guzmán. Asimismo, que se ha desempeñado como Director del Área Legislativa y de Políticas Públicas de la referida Fundación (2007-2010); como Jefe del Departamento de Administración y Finanzas del Consejo Nacional de Televisión (2001-2006); Jefe del Departamento de Supervisión de Contenidos del Consejo Nacional de Televisión (1997- 2006); Subjefe del Departamento de Estudios del mismo Consejo (1994-1996), y como Profesional del Departamento de Supervisión y de Estudios (1990-1994).


Asimismo, entre los años 1998-2007 fue socio de "Benavente y Jaraquemada Consultores Limitada", firma especializada en Manejo de Conflictos y Riesgo Político de Inversión; ha sido columnista del Diario Financiero (2003-2005) y consultor externo del Instituto Libertad y Desarrollo, (1992-1995).


En la esfera de la educación superior, se ha desempeñado como profesor en el Programa de Magíster en Gerencia Pública, módulo "Análisis de Riesgo Político de Inversión" , de la Facultad de Ciencias Económicas de la Universidad Mayor (sedes Santiago y Temuco) (2005-2008); en el MBA, módulo "Ética Empresarial y Transparencia Pública", de la Facultad de Ciencias Económicas de la Universidad Mayor (sede Temuco) (2004-2006); en el MBA, módulo "Análisis estratégico del entorno", de la Facultad de Economía y Empresa de la Universidad Diego Portales (2003-2005); como Investigador del Programa "Análisis del Entorno Empresarial Latinoamericano", en la Escuela de Postgrado de la Facultad de Economía y Empresa de la Universidad Diego Portales, (2001-2005); como Profesor de la Facultad de Derecho Universidad del Desarrollo, (1999-2000), y como Investigador del Área "Estudios del Conflicto" en el Instituto de Ciencia Política de la Universidad de Chile (1991-1993).

Finalmente, en el ámbito de las publicaciones recientes, el curriculum vitae del señor Jaraquemada destaca los siguientes artículos y libro:


- “Desafíos pendientes en materia de transparencia en Chile: la visión del Consejo”; el libro “Transparencia en Chile. Logros y desafíos. A cinco años de vigencia de la ley”: pp. 79-97. Cheyre, Juan Emilio y Cobo, Nicolás (editores), Centro de Estudios Internacionales de la Pontificia Universidad Católica de Chile, Orjikh Editores Ltda., Santiago, 2014.


-“Ruptura o continuidad: es necesaria una asamblea constituyente en Chile”; Anuario de Derecho Público, Universidad Diego Portales, Santiago, agosto 2013.


-  En Anuarios “Ideas y Propuestas” 2008-2009, 2009-2010, 2010-2011, 2011-2012, 2012-2013 y 2013-2014: sobre modernización del Estado; plebiscito y democracia representativa; reformas de segunda generación en América Latina; evaluación de la transparencia de las empresas públicas; contención del poder colegislador del ejecutivo en el sistema presidencial chileno; publicidad de los actos estatales; financiamiento privado de la política; la corrupción como amenaza institucional; las movilizaciones sociales en América Latina; financiamiento público de los partidos políticos; reforma del Estado y rendición de cuentas; y régimen presidencial en Chile. Editorial JGE, Santiago, publicados en 2009, 2010, 2011, 2012, 2013 y 2014, respectivamente.


-“La fuerza vinculante de las sentencias constitucionales y el reconocimiento de derechos fundamentales. A propósito de la ley sobre regulación de la fertilidad”; en Revista Chilena de Derecho, Vol. 37 N° 2: pp. 405-419, Pontificia Universidad Católica de Chile, Santiago, mayo-agosto de 2010 (coautor).


-“Nueva Ley de Transparencia y Acceso a la información Pública: construyendo confianza institucional”; en libro del Senador Hernán Larraín: “Transparencia y Acceso a la Información: la modernización que faltaba”, Editorial JGE, Santiago, 2008.


-Libro: “Escenarios de inversión en América Latina: análisis del riesgo político”, en coautoría con Andrés Benavente, Ediciones Universidad Diego Portales, Santiago, 2002.
-.-.-.-


En sesión del día de hoy, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento recibió y escuchó a los referidos candidatos, y a la Ministra Secretaria General de la Presidencia, señora Ximena Rincón.


Dada la premura con la que hay que resolver esta solicitud, y teniendo en cuenta que en los próximos días corresponde renovar la integración del Consejo Directivo del Consejo para la Transparencia, el Gobierno solicitó a la Comisión que esta proposición sea informada mediante el presente certificado, con el fin de avanzar con prontitud en su despacho por la Sala del Senado.

-.-.-




La Comisión constató que en la proposición formulada por S. E. la señora Presidenta de la República se ha dado cumplimiento a los requisitos y procedimientos establecidos para designar a los candidatos propuestos como Consejeros Directivos del Consejo para la Transparencia.




Hacemos presente que en caso de aprobarse esta proposición, los señores Marcelo Fernando Drago Aguirre y Jorge Andrés Jaraquemada Roblero se desempeñarán en sus respectivos cargos hasta el mes octubre del año 2020, de conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 36 de la ley N° 20.285.


Finalmente, hacemos presente que esta proposición requiere, para ser aprobada, del voto conforme de los dos tercios de los Senadores en ejercicio, según lo dispone el inciso primero del artículo 36 de la menciona ley.
-.-.-



Acordado en sesión celebrada el día de hoy, con asistencia de los Honorables Senadores señores Alfonso De Urresti Longton, Alberto Espina Otero, Felipe Harboe Bascuñán (Presidente), Hernán Larraín Fernández y Patricio Walker Prieto (Pedro Araya Guerrero). 




Valparaíso, a 22 de octubre de 2014.

(Fdo.): Rodrigo Pineda Garfias, Secretario de la Comisión.

� Ley 20.657 – Modifica en el ámbito de la sustentabilidad de recursos hidrobiológicos, acceso a la actividad pesquera industrial y artesanal y regulaciones para la investigación y fiscalización, la Ley General de Pesca y Acuicultura contenida en la ley N°18.892 y sus modificaciones.





� Ley 20.625 – Define el descarte de especies hidrobiológicas y establece medidas de control y sanciones para quienes incurran en esta práctica en faenas de pesca.
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